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CIVIL 


aia seguido por Jorge Malouf Gabriel contra 
Elizabeth Catalina Maloff Fléfil de Passarelli. 


DOCTRINA: No puede prosperar el recurso de ca- 
sación, cuando se citan como violadas, interpre- 
tadas erróneamente o aplicadas indebidamente, le- 
yes inexistentes. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
CIVIL: Guatemala, nueve de febrero de mil nove- 
cientos setenta y dos. 

Para resolver se tiene a la vista el recurso de 
casación interpuesto por el Licenciado Oscar Gon- 
zález Rodas, como mandatario especial judicial con 
representación de Elizabeth Catalina Maloff Fléfil 
de Passarelli, contra la sentencia dictada por la Sala 
Segunda de la Corte de Apelaciones, el dieciséis de 
agosto de mil novecientos setenta y uno, en”el juicio 
ordinario que le siguió el Doctor Jorge Malouf Ga- 
briel ante el Juzgado Tercero de Familia de este 
departamento. 4 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala considera que si bien es cierto que de la 
cláusula guinta de la escritura pública número ciento 
sesenta y ocho, autorizada por el Notario José Luis 
de la Roca Santa Cruz, el veinticinco de mayo de 
mil novecientos cincuenta y nueve, se colige que 
se hizo constar que las partes “adoptan como régi- 
men económico del matrimonio el de separación de 
bienes”, también lo es que esa declaración de vo- 
luntad que se supone proveniente de los. contra- 
yentes, al no reunir los requisitos legales, no puede 
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conceptuarse como capitulaciones matrimoniales, pues 
éstas, por definición, son “pactos o convenios que 
otorgan los contrayentes para establecer y regular 
el régimen económico de su matrimonio”, las cua- 
les, de conformidad con la ley vigente en la época 
de la celebración del matrimonio, aplicable al caso, 
deberían contener los requisitos siguientes: “lo. La 
designación de los bienes que tenga cada uno de 
los cónyuges al contraer matrimonio, con expresión 
de su valor estimativo; 20. Declaración del monto 
de las deudas de cada uno, y 3o. Declaración expresa 
de los contrayentes sobre si adoptan el régimen de la 
comunidad o el de separación de bienes, haciendo 
constar en uno u otro caso, todas las modalidades 
y condiciones a que quieran sujetar su régimen eco- 
nómico ; requisitos que al haberse omitido por el 
Notario autorizante en el acta matrimonial de mé- 
rito, siendo de obligatorio cumplimiento, hacen inefi- 
caz la referida manifestación de voluntad, por falta 
de adecuación al ordenamiento jurídico; es decir, 
que el negocio legal familiar pretendido, no tuvo 
existencia, circunstancia ésta que también se presu- 
me que tomó en cuenta el Registrador Civil de esta 
capital, al asentar en la partida respectiva gue no 
consta el régimen económico al cual quedó sujeto 
el matrimonio, según se desprende de la certificación de 
dieciséis de abril de mil novecientos sesenta y ocho, 
que es anterior a la incorporada al proceso por la 
demandada, atestado que si bien contiene la ano- 
tación identificada con la letra “B” que dice: “Se 
hace constar que el régimen económico de los con- 
trayentes inscrito en el acta de fondo es el de sepa- 
ración de bienes, Guate. marzo 15 de 1969”, “no 
puede dársele ninguna relevancia probatoria al ser 
contradictorio su propio texto”. Que de consiguiente, 
no habiendo existido régimen económico expreso que 
regulara las relaciones patrimoniales de las partes 
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durante la vigencia de su vida conyugal, ni demos- 
trado en juicio que estuvieron obligados a celebrar 
en debida forma capitulaciones matrimoniales, debe 
estarse al régimen supletorio de comunidad en cuan- 
to a bienes habidos en su matrimonio, por lo que 
infiriéndose de la prueba documental acompañada 
por el actor, que el inmueble in litis, fue adquirido 
durante el lapso de aquel enlace, efectivamente es 
un bien común y pertenece en iguales proporciones 
a los excónyuges. Considera innecesario la Sala ana- 
lizar la certificación de la sentencia del divorcio 
habido entre los litigantes y el testimonio de escri- 
tura de arrendamiento del inmueble cuestionado, a 
los que tampoco puede dárseles valor probatorio al- 
guno, por haberlos presentado la demandada en esta- 
do de rebeldía, e indebidamente traídos a la vista por 
el juzgador, para mejor fallar; que tal conclusión se 
halla robustecida moral y juridicamente por la prue- 
ba aportada por el demandante, que pone de mani- 
fiesto que fue él quien canceló en su totalidad el 
valor de la construcción y demás instalaciones con- 
tenidas en la finca que adelante se relaciona. La Sala 
revoca la sentencia absolutoria de primera instancia 
y declara que la finca urbana número veinticuatro 
mil cuatrocientos veintiocho, folio doscientos nueve, 
del libro setecientos noventa y cinco de Guatemala, 
constituye un bien común, por lo que corresponde 
la mitad de la misma al actor, debiéndose inscribir 
así en el Registro General de la Propiedad, y con- 
dena a la demandada al pago de las costas proce- 
sales, 


PUNTOS OBJETO DEL JUICIO: 
El actor en si demanda manifiesta: 


I. Que el veintitrés de mayo de mil novecientos 
cincuenta y nueve contrajo matrimonio civil con Eli- 
zabeth Catalina Maloff Fléfil. 

II. Que no contaban con bienes de ninguna natu- 
raleza, pero con el esfuerzo de ambos adquirieron la 
finca relacionada, que consiste en sitio y casa. si- 
tuado en la octava avenida número veinte guión 
veinticuatro de la zona catorce, lotificación “Las 
Conchas”, lo que hicieron por compra a plazos a 
“Urbanizaciones Generales, Sociedad Anónima”, por 
autorizada en esta ciudad el treinta de 
agosto de mil novecientos sesenta y cinco, por el 
Notario José Luis de la Roca Santa Cruz, “la que 


escritura 


aún siendo bien común quedó a nombre de su es- 
posa. 


IL Que al efectuarse la compraventa, el actor pagó 
la suma de seis mil quetzales y el resto de doce 
mil, se pactó a un plazo de tres años, constituyéndose 
primera hipoteca a favor de la entidad vendedora. 
Que el actor compareció en su calidad de cónyuge 
a dar su consentimiento y aceptar el gravamen, como 


lo exigía la legislación vigente en esa época, lo cual 
es prueba de que el bien constituía una propiedad 
común. 

IV. Que la hipoteca se canceló totalmente, según 
escritura de veintinueve de marzo de mil novecien- 
tos sesenta y siete, ante el Notario Rubén López 
Marroquín, habiéndose efectuado por el actor los 
pagos respectivos. 


V. Que el tres de julio de mil novecientos sesenta: 
y siete, el actor, a titulo de dueño, contrató ante 
“Seguros Universales, Sociedad Anónima”, en res- 
guardo de la propiedad común, un seguro por la- 
suma de veinticinco mil quetzales, corriendo a su 
cargo todos y cada uno de los pagos respectivos. 

VI Que por escritura pública autorizada por el 
Notario Ernesto Ricardo Viteri Echeverría el cinco 
de julio de mil novecientos sesenta y siete las par- 
tes de este juicio, se reconocieron deudores de “Pan 
American Life Insurance Company”, por la suma de 
veinticinco mil quetzales, dinero destinado a cance- 
lar una deuda que en forma personal el actor habia 
contraído ante el Crédito Hipotecario Nacional, con 
destino a la construcción de la casa de habitación 
motivo de este juicio. Garantizaron el préstamo con 
hipoteca del bien común demandado y, además, el 
demandante se obligó personalmente a mantener un 
seguro de vida por igual suma y por el plazo del 
contrato, habiendo cumplido con cancelar Jas primas 
y abonos respectivos. 


VII Que en el terreno adquirido y mediante los 
préstamos relacionados y dinero ahorrado exclusiva- A 
mente por él, construyó una casa de habitación y ms 
piscina, todo lo cual se hizo por aportación de capi- 
tal por parte del actor, ya que la demandada “jamás 
aportó un centavo, pues=nunca ha trabajado”. 


VII. Que ante el Juzgado Segundo de Familia, 
inició con su esposa proceso para obtener el divorcio z e 
por mutuo consentimiento, y que en esa oportunidad 
indicaron: “cuando contrajimos matrimonio no cele- 
bramos capitulaciones matrimoniales, ni ningún otro 
convenio relativo al régimen económico del mismo” 
y que durante su vigencia han adquirido los bienes 7 
que detallarían en el proyecto de convenio de bases e 
del divorcio, asi como la situación en que quedarían e 
los mismos. Que esas manifestaciones, que ponen Da 
en clara evidencia la comunidad de la propiedad 
identificada, fueron debidamente ratificadas por su 
esposa en la junta conciliatoria que se llevó a efecto. e 
Que su sorpresa fue grande cuando al apersonarse 
en el Tribunal, se dio cuenta de que se habia dic- 
tado sentencia, pero omitiendo resolver lo referente 
a la liquidación del patrimonio conyugal, a pesar 
de haberlo indicado como uno de los puntos impor- 
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tantes del convenio a que habia llegado con su 
esposa, para solicitar el divorcio de común acuerdo. 
El actor solicita que en sentencia se declare que la 
finca urbana relacionada, incluyendo el-predio y to- 
das sus edificaciones e instalaciones es un bien co- 
mún de las partes, adquirido con su esfuerzo y le 
corresponde la mitad del mismo, que deberá inscri- 
birse en el Registro de la Propiedad. * 


El actor amplió su demanda, agregando: 


L En relación al punto VÍ anterior, aclaró que al 
recibir la cantidad de veinticinco mil quetzales del 
Crédito Hipotecario Nacional de Guatemala, con des- 
tíno a la construcción de la casa de habitación mo- 
tivo del juicio, con fecha siete de marzo -de mil 
novecientos sesenta y siete, a ciento veinte días vis- 
ta, suscribió una letra de cambio por tal cantidad, 
aceptada por él mismo, avalada por Alicia Gabriel 
de Malouf y endosada al Banco aludido, cantidad 
que fue cubierta con el préstamo obtenido de “Pan 
American Life Insurance Company”. 


II. Que el inmueble fue valuado por el Ingeniero 
Máximo Hoegg, según constancia que acompaña. 


II. Que la construcción de la casa la encomendó 
al arquitecto Jorge Passarelli, quien recibió ““aproxi- 
madamente” doce mil quinientos cuarenta y ocho 
quetzales con setenta y nueve centavos durante el 
año: de mil novecientos sesenta y siete, mediante 
cheques que fueron extendidos por el actor, o su 
esposa, de la cuenta mancomunada que mantenían 
en el Banco mencionado, y que fue destinada a cu- 
brir el pago de sus honorarios y la compra de al- 
gunos materiales de construcción que realizaba el 
arquitecto. 


La parte demandada interpuso las excepciones pre- 
vias de litispendencia, demanda defectuosa, falta de 
capacidad legal, falta de personalidad, falta de per- 
sonería y cosa juzgada, no dándoseles trámite a la 
incompetencia, litispendencia y falta de capacidad 
legal, por notoriamente frivolas e improcedentes, y 
posteriormente desistió de las restantes. 


DE LAS PRUEBAS; 


La parte actora aportó las siguientes: 


a) Certificación extendida por el Registrador de 
la Propiedad de la Zona Central de las inscripciones 
de la finca número veinticuatro mil cuatrocientos 
veintiocho, folio doscientos nueve, del libro setecien- 
tos noventa y cinco de Guatemala, en la que consta 
que Elizabeth Catalina Maloff Fléfil de Malouf, por 
dieciocho mil quetzales compró a “Urbanizaciones 
Generales, Sociedad Anónima”, el lote número no- 
venta y cinco, situado en “Las Conchas”, de la zona 
catorce de esta ciudad, que mide “mil sesenta me- 
tros noventa y nueve centímetros”, habiendo pagado 


seis mil quetzales en efectivo y el resto como se 
indica en la primera inscripción hipotecaria. Asi- 
mismo, consta que la propietaria se reconoció deu- 
dora de “Pan American Life Insurance Company”, 
por la suma de veinticinco mil quetzales y que en 
garantía del crédito, ella y Jorge Malouf Gabriel 
hipotecan esa finca. 


b) Copia simple legalizada de la escritura pública 
número cincuenta y uno, de cinco de julio de mil 
novecientos sesenta y siete, otorgada ante el Notario 
Ernesto Ricardo Viteri Echeverría, en virtud de la 
cual, las partes de este juicio reconocen que han reci- 
bido a mutuo de “Pan American Life Insurance Com- 
pany la cantidad de veinticinco mil quetzales, al ocho 
por ciento de interés anual, que se destinará para cu- 
brir obligaciones personales de los deudores ante el 
Crédito Hipotecario Nacional y que pagarán por medio 
de ciento sesenta y seis amortizaciones mensuales. 
En garantía del pago, la señora Maloff Fléfil de 
Malouf constituye hipoteca sobre la finca relacio- 
nada en el literal a) anterior. 


c) Segundo testimonio de la escritura pública nú- 
mero sesenta y uno de veintinueve de marzo de mil 
novecientos sesenta y siete, autorizada por el No- 
tario Rubén López Marroquín, en virtud de la cual 
“Urbanizaciones Generales, Sociedad Anónima”, debi- 
damente representada, otorga carta de pago y can- 
celación de hipoteca a favor de la demandada por 
la suma que adeudaba como pago del precio a que 
se refiere el literal a), 


d) Copia xerográfica legalizada de la escritura pú- 
blica número ciento noventa y cuatro, de treinta de 
agosto de mil novecientos sesenta y cinco que auto- 
rizó el Notario José Luis de la Roca Santa Cruz, 
por medio de la cual, - “Urbanizaciones Generales, 
Sociedad Anónima”, debidamente representada, ven- 
de a la demandada, por la suma de dieciocho mil 
quetzales una fracción de mil sesenta metros cua- 
drados “con veintinueve centímetros”, que se des- 
membra de la finca número diecisiete mil novecientos 
cinco, folio doscientos sesenta y ocho, del libro qui- 
nientos nueve de Guatemala, denominada “Las Con- 
chas”, situada en la zona catorce de esta ciudad. 


e) Certificación extendida por el Registro Civil 
de esta capital, el dieciséis de abril de mil nove- 
cientos sesenta y ocho, del matrimonio civil con- 
traído por las partes de este juicio, en la que se lee 
al final: “No consta el régimen económico al cual 
quedó sujeto el matrimonio”. 


f) Copias fotostáticas: de un recibo por veinti- 
cinco mil quetzales a favor de Jorge Malouf Gabriel, 
extendido por el Crédito Hipotecario Nacional de 
Guatemala, que lleva fecha cinco diagonal siete dia- 
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gonal sesenta y siete; de varios cheques con firma 
ilegible, extendidos a cargo del Banco indicado a 
favor de “PALIC"; de una factura extendida a las 
partes del juicio por el Notario Ernesto Ricardo Vi- 
teri Echeverría; de varias facturas por materiales de 
construcción y otros artículos para casa de habita- 
ción a favor de Jorge Malouf; varias facturas a favor 
de la misma persona por trabajos efectuados en “su 
casa, ubicada en la octava avenida número veinte 
guión veinticuatro, zona catorce”; de una carta pre- 
supuesto para la construcción de una piscina, y de 
varios recibos a cuenta, a favor de la misma per- 
sona; de una planilla del arquitecto Jorge Passarelli 
y varios recibos con firma ilegible, a favor del ac- 
tor; de varios recibos por la suma de doscientos 
cincuenta quetzales cada uno, extendidos por “Pan 
American Life Insurance Company”, a favor de Jor- 
ge Malouf Gabriel y señora; de una póliza de se- 
guro, ramo de incendio, extendida por “Seguros Uni- 
versales, Sociedad Anónima”, a favor de Jorge 
Malouf, referente a la casa mencionada; todas las 
fotocopias están legalizadas por Notario. 


g) Copia fotostática legalizada de una letra de 
cambio por veinticinco mil quetzales librada el siete 
de marzo de mil novecientos sesenta y siete por 
“Elizabeth M. de Malouf” a la orden de Elizabeth 
Maloff de Malouf y a cargo de Jorge Malouf Gabriel. 


h) Copia fotostática legalizada de una póliza por 
veinticinco mil quetzales, extendida el dieciocho de 
mayo de mil novecientos sesenta y uno, por “Pan 
American Life Insurance Company”, a favor de Jorge 
Malouf Gabriel. 


i) Fotocopia legalizada de una póliza extendida 
por “Seguros Universales, Sociedad Anónima”, que 
cubre el contenido y ajuar de la casa relacionada, 
por tres mil quetzales, a favor del actor, de fecha 
diez de julio de mil novecientos sesenta y ocho. 


j) Carta del Crédito Hipotecario Nacional de Gua- 


temala certificando que en la cuenta de depósitos 
monetarios de Jorge Malouf Gabriel y Elizabeth de 
Malouf se depositaron veintiocho mil cuatrocientos 
ochenta y cinco quetzales, ochenta y nueve centavos 
en el año de mil novecientos sesenta y siete y un 
mil seiscientos cincuenta y nueve quetzales ochenta 
y ocho centavos en el año mil novecientos sesenta 
y ocho, así como varias fotostáticas de depósitos 
efectuados. 


k) Copias legalizadas extendidas por el mismo 
Banco, referentes al descuento de la letra relacionada 
en el literal g). 


1) Copia fotostática de una factura de anticipo de 
honorarios extendida por Jorge Passarelli, a favor 


de Elizabeth de Malouf. 


_con respecto al bien en litigio. 


m) Certificación extendida por el Director del Ar- 


chivo General de los Tribunales, en la cual aparece 
transcrita el acta de una junta conciliatoria, llevada 


a cabo el veinticuatro de febrero de mil novecientos 
sesenta y nueve, ante la “Presidencia de la Sala Se- 
gunda de la Corte de Apelaciones, en el juicio volun- 
tario de divorcio, seguido entre las mismas partes 
de este juicio, y en la cual no se pusieron de acuerdo 


1) Reconocimiento judicial practicado por el Juez 
Tercero de Familia de este departamento en el in- 
mueble en litigio, el tres de febrero de este año, 
en el cual se detallan sus dependencias e instalacio- 
nes, constatándose que tiene todas las comodidades 
y facilidades correspondientes a una residencia mo- 
derna. 


o) Seis fotocopias enviadas por el Crédito Hipo- 
tecario Nacional de Guatemala, de documentos rela- 
cionados con el descuento de ¡a letra de cambio a 
que se refiere el literal g). 


p) Certificación de varios pasajes del juicio de di- 
vorcio por mutuo acuerdo, extendida por el Juzgado 
Segundo de Familia de este departamento, en la cual 
se constata que en el escrito inicial del doce de 
diciembre de mil novecientos sesenta y siete, mani- 
festaron ambos esposos que cuando contrajeron ma- 
trimonio no celebraron capitulaciones matrimoniales, 
ni ningún otro convenio relativo al régimen del mis- 
mo, y que lo referente a los bienes adquiridos. lo 
detallarán en el convenio de bases del divorcio. En 
la sentencia se indica que no se hace declaración 
en cuanto a bienes gananciales por no constar que 


los cónyuges los hayan adquirido ni aportado al ma- - 


trimonio. 


q) Confesión -ficta de la parte demandada con 
respecto a las inversiones de los fondos del actor, 
en la adquisición del inmueble que se litiga y la 
construcción efectuada sobre el mismo. 


En auto para mejor fallar, el Juzgado Tercero de 
Familia de este departamento ordenó traer a la vista 
varios documentos aportados por la demandada, y 
que no fueran tenidos como prueba por haberse se- 
guido el juicio en su rebeldia. Tales documentos son 
los siguientes: y : 

A) Testimonio de la escritura pública de proto- 
colación número ciento sesenta y ocho, autorizada 
por el Notario José Luis de la Roca Santa Cruz, 
de fecha veinticinco de mayo de mil novecientos 
cincuenta y nueve, que contiene el acta de matri- 
monio de las partes, habiéndose indicado en el punto 
quinto que adoptan como régimen económico el de 
separación de bienes, 
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B Certificación de la partida de matrimonio de 
las partes, extendida por el Registrador Civil de esta 
capital el quince de marzo de mil novecientos se- 
senta y nueve, en la que, en marginal “B' se hace 
constar que el régimen económico ádoptado es el 
de separación de bienes. 
- C) Certificación de la sentencia de divorcio de 
las partes, dictada por el Juez Segundo de Familia 
de este departamento. 


D) Copia legalizada del testimonio de la escritura 
del contrato de arrendamiento, por virtud del cual, 
el actor es inquilino del inmueble objeto del litigio, 
autorizada por el Notario Rubén López Marroquín, 
el veinte de marzo de mil novecientos sesenta y 
ocho, en virtud de la cual, Elizabeth Catalina Maloff 
—Fléfil, da en arrendamiento al doctor Jorge Malouf 
Gabriel, ambos solteros, por la suma de doscientos 
cincuenta quetzales mensuales, la casa de su pro- 
piedad, situada en la octava avenida, veinte guión 
veinticuatro, de la zona catorce de esta ciudad, a 
un año prorrogable a discreción de la parte arren- 
dante. > 


E) Certificación de las inscripciones de la finca 
número veinticuatro mil cuatrocientos veintiocho, fo- 
lio doscientos nueve, del libro setecientos noventa 
y cinco de Guatemala, extendida por el Registrador 
de la Propiedad de la zona central, el cuatro de 
mayo de mil novecientos setenta, en la cual consta 
que Elizabeth Catalina Maloff Fléfil es dueña de 
esta finca porque al contraer matrimonio con Jorge 
Malouf Gabriel, adoptaron como régimen económico 
del matrimonio el de separación de bienes. 


DE LOS ALEGATOS DE LAS PARTES: 
La parte actora manifestó: 


I. Que con la prueba rendida acreditó que al con- 
traer matrimonio con la demandada no aportaron 
bienes, y que durante su vigencia se adquirió la 
finca urbana a que se refiere la litis, donde fue 
“construida una casa. 


IL. Que la propiedad se adquirió y la construc- 
ción se Fealizó gracias a su esfuerzo personal. 
TIL Que, si bien la propiedad se inscribió a nom- 
bre de su ex-esposa, se trata de una tipica comu- 
nidad de bienes. 


IV. Que no es cierto que el fundamento de la 


demanda es que correspondía al matrimonio el ré- 
- gimen supletorio de comunidad de gananciales, por 
no haberse hecho capitulaciones matrimoniales, sino 
que lo constituyen, precisamente, las aportaciones 
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reales que realizó a cuenta de la adquisición del in- 
mueble, fuera de que el régimen de separación que 
se adoptó en el acta de matrimonio es incompleto, 
puesto que no se indicaron las condiciones y 
lidades a que quedaba sujeto. 


moda- 


La parte demandada solicitó declarár sin lugar 
la demanda, en vista de que el régimen adoptado en 
el matrimonio fue el de separación de bienes, y de 
que el actor es inquilino del inmueble. 


RECURSO DE CASACION: 


El recurrente interpuso su recurso, por motivos 
de fondo, con base en los casos de procedencia que 
contempla el artículo 621 del Decreto Ley 107, en 
sus incisos lo. y 2o.: Violación de ley: El recurrente 
aduce que la.Sala violó, en relación directa con los 
artículos 101 y 102 del Código Civil —Decreto Le- 
gislativo 1932— ley vigente en la fecha del matri- 
monio, los artículos 1396, 1398, 1406, 1425, 1426, 
2365, 2359, 2425, 2426, 2428 y 2431 del mismo cuer- 
po de leyes. Que el artículo 101, que contiene los 
requisitos que deberán llenar las capitulaciones ma- 
trimoniales, expresa en sus incisos lo. y 2o., lo con- 
cerniente a la designación de los bienes y declaración 
de las deudas, pero no obliga a hacer constar que 
no hay bienes ni deudas, cuando los contrayentes 
carecen de ellos. Que la declaración de voluntad 
contenida en la cláusula quinta del matrimonio re- 
ferente a la adopción del régimen de separación de 
bienes, es un contrato consensual, válido y perfecto 
y produce derechos y obligaciones recíprocas entre 
los contratantes y tiene fuerza de ley y obliga no 
sólo en cuanto a lo que se haya expresado en ella 
sino también a lo que es de ley, según su naturaleza, 
y tal declaración jamás podría ser nula en forma 
absoluta y, si se admitiese que el Notario no cum- 
plió con los requisitos que indica la Sala, podría 


ser objeto de una acción de nulidad relativa. 


Interpretación errónea: Indica que la Sala violó 
los artículos 101 y 102 del Código-Civil citado, por- 
que no toma en consideración que en todo contrato 
debe estarse más a la intención común de las partes 
gue al sentido literal de las palabras y, es obvio 
que la intención de ellas era mantener sus bienes, 
cada uno bajo su propia dirección, administración 
y cuidado. Que la Sala da más importancia a la 
omisión de los requisitos formales —si tenían o no 
bienes y deudas— que al inciso de fondo, el ter- 
cero, que constituye la esencia del régimen matri- 
monial. Que interpreta erróneamente el artículo 102 
“al suponer indebidamente que el documento que 
contiene el acta de matrimonio de fecha dieciséis 
de abril de mil novecientos sesenta y ocho —cer- 
tificación— es contradictorio en su propio texto, lo 
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cual no es cierto, la primera inscripción sobre el 
matrimonio, no contiene ninguna relación sobre el 
régimen del matrimonio, porque el Notario omitió 
ese extremo en su aviso, y por las razones que in- 
dica la Sala sin comprobación alguna”, y agrega 
que también interpretó indebidamente los artículos 


297. y 330 del mismo Código Civil. 


Aplicación indebida: “Que la Sala aplicó indebi- 
damente el artículo 2364 del Código Civil vigente 
en ese entonces (Dto. Leg. 1932) y su error fue al 
precisar las circunstancias de hecho que son rele- 
vantes para que la norma entre en juego, pues tam- 
bién existe equivocación al establecer la diferencia 
que media entre la hipótesis general y el caso con- 
creto. En este caso concreto existe para serle apli- 
cable el inciso 4o. del artículo 2365,... en relación 
a la nulidad relativa... y el artículo 2369...”. “Que 
la Sala aplicó una norma indebida y si hubiere apli- 
cado leyes vigentes, hizo aplicación indebida de los 
artículos 1301 y 1302 del Código Civil (Decreto 
Ley 106) porque el negocio jurídico no fue contrario 
a leyes .prohibitivas, ni existe ausencia y sí con- 
currencia de los requisitos esenciales para su exis- 
tencia”, 


Que la Sala hizo aplicación indebida del artícuio 
105, inciso 4o. del Decreto Legislativo 1932, porque 
existe una declaración positiva y válida de la vo- 
luntad de los otorgantes sobre el régimen de sepa- 
ración de bienes, que no ha sido objeto de nulidad; 
porque el contenido del acta notarial de referencia 
no ha sido impugnado, y por lo tanto su cláusula 
quinta es válida; porque sí constaba de manera clara 
a quién de los cónyuges pertenecían los bienes al 
disolverse el matrimonio. 


Agrega que la Sala, al analizar la certificación ex- 
tendida por el Registro Civil, el dieciséis de abril de 
mil novecientos sesenta y ocho, que contiene el acta 
del matrimonio, “violó la ley por desconocimiento 
absoluto, en los artículos 297 del Código Civil, De- 
creto Legislativo 1932; y 371,-375, 424 del Código 
Civil vigente (Dto. Ley 106)”. La violación la hace 
consistir en “que dictó sentencia por encima y so- 
bre estas normas sustantivas que estas certificacio- 
nes hacen fe en juicio mientras no se pruebe lo 
contrario, y la Sala Segunda supone un hecho no 
verificado ciertamente, poniendo en tela de duda un 
acto jurídico válido, no impugnado”. 


Error de hecho en la apreciación de las pruebas: 


Indica el recurrente que la Sala “inexplicablemen- 
te, sin fundamento legal alguno se expresa así: 
“... sin entrar al an;lisis, por innecesario, de la certi- 
ficación de la sentencia de divorcio habido entre los 
litigantes y del testimonio de la escritura de arren- 


damiento del inmueble cuestionado a los que tam- 
poco puede dárseles valor probatorio alguno por 
haberlos presentado la demandada en estado de re- 
beldía e indebidamente traído a la vista por el Juz- 
gado para mejor fallar”. Afirma que comete error 
de hecho el Tribunal de segundo grado, que omite 
el examen de las pruebas incorporadas al procedi- 
miento en auto para mejor fallar, aun cuando una 
de las partes haya sido declarada rebelde, pues el 
auto para mejor fallar es una facultad legal e indis- 
cutible del Juez. Agrega que el error existe en re- 
lación al artículo 197, inciso lo. del Decreto Ley 
107, pues la Sala desestimó el valor probatorio de 
la prueba establecida en los autos y la omitió en 
forma total, por un acto arbitrario e ilegal. Que es 
erróneo el alcance y apreciación de la Sala en re- 
lación a la rebeldía, la cual en ningún caso supone 
la pérdida absoluta de los derechos sustantivos 
del litigante. Que la equivocación de la Sala'sen- 
tenciadora es patente y conlleva a hacer nugatoria 
una facultad discrecional del Juez, que muchas veces 
le permite encontrar la verdad. y 


Manifesta el recurrente que la Sala cometió error 
de hecho al omitir el análisis de la certificación ex- 
tendida por el Juzgado Segundo de Familia de este 
departamento, que contiene la sentencia de fecha 
veintinueve de febrero de mil novecientos sesenta 
y ocho, que declara el divorcio por mutuo consen- 
timiento, de las partes de este juicio, y en la cual 
se indica que nose hace declaración en cuanto a 
bienes gananciales, por no constar en autos que los 
cónyuges los han adquirido ni aportado al matri- 
monio, lo cual a su juicio no se refiere a la simple 
existencia material de bienes, sino a que en el pa- 
trimognio conyugal los hubiera en calidad de co- 
munes, supuesto que la declaración correspondiente 
con respecto a éstos fue sometida a juicio comc 
un presupuesto de la demanda y en el fallo se de- 
clara que no consta que se hayan adquirido ni apor- 
tado al matrimonio. Que no se aportó prueba en 
relación a bienes comunes porque no los había. Que 
el Tribunal infringió los artículos 171, inciso lo. y 
172 del Decreto “Leg.” 1762, al omitir la valoriza- 
ción de una sentencia ejecutoriada, dando lugar a la 
equivocación de volver a conocer del mismo asunto 
en forma contradictoria, “haciendo negatoria la for- 
ma legal determinante en relación a sentencias con- 
sentidas y haciendo equivocadamente nugatoria la 
cosa juzgada”. ñ 


Que en igual error incurrió la Sala al omitir con- 
siderar y valorizar la prueba contenida en la es- 
critura pública de veinte de marzo de mil novecien- 
tos sesenta y ocho, en la que las partes de este 
juicio, cuando ya se había disuelto el vínculo ma- 
trimonial, celebraron un contrato de arrendamiento, 
en el cual el actor acepta que la demandada es 
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propietaria del bien en litigio, y aceptó pagar en 
calidad de arrendatario una renta mensual por cl 
uso del inmueble. Que la Sala al no estimar la prue- 
ba cometió los siguientes errores: a) omitarla inten- 
cionalmente, no obstante estar incorporada a los au- 
tos como documento probatorio: b) desecharla por- 
que el auto para mejor fallar era indebido; c) no 
admitirlo como medio probatorio cuando había sido 
incorporado como tal: d) rechazarlo de plano como 
si fuera prohibido por la ley, dilatorio o con el ob- 
jeto de entorpecer el proceso, y e) negarle al do- 
cumento la fe que produce y la plena prueba que 
constituye, e infringió los artículos 126, 127, 177 y 
186 del Decreto Ley 107; 1880 y 1881 del Código 
Civil, éstos dos últimos porque se desconoce que 
el único que puede dar bienes en arrendamiento es 
el propietario. Cita también como infringidos los ar- 
tículos 128, inciso 5o., del Decreto Ley 107, 1517, 
1518 y 1519, relacionados con la valoración proba- 
toria y el contrato de arrendamiento. 


Que también se cometió error de hecho en la omi- 
sión de la valorización de la prueba contenida en 
la certificación extendida por el Registrador de la 
Propiedad en relación al bien en litigio, la cual prue- 
ba el dominio, sus gravámenes y, más que todo, 
la inscripción única y exclusiva a favor de “Bea- 
triz Catalina Maloff Fléfil, actualmente de Passa- 
relli”. 


Que con esta prueba se demuestra la equivocación 
de la Sala al dar por inexistente un negocio juri- 
dico debidamente inscrito como es la separación de 
bienes, y cita como infringidos los artículos 1124, 
incisos lo., 2o. y 50., 1148 y 1179 del Código Civil. 


Que la Sala cometió error de hecho en su omisión, 
pues” este documento establece de manera indefecti- 
ble el dominio “y supone en el Registrador una 
falta de capacidad al haberle inscrito y al no darle 


el valor que merece como prueba infringió los ar- 
tículos 177, 186, del Decreto Ley 107”. 


El dia de la vista la parte actora presentó su 
alegato manifestando en síntesis: 


l. En lo que respecta a la casación por violación, 
interpretación errónea y aplicación indebida de ley, 
que el interponente comete el error de hacer derivar 
los tres casos de procedencia de las mismas normas 
jurídicas, lo cual a su juicio es técnica y legalmente 
imposible, ya que una norma no puede ser violada, 
interpretada erróneamente y aplicada indebidamente 
en el mismo fallo. ll. Que la violación de ley ocurre 
cuando el juzgador se equivoca en la adecuada se- 
lección de la norma aplicable, y puede referirse a 
su existencia, subsistencia, clase, jerarquía o vigen- 
cia. UL Que con relación a la interpretación errónea 


Ñ 


de la ley se ha sostenido que el problema se refiere 
a inquirir cuál es su sentido, sin desviaciones ni 
errores. Que el análisis de la Sala es claro en cuanto 
que no puede conceptuarse como capitulación ma- 
trimonial algo a lo que le falta la mayoría de los 
requisitos legales. IV. Que la aplicación indebida 
se produce cuando una ley no se aplica al hecho 
concreto, o cuando la ley que se aplica no es la 
pertinente. Que el recurrente cita normas aplicadas 
indebidamente pero no realiza el análisis y explica- 
ción a que estaba obligado, encontrándose sólo la 
enunciación de lo que a su criterio debe enten- 
derse como nulidad absoluta, relativa e inexistencia. 
V, Que el recurrente realiza una interposición errada 
de los tres sub-motivos, confunde unos con otros, 
no concreta sus argumentos y no se funda en los 
hechos que en la resolución se tienen como probados, 
sino en la valoración que hace de documentos que 
analiza. VÍ. Seguidamente hace algunas considera- 
ciones sobre lo que a su juicio debe ocurrir para 
que el error de hecho en la apreciación de la prueba 
se configure. VI. Que en lo que respecta a los tres 
casos de error de hecho en la apreciación de las 
pruebas denunciados: a) al referirse a la certifica- 
ción de la sentencia de divorcio antes relacionada, 
que no se menciona como documento auténtico, ni 
se indica en qué sentido influyó la omisión de su 
análisis en la decisión del litigio, y no demuestra 
de modo evidente la equivocación del juzgador; b) 
al señalar la omisión que aduce el recurrente de la 
consideración y valorización de la escritura que con- 
tiene el contrato de arrendamiento del bien en litigio, 
también ya relacionada, indica que el recurrente 
enuncia una serie de errores que a su juicio se co- 
metieron al no estimar esa prueba, volviendo con 
ello incongruente el motivo que invoca porque el 
error de hecho es uno, no siendo factible que del 
mismo se deriven nuevos: errores; que al citar como 


infringidos artículos relativos a la valorización de 


la prueba, se está refiriendo obviamente al error de 
derecho, y al hacer una mezcla de ambos errores 
impide su análisis en casación, y c) en lo que res- 
pecta a la omisión de la prueba contenida en la cer- 
tificación extendida por el Registrador de la Pro- 
piedad del bien en litigio, repite similares arguméntos 
y además señala el error en que incurrió el recu- 


rrente de citar equivocadamente el nombre de la per- 
sona a cuyo favor aparece la inscripción. Agrega, 
además. que en el recurso no se identifican perfec- 
tamente los documentos, consignando el folio en que 
se encuentran, y que la omisión del análisis de los 
documentos y actos auténticos a que se refiere el 
recurrente, tiene su base en una consideración de 
derecho formulada por la Sala y que al no ser im- 
pugnada, se consiente y deviene firme. 


Transcurlida la vista es el caso de resolver, 
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CONSIDERACIONES DEL DERECHO: 


El recurrente atribuye a la Sala Segunda de la 
Corte de Apelaciones, error de hecho en la apre- 
ciación de las pruebas, por haber omitido el análi- 
sis y valoración de varios documentos, aduciendo la 
Sala que fueron traídos a la vista por el Juzgado 
Tercero de Familia de este departamento para mejor 
fallar, indebidamente, por haberlos presentado la 
parte demandada en estado de rebeldía. Tales do- 
cumentos son: a) certificación extendida por el Juz- 
gado Segundo de Familia de este departamento, que 
contiene la sentencia de veintinueve de, febrero de 
mil novecientos sesenta y ocho, que declara el di- 
vorcio entre las partes de este juicio y en la cual 
se indica que no se hace declaración en cuanto a 
bienes gananciales, por no constar en autos que los 
. cónyuges los hubieren adquirido ni aportado al ma- 
trimonio. Manifiesta el recurrente que no se aportó 
ninguna prueba en relación a bienes comunes por- 
que no los había; que al omitir la valorización de 
esa prueba, gue es la certificación de una sentencia 
ejecutoriada, se dio lugar a un error de apreciación 
sobre un hecho ya discutido y considerado en una 
sentencia, dando lugar a la equivocación de volver 
a conocer del mismo asunto en forma contradictoria, 
haciendo 1egatoria la morma legal determinante en 
relación a sentencias consentidas y haciendo equi- 
vocadamente nugatoria la cosa juzgada: b) la es- 
critura pública de veinte de marzo de mil novecientos 
sesenta y ocho, en la cual se hace constar que la 
demandada da en arrendamiento el inmueble en li- 
tigio al actor, y c) certificación extendida por el 
Registrador de la Propiedad en relación al mismo 
bien, en la cual —manifiesta el recurrente consta 
la inscripción de dominio a favor de “Beatriz Cata- 
lina Maloff Fléfil. actualmente de Passarelli”. 

Al respecto estima: esta Corte que, si bien es cierto 
“que la facultad que confiere la ley a los tribunales 
para traer a la vista cualquier documento que crean 
conven ente para esclarecer el derecho de los liti- 
gentes es amplia y no excluye aquellos presentados 
por una de las partes que haya incurrido en rebel- 
día, también lo es que el análisis de los documentos 
que señala el recurrente, no demuestran de modo 
evidente la equivocación del juzgador. En efecto, el 
hecho de que en la sentencia de divorcio por mutuo 
consentimiento no se haya hecho declaración en 
cuanto a bienes gananciales, “por no constar en au- 
tos que los cónyuges los han adquirido ni aportado 
al matrimonio”, no resuelve en definitiva la cuestión 
del patrimonio conyugal, y si se aduce que su dis- 
cusión posterior hace equivocadamente nugatoria la 
cosa juzgada, tal situación debió haber sido objetada 
oportunamente, mediante la excepción respectiva, y 
no a través del caso de procedencia que se exa- 


» 


y in 
ne pS 


mina» En lo que respecta a la escritura pública de 
veinte de marzo de mil novecientos sesenta y ocho, - 
además de-no precisar. el recurrente si se refiere a 
la escritura original, a algún testimonio o copia de 
la misma, ni el lugar en que se encuentra dentro 
de las diferentes piezas del proceso, es de advertir. 
que un contrato de arrendamiento no constituye prue- 
ba directa de la propiedad de un bien en litigio, y - 
que, por otra parte, el recurrente se refiere al actor 
como arrendante, calidad que corresponde al pro- 
pietario. Además, el pago de la renta se pactó a 
favor de “Aseguradora Palic, de Guatemala”, por 
igual suma que ambos contratantes estaban obligados 
a cancelar mensualmente como deudores de “Pan 
American Life Insurance Company”, según escritura 
de cinco de julio de mil novecientos sesenta y siete, 
ante el Notario Ernesto Ricardo Viteri Echeverría. 
En lo atinente a la certificación extendida por el 
Registrador de la Propiedad, además de no precisar 
el recurrente de cuál certificación se trata, se re- 
Fere a la valorización de la prueba, lo que sería 
motivo de error de derecho en su apreciación y no 
de hecho. Por otra parte, atribuye la inscripción 
única y exclusiva a favor de “Beatriz Catalina Ma- 
loff Fléfil, actualmente de Passarelli”", que no es el 
nombre de la demandada y es contradictorio en su 
razonamiento, pues indica que ese documento esta- 
blece de: manera indefectible el dominio, pero a con=- 
tinuación indica que “supone en el Registrador una 
falta de capacidad al haberle inscrito”. En tales con- 
diciones, si bien la Sala incurrió en error de hecho 
al omitir el análisis de los documentos relacionados. 
no se demostró la equivocación evidente del Tribu- 
nal, no fueron identificados sin lugar a -dudas tales 
documentos, a excepción del mencionado en el lite- 
ral a), mi se indicó en qué consiste cada uno de 
los errores alegados. 


Y 


Al referirse el recurrente al sub-motivo de casa- 
ción “violación de ley”, indica que la Sala Segunda 
de la Corte de Apelaciones violó, en relación directa - 
con el artículo 101 y 102 del Código Civil —Decre- 
to Legislativo 1932— ley vigente en la fecha del 
matrimonio, los artículos 1396, 1398. 1406, 1425. 
1426, 2365, 2369, 2425, 2426, 2428 y 2431 del mismo 
cuerpo de leyes citado. Al hacer los razonamientos y 
explicaciones del caso, vuelve a referir los artículos 
expresados al Decreto Legislativo 1932, con excep- 
ción del artículo 2365 que lo refiere al Decreto Le- 
gislativo 1732. A ese respecto, es de advertir que 
el Decreto Legislativo número 1932, de fecha trece 
de mayo de mil novecientos treinta y tres, única- 
mente consta de mil ciento noventa y siete artículos, 
y tampoco existe el articulo 2365 del Decreto Le-. 
gislativo número 1732. Cuando fue promulgado el 


Código Civil, Decreto Legislativo 1932, en mayo de 
mil novecientos treinta y tres, únicamente se legisló 
sobre Personas, Bienes y Modos de Adquirir la Pro- 
piedad, que son, precisamente, los acápites de los 
tres libros en que fue dividido, pero: no se legisló 
sobre Obligaciones y Contratos, quedando en vigor 
en cuanto a esa materia, el Libro II del Código Ci- 
vil de mil ochocientos setenta y siete, que regía desde 
el quince de septiembre de ese año, promulgado por 
el Decreto Gubernativo Número 176, y continuó vi- 
gente, con sus reformas contenidas en el Decreto 
Gubernativo Número 272, hasta el primero de julio 
de mil novecientos sesenta y cuatro, fecha en que 
entró en vigencia el Código Civil actual, contenido 
en el Decreto Ley Número 106. En consecuencia, 
por no haber tenido existencia legal los artículos que 
el recurrente erróneamente cita como- integrantes del 
Decreto Legislativo Número 1932 y como infringidos 
por la Sala, no le es dable a esta Corte hacer el 
análisis comparativo del caso.  - 


e 0 


- Aduce el recurrente que la Sala interpretó erró- 
neamente los artículos 101 y 102 del Código Civil 
—Decreto Lisgislativo 1932— y 2425, 2426 y 2428 
del mismo. cuerpo de leyes. En cuanto a los tres 
últimos artículos citados ya se dijo en el parágrafo 
anterior que no existieron en el Decreto Legislativo 
1932, por lo que se omite todo análisis al respecto. 
En lo atinente a los articulos 101 y 102 del Código 
Civil de mil novecientos treinta y tres, que regula- 
ban el contrato de capitulaciones matrimoniales, se 
advierte que la Sala parte del análisis valorativo del 
testimonio de la escritura pública número ciento 
sesenta y ocho autorizada por el Notario José Luis 
de la Roca Santa Cruz, el veinticinco de mayo de 
mil novecientos cincuenta y nueve, que contiene el 
acta de matrimonio contraído por las partes, asi 
como de la certificación de la partida de matrimonio 
de las mismas, para llegar a la: conclusión de que 
no hubo —por falta de requisitos legales— régimen 
económico que regulara las relaciones patrimoniales 
de las partes durante la vigencia de su vida con- 
vugal, por lo que debe estarse al régimen supletorio 
de comunidad en cuanto a los bienes habidos en el 
matrimonio. De modo que, al no haber el recurren- 
te, invocado error de derecho en la apreciación de 
la documentación relacionada, subsiste la conclusión 
a que llegó la Sala, y no cabe impugnarla mediante 
Ko el sub-motivo de interpretación errónea de leyes apli- 
cables a un contrato, que de acuerdo con la estima- 
tiva probatoria que hizo la Sala no impugnada en 
forma por el recurrente, no se perfeccionó al cele- 
brarse el matrimonio. Iguales consideraciones cabe 
- hacer en cuanto a la supuesta interpretación errónea 
de los artículos 297 y 320 y aplicación indebida del 
artículo 105, inciso 4o., todos del Decreto Legisla- 
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tivo 1932, ya que sus argumentaciones carecen de 
valor al no haberse impugnado la estimativa pro- 


batoria en que 


la Sala fundamenta su sentencia, 


estimativa que no puede ser atacada mediante sub- 
motivos ajenos a la misma. 


Agrega el recurrente que la Sala aplicó indebi- 
artículo 2364 del Decreto Legislativo 
1932, pero dicho artículo no existió y los artículos 
1301 y 1302 del Código Civil (Decreto Ley 106) 
no fueron aplicados ni se mencionan en el fallo, y 
cita como violados; “por desconocimiento absoluto”, 
375 y 424 del Código Civil vi- 
gente (Decreto Ley 106) que se refieren al valor 
probátorio de las partidas del Registro Civil y a 
la inscripción de capitulaciones matrimoniales y que, 
en consecuencia, no tienen relación alguna con el 
caso de procedencia invocado. 


damente el 


los artículo 371, 


En virtud de las consideraciones anteriores pro- 
cede desestimar la casación interpuesta. 


Artículos 88, 619, 620, 621, 
627, 628, 633 y 635 del Código Procesal Civil y 


Mercantil; 


143, 


15 AS 163: 164, 


la Ley del Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


incisos lo. y 2o., 


168 y 169 de 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, con 


base en las consideraciones de derecho y en las leyes 


citadas, al resolver: DESESTIMA el recurso de ca- 
sación interpuesto; condena a la parte recurrente 
al pago de las costas del mismo y a una multa de 
cincuenta quetzales, que deberá hacer efectiva den- 
tro del término de cinco días, en la Tesorería del 


Organismo Judicial, 


la que en caso de insolvencia 


conmutará con diez días de prisión; y a la reposición 
del papel empleado, dentro de igual término, bajo 
apercibimiento de imponerle una multa de cinco quet- 
zales, si no cumpliere. Notifíquese y con certifica- 
ción de lo resuelto devuélvanse los antecedentes. 


Eugenio V. López G.—H. Vizcaíno L.—Alberto 
Herrarte, —Rodrigo Robles Ch.—R, Aycinena Sala- 
zar.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


Ordinario seguido por el Licenciado Mario Alejandro 
Arriaza Ligorría contra la “Flota Mercante Gran 
Centroamericana, Sociedad Anónima” 


CIVIL 


DOCTRINA: Salvo convenio, el mandatario judicial 
no puede reclamar pago de honorarios, indepen- 


(Elomerca”). 
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dientemente de los que le corresponden por su in- 
tervención en los asuntos judiciales, como repre- 
sentante, procurador o mandatario de la persona 
que hubiese conferido el mandato. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
CIVIL: Guatemala, catorce de febrero de mil nove- 
cientos setenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso de 
casación interpuesto por Juan Luis Mirón Muñoz, 
como Gerente General y Representante legal. de 
“Flota Mercante Gran Centroamericana, Sociedad 
Anónima” (“Flomerca”), contra la sentencia dictada 
por la Sala Segunda de la Corte de Apelaciones, el 
catorce de julio de mil novecientos setenta y uno, 
en el juicio ordinario seguido por el Licenciado Ma- 
rio Alejandro Arriaza Ligorría contra la indicada 
Sociedad, ante el Juzgado Cuarto de Primera Ins- 
tancia del Ramo Civil de este departamento. 


ANTECEDENTES: 


En escrito recibido el cinco de agosto de mil no- 
vecientos sesenta y nueve en el Juzgado de Primera 
Instancia del departamento de Izabal, el Abogado 
Mario Alejandro Arriaza Ligorría demandó en la 
vía ordinaria a “Flota Mercante Gran Centroame- 
ricana, Sociedad Anónima” (Flomerca), solicitando 
que en sentencia se declare que ha dejado de ser 
apoderado especial judicial de dicha entidad y que 
la misma está obligada a pagarle dentro de tercero 
día de estar firme el fallo, la cantidad de diez mil 
novecientos quetzales que le corresponden como man- 
datario de la empresa, por tres años, siete meses 
y dieciocho días que ha tenido tal calidad. Mani- 
festó: que como demostraba con el testimonio re- 
gistrado de la escritura respectiva, José Mayén Be- 
nítez, actuando como Gerente General de la com- 
pañia demandada, el siete de diciembre de mil no- 
vecientos sesenta y cinco le otorgó poder especial 
judicial con representación, el cual fue registrado en 
el Archivo General de Protocolos, el catorce del mis- 
mo mes y año, fecha desde la cual ha tenido la re- 
presentación de la empresa demandada; que Mayén 


Benítez otorgó la escritura como Gerente General. 


de la entidad y expresó que la Compañía tenia ne- 
cesidad de acreditar su representación por medio de 
su apoderado especial judicial, ante los tribunales 
de la República y que, en esa consideración, otor- 
gaba a su apoderado las facultades necesarias para 
que pudiera apersonarse ante cualquier tribunal u 


oficina de cualquier parte de la República, en nom- 


bre de la entidad mencionada, representándola y 
hacer toda clase de gestiones; que el mandato se en- 
contraba vigente y en el cuerpo de la escritura cons- 
ta que no lo aceptó en forma gratuita, por lo cual 
debe pagársele el tiempo durante el cual ha fungido 


» 
como apoderado especial judicial de la entidad de- 
mandada que hasta esa fecha no le había cancelado 
ninguna suma en tal concepto; que como mandatario 
de la demandada ha intervenido en numerosos pro- 
blemas de la empresa, especialmente de tipo laboral 
y que efectivamente le han pagado algunas sumas, 
pero en concepto de abogado director y procurador, 
no así como apoderado especial judicial de dicha 
entidad, la cual por tal motivo no le ha pagado un 
solo centavo; que como es el único representante 
legal de “FLOMERCA” en el departamento de Iza- 
bal y que como la empresa había mantenido su 
calidad de mandatario hasta la fecha de la demanda, 
ello significa la disponibilidad continua y permanen- 
te de Abogado como mandatario especial judicial en 
favor de la empresa, la que conforme la ley debe 
retribuir esa calidad; que tal calidad de mandatario 
y de Abogado, en forma permanente, con represen- 
tación de su poderdante, le hacen señalar la can- 
tidad de doscientos cincuenta quetzales que la parte 
demandada debe pagarle por cada mes, lo que arroja 
el total que ha indicado y que pide ál Tribunal se- 
ñalar en-su oportunidad. Indicó fundamentos de de- 
recho, ofreció pruebas y pidió que en sentencia se 
declarase con lugar su acción y se condenase a la 
entidad demandada a pagar dentro de tercero día 
de estar firme el fallo, la cantidad de diez mil no- 
vecientos quetzales, condenándola al pago de las 


costas judiciales. 


Por haberse declarado con lugar la excepción de 
incompetencia, el proceso pasó al Juzgado Cuarto 
de Primera Instancia Civil de este departamento, 
donde, mediante escrito recibido el veintitrés de enero 
de mil novecientos setenta, Gilberto Secaira Estrada, 
como representante de “Flota Mercante Gran Cen- 
troamericana, Sociedad Anónima” (FLOMERCA), 
contestó la demanda en sentido negativo e interpuso 
las siguientes excepciones perentorias: falta de dere- 
cho para demandar, ineficacia del título en que el 
actor funda su derecho, falta de responsabilidad y 
falta de obligación legal de la sociedad demandada 
para responder de las consecuencias del mandato y 
de las pretensiones reclamadas por el actor. Expuso: 
que según el contenido del documento acompañado 
a la demanda, Mayén otorgó el poder especial ju- 
dicial al demandante, según escritura pública nú- 
mero doscientos treinta y tres de siete de diciembre 
de mil novecientos sesenta y cinco, autorizada por 
el Notario Julio Alfonso Amézquita Linares, pero 
que de la reclamación derivada de tal mandato, no 
puede obligarse a “Flota Mercante Gran Centroame- 


Ticana, Sociedad Anónima”, porque Mayén Benitez, 


a la sazón Gerente de la empresa,' actuó excedién- 
dose de los limites de sus facultades, por lo que la 
sociedad no puede ser responsable del pago exigido 
por Arriaza Ligorría; que la extensión de las facul- 
tades de los gerentes y su respectiva responsabilidad, 


en el caso de sociedades anónimas, se rige por lo 
que establecen la escritura constitutiva y los esta- 
tutos, conforme el artículo 406 del Código de Co- 
mercio (Decreto Gubernativo 2946) y que conforme 
el artículo 54 de los estatutos de la sociedad de- 
mandada, aprobados por Acuerdo Gubernativo de 
veintiocho de agosto de mil novecientos sesenta y dos, 
corresponde al Gerente General constituir mandata- 
rios qúe representen a la sociedad en negocios ju- 
diciales o extrajudiciales, pero con sujeción a lo que 
determina el artículo 41, que en su inciso p) dice 
que son atribuciones de la Junta Directiva las de 
decidir qué acciones judiciales deben iniciarse o se- 
guirse y autorizar al Gerente General para que nom- 
bre apoderado que represente a la sociedad, tanto 
en asuntos judiciales como extrajudiciales; y que en 
el presente caso, como se comprueba con acta no- 
tarial levantada al efecto y con los libros de actas 
de sesiones de la Junta Directiva de “Flomerca”, 
dicha Junta en ningún momento conoció ni autorizó 
al Gerente General, Mayén Benitez, para otorgar 
mandato judicial al demandante, por lo que dicho 
gerente se excedió en sus facultades y lo actuado 
por él no puede perjudicar a la empresa, máxime 
que ésta en ningún momento se aprovechó de las 
gestiones del actor, puesto que, si es cierto que pudo 
haber tenido la dirección y procuración de ciertos 
asuntos, se le pagó por ello: y que el citado pro- 
fesional nunca dio a conocer a “Flomerca” que ac- 
tuaba como su mandatario, ni acreditó jamás el pro- 
vecho derivado de tal situación; que si el actor 
hubiese desempeñado el mandato que le confirió 
Mayén Benítez, está claramente determinado a quién 
debe demandar el pago por tal actuación: pero nun- 
ca hacerlo en contra de “Flomerca”, ya que su Junta 
Directiva no autorizó tal acto jurídico, ni se bene- 
fició del mismo, pór lo que la escritura de mandato 
carece de eficacia y validez, desde luego que el No- 
tario no tuvo a la vista ningún punto de acta de 
las sesiones de la Junta Directiva, en que constara 
expresamente la referida autorización, como debe ha- 
cerse y en casos similares se ha hecho; que es opor- 
tuno mencionar que el actor confiesa que únicamen- 
te permaneció en el departamento de Izabal y que, 
como “Flomerca” tiene su domicilio y el asiento prin- 
cipal de 'sus negocios en la capital de Guatemala, 
no se ve en qué consistieron los servicios prestados 
como mandatario en aquel lugar; que tampoco es 
cierto que haya tenido que permanecer todo el tiem- 
po en disponibilidad continua y permanente, puesto 
que no se trata de una relación laboral, ya que el 
mandato es de naturaleza civil y no exige tal dis- 
ponibilidad continua y permanente; y que, aun en 
el caso de que tuviera derecho el actor, su pretensión 
de reclamar doscientos cincuenta quetzales mensuales 
por el mandato, sería enormemente excesivo, pues 
en casos similares, los Abogados de Guatemala, o 
bien cobran una cantidad fija a la empresa por la 


GACETA DE LOS TRIBUNALES 11 


atención de los asuntos o cobran por cada asunto 
que atienden, y para facilitar sus gestiones se les 
otorga poder, pero que de ninguna manera pretenden 
cobrar honorarios por el simple hecho de que se 
les haya otorgado tal mandato. Expresó fundamen- 
tos de derecho, ofreció pruebas y pidió que en sen- 
tencia se declarase con lugar las excepciones peren- 
torias interpuestas y, como consecuencia, sin lugar 
la demanda, se absolviera totalmente a “Flota Mer- 
cante Gran Centroamericana, Sociedad Anónima” 
(Flomerca), y que se condenara en costas al actor. 


PRUEBAS: 


El actor rindió la siguiente prueba: testimonio de 
la escritura pública número doscientos treinta y tres, 
autorizada por el Notario Julio ¡Alfonso Amézquita 
Linares, el siete de diciembre de mil novecientos se- 
senta y cinco, que contiene el mandato especial ju- 
dictal, con representación, que le fue otorgado por 
José Mayén Benítez como Gerente General de “Flo- 
ta Mercante Gran Centroamericana, Sociedad Anó- 
nima” (Flomerca), registrado en el Archivo General 
de Protocolos el catorce del mismo mes y año. La 
parte demandada rindió las siguientes: a) el “citado 
documento que presentó el actor; b) un ejemplar del 
Diario Oficial “El Guatemalteco”, correspondiente al 
seis de septiembre de mil novecientos sesenta y dos, 
que contiene la publicación de los Estatutos de “Flo- 
ta Gran Centroamericana, Sociedad Anónima” y el 
texto del Acuerdo Gubernativo que los aprobó; c) 
acta notarial autorizada por el Notario Rolando Ro- 
dríguez Lewin el veintiuno de enero de mil nove- 
cientos setenta, en la que consignó que después de 
revisar las actas de las sesiones celebradas por la 
Junta Directiva de la entidad demandada, pudo com- 
probar que no figura autorización alguna para que 
el Gerente General de la S>ciedad otorgara mandato 
especial judicial a favor del demandante, y que no exis- 
te referencia alguna para tal efecto; d) certificación en 
el mismo sentido, extendida por la secretaría de la 
Junta Directiva de la sociedad demandada, con el 
visto bueno del presidente interino de la misma y 
con firmas legalizadas por el Notario Rolando Ro- 
dríguez Lewin, el veinte de abril de mil novecientos 
setenta; e) el contenido de la demanda, debidamente 
ratificado por el actor, y f) declaración del actor. 


SENTENCIAS DE PRIMERO Y SEGUNDO 
GRADOS: 


El Juzgado Cuarto de Primera Instancia Civil dic- 
tó sentencia el doce de abril de mil novecientos se- 
tenta y uno y declaró: con lugar la excepción peren- 
toria de falta de derecho en el actor para demandar, 
sin entrar a conocer de las otras excepciones, por 
considerarlo innecesario; sin lugar la demanda, y que 
las costas corren a cargo de cada una de las partes. 


_—— 


_ senta y cinco por el Notario Julio Alfonso Améz-- 
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En escrito de la misma fecha de la sentencia, la 
sociedad demandada manifestó que, sin aceptar ni 
reconocer el derecho del actor a reclamar el pago 
que pretende y en el caso de que la demanda fuese 
legitima y válida, interponía la excepción previa de 
prescripción extintiva, negativa o liberatoria, porque, 
de conformidad con la ley, prescriben en dos años 
los honorarios, sueldos, salarios, jornales y otras pres- 
taciones de cualquier servicio, y la prescripción se 
interrumpe por demanda judicial debidamente noti- 
ficada. En resolución de trece del mismo mes el Juez 
declaró sin lugar la solicitud. 


En segunda instancia el demandante solicitó de- 
claración de la parte demandada, quien por medio 
de su personero en términos generales negó las pre- 
guntas que le fueron formuladas; no obstante, con- 
testó afirmativamente que era de su conocimiento 
que la empresa, por él representada, concede emo- 
lumentos a sus representantes legales y, en escrito 
posterior, indicó que había afirmado que la empresa 
reconoce emolumentos a su representante legal, por- 
que, conforme sus estatutos dicho representante es 
el Gerente General, quien percibe remuneración. 


La Sala Segunda de la Corte de Apelaciones pro- 
firió sentencia el catorce de julio de mil novecientos 
setenta y uno; revocó la sentencia apelada y declaró: 
con lugar la demanda y, como consecuencia, con- 
denó a la Flota Gran Centroamericana, Sociedad 
Anónima, el pago dentro de tercero día, de la suma 
resultante por concepto de retribución al actor, como 
mandatario de la misma, la que deberá establecerse 
en la forma que fue considerada y que más adelante 
se indicará; sin lugar las excepciones de falta de 
derecho en el actor para demandar, ineficacia del 
título en que el actor funda su derecho y falta de 
responsabilidad, así como falta de obligación legal 
de la sociedad demandada para responder de las con- 
secuencias del mandato y de las pretensiones del 
actor; y que no había especial condena en costas. 
Estimó la Sala: que con el testimonio de la escri- 
tura pública número doscientos treinta y siete, au- 
torizada el siete de diciembre de mil novecientos se- 


quita Linares, quedó plenamente establecido que el 
Gerente de la sociedad demandada, otorgó a nombre 
de ésta, mandato judicial con representación al de- 
mandante, sin que sea dable aceptar que la deman- 
dada, por medio de su actual Gerente y al contestar 
las posiciones que le fueron articuladas, negara tal 
extremo por no constarle, pues era inadmisible e in- 
concebible su afirmación, máxime que contestó la de- 
manda, infiriéndose pleno conocimiento de ello por ló- 
gica consecuencia; que dicho contrato de mandato im- 
plica obligaciones tanto para el mandante como para el 
mandatario, entre otras, la remuneración de este úl- 
timo por parte del primero, por los servicios que 


se; 


en el ejercicio del mismo se presentaran; que en el 0 : 
contrato no se contempla gratuidad en cuanto a su 
ejercicio, y que debe retribuirse por la demandada, 
fijándose su monto con posterioridad en la forma 
establecida por la ley, al quedar de manifesto una 
merma en los ingresos patrimoniales del interesado, 
por lo que debe dejársele expedito el ejercicio del 
derecho pertinente; que cabe advertir que el Código 
Civil hace diferencia entre el contrato de mandato 
y el de servicios profesionales, al estatuir que por 
el primero una persona encomienda a otra la reali- 
zación de uno o más actos o negocios, obrando el 
mandatario en nombre del mandante cuando el man- 
dato ha sido otorgado con representación, que los 
negocios realizados dentro de las facultades confe- 
ridas, obligan directamente al representante; que, en 
cuanto a los servicios profesionales, existe una mar- 
cada diferencia dada la naturaleza especifica de este 
último contrato, que le da ciertas y determinadas 
características y modalidades; que en esa virtud, al 
no ajustarse a derecho y constancias procesales la 
sentencia recurrida, debe revocarse, quedando asi 
implícitamente decididas las excepciones interpuestas 
por la citada empresa, en el sentido de declararlas 
sin lugar. La sociedad demandada solicitó ampliación 
de la sentencia, porque se omitió resolver la excep- 
ción de prescripción extintiva, negativa o liberatoria 
interpuesta por la misma y, en resolución de dieci- 
nueve de julio de mil novecientos setenta y uno, la 
Sala rechazó de plano el recurso por notoriamente 
improcedente, en vista de que la excepción no fue 
aceptada ni resuelta por el Juez, circunstancia que 
no se hizo valer en segunda instancia. 


RECURSO DE CASACION: 


En escrito de diez de agosto de mil novecientos se- 
tenta y uno, Juan Luis Mirón Muñoz, como Gerente 
General y representante de Flota Mercante Gran Cen- 
troamericana, Sociedad Anónima, interpuso recurso 
de casación, por motivos de fondo, contra la sen- 
tencia de la Sala Segunda de la Corte de Apela- 
ciones: Después de hacer un relato sintético del jui- de $ 
cio, al motivar el recurso, manifestó que, al resolver z 
la Sala y declarar con lugar la demanda conde- 
nando a la empresa demandada a pagar al actor 
la suma que resulte como retribución por haber sido 
nombrado mandatario y declarar sin lugar las ex- 
cepciones perentorias interpuestas, -en una minúscula 
sentencia, se limitó a considerar que constaba en 
autos que al actor se le había otorgado mandato es- 
pecial judicial, que es contrato distinto del de ser- 
vicios profesionales; que no siendo contrato gratuito 
se produjo una merma en los ingresos del manda- 
tario, por lo que debía revocarse el fallo, quedando 
asi decididas las excepciones interpuestas por la de- 
mandada, en el sentido de declarar sin lugar. Inter-" 
puso el recurso por motivos de fondo y citó como. 
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casos de procedencia los contenidos en los incisos 
lo. y 2o. del artículo 621 del Código Procesal Ci- 
vil y Mercantil. Respecto al caso contenido en el 
-= segundo inciso del citado artículo, invocó concreta- 
mente que en la apreciación de las pruebas hubo 
error de hecho, que resulta de documentos que de- 
“muestran de modo evidente la equivocación del juz- 
gador. Agregó que, aunque no era necesario citar leyes 
en relación a este motivo de casación, señalaba como 
violados en relación al error de hecho invocado, los 
articulos 127, 177, 178 y 186 del propio, Código 
Procesal Civil y Mercantil; que tal error resulta 
evidente en dos aspectos: a) que la Sala basa la 
sentencia impugnada en un documento inexistente 
en autos, porque consideró que con el*testimonio de 
la escritura pública número doscientos treinta y siete, 
autorizada el siete de diciembre de mil novecientos 
sesenta y cinco por el Notario Julio Alfonso Améz- 
quita Linares, “quedó plenamente establecido en au- 
tos...., pero que al efectuar una minuciosa revisión 
del juicio, se constata que no es cierto que en el 
mismo obre testimonio de la escritura pública nú- 
mero doscientos treinta y siete que contenga el con- 
trato que la Sala relaciona y que, al no existir el 
“documento que se menciona, es obvio que la Sala 
cometió error de hecho en la apreciación de la prue- 
ba, porque si bien es cierto que figura el testimonio 
de una escritura pública de mandato a favor del 
actor, se trata de un instrumento de número distinto, 
que sirve precisamente para demostrar de manera 
evidente la equivocación del juzgador y b) que el 
otro error de hecho en la apreciación de las pruebas, 
: que tiene carácter fundamental para la decisión de 
fondo de la cuestión planteada, consiste en que la 
Sala omitió considerar o apreciar los documentos que 
fueron aportados por la demandada .como prueba 
de sus excepciones; que la demandada manifestó que 
conforme sus estatutos, únicamente a la Junta Di- 
rectiva de la Sociedad compete autorizar al Gerente 
General para designar mandatarios que la represen- 
ten judicial o extrajudicialmente y que el Gerente 
General no puede hacerlo sin tal autorización previa; 
que Mayén Benítez otorgó mandato especial judicial al 
actor contra lo previsto en los estudios, pues la Junta 
Directiva en ningú” momento dio autorización para 
ello y, por consiguiente, se excedió del límite de sus 
facultades y la empresa no puede resultar obligada 
por actos mo autorizados; que con este fundamento 


se interpusieron las excepciones perentorias de falta 


de derecho en el actor para demandar, ineficacia 
del título en gue el actor funda su derecho, falta 
de responsabilidad. y falta de obligación legal de la 
sociedad demandada para responder de las conse- 
cuencias del mandato y de las pretensiones reclama- 
das por el actor; y que estos extremos fueron pro- 
bados con: a) el Diario Oficial El Guatemalteco, de 
seis de septiembre de mil novecientos sesenta y dos, 
en que se publicaron los estatutos de la sociedad 


demandada; b) acta notarial levantada por el No- 
tario Rolando Rodríguez Lewin el veintiuno de enero 
de mil novecientos setenta, en la que hizo constar 
que revisó los libros de actas de sesiones de la 
Junta Directiva de “Flomerca”, no apareciendo la 
referida autorización; c) certificación extendida por 
la secretaría de la Junta Directiva de la Compañia, 
con el correspondiente visto bueno, en que se rati- 
fican los extremos constatados por el Notario; que 


todos estos documentos se tuvieron como prueba de 


la demandada, pero que la Sala, al dictar su fallo, 
no hizo referencia a táles elementos de prueba ni 
los rebatió, sino que evadió considerar el fondo del 
asunto, al decir: “al' no encontrarse .ajustado a de- 
recho y constancias procesales la sentencia recurri- 
da, la misma debe revocarse, quedando así implici- 
tamente decididas las excepciones interpuestas por 
la citada empresa, durante la secuela del juicio, en 
el sentido de declararlas sin lugar”; y que la Sala 
cometió error de hecho en la apreciación de las 
pruebas, al omitir tomar en consideración los ele- 
mentos de prueba señalados, que son precisamente 
los documentos que demuestran de modo evidente 
la equivocación del juzgador. 


En cuanto a la procedencia del recurso conforme 
el inciso lo. del artículo 621 del Código Procesal 
Civil y Mercantil, el recurrente separa los sub-casos 
así: a) que, en su concepto, la sentencia recurrida 
contiene interpretación errónea de las leyes aplica- 
bles y citó como infringidos los artículos 1686, 1687, 
2027, 2028 del Código Civil y lo. del. Decreto Pre- 
sidencial 568, que modificó el artículo lo. del De- 
creto Gubernativo 1406 (Arancel de Abogados, No- 
tarios, Procuradores, Expertos y Depositarios); que 
el demandante, en su demanda ratificada en el jui- 
cio, reconoció que la Compañía demandada le había 
pagado honorarios profesionales por dirección y pro- 
curación en los diversos asuntos en que intervino, 
pero agregó que a la vez fue mandatario especial 
judicial y que, como tal, no se le pagó; que al res- 
pecto el Arancel de Abogados hace referencia a 
“procuradores” y a “procuración”, el Código Pro- 
cesal Civil y Mercantil menciona “representantes ju- 
diciales” y la Ley del Organismo Judicial expresa 
“Abogados y Mandatarios Judiciales”. Transcribe 
definiciones de las palabras “procurador” y “pro- 
curación” conforme el Diccionario de la Lengua Es- 
pañola; asevera que en materia procesal, el manda- 
tario judicial es el “procurador” y agrega que la Sala 
sentenciadora considera que mandato judicial y pro- 
curación son cosas distintas y confunde el mandato 
especial judicial con el simple mandato contenido 
en el articulo 1686 del Código Civil, limitándose a 
indicar que el mandato judicial otorgado al actor 
crea Obligaciones para mandante y mandatario y que 
no siendo gratuito, debe remunerarse por haber mer- 
ma en sus ingresos patrirfoniales, indicando, además, 
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que los servicios profesionales son cosa distinta; que 
el mandato conferido al actor es exclusivamente ju- 
dicial: que jamás se justificaría la actuación como 
mandatario judicial de un Abogado, sin que en el 
juicio ejercitara la procuración, de suerte que ha- 
biéndosele pagado por parte de la empresa en los 
asuntos en que intervino, por dirección y procura- 
ción, como él mismo afirma en su demanda, la em- 
presa debía ser absuelta en lo que se refiere a la 
reclamación por el mandato; que la Sala interpretó 
erróneamente el articulo 1686 del Código Civil, que 
se refiere al mandato general, el artículo 1687 del 
mismo Código, que prescribe que el mandato para 
asuntos judiciales queda sujeto especialmente a lo 
que establecen las leyes procesales, y el lo. del 
Decreto 568 del Presidente de la República, que 
modifica el artículo lo. del Arancel de Abogados, 
Notarios, Procuradores, Expertos y Depositarios (De- 
creto Gubernativo 1406), por cuanto esta disposición 
expresa que los abogados, procuradores y demás per- 
sonas enumeradas y los que solicitan sus servicios, 
son libres para contratar sobre honorarios y que a 
falta de convenio, se regularán conforme las dispo- 
siciones del Arancel; por lo que si se le pagó por 
“procuración”, no existe obligación de pagarle por 
el “mandato”; y agregó que, en cuanto a este punto, 
siguió idéntico análisis al efectuado por esta Corte 
en sentencia de fecha veintiuno de diciembre de mil 
novecientos setenta, y b) siempre en relación al caso 
de procedencia contenido en el inciso lo. del artículo 
621 del Código Procesal Civil y Mercantil, invoca 
como sub-caso que la sentencia impugnada contiene 
violación de las leyes aplicables y cita como infrin- 
gidos los artículos 335 y 406 del Código de Comercio 
anterior (contenido en Decreto número 2946 del Pre- 
sidente de la República), aplicable conforme el ar- 
tículo lo. de las Disposiciones Transitorias del Có- 
digo de Comercio de Guatemala en vigor (Decreto 
2-70 del Congreso de la República); que las leyes 
citadas fueron violadas por omisión, porque la Sala 
sentenciadora quebrantó el derecho al no aplicarlas, 
y eran las que correspondía hacer valer en el fallo; 
que la empresa demandada sostuvo en el juicio en 
forma de excepciones perentorias que, si el Gerente 
de Flomerca, Mayén Benítez, otorgó mandato a fa- 
vor del actor, lo hizo excediéndose en sus facultades, 
en vista de que no fue autorizado por la Junta Di- 
rectiva, como lo ordenan los estatutos, razón por la 
cual la sociedad no quedó obligada a responder por 
tal actuación que nunca ratificó, ni se aprovechó del 
negocio. Transcribió el contenido de los artículos 
335 y 406 del anterior Código de Comercio “aplica- 
ble por disposición expresa del nuevo Código de 


Comercio” y agregó: que si la Sala hubiese anali- 


zado los medios de defensa presentados por la de- 
mandada, necesariamente habría tenido que recurrir 
a las disposiciones legales citadas y, como conse- 
cuencia, se imponía la absolución de la demandada; 


y que esto significa que, por omisión, fueron violados 


en la sentencia los artículos referidos. 
xXx 


Realizada la vista es el caso de resolver. 


CONSIDERACIONES: 


Al basar su recurso en el sub-motivo de casación 


de fondo, error de hecho en la apreciación de las 
pruebas, que establece el artículo 621, inciso 2o. del 
Código Procesal Civil y Mercantil, argumenta el re- 
currente que él Tribunal a-quó lo cometió por dos 
razones: a) porque basa su sentencia condenatoria 
en el testimonio de la escritura pública número dos- 
cientos treinta y siete, autorizada por el Notario Ju- 
lio Alfonso Amézquita Linares el siete de diciembre 
de mil novecientos sesenta y cinco, que en el proceso 
no obra testimonio alguno de la citada escritura nú- 
mero doscientos treinta y siete y que, si bien es 
cierto que figura el testimonio de una escritura de 
mandato a favor del actor, se trata de un instrumento 
público de número distinto, y b) que omitió consi- 
derar o apreciar los documentos aportados por la 
parte demandada como prueba de sus excepciones; 
y señaló los documentos mencionados en la relación 


de antecedentes, parte relativa al recurso de casa-. 


ción, que, en su concepto, demuestran de modo evi- 
dente la equivocación del juzgador. De acuerdo con 
la doctrina y el criterio .sustentado reiteradamente 
por esta Cámara, para que proceda la casación por 
error de hecho en la apreciación de las pruebas, es 
indispensable la concurrencia de los siguientes ele- 
mentos: 1) que el error se refiera a la deducción 
que haga el juzgador de los hechos que considere 
probados y no ala valoración de la prueba de que 
se trata; II) que el error sea determinante de la 
resolución que se dicte, y III) que la equivocación 
del juzgador se evidencie mediante el examen del 
documento o acto auténtico señalado al efecto. Con 
base en estos elementos cabe considerar, en relación 
a que la Sala sentenciadora se basó para dictar su 
fallo en el testimonio de una escritura que no existe 
en el proceso, que aunque en la parte considerativa 


se menciona como número de orden del instrumento: 


el señalado por el recurrente, el error, en sí, no es 
determinante de la resolución, porque en el propio 
considerando se identifica el contenido del instru- 
mento que corresponde con el aportado como prueba 
por el actor, de manera que tal error, que pudo co- 
rregirse oportunamente mediante recurso de aclara- 
ción, no es suficiente para casar con base en el mis- 
mo la sentencia recurrida. En lo quese contrae a 
que la Sala sentenciadora omitió considerar o apre- 
ciar los documentos aportados por la demandada 
como prueba de sus excepciones, debe tenerse pre- 
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sente que, por las razones inmvocadas por el recu- 
rrente, mo es posible aceptar como cierta la equi- 
vocación del juzgador, porque el instrumento básico 
de la demanda, consistente en el testimonio de la 
escritura pública de mandato otorgada a favor del 
actor, mo fue impugnado en forma alguna por la 
empresa demandada. Por esta razón, los documentos 
señalados por el recurrente, sí bien no fueron objeto 
de apreciaciones especificas en la sentencia, con base 
en la tesis sustentada en el recurso, no demuestran 
de modo evidente la equivocación del juzgador, por- 
que éste no podia legalmente dejar de aceptar en 
todos sus efectos jurídicos el testimonio de una es- 
critura pública no impugnada de nulidad, cuya vali- 
dez no ha sido enervada por el contenido ni por 
elementos ajenos al propio instrumento. Es decir, la 
validez y efectos de la escritura pública afectan al 
otorgante de la misma, en tanto no se destruyan 
o limiten mediante una impugnación adecuada. En 
esa virtud, no procede la casación por el sub-motivo 
invocado, toda vez que, como se indicó anterior- 
mente, el error que señala el recurrente, de acuerdo 
con sus argumentos no influye en el resultado del 
fallo. Tampoco se deduce de manera evidente la 
equivocación del juzgador del cotejo de la sentencia 
con los documentos señalados por aquél. 


II 


También invoca el recurrente como caso de pro- 
cedencia del recurso, conforme el inciso lo. del ar- 
tículo 621 del Código Procesal Civil y Mercantil, 
que la sentencia recurrida contiene interpretación 
errónea de las leyes aplicables y señala como in- 
fringidos, Jos articulos 1686, 1687, 2027, 2028 del 
Código Civil y lo. del Decreto 568 del Presidente 
de la República, que modifica el articulo lo. del 
Decreto - Gubernativo 1406 (Arancel de Abogados, 
Notarios, Procuradores, expertos y  Depositarios). 
Expresa el recurrente que la Sala Segunda de la 
Corte de Apelaciones, en su sentencia, considera que 
mandato judicial y procuración son cosas distintas; 
que confunde el mandato especial judicial con el 
simple mandato contenido en el artículo 1686 del 
Código Civil, indicando, además, que los servicios 
profesionales son cosa distinta; y sostiene que la 
Sala ha interpretado erróneamente dicho artículo, 
que se refiere al mandato general, así como el ar- 
tículo 1687 del mismo Código, que prescribe que 
el mandato para asuntos judiciales queda sujeto, es- 
pecialmente, a lo que establecen las leyes procesales 
y la citada disposición modificada del mencionado 
arancel, por cuanto la misma expresa que los abo- 
gados, procuradores y demás personas enumeradas 


y los que-soliciten sus servicios son libres para con-' 


tratar sobre honorarios y que a falta de convenio, se 
regularán de conformidad con las disposiciones del 
Arancel. : 


La sentencia recurrida, entre otras disposiciones 
que le sirven de fundamento, cita los articulos 1686 
y 1687 del Código Civil, de los cuales el último, 
como indica el interponente, prescribe que el man- 
dato para asuntos judiciales queda sujeto, especial- 
mente, a lo que establecen las leyes procesales. De 
la propia sentencia se deduce que la Sala estima 
el mandato judicial con representación, para los efec- 
tos de la acción intentada, diferente de la procuración 
que, con base en el mismo, debe ejercerse en forma 
especifica para la prestación de servicios por parte 
del mandatario judicial, ya que para dictar el fallo 
se basa en que el contrato de mandato “implica 
obligaciones tanto para el mandante como para el man- 
datario, entre otras, la remuneración de este último 
por parte del primero, por los servicios que en el 
ejercicio del mismo se prestaron”, sin referirlos a los 
asuntos en que el actor intervino o pudo haber in- 
tervenido, en su carácter de mandatario judicial de 
la empresa demandada. Al respecto cabe considerar 
que el artículo 1686 del Código Civil establece las 
características del mandato en sus dos aspectos, de- 
pendientes de que se otorgue con o sin representa- 
ción, y el artículo 1687 del mismo Código, en la 
parte especificamente señalada por transcripción por 
el recurrente, sujeta especialmente el mandato para 
asuntos judiciales, a lo que establecen las leyes pro- 
cesales, que son las que regulan Jo relativo a su 
ejercicio, así como lo referente a los honorarios que 
deben pagarse a los mandatarios judiciales. Según 
lo anterior, el mandato especial judicial tiene carac- 
terísticas dependientes de sus fimes específicos y de 
las normas que lo regulan con base en la disposición 
general que establece el contrato contenido en el 
citado artículo 1686 del Código Civil, complemen- 
tada con la fracción transcrita del articulo 1687 del 
mismo Código. Debe tenerse presente también que, 
de acuerdo con; la ley y lo resuelto en sentencia 
de fecha veintiuno de diciembre de mil novecientos 
setenta, esta Cámara estima que, en el ámbito pu- 
ramente procesal, mandatario judicial es sinónimo de 
“procurador”. De acuerdo con lo anterior, se con- 
sidera que, al no tomar en cuenta la Sala senten- 
ciadora las características del mandato especial ju- 
dicial que se deducen de los artículos 1686 y 1687 
en la parte transcrita del Código Civil, interpretó 
erróneamente el contenido de ambas disposiciones, 
razón por la cual procede casar el fallo recurrido 
y dictar la sentencia que corresponde de acuerdo 
con la ley, sin examinar las otras normas señaladas 
en relación al caso objeto de análisis, ni hacer el 
estudio del otro sub-motivo en que se basa el recurso, 
por ser innecesario. 


II 


De conformidad con las disposiciones legales nor- 
mativas del mandato judicial con representación, el 
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mandatario lo ejerce en los asuntos judiciales en que 
interviene en representación del mandante; es decir, 
el mandato de tal naturaleza implica su ejercicio 
en cada uno de los procesos o asuntos judiciales 
promovidos por el mandatario o gue, por cualquiera 
otra razón, requieran su intervención con tal tarácter. 
Es indudable que, por la prestación de estos ser- 
vicios, el mandatario tiene derecho de que se le re- 
conozcan y paguen honorarios de acuerdo con lo 
pactado o conforme el arancel, salvo que el obligado 
se hubiese comprometido a prestarlos en forma gra- 
tuita, Por consiguiente, de conformidad con la ju- 
tisprudencia sentada por esta Cámara y salvo con- 
venio especial al respecto, el mandatario judicial no 
puede reclamar pago de honorarios independiente- 
mente de los que le correspondan por su intervención 
en los asuntos judiciales, como representante, pro- 
curador o mandatario de la persona que hubiese con- 
ferido el mandato. 


En el caso que se examina, con el testimonio res- 
pectivo, debidamente registrado en el Archivo Ge- 
neral de Protocolos, está probado que “Flota Mer- 
Sociedad Anónima”, 
en escritura pública autorizada por el Notario Julio 
Alfonso Amézquita Linares con fecha siete de di- 
ciembre de mil novecientos sesenta y cinco, otorgó 
mandato judicial con representación a favor del Abo- 
gado Mario Arriaza Ligorría y, con lo expuesto por 
éste- en su demanda, se establece que intervino en 
problemas de la empresa, especialmente de tipo la- 
boral y que le fueron pagadas algunas sumas en su 
concepto de Abogado y Procurador. Mas, como su 
acción se contrae a que se le reconozcan y paguen 
honorarios por el ejercicio del mandato, indepen- 
dientemente de su intervención en los asuntos judi- 
ciales en que actuó en tal concepto, con base en 
lo considerado se llega a la conclusión de que el 
actor carece de título para exigir el pago de los 
honorarios demandados, sin perjuicio del derecho que 
pueda asistirle para reclamar dentro de cada expe- 
diente judicial los que no hubiese cobrado por su 
intervención en los asuntos en que actuó como man- 
datario o procurador de la entidad demandada. Como 
consecuencia, se impone declarar con lugar la excep- 
ción perentoria de falta de derecho en el actor para 
demandar, interpuesta por “Flota Mercante Gran 
Centroamericana, Sociedad Anónima” y, por ende, 


cante Gran Centroamericana, 


absolver a esta última de la demanda planteada en 
su contra; sin que sea necesario hacer pronuncia- 
miento alguno acerca de las otras excepciones pro- 
puestas. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, con 
base en lo considerado, leyes citadas y artículos 


88, 106, 126,127, 128,199, 180; 572-919 07% 019, 


“casación interpuesto por Carlos Enrique Martinez 


- 


620, 621, 630, 635 Código Procesal Civil y Mercan- 
til, :38, inciso Zo... .15%,- 158, 159463, "108 yaa GUIA 

Ley del Organismo Judicial, CASA la sentencia re- 
currida y, resolviendo de conformidad con la ley, 
DECLARA: a) Con lugar la excepción de falta de 

derecho en el actor para demandar; b) En conse- - 
cuencia, absuelve a Flota Mercante Gran Centro- 
americana, Sociedad Anónima (Flomerca), de la de- 

manda ordinaria planteada contra ella por el Abo- 

gado Mario Arriaza Ligorría; c) No hay especial 

condena en costas. Repóngase como corresponde el 

papel simple empleado, dentro del término de cinco E 
días y bajo apercibimiento de imponer a la parte 
obligada una multa de cinco quetzales, si no lo hi- 
ciere. Notifíquese y, con certificación de lo resuelto, 
devuélvanse los antecedentes. 


Miguel Ortiz Passarelli.—H. Vizcaíno L.—Alberto 
Herrarte.—Rodrigo Robles Ch.—R. Aycinena Sala- 
zar,—Ante mi: M, Alvarez Lobos. 


- CIVIL 


Ordinario seguido por Carlos Enrique Martínez Go- 
mera contra Inés Devlin Chilton de Willemsen. 


DOCTRINA: Para que prospere el recurso de casa- 
ción es indispensable que el recurrente exprese su 
petición en términos precisos. : 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
CIVIL: Guatemala, seis de marzo de mil novecientos 
setenta y dos. 


Para resolver se tiene a la vista el recurso de- 


Gomera contra el auto dictado por la Sala Primera 
de la Corte“de Apelaciones, el dieciséis de septiembre 
de mil novecientos setenta y uno, en el juicio or- 
dinario seguido por el recurrente contra Inés Devlin 
Ch:lton de Willemsen, ante el Juzgado Tercero de 
Primera Instancia del Ramo Civil, de este depar- 
tamento. 


AUTO RECURRIDO: 


En virtud de recurso de apelación, la Sala indi- 
cada revocó el auto que el trece de julio de mil 
novecientos setenta y uno, dictó el Juzgado que se - 
menciona y al resolver declaró con lugar la excep- 
ción de prescripción interpuesta por la demandada 
contra el actor a quien condenó en las costas. La 
Sala consideró que la pretensión de éste se basa 
fundamentalmente en el artículo 1616 del Código 
Civil que prescribe la obligación de indemnizar cuan- 


* r 
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do: una persona sin causa legitima se enriquece con 
perjuicio de otra, y que tal. disposición está con- 
tenida en el Capítulo II, Titulo VI del Libro V, 
que se refiere al enriquecimiento sin causa, de modo 
que toda acción que se funde en cualquiera de las 
disposiciones de que consta ese capitulo, está sujeta 
al término de prescripción alli señalado, que es de 
un año, el cual transcurrió con exceso, desde el día 
en que se verificó el pago de tres mil quetzales, 
hasta el día en que se introdujo la demanda. 


OBJETO DEL JUICIO: 


a) Devolución de la suma de tres mil quetzales 
pagados por el actor a la demandada a cuenta de 
su deuda, y los cuales no fueron deducidos al: ha- 
cerse la liquidación respectiva. 


b) Excepción de prescripción interpuesta por la 
parte demandada. 


PRUEBA: 


El actor acompañó los siguientes documentos: 


a) Certificación extendida por el Juzgado Segundo 
de Primera Instancia de este departamento del juicio 
ejecutivo seguido por Inés Devlin Chilton de Wi- 
llemsen, contra Enrique Martínez Gomera y Emilia 
Trujillo de Martínez, que contiene el memorial de 
demanda por la suma de diez mil quinientos quet- 
zales en concepto de capital, más intereses y costas 
y el acta de remate de la finca hipotecada inscrita 
en el Registro de la Propiedad como urbana, número 
cuatrocientos catorce, folio doscientos once, del li- 
bro veintisiete de Guatemala. Por no haberse pre- 
sentado postores el remate se declaró fincado en la 
ejecutante, por el capital demandado, más intereses 
y costas procesales. 


b) Fotocopia legalizada de una certificación exten- 
dida por el Registrador de la Propiedad de la zona 
central, de la primera y sexta inscripciones de do- 
minio de la finca urbana número cuatrocientos ca- 
torce, folio doscientos once del libro veintisiete de 
Guatemala. Consta que esta finca se adjudicó a 
“Inés Derbin Chilton de Willemsen”, en virtud de 
ejecución seguida en el Juzgado Segundo de Primera 
Instancia del ramo civil, de este departamento, en 
rebeldía de Carlos Enrique Martínez Gomera, en 
pago de la cantidad de trece mil seiscientos setenta 
quetzales con noventa centavos. 


c) Fotocopia legalizada del proyecto de liquidación 
presentado en el procedimiento ejecutivo relacionado 
en el literal anterior, que asciende a la suma de tre- 
ce mil seiscientos setenta quetzales noventa centavos, 
y en el cual se indica que de esa suma debe dedu- 


EN 


cirse la cantidad de tres mil quetzales que el deudor 
pagó durante la sustanciación del procedimiento, por 
lo que el monto de la liquidación debe quedar en 
diez mil seiscientos setenta quetzales, noventa cen- - 
tavos. 


d) Fotocopia legalizada de un recibo provisional 
por la suma de tres mil quetzales extendido por Inés 
de Willemsen a favor de “Carlos E. Martínez G.”, 
el diez de septiembre de mil novecientos sesenta. y 
nueve. 


e) Confesión de la parte demandada, quien con- 
testó afirmativamente las preguntas referentes a un 
pago parcial de tres mil quetzales, hecho por el 
articulante Martínez Gomera, el nueve de septiembre 
de mil novecientos sesenta y nueve, para amortizar 
su deuda, y reconoció la firma y contenido del re- 
cibo cuya fotocopia se le puso a la vista. 


La demandada aportó las siguientes pruebas: 


a) Fotocopia de una carta de fecha nueve de 
septiembre de mil novecientos sesenta y nueve que 
Carlos Enrique Martinez Gomera, le dirigió, en la 
cual le indica que le adjunta cheque a cargo del 
Banco del Agro, por tres mil quetzales para abonar 
a su cuenta. 


b) Copia simple de la escritura pública, autorizada 
por el Notario Manuel Villacorta Vielman, el vein- 
titrés de abril de mil novecientos sesenta y cinco, 
en virtud de la cual Carlos Enrique Martínez Go- 
mera se reconoció deudor de Inés Devlin Chilton 
de Willemsen por la suma de diez mil quinientos 
quetzales recibidos a mutuo, para devolver en el 
plazo de un año, al interés del ocho por ciento 
anual y con garantía hipotecaria de la finca urbana 
número cuatrocientos catorce, folio doscientos once, 
del libro veintisiete, de Guatemala. 


c) Copia simple legalizada de la escritura pública 
autorizada por el Notario Ulfredo Garcia Galán, el 
cinco de agosto de mil novecientos setenta, en virtud 
de la cual el Doctor Mario Santiago Pérez Pineda, 
Juez Segundo de Primera Instancia del Ramo Civil 
de este departamento, adjudica en rebeldía de Carlos 
Enrique Martínez Gomera a Inés Devlin Chilton de 
Willemsen, la finca urbana número cuatrocientos ca- 
torce, folio doscientos once, del libro veintisiete de 
Guatemala, en pago de la suma de trece mil seis- 
cientos setenta quetzales noventa centavos; adjudi- 
cación efectuada conforme a lo resuelto en el pro- 
cedimiento ejecutivo, seguido por la segunda contra 
el tercero ante el Tribunal indicado. 


d) Fotocopia de una carta suscrita por Carlos En- 
rigue Martinez Gomera, el veintidós de octubre de 
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mil novecientos setenta, dirigida a Inés de Willem- 
sen, solicitando le devuelva la suma de tres mil quet- 
zales, que le recibió en forma provisional. 


e) Certificación extendida por el Juzgado Tercero 
de Primera Instancia de este departamento, que con- 
tiene la demanda presentada en el juicio ordinario 
identificado al principio, la cual está fechada el vein- 
titrés de marzo de mil novecientos setenta y uno 
y presentada al Tribunal el diez de mayo del mismo 


ano. 


f) Confesión judicial prestada por Carlos Enrique 
Martínez Gomera, en la cual contesta afirmativa- 
mente las preguntas referentes a: que reconoce el 
contenido y firma de su memorial de demanda; que 
pagó la suma de tres mil quetzales a la demandada 
el diez de septiembre de mil novecientos sesenta y 
nueve, que la demanda la presentó hasta el diez de 
mayo de mil novecientos setenta y uno; que ¡no 
acudió a ningún otro tribunal a formular dicha re- 
clamación antes de esa fecha; que reconoce una nota 
cuya fotocopia se le puso a la vista, referente a que 
solicitó una prórroga a la demandada para el pago 
de su crédito de fecha doce de febrero de mil no- 
vecientos setenta y que ha transcurrido el plazo de 
un año desde la fecha en que verificó el pago de 
los tres mil quetzales, hasta la fecha en que presentó 
su demanda. 


RECURSO DE CASACION: 


Contra el auto dictado por la Sala Primera de la 
Corte de Apelaciones, el dieciséis de septiembre de 
mil novecientos setenta y uno, Carlos Enrique Mar- 
tínez Gomera, interpuso recurso de casación, por 
motivo de fondo citando como caso de procedencia 
el artículo 621, inciso lo. del Decreto Ley 107, por 
violación, aplicación indebida o interpretación erró- 
nea de las leyes o doctrinas legales. Señala como 
violados los articulos siguientes del Código Civil: 
1506, que establece el término de cinco años para 
que se consume la prescripción extintiva en todos 
los casos no mencionados en leyes especiales; 823, 
porque «al exonerar la Sala a la demandada de la 
obligación de devolver los tres mil quetzales que 
recibió como abono al capital debido, lo está obli- 
gando a hacer un pago no permitido por la ley. Que 
violó también el artículo 90. de los Principios Ge- 
nerales de la Ley del Organismo Judicial porque, 
siendo claro el tenor literal del artículo 1628 del 
Código Civil, interpretó su espíritu dándole una ex- 
tensión que no tiene. Que aplicó indebidamente el 
artículo últimamente citado, porque éste no regula 
todos los casos de enriquecimiento sin causa, como 
erróneamente lo asienta la Sala, sino que trata es- 
pecificamente del pago indebido, y la suma entre- 
gada a la demandada, no fue un pago indebido, 


sino un pago parcial de una deuda legítimamente 
contraída y en plena vigencia, y que el hecho de 
que el actor haya mencionado en su demanda el 
artículo 1616 del Código Civil, en nada altera la 
naturaleza de la obligación reclamada, y que por 
lo tanto no está sujeta a la prescripción que establece 
el artículo 1628 del Código Civil, sino a lo dis- 
puesto en el artículo 1508 del mismo Código, y que 
al aplicar la Sala el artículo 1628 citado al caso 
sujeto a discusión, lo interpretó dándole una exten- 
sión y alcance que no tiene, pues se refiere exclu- 
sivamente a la acción para recobrar lo indebida- 
mente pagado, pero no a otros casos, aun cuando 
se hallen comprendidos en los mismos capítulo, tí- 
tulo y libro del Código Civil. 


En el memorial de interposición del recurso, de 
fecha primero de octubre de mil novecientos setenta 
y uno, el recurrente no hace petición alguna. 

Transcurrida la vista, es el caso de resolver: 


CONSIDERACIONES DE DERECHO: 


De conformidad con el artículo 619 del Código 
Procesal Civil y Mercantil, parágrafo segundo, el 
escrito de interposición del recurso de casación de- 
berá contener los requisitos de toda primera solici- 
tud, además de los especificos que expresa la pro- 
pia disposición. El articulo 61 del mismo cuerpo de 
leyes, que enumera lo que deberá contener el escrito 
inicial, señala en su inciso 60. la petición, en tér- 
minos precisos. El recurrente omitió este requisito 
indispensable porque su memorial de interposición 
del recurso no contiene petición alguna. Es obvio 
que el Tribunal, para estar en condiciones de resol- 
ver, debe conocer en forma precisa y clara, la pre- 
tensión del actor, y tal omisión no puede ser suplida 
posteriormente por el propio recurrente ni subsa- 
narla el Tribunal, debido a la indole técnica y for- 
malista del recurso de casación, derivada de su ca- 
lidad de recurso extraordinario, por lo que procede 
desestimarlo. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, con 
base en las leyes citadas y en los artículos 88, 633 
y 635 del Código Procesal Civil y Mercantil; 38, 
inciso 2o:, 148/“157, 158, 159.""1637 168 -y "169 de 
la Ley del Organismo Judicial, DESESTIMA el re- 
curso de casación interpuesto; condena al recurrente 
al pago de las costas del mismo y a una multa de 
cincuenta quetzales, que deberá hacer efectiva den- 
tro de cinco dias en la Tesoreria del Organismo 
Judicial, la que en caso de insolvencia conmutará 
con diez dias de prisión simple: y a la reposición 
del papel empleado, dentro de igual término, bajo 
apercibimiento de imponerle una multa de cinco quet- 
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zales si no cumpliere. Notifíquese y, con certificación 
de lo resuelto, devuélvanse los antecedentes. 


Miguel Ortiz Passarelli.—H. Vizcaíno L.—Alberto 


Herrarte.—Rodrigo Robles Ch.—R. Aycinena Sala- 
zar.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CIVIL 


. Ordinario seguido por el Abogado Pompeyo Castillo 


Contoux en concepto de mandatario de “Refinería 
Petrolera de Guatemala-California, Inc.”, contra 
la Empresa Portuaria Nacional Santo Tomás de 
Castilla. 


DOCTRINA: Sólo el Tribunal de Conflictos de Ju- 
risdicción puede resolver si el conocimiento de un 
asunto corresponde a los Tribunales Ordinarios, 
a la Administración o al Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo, premisa básica para estable- 
cer si un Juez tiene o mo obligación de conocer 
del mismo. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
CIVIL: Guatemala, quince de marzo de mil nove- 
cientos setenta y dos. 


Se tiene a la vista pará resolver el recursó de ca- 
sación interpuesto por el Abogado Pompeyo Castillo 
Contoux, en concepto de mandatario de “Refinería 
Petrolera de Guatemala-California, Inc.”, contra el 
auto dictado por la Sala Primera de la Corte de 
Apelaciones con fecha dieciocho de noviembre de 
mil novecientos setenta y uno, en el juicio ordinario 
promovido por dicha compañía contra la Empresa 
Portuaria Nacional Santo Tomás de Castilla ante 
el Juzgado Primero de Primera Instancia, Ramo Civil, 
de este departamento. 


ANTECEDENTES: 


En escrito recibido en el Tribunal indicado el seis 
de agosto de mil novecientos setenta y uno, el Abo- 
gado Pompeyo Castillo Contoux, en el concepto in- 
dicado, demandó en vía ordinaria a la Empresa 
Portuaria Nacional Santo Tomás de Castilla y ex- 
puso: que “Refinería Petrolera de Guatemala-Cali- 


fornia, Inc.”, es titular del derecho petrolero de trans- 


formación número uno, inscrito en el Registro 
Petrolero bajo el número uno, folios uno, dos y tres 
del libro número uno correspondiente, derecho que 
fue otorgado por el término de cuarenta años a partir 
del diecinueve de enero de mil novecientos cincuenta 
y nueve, en que se publicó el título en el Diario 
Oficial; que para el desembarque del petróleo crudo, 


que constituye la materia prima de la Refinería, la 
Compañía hizo las instalaciones y estableció una tu- 
bería de cerca de cinco kilómetros, del Puerto Santo 
Tomás de Castilla al sitio en que se construyó aque- 
lla; que el cuatro de noviembre de mil novecientos 
sesenta y uno se emitió el Decreto 1502 del Con- 
greso de la República, que estableció en forma es- 
pecifica el cargo de un centavo y medio de quetzal 
por cada barril de cuarenta y dos galones, que recae 
sobre el desembarque y despacho de petróleo crudo 
que ingrese al mencionado Puerto, por medio de oleo- 
ductos, para ser refinado en el país; que, a pesar de 
la constante objeción de su representada, la empresa 
demandada ha cobrado el servicio de manera arbi- 
traria, con base en la tarifa contenida en el Acuerdo 
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de 
ocho de abril de mil novecientos sesenta y cinco, 
reformado por el de fecha diez de mayo de mil 
novecientos sesenta y seis, en lo que al petróleo 
crudo a granel se refiere; que la reforma dice: “Pe- 
tróleo crudo a granel de QO0.01 a QO0.03” y se fa- 
culta a la Junta Directiva de la empresa demandada 
para que gradúe el cobro dentro de dichos límites, 
según convenga a los intereses de la misma; que 
dicha empresa sostiene el punto de vista de que el 
Decreto 1502 del Congreso de la República fue de- 
rogado por el Acuerdo Ministerial; que el cargo es- 
tablecido en la tarifa ministerial es para petróleo 
crudo a granel, simplemente, grasas y sebo, expor- 
tación e importación y la Empresa Portuaria puede 
graduar discrecionalmente el cobro para el servicio 
en ese caso particular; y que lo equívoco es preten- 
der la aplicación de tal gravamen, para el petróleo 


- crudo que ingrese al Puerto, por medio de oleoducto 


propio de una Refinería, para ser procesado en el 
país por una entidad titular de un derecho petrolero 
de transformación, de utilidad pública. Hace otras 
consideraciones, señala fundamentos jurídicos, ofrece 
pruebas; concreta su demanda e indica, de acuerdo 
con el cálculo que al efecto presenta, que la empresa 
cobró a la Compañía, del primero de enero de mil 
novecientos sesenta y ocho al treinta de junio del 
año de la demanda, ciento ochenta y un mil nove- 
cientos ocho quetzales con treinta y ocho centavos, 
y que percibió de más cuarenta y cinco mil cuatro- 
cientos setenta y siete quetzales con cinco centavos, 
que obligadamente pagó su representada, pues en 
caso contrario no se le prestaba servicio; y pidió 
que se condene a la demandada a pagar a “Refi- 
nería Petrolera de Guatemala-California, Inc.”, den- 
tro de tercero día, la última cantidad indicada, los 
intereses correspondientes al tiempo que la ha tenido 
en su poder, hasta el día que la cantidad reclamada 
sea pagada, más las costas. 


El Juez Primero de Primera Instancia de lo Civil, 
dictó resolución de fecha nueve de agosto de mil 
novecientos setenta y uno, en la que, por las razones 
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que indica, estima que la controversia planteada no 
es de derecho privado, sino cuestión administrativa, 
por lo que se abstiene de conocer de la acción ju- 
dicial y manda que el interesado ocurra ante quien 
corresponda. 


AUTO RECURRIDO: 


Al conocer de la apelación interpuesta por la en- 
tidad demandante, la Sala Primera de la Corte de 
Apelaciones, en auto de dieciocho de noviembre de 
mil novecientos setenta y uno, confirmó el auto ape- 
lado. Consideró: que la cantidad reclamada se ori- 
gina en los cargos que la empresa portuaria de- 
mandada tiene derecho a cobrar por el desembarque 
de petróleo crudo, los cuales son la carga, tributo 
o impuesto que la ley autoriza a cobrar a la Empresa 
Portuaria sobre cada barril de cuarenta y dos ga- 
lones que sea desembarcado o ingrese por medio de 
oleoductos por Puerto Nacional; que tratándose del 
cobro de un impuesto en que la Empresa Portuaria 
Nacional actuó como una institución Estatal y en 
uso de facultades regladas, es indudable que cual- 
quier conflicto que surja con motivo de su imposi- 
ción, tendrá que ser resuelto por el Tribunal corres- 
pondiente y no por los órganos jurisdiccionales or- 
dinarios. 


RECURSO DE CASACION: 


El Abogado Pompeyo Castillo Contoux, en escrito 
recibido el nueve de diciembre de mil novecientos 
setenta y uno y en representación de “Refinería Pe- 
trolera de Guatemala-California, Inc.”, interpuso re- 
curso de casación por motivos de forma contra el 
auto de dieciocho de noviembre de mil novecientos 
setenta y uno proferido, como ya se indicó, por la 
Sala Segunda de la Corte de Apelaciones. Manifestó: 
que es procedente el recurso conforme el artículo 
620 del Código Procesal Civil y Mercantil y de 
acuerdo con el artículo 622, inciso lo. del mismo 
Código que enuncia que “procede la casación por 
quebrantamiento substancial del procedimiento... 
cuando el Tribunal se niegue a conocer teniendo 
obligación de hacerlo”. Citó como infringidas las 
siguientes disposiciones legales, indicando después de 
cada artículo las razones en que basa su tesis: ar- 
tículos 53, 62, 240 y 247 de la Constitución de la 
República; lo., 50., 7o., 25, 51, 96, 111 del Decreto 
Ley 107, Código Procesal Civil y Mercantil; 1lo., 
40,9 12,527,239, INCISO 10. SL Ae 
Decreto 1762 del Congreso de la República, Ley del 
Organismo Judicial; lo. y 4o. del Decreto Ley nú- 
mero 63. Indica, en resumen, el contenido de tales 
disposiciones y sostiene: que los Tribunales comunes 
conocerán de todas las controversias de derecho pri- 
vado en las que intervengan el Estado, el municipio 
o cualquier entidad descentralizada, autónoma o se- 


miautónoma; que el juicio identificado en el escrito 


de interposición del recurso, se refiere a la devolu- 


ción de cantidades de dinero y conforme el precepto 
constitucional que cita (artículo 247), es competente 
un tribunal común; que el Juzgado de Primera Ins- 
tancia del Ramo Civil que eligió, ejerce jurisdicción 
civil para la contienda civil que ha planteado, pues 
por la cuantía de la acción, acudió al Juzgado que 
tiene jurisdicción y competencia conforme la situa- 
ción de hecho existente en el momento de la presen- 
tación de la demanda; que es injustificado el rechazo, 
porque el Juez tenía obligación y atribución de co- 
nocer de la misma; y que la Empresa Portuaria con- 
tra quien presentó la demanda, conforme la ley que 
la define como una entidad susceptible de contraer 
obligaciones es, por lo tanto, responsable en la forma 
que exige, y tiene su domicilio en la ciudad de Gua- 
temala, donde precisamente, presentó la demanda. 
Efectuada la vista, es el caso de resolver. 


CONSIDERACIONES: 


El recurrente, en carácter de mandatario de “Re- 
finería Petrolera de  Guatemala-California, Inc.”, 
planteó la acción que, según la resolución contra la 
cual se recurre —confirmatoria de la dictada al res- 
pecto por el Juez Primero de Primera Instancia del 
Ramo Civil de este departamento—, se contrae a 
materia de la cual no puede conocer la jurisdicción 
ordinaria, porque se refiere a hechos en que, con- 
forme las apreciaciones del Tribunal, la Empresa 
Nacional Portuaria Santo Tomás de Castilla, actuó 
como una institución estatal y en uso de facultades 
regladas, circunstancia que lo llevó a la conclusión 
de que cualquier conflicto que surgiera por los mo- 
tivos a que alude la demanda, tendría que ser resuelto 
por el Tribunal correspondiente. 


Sostiene el recurrente que la contienda es de de- 
recho privado y que, por lo mismo, su conocimiento 
corresponde a los tribunales comunes, por lo que, 
en su concepto, al dictar la Sala Primera de la Corte 
de Apelaciones la resolución contra la cual inter- 
puso recurso de casación, quebrantó substancialmente 
el procedimiento y que, en consecuencia, violó las 
disposiciones legales que puntualiza en su escrito de 
interposición. Pero cabe estimar que el auto original, 
confirmado por la Sala, resolvió de oficio una cues- 
tión de jurisdicción aplicando el artículo 126 de la 
Ley del Organismo Judicial, aunque no lo dice en 
forma expresa, cuestión que no corresponde a esta 
Corte conocer, porque, de conformidad con el ar- 
ticulo 257 de la Constitución de la República, sola- 
mente el Tribunal de Conflictos de Jurisdicción puede 
resolver si el conocimiento del asunto corresponde a 
los Tribunales Ordinarios, a la Administración o al 
Tribunal Contencioso Administrativo, premisa básica 
imprescindible para establecer si el Tribunal del Or- 
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den Civil que dictó la resolución tiene o no obliga- 
ción de conocer en el asunto. Como consecuencia, 
esta Cámara está en la imposibilidad legal de hacer 
el examen comparativo del caso y debe desestimar 
el recurso. 


POR TANTO: 


- La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, con 
base en lo considerado, leyes citadas y artículos 88, 
633, 635 Código Procesal Civil y Mercantil, 38, in- 
ciso 2o., 143, 157, 158, 159, 163 y 169 del Orga- 
nismo Judicial, DESESTIMA el recurso de casación 
interpuesto; condena al recurrente al pago de las cos- 
tas del mismo y a una multa de cincuenta quetzales, 
que deberá hacer efectiva dentro del término de cinco 
días en la Tesorería del Organismo Judicial, la que 
en caso de insolvencia, conmutará con diez días de 
prisión; y a la reposición del papel empleado, dentro 
del mismo término, bajo apercibimiento de imponerle 
una multa de cinco quetzales, si no cumpliere. No- 
tifíquese y, con certificación de lo resuelto, devuél- 
wvanse los antecedentes. 


Miguel Ortiz Passarelli.—H. Vizcaíno L.—Alberto 


Herrarte.—Rodrigo Robles Ch.—R. Aycinena Sala- y 


zar.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CIVIL 


Ordinario seguido por Osmundo Romeo Villatoro 
Díaz contra “Singer Sewing Machine Company”. 


DOCTRINA: El mandato judicial se ejerce a través 
de la procuración y, por lo tanto, los honorarios 
que correspondan al mandatario solamente pueden 
ser liquidados en la forma establecida en el Aran- 
cel de Procuradores. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
CIVIL: Guatemala, quince de marzo de mil nove- 
cientos setenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso de ca- 
sación interpuesto por Osmundo Romeo Villatoro 
Díaz contra la sentencia dictada por la Sala Primera 
de la Corte de Apelaciones, el veintidós de octubre 
de mil novecientos setenta y uno, en el juicio or- 
dinario que dicha persona siguió contra la “Singer 
Sewing Machine Company”, ante el Juzgado Quinto 
de lo Civil de este departamento. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala considera que el actor persigue que en 
sentencia se declare que la entidad demandada le 
pague la suma que determinen los expertos, en con- 


cepto de honorarios por el mandato judicial que le 
confirió y que fue ejercitado ante los tribunales de 
justicia, al intervenir, en dos mil ochocientos sesenta 
y Cuatro juicios, demandando a deudores morosos, 
de cuyo resultado la compañía recuperó grandes can- 
tidades de dinero, circunstancia que no estaba con- 
templada como atribución propia en el contrato indi- 
vidual de trabajo que tenía con la compañía; que, 
al analizar la prueba ofrecida, especialmente el con- 
trato individual de trabajo, el reglamento interno 
de la Compañía y los informes rendidos por los 
distintos juzgados, se llega al convencimiento de que 
el ejercicio de tal mandato constituye una actividad 
de naturaleza civil, no laboral, que la compañía viene 
obligada a pagar en debida forma, si procediere en 
derecho; que, no obstante lo expuesto, tratándose de 
un mandato judicial que, de acuerdo con el derecho 
positivo y la doctrina, es lo mismo que “procura- 
ción” y por ende sujeto a las leyes procesales e 
internas de los tribunales, en la forma en que el de- 
mandante planteó su reclamo es improcedente, pues 
esos honorarios deben liguidarse conforme arancel y 
no mediante juicio de expertos; que, en efecto, el 
artículo 1687, párrafo último del Código Civil, dispo- 
ne que el mandato judicial queda sujeto a lo que 
establezcan las leyes procesales y que, en consonan- 
cia con tal precepto, la Ley del Organismo Judicial 
en su Capítulo II, Título IV, trata del mismo asunto 
en su aspecto procesivo, y el Código Procesal Civil 
y Mercantil y el Arancel de Abogados y Procura- 
dores, en relación a la forma en que deben actuar 
en juicio, se refiere a los honorarios de los procu- 
radores y a la forma de liquidárlos; que, por tal 
razón, la demanda instaurada no puede prosperar. 
Asimismo, analiza las excepciones interpuestas por 
la parte demandada; en primer término las de pago 
y finiquito, que fundamenta la compañía en los 
recibos que el actor le extendió, en los cuales de- 
clara que recibió a su entera satisfacción las pres- 
taciones a que tenía derecho, expresando el Tribunal 
sentenciador que tales recibos se refieren a relaciones . 
de trabajo entre el demandante y la empresa, por 
acreditar el pago de indemnización de tiempo de ser- 
vicio, vacaciones y aguinaldo, que de ninguna ma- 
nera pudieron involucrar las que corresponden al 
ejercicio del mandato, no obstante la redacción am- 
plia y comprensiva de la parte final de los docu- 
mentos, por lo que las excepciones comentadas deben 
desestimarse. Desestima también las excepciones de 
falta de derecho en el actor y falta de obligación de 
la demandada, fundadas en que, con el sueldo men- 
sual que devengó el actor, se le remuneró en el ejer- 
cicio del mandato, desestimación que hace la Sala 


“con el mismo argumento de que es distinta la rela- 


ción laboral que existió entre actor y demandada, 
de la que se derivó del ejercicio del mandato. Por 
último, en cuanto a la excepción de falta de acción 
que también interpuso la demandada, estima que, 


. 
ad 
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como acción “es el derecho que tiene toda persona 
hábil para comparecer en juicio”, independientemente 
de que pruebe su pretensión, es entendido que todos 
tienen derecho de “acción”. Por lo expuesto, y es- 
timando, además, que los tribunales tienen la facul- 
tad de eximir al vencido del pago de las costas 
judiciales, al resolver confirmó la sentencia de pri- 
mera instancia en su punto resolutivo A) —que 
declara improcedentes las excepciones perentorias de 
falta de derecho en el demandante, falta de obliga- 
ción en la demandada, pago, finiquito y falta de 
acción—, y la revocó en lo demás, declarando: 
I) sin lugar la,demanda entablada, por lo que ab- 
suelve a la empresa, y Il) que las costas son a 
cargo de las partes. 


PUNTOS OBJETO DEL JUICIO: 
El actor, en su demanda expone: 


I) Que trabajó como Encargado del Departamen- 
to Jurídico de la Compañía, con atribuciones espe- 
cíficas, del veintiuno de agosto de mil novecientos 
sesenta y'cuatro, al treinta y uno de julio de mil 
novecientos sesenta y nueve. 


II) Que a partir del veintiuno de agosto de mil 
novecientos sesenta y siete hasta el treinta y uno 
de julio de mil novecientos sesenta y nueve, ejercitó 
el mandato judicial que le otorgó la demandada, para 
representarla ante los tribunales para el cobro ju- 
dicial de cuentas vencidas. 


TI) Que el ejercicio del mandato no estaba con- 
templado en el contrato individual de trabajo, en 
el Reglamento interno de trabajo, ni en las atribu- 
ciones propias del cargo que desempeñaba, al actuar 
como personero legal de la empresa ante los tribu- 
nales. 


IV) Que, como no consta en documento alguno 
ni en el propio mandato que lo ejercería en forma gra- 
tuita, demanda el pago de los honorarios que le co- 
rresdonden por esas gestiones, cuya suma debe ser 
determinada por expertos. Demanda también la con- 
dena en costas a la parte demandada. 


La Compañía demandada manifestó lo siguiente: 


I) Ser cierto que el actor trabajó en el Departa- 
mento Jurídico de la compañía y que devengó un 
sueldo mensual de trescientos cincuenta quetzales. 


II) Que el sueldo mensual en referencia cubrió to- 
dos los servicios prestados por el actor, entre ellos 
el ejercicio del poder que tuvo de la Compañia. 


III) Que el actor tenía declarado, de manera ex- 
presa, que nada le adeudaba la Compañía por nin- 


gún concepto, habiendo extendido el más amplio fi- 
niquito en cuatro documentos diferentes. 

IV) Que, por tales razones, contestaba negativa- 
mente la demanda e interponía las siguientes excep- 
ciones: a) de falta de derecho, por haber sido retri- 
buido el actor mediante sueldo mensual; b) de falta 
de obligación, -por el mismo motivo; c) de pago, 
según consta en los documentos que otorgó; d) de 
finiquito, por la misma razón, y e) de falta de acción, 
“pues no la tiene para promover el reclamo”. 


EXTRACTO DE LAS PRUEBAS: 
El actor rindió las siguientes pruebas: 


I) Testimonio de la escritura pública otorgada ante 
el Notario Rodrigo Fernández Aguirre, el veintiuno 
de agosto de mil novecientos sesenta y siete, en la 
cual, Federico Augusto Scheel Herrera, como apo- 
derado de “Singer Sewing Machine Company”, con- 
firió “poder especial judicial” a Osmundo Romeo 
Villatorio Díaz, encargado del Departamento Jurí- 
dico de la Compañía, “para que en ese concepto 
lo ejerza” con las facultades que en el instrumento 
se indican. 


II) Contrato de trabajo celebrado entre el actor 
y la Compañía, el primero de diciembre de mil no- 
vecientos sesenta y ocho, en el cual se hace constar 
que es una renovación y que la relación laboral dio 
principio el dieciséis de abril de mil novecientos se- 
senta y cuatro. Se fija como sueldo quincenal la 
cantidad de ciento setenta y cinco quetzales, y el 
puesto otorgado al trabajador es el de Encargado del 
Departamento Jurídico, sin que se hagan constar en 
el contrato atribuciones especificas relacionadas con 
dicho cargo, ni con el otorgamiento de ningún 
mandato. 


III) Reglamento interior de trabajo de la empresa, 
aprobado por la Inspección General de Trabajo el 


catorce de marzo de mil novecientos sesenta y nueve. * 


En dicho reglamento aparecen las atribuciones del 
“Gerente del Departamento Jurídico”, entre las cua- 
les están la de que es la persona directamente res- 
ponsable por las cuentas incobrables de la empresa 
para su proceso judicial; la de que es responsable 
del “trámite en los tribunales competentes a las de- 
mandas pendientes por falta de pago de los clientes”, 
y la de tramitar “todos los asuntos legales judicia- 
les o jurídicos que le asigne el Gerente de la em- 
presa ante los tribunales competentes, dentro del car- 
go que desempeña”. No hace relación al desempeño 
de ningún mandato. 


IV) Fotocopia del mandato conferido por la em- 
presa a Federico Augusto Scheel Herrera, de donde 
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se derivó el poder especial judicial otorgado al actor. 

V) Informes rendidos por diferentes juzgados de 
Primera Instancia y de Paz, relativos a los juicios 
seguidos por el actor como representante legal de 
la empresa. En dichos informes solamente se hace 
constar el número de cada juicio, identificación del 
notificador, el nombre del demandado y la cantidad 
demandada. 


VI) Dictamen de expertos sobre los puntos que 
más adelante se indicarán. Como los expertos nom- 
brados por cada parte no estuvieron de acuerdo en 
su dictamen, se oyó el parecer del tercero en dis- 
cordia, quien se pronunció en la siguiente forma so- 
bre los puntos pedidos por el actor: a) que el “pro- 
medio” de juicios seguidos por el actor como repre- 
sentante de la empresa es de dos mil trescientos cua- 
renta juicios, con un monto de quinientos treinta y 
un mil cuarenta y tres quetzales con cincuenta y 
un centavos; b) que el promedio de cuantía por jui- 
cio es de doscientos veintiséis quetzales con noventa 
y cuatro centavos; c) que la actividad desarrollada 
por el actor como representante de la empresa está 
determinada por las dláusulas de la escritura de 
mandato; d) que la responsabilidad en el ejercicio 
del mismo está determinada por lo que disponen los 
artículos 209 de la Ley del Organismo Judicial vv 
1705 del Código Civil; e) en cuanto a otros puntos 
que conduzcan a determinar el monto de honorarios: 
que desde que se inicia juicio ejecutivo, todas las 
cuentas son de dificil cobro, que en las cuentas de 
dificil cobro los cobradores obtienen hasta un cin- 
cuenta por ciento y que el actual mandatario de la 
empresa obtiene un promedio mensual de dos mil 
quinientos quetzales. En relación a los puntos pro- 
puestos por la parte demandada: a) que no existen 
elementos de prueba suficientes para determinar con 
exactitud la cantidad total devengada por el acter 
como Jefe del Departamento Jurídico; b) que las can- 
tidades pagadas por la empresa al demandante al 
término de la relación laboral ascienden a dos mil 
setecientos noventa y seis quetzales con noventa y 
cinco centavos, según los recibos presentados al jui- 
cio y que se refieren concretamente a prestaciones 
I2borales; c) que, efectivamente, con los finiquitos 
extendidos, la Compañía no debe suma alguna al 
demandante, pero solamente en concepto de presta- 
ciones laborales, no así en lo que se refiere al poder 
otorgado, que debe tenerse a titulo oneroso, ya qu2 
no consta lo contrario y que en esa virtud, de acuer- 
do con el capital recuperado, más intereses y costas 
obtenidos por la empresa, se pronuncia en el sentido 
de que ésta le adeuda la cantidad de noventa y tres 
mil seiscientos quetzales por honorarios, calculando 
en cuarenta quetzales su procuración en cada juicio. 


VI) Exhibición del libro de Caja de la Compañía 
para comprobar lo que actualmente percibe el Abo- 


gado que sucedió al demandante en el cargo de Jefe 
del Departamento Jurídico, tanto en concepto de 
sueldos como por comisión por el ejercicio del man- 
dato, al margen de sus honorarios profesionales. Como 
no se presentó el libro en la audiencia señalada, se 
tuvo por aceptado lo informado por el actor. 


Por parte de la Compañía demandada, se tuvieron 
como pruebas los siguientes documentos: 


1) Carta de Osmundo Villatoro Díaz, dirigida al Ge- 
rente de la Compañía el dieciocho de julio de mil 
novecientos sesenta y nueve, en la que expresa que, 
por asuntos personales, presenta su renuncia irre- 
vocable del cargo que desempeña de Encargado del 
Departamento Jurídico, haciendo constar que no se 
le debe ninguna prestación por concepto de sueldo, 
indemnización, aguinaldo, vacaciones, horas extras y 
séptimos días, por lo cual extiende el más amplio 
finiquito a favor de la Compañía. 


II) Tres recibos otorgados por el actor a favor de 
la Compañía demandada, por concepto de indemni- 
zación, vacaciones y aguinaldo, respectivamente, fe- 
chados el treinta y uno de julio de mil novecientos 
sesenta y nueve. En todos ellos expresa que da por 
terminado y cancelado todo reclamo, derecho o ti- 
tulo de cualquier naturaleza que en su favor exista 
o pueda existir en lo futuro contra la Compañía. 


Con estos antecedentes el Juez dictó su sentencia 
en la que declara improcedentes las excepciones in- 
terpuestas; con lugar la demanda, por lo que con- 
dena a la Compañía al pago de treinta mil quetzales 
en concepto de honorarios por el ejercicio del man- 
dato, y la condena en las costas procesales. De esta 
sentencia apelaron tanto la demandada como el actor, 
guien no estuvo conforme con la cantidad fijada 
como honorarios. La Sala resolvió en la forma ya 
indicada. 


RECURSO DE CASACION: 


Osmundo Romeo Villatorio Diaz interpuso recurso 
de casación de fondo contra la sentencia de Segunda 
Instancia, por dos motivos: a) por error de hecho en 
la apreciación de las pruebas, y b) por violación 
de ley, interpretación errónea y aplicación indebida 
de las leyes. Citó como leyes infringidas por el se- 
gundo motivo, las siguientes: para el caso de viola- 
ción de ley, el artículo 1689 del Código Civil, De- 
creto Ley 106; para el caso de interpretación erró- 
nea, el artículo 1687 del mismo Código, y para el 
caso de aplicación indebida, los artículos lo., 3o. 
y 36 del Decreto Gubernativo 1406, reformado por 
el Decreto Presidencial 586 (Arancel de Abogados, 
Notarios, Procuradores, Expertos y Depositarios). 
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Expresa que la Sala cometió error de hecho en 
la apreciación de la prueba consistente en el testi- 
monio de la escritura número treinta y dos, otorgada 
ante el Notario Rodrigo Fernández Aguirre el vein- 
tiuno de agosto de mil novecientos sesenta y siete, 
al deducir el Tribunal a-quó de este documento que 
la empresa le confirió procuración, ya que en dicho 
documento no existe afirmación alguna al respeciu 
y que, por otra parte, no es el mandato judicial el 
medio procesal idóneo para conferir procuración ju- 
dicial, sino el escrito de demanda. En cuanto al se- 
gundo motivo, indica que, en lo gue a la violación 
de ley se refiere, se violó el artículo 1689 del Código 
Civil, porque dicho artículo estipula que el mandato 
solamente es gratuito si el mandatario hace constar 
de manera expresa que lo acepta de ese modo, por 
lo que, siendo oneroso su ejercicio en más de dos 
mil ochocientos sesenta y cuatro juicios debe ser 
retribuido en aplicación del citado artículo. En lo 
referente a la interpretación errónea de la ley, que 
fue mal interpretado el artículo 1687 del mismo Có- 
digo porque, si bien es cierto que dicho articulo en 
su párrafo último dispone que el mandato para asun- 
tos judiciales queda sujeto a lo que establezcan las 
leyes procesales, tal remisión no significa en manera 
alguna que esta clase de mandatos se identifique con 
la procuración, sino que, simplemente, en esos man- 
datos debe cumplirse con los requisitos que las leyes 
procesales exigen, entre otros, otorgarse en escritura 
pública, inscribirlos en el Registro correspondiente 
y estar sujetos los mandatarios a las prohibiciones y 
responsabilidades de los abogados: que sostener esa 
identificación, descartada por la doctrina y legisla- 
ciones civiles modernas, llevaría al absurdo de que 
en los casos en que el mandatario confiere la direc- 
ción y procuración al Abogado auxiliante, transfe- 
riría el mandato, quedando el apoderado despojado 
de esa calidad y el mandante sin representación en 
el juicio. Señala como diferencias las siguientes: a) 
que el mandatario es responsable frente al poder- 
dante y el procurador no; b) que los mandatarios 
judiciales sólo pueden ser abogados o parientes den- 
tro del grado de ley del mandante y que procurador 
puede ser cualquier persona; c) que el mandatario 
gestiona y representa y el procurador gestiona, pero 
no representa; d) que el mandatario absuelve posi- 
ciones, no así el procurador, y e) que la procura- 
ción se confiere sin mandato. Y en lo que se rela- 
ciona con la aplicación indebida de la ley, estima 
que fueron infringidos los artículos lo., 80. y 36 del 
Decreto Gubernativo 1406, reformado por el Decreto 
Presidencial 568, al considerar la Sala que la retri- 
bución a que el actor tiene derecho como manda- 
tario, debe liquidarse conforme a dicho decreto, 
puesto que el arancel solamente hace referencia a 
los procuradores, sin mencionar en ningún momento 
a los mandatarios. 


ALEGACIONES DE LAS PARTES: 


La parte recurrente se concretó el día de la vista 
a reiterar sus argumentos en relación a la diferencia 
entre el mandato judicial y la procuración, concepto 
este último que identificó con el contrato de presta- 
ción de servicios profesionales, señalando como nue- 
vas diferencias: que el mandatario tiene que ceñirse 
a las instrucciones del mandante, no así el “profe- 
sional” a quien puede comprender la procuración; 
que el mandatario tiene que dar cuenta de su ges- 
tión y hacer los anticipos necesarios para la eje- 
cución del mandato, en tanto que el procurador no 
tiene que hacerlos; que el “profesional” no es repre- 
sentante de su cliente sino su asesor y no está su- 
bordinado al cliente. “ 


La Compañía demandada expuso: gue el actor fue 
totalmente pagado por sus actividades como Jefe del 
Departamento Jurídico; que la Sala no pudo haber 
violado el artículo 1689 del Decreto Ley 106, por- 
que la sentencia en ninguna parte indica que el 
mandato no sea oneroso; que tampoco interpretó 
erróneamente el artículo 1687 porque éste, como lo 
reconoce el actor, indica que el mandato para asun- 
tos judiciales queda sujeto a lo que establezcan las 
leyes procesales y el actor confiesa que el mandato 
lo ejerció en asuntos judiciales; que procuración, se- 
gún el diccionario de la Lengua Española, es el 
poder que uno da a otro para que en su nombre 
haga o ejecute una cosa; que tampoco hizo el Tri- 
bunal a-quó aplicación indebida de los articulos lo., 
80. y 36 del Arancel de Abogados, Notarios, Pro- 
curadores, Expertos y Depositarios, pues en ellos 
se consigna que los honorarios de los procuradores 
se regularán conforme las disposiciones del Arancel. 
Asimismo, expresa, que el recurrente confundió el 
error de hecho con el error de- derecho, al expresar 
que la Sala deduce del testimonio de poder que se 
le confirió la procuración, siendo el error de hecho 
cuando el Tribunal olvida u omite el análisis de un 
documento y que tampoco citó las leyes relativas 
a la estimativa probatoria, que deben citarse cuando 
se alega error de hecho, como “es también jurispru- 
dencia” de este Tribunal. Pide que se desestime el 
recurso y que, si se estudia a fondo el asunto, se 
amplien las motivaciones de la sentencia, declarando 
la procedencia de las excepciones y condenando al 


actor al pago de las costas. 


CONSIDERACIONES DE DERECHO: 


El recurrente afirma que la Sala sentenciadora 
cometió error de hecho en la apreciación de la prue- 
ba, al deducir del testimonio de la escritura pública 
otorgada ante el Notario Rodrigo Fernández Aguirre, 
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el veintiuno de agosto de mil novecientos sesenta 
y siete, que se le confirió procuración, cuando en 
dicha escritura solamente se otorga un mandato ju- 
dicial, sin hacer niguna referencia a procuración; 
que tampoco dicha escritura Sería el medio idóneo 
para conferir procuración, lo cual se efectúa en el 
escrito de demanda. El error apuntado no puede con- 
ceptuarse como error de hecho, puesto que se hace 
una valoración jurídica del negocio conferido, sin 
que se hubiese omitido la estimación de un hecho 
o se hubiesen alterado los hechos que del documento 
relacionado pudieran derivarse. Por lo expuesto, debe 
desestimarse el recurso de casación por el motivo 
alegado. 


Il 


Esta Cámara ha declarado en sentencias de fechas 
veintiuno de diciembre de mil novecientos setenta y 
catorce de febrero del corriente año, que mandato 
judicial y procuración se identifican en el ámbito 
procesal y que, por lo tanto, los términos manda- 
tario judicial y procurador se refieren al mismo con- 
cepto. Este criterio se basa en los siguientes argu- 
mentos: a) que el artículo 1687 del Código Civil 
expresa que el mandato para asuntos judiciales queda 
sujeto, especialmente, a lo que establecen las leyus 
procesales; b) que las leyes procesales no hacen 


distinción alguna entre mandatario y procurador; c) 


que, como la palabra procurador no está definida 1 


la ley, de conformidad con el artículo 80. de Ja 
Ley del Organismo Judicial, debe entenderse en su 
sentido natural y obvio y de acuerdo con la defi- 
nición que de la misma dé el Diccionario de la Real 
Academia Española; d) que el Diccionario de la Len- 
gua Española, en su décimo-novena edición, expresa 
que procurador es “el gue en virtud de poder o fa- 
cultad de otro ejecuta en su nombre una cosa” O 
“el que con la necesaria habilitación legal, ejerce 
ante los tribunales la representación de cada intere- 
sado en juicio”, y procuración, “cuidado o diligencia 
con que se trata y maneja un negocio”, comisión 
o poder que uno da a otro para que en su nombre 
haga o ejecute una cosa” y “oficio o cargo de pro- 
curador”; e) que en los paises en donde la repre- 
sentación judicial es obligatoria (por ejemplo en 
España) tal representación la ejercen los procura- 


dores; f) que, aun en varios países en que existe 


libertad de comparecencia, la representación solamen- 


te la ejercen los procuradores inscritos en matrícula 


(República Argentina); g) que el hecho de que los 
abogados puedan ejercer también la representación 
y, en algunos casos, con exclusividad, no es motivo 
tampoco para que se confunda la abogacia con la 
procuración, ya que uno, según expresa Carnelutti, 
es el defensor consultor y otro, el defensor gestor, 
pero el grado superior puede comprender el inferior 
con representación (ver Carnelutti, Sistema de De- 


recho Procesal Civil, Tomo Segundo, páginas ciento 
cincuenta y siete y siguientes). Por este último mo- 
tivo, el artículo 2o. del Decreto Gubernativo 1406 
(modificado por el artículo lo. del Decreto 568 del 
Presidente de la República), manifiesta que los abo- 
gados tendrán derecho a cobrar honorarios en con- 
cepto de procuración, si constare por escrito que 
se les ha hecho este encargo, y aunque tal disposi- 
ción pueda dar a entender que la procuración equi- 
vale a la simple gestión, ello no desvirtúa su carácter 
de mandato, ya que éste puede ejercerse sin repre- 
sentación. En virtud de lo expuesto, el Tribunal sen- 
tenciador no pudo haber violado el artículo 1689 
del Código Civil, porque no niega que el mandato 
conferido haya sido gratuito, sino simplemente le 
equipara a la procuración. Tampoco ha interpretado 
erróneamente el artículo 1687 del mismo Código, que 
establece que el mandato judicial queda sujeto a lo 
gue establecen las leyes procesales, al identificar el 
mandato judicial con la procuración, porque tal in- 
rerpretación resulta de las mismas leyes. Asimismo, 
tampoco ha hecho aplicación indebida de la ley, in- 
fringiendo los artículos lo., 80. y 36 del Decreto 
Gubernativo 1406, reformado por el Decreto Pre- 
sidencial 568, Arancel de Abogados, Notarios, Pro- 
curadores, Expertos y Depositarios, que se refieren 
a la forma de liquidar los honorarios de los pro- 
curadores, porque, precisamente, al considerar la 
Sala sentenciadora que los honorarios a que el actor 
tiene derecho como mandatario, deben liquidarse con- 
forme a dicho Decreto, está haciendo recta aplica- 
ción de la ley, en virtud de la identificación entre 
mandatario judicial y procurador. 


Leyes aplicables: 


Las citadas y artículos 10, 11, 157, 158, 159, 163, 
168, 169 de la Ley del Organismo Judicial; 88, 619, 
620, 621, 627, 633, 635 del Código Procesal Civil 
y Mercantil. 


RESOLUCION: 


Por Tanto: La Corte Suprema de Justicia, Cá- 
mara de lo Civil, con apoyo en lo considerado y 
en las leyes citadas, DESESTIMA el recurso de ca- 
sación que se examina; condena al recurrente al pago 
de las costas del mismo y de una multa de cincuenta 
quetzales, que deberá hacer efectiva dentro del tér- 
mino de cinco días en la Tesorería del Organismo 
Judicial, y la que, en caso de insolvencia, conmu- 
tará con diez días de prisión simple. Notifíquese, 
repóngase el papel empleado en la forma de ley, 


bajo apercibimiento de que, si no se hace dentro. 


del término fijado, se impondrá al recurrente una 
multa de cinco quetzales; y, con certificación de lo 
resuelto, devuélvanse los antecedentes. 
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Miguel Ortiz Passarelli.—H. Vizcaíno L.—Alberto 
Herrarte.—Rodrigo Robles Ch.—R. Aycinena Sala- 
zar.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CIVIL 


Ordinario seguido por María Luisa Contreras con- 
tra Alejandra González Priego, representante ad- 


ministradora de la mortual de Visitación Priego 


Estupe. 


DOCTRINA: No procede alegar violación de ley 
cuando se relaciona con cuestiones de valoración 
de la prueba y no se aduce error alguno en su 
apreciación. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
CIVIL: Guatemala, siete de abril de mil novecientos 
setenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso de 
casación interpuesto por María Luisa Contreras, sin 
otro apellido, contra la sentencia dictada por la Sala 
Segunda de la Corte de Apelaciones, el veintiséis 
de agosto de mil novecientos setenta y uno, en el 
juicio ordinario seguido por la recurrente contra Ale- 
jandra González Priego, representante administradora 
de la mortual de Visitación Priego Estupe, ante el 
Juzgado Primero de Familia de este departamento. 


ANTECEDENTES: 


En escrito recibido en el Tribunal el veintitrés de 
abril de mil novecientos setenta, María Luisa Con- 
treras, sin otro apellido, interpuso demanda ordi- 
naria de filiación post-morten y expuso: que su ma- 
dre, ya fallecida, por causas que ignora, usaba en 
ciertas ocasiones el nombre de Concepción Contre- 
ras, siendo su verdadero nombre el de Visitación 
Priego Estupe, razón por la cual en su partida de 
nacimiento aparece siendo hija de Concepción Con- 
treras; que con motivo de la muerte de su madre 
se sigue el juicio intestado en el Juzgado Sexto de 
Primera Instancia de lo Civil, en el que se nombró 
como representante y administradora de la mortual 
a su hermana Alejandra González Priego, quien no 
la reconoce como hermana a pesar de que el resto 
de sus hermanos sí la reconocen como tal, pues viven 
en la misma casa; y que por lo expuesto no puede 
gozar de sus derechos hereditarios como hija de 
la causante. Ofreció pruebas, expuso fundamentos 
de derecho y pidió que, en sentencia, se declarase 
con lugar la demanda, que en consecuencia es hija 
de Visitación Priego Estupe, con los derechos que 
la Jey le confiere, en especial, con el de sucederla 
en calidad de heredera de los bienes, derechos y ac- 


ciones dejados a su muerte; y que se condenara en 
costas a la demandada. Acompañó a) certificación 
expedida por el Juzgado Sexto de Primera Instancia 
de lo Civil de este departamento, en la que consta 
que en auto de dieciocho de julio de mil novecientos 
sesenta y ocho, se tuvo por radicado el proceso 
sucesorio intestado de Visitación Priego Estupe; que 
se nombró como administradora-representante de la 
mortual a Alejandra González Priego, a quien, según 
consta en el propio documento, se le discernió el 
cargo el dieciséis de agosto siguiente; b) certifica- 
ción de nacimiento de María Luisa Contreras, en 
la que consta que nació en esta ciudad el trece de 
mayo de mil novecientos treinta y que es hija de 
Concepción Contreras; c) certificación expedida por 
el Notario Eclesiástico del Arzobispado de Guatema- 
la, el dieciocho de agosto de mil novecientos se- 
senta y nueve, en la que expresa: que por información 
supletoria instruida en la Curia Cardenalicia y apro- 
bada por el Vicario General el seis del mismo mes, 
consta gue María Luisa Priego, hija de Visitación 
Priego, nacida el trece de mayo de mil novecientos 
treinta, fue confirmada cuando tenía siete años de 
edad en la Iglesia Catedral Metropolitana, y d) cer- 
tificación de la partida de defunción de Visitación 
Priego. La demandada interpuso oportunamente las 
excepciones previas de demanda defectuosa, falta de 
personalidad en Alejandra González Priego para ser 
demandada en la filiación presentada por María Lui- 
sa Contreras y litispendencia, las cuales fueron de- 
claradas sin lugar, en auto que fue confirmado por 
la Sala Jurisdiccional. En auto de veinticinco de 
enero de mil novecientos setenta y uno, a solicitud 
de la actora y en rebeldia de la demandada, se tuvo 
por contestada la demanda en sentido negativo y 
se abrió a prueba el proceso. 


PRUEBAS: 


La parte actora rindió las siguientes: a) los do- 
cumentos que acompañó a su demanda, cuyo con- 
tenido fue ya explicado; b) declaración de parte 
mediante posiciones articuladas a Alejandra Gonzá- 
lez Priego, quien negó las preguntas que le fueron 
formuladas, y c) declaración del testigo Joaquin Gon- 
zález Contreras sobre que María Luisa Contreras 
y Alejandra González Priego son hermanas; que el 
declarante es hermano de ambas; que la madre de 
éstas es Visitación Priego Estupe, y que todo le 
consta porque creció con ellas por ser hermanos y 
han vivido en la misma casa junto con sus padres. 
La demandada rindió declaración de parte mediante 
posiciones que articuló a la actora, quien se presentó 
el día señalado, pero no se practicó la diligencia 
por no haberse identificado conforme la ley, pues 
lo hizo con su cédula de ciudadania y no con la 
cédula de vecindad. Fue declarada confesa sobre que 
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tenía conocimiento que en el Registro Civil aparecía 
inscrita como hija de Concepción Contreras; que en 
todos los actos de su vida civil ha usado el apellido 
Contreras; que todos sus familiares y amigos la han 
conocido siempre como María Luisa Contreras; que 
el apellido Contreras lo usaba en vida de Visitación 
Priego Estupe; que esa es la única acción de filiación 
que ha presentado judicialmente; que nunca ha im- 
pugnado su filiación materna y que tiene conoci- 
miento que Visitación Priego Estupe y María Luisa 
Contreras, eran dos personas distintas. 


A solicitud de la actora, en auto de tres de mayo 
de mil novecientos setenta y uno, para mejor fallar 
y dentro del término correspondiente, se mandó traer 
a la vista certificación del acta de notoriedad de 
la identificación póstuma de Visitación Priego Es- 
tupe, documento que fue agregado a sus antecedentes 
en resolución de veintiséis de mayo del mismo año. 
En la certificación expedida por el Notario que se 
indica a continuación, se transcribe el acta de fecha 
veintidós de abril de mil novecientos setenta y uno, 
autorizada por el Notario José Alberto Reyes Gar- 
cía, ante quien comparecieron María Luisa Contre- 
ras (único apellido), Buenaventura Molina Quiroa y 
Salomé Rodríguez Cabrera de Revolorio. La primera, 
dice el acta, actúa en calidad de hija de Visitación 
Priego Estupe y requirió los servicios del Notario 
para que por acta de notoriedad procediera a la iden- 
tificación póstuma de su indicada madre, y los otros 
como testigos. Aquélla, indicando que por motivos 
familiares y diligencias que debe seguir derivadas 
- del fallecimiento de su madre y para lograr la rec- 
tificación de su partida de nacimiento y otras dili- 
gencias, se hace necesario declarar la identificación 
de Visitación Priego Estupe, Isabel Ixtupe, como 
aparece en su partida de nacimiento y certificación 
de bautizo, Visitación Priego, como aparece en su 
partida de defunción y Concepción Contreras, como 
también fue conocida, identifican a per- 
sona. Puntualiza los documentos que tuvo a la vista 
y el ejemplar del Diario Oficial donde se hizo la 
publicación del caso; hace constar que los testigos, 
bajo juramento, declararon que conocieron a la se- 
ñora mencionada, "con quienes mantuvieron relacio- 
nes de amistad y sociales, así como tratos de fami- 
_liaridad”; que es de su conocimiento que en vida 
usó Jos nombres consignados y que María Luisa 
Contreras (único apellido) era hija de dicha señora 
y que les consta que fue tratada como tal; y el No- 
tario declaró la identificación solicitada. La certi- 
ficación fue anotada en el Registro Civil de Santa 
Rosa de Lima el quince de mayo de este año. Como 
anexo aparece certificación de la partida de naci- 
miento de Isabel Ixtupe, con la razón de la identi- 
ficación póstuma relacionada, que fue expedida por 
el Registrador Civil del lugar indicado, el diecisiete 
de mayo siguiente. 


la misma 
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SENTENCIA RECURRIDA 


El Juzgado Primero de Familia de este departa- 
mento, dictó sentencia el veintiséis de- mayo de mil 
novecientos setenta y uno, y declaró: con lugar la 
demanda de filiación y paternidad planteada contra 
Alejandra González Priego por María Luisa Con- 
treras, quien, en consecuencia, es hija de Visitación 
Priego Estupe, por lo que deberá llevar el apellido 
Priego; y condenó a la parte vencida al pago de las 
costas judiciales. La parte demandada apeló de la 
sentencia y, al hacer uso del recurso, consignó que 
la impugnaba en su totalidad, alegó lo que estimó 
pertinente e interpuso excepción perentoria de inefi- 
cacia o falta de valor legal del acta de notoriedad 
presentada en primera instancia, excepción a la cual 
no se dio trámite por improcedente. Con fecha vein- 
tiséis de agosto de mil novecientos setenta y uno, la 
Sala Segunda de la Corte de Apelaciones dictó sen- 
tencia, mediante la cual revocó la de primer grado 
y declaró sin lugar la demanda promovida por María 
Luisa Contreras contra Alejandra González Priego, 
por falta de prueba, y que no había especial con- 
dena al pago de las costas procesales. Consideró 
la Sala que María Luisa Contreras invocó como 
caso legal de procedencia, para que se declarase su 
filiación péstuma, el de su posesión notoria de es- 
tado de hija de Visitación Priego Estupe, lo que no 
llegó a establecer en autos, pues fuera de las certifi- 
caciones de su partida de nacimiento y de la cons- 
tancia extendida por el Presbítero “Edgar J. Castro 
Pineda”, únicamente produjo la declaración testimo- 
nial de Joaquín González Pineda, quien depuso so- 
bre extremos distintos al apuntado, y una certifica- 
ción extendida por el Registrador Civil de Santa 
Rosa de Lima del departamento de Santa Rosa, en 
la que consta que los nombres de Visitación Priego 
Estupe, Isabel Ixtupe, Visitación Priego y Concep- 
ción Contreras, persona esta última que aparece como 
madre de la presentada en su referida partida, corres- 
ponden e identifican a un mismo sujeto, que tampoco 
establecen aquella situación, por lo que el fallo de 
primer grado no se ajusta a derecho y debía revo- 
carse. 


RECURSO DE CASACION: 


María Luisa Contrera, sin otro apellido, en es- 
crito de veintiuno de septiembre de mil novecientos 
setenta y uno, interpuso recurso de casación, por 
motivos de fondo, contra la indicada sentencia de 
veintinéis de agosto del mismo año. Expresó que se 
fundaba en el caso de procedencia contenido en el 
artículo 621 del inciso lo. y 2o., del Código Pro- 
cesal Civil y Mercantil, por error de derecho en la 
apreciación de la prueba, por interpretación errónea 
y violación de ley. En relación al error de derecho 
en la apreciación de la prueba, dice: que al exami- 
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narse la declaración del testigo Joaquin González 
Contreras, éste declaró, no como dice la sentencia 
de la Sala Segunda de la Corte de Apelaciones, 
“sobre extremos distintos del apuntado”, ya que los 
extremos a que se refiere la Sala son “su posesión 
notoria de estado de hija de la señora Visitación 
Priego Estupe”, lo que según afirma la sentencia no 
se logró probar en autos; que es evidente el error de 
derecho, puesto que su declaración versa sobre el 
parentesco entre actora y demandada, que no puede 
ser consecuencia más que del hecho de la filiación; 
que la Sala incurrió en error al apreciar como hecho 
distinto de la demanda de filiación, porque el testigo 
indicó el motivo que tenía para considerar que ac- 
tora y demandada eran hermanas como son el hecho 
de haber crecido juntas en la misma casa, ser hijas 
de la misma madre, haber proveído a su subsisten- 
cia, lo que denota posesión notoria de estado; que 
existe error de derecho en la apreciación de la prue- 
ba, puesto que el Juez Primero de Familia, al de- 
clarar con lugar la demanda lo hizo valorando pre- 
sunciones emanadas de la partida bautismal de la 
actora, de la declaración del testigo apuntado y de 
la contestación de la demanda, donde la demandada 
refiere, en forma descuidada pero consciente, el víncu- 
lo que existe entre la actora y su fallecida madre; 
que lo que ocurre es que el criterio del Juzgador 
de primer grado es más especializado por ser juez 
privativo, lo que no pasa con la Sala Segunda, 
que revocó la sentencia de primera instancia apo- 
yada en razones extremadamente civilistas; y que 
“las normas que se aprecian con error por parte 
de la Sala” son los artículos 127, 161 y 195 del 
Código Procesal Civil y Mercantil, referidas a la 
sana crítica en la valoración de la prueba, a la fuerza 
probatoria de la declaración de testigos y a las pre- 
sunciones de derecho y presunciones humanas. En 
cuanto a interpretación errónea de la ley, expresa: 
que la consideración de la sentencia indica: “y una 
certificación extendida por el Registrador Civil de 
Santa Rosa de Lima del departamento de Santa 
Rosa, en que consta que los nombres de Visitación 
Priego Estupe, Isabel Ixtupe, Visitación Priego y 
Concepción Contreras, persona esta última que apa- 
rece como madre de la presentada en su referida 
partida, corresponden e identifican a un mismo su- 
jeto, que tampoco acredita aquella situación”; posi- 
blemente refiriéndose la Sala a la situación de po- 
sesión notoria de estado; que, evidentemente, se hizo 
una interpretación errónea de la ley, porque la iden- 
tificación póstuma no se hizo en forma antojadiza, 
sino para legalizar una situación de hecho que la 
misma demandada “reconoció en el memorial de de- 
manda”; y que hubo tal interpretación errónea, ar- 
tículo 7o. del Código Civil, 440, 441 y 442 del 
Código Procesal Civil y Mercantil, porque el proce- 
dimiento notarial de identificación de persona no se 
hizo para probar la posesión notoria de estado como 
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la Sala afirma, sino para legalizar una situación de 
hecho autorizada por la ley. Que el fallo de la Sala 
también viola la ley, porque “refiere que el testigo 
Joaquín González Contreras declaró sobre extremos 
distintos del apuntado, cuestión que constituye re- 
formatio in pejus, o sea que ello rebasa el límite de 
lo apelado, ya que la apelante no pidió que se to- 


mara en consideración este hecho para desestimar 


la demanda y revocar el fallo de primera instancia”; 
que, como corolario, la Sala violó el artículo 603 
del Código Procesal Civil y Mercantil, que establece 
como límite de la apelación la consideración sólo en 
lo desfavorable al recurrente que haya sido expre- 
samente impugnado, por lo que el Tribunal superior 
no podrá enmendar o revocar la resolución en la 
parte que no es objeto del recurso, con la salvedad 
que indica; que esto no estaba solicitado por la ape- 
lante, “por lo cual constituye una violación del pre- 
cepto ya indicado”; que la Sala violó la ley al con- 
trariar el sentido del artículo 186 del Código Procesal 
Civil y Mercantil, cuyos párrafos primero y tercero 
transcribe, porque la demandada no impugnó en el 
tiempo que la ley establece la prueba documental 
consistente en certificación de la partida de naci- 
miento de Visitación Priego Estupe, donde se le iden- 
tifica con varios nombres: y que existe una violación 
de carácter substancial al contrariar el articulo 210 
del Código Civil que contiene una presunción juris 
tantum de la filiación materna que indica que “cuan- 
do la filiación no resulta del matrimonio ni de la 
unión de hecho registrada de los padres, se establece 
y prueba con relación a la madre, del sólo hecho 
del nacimiento”, por lo que la carga de la prueba 
correspondía a la parte demandada, y porque con- 
forme el párrafo 2o. del artículo 126 del Código 
Procesal Civil y Mercantil, “quien contradice la pre- 
tensión del adversario, ha de probar los hechos ex- 
tintivos o las circunstancias impeditivas de esa pre- 
tensión”. 


Verificada la vista es el caso de resolver. 


CONSIDERACIONES: 
1 


La recurrente expresa que la Sala Segunda de la 
Corte de Apelaciones incurrió en error de derecho 
en la apreciación de las pruebas, porque el testigo 
Joaquín González Contreras no declaró como dice 
la sentencia, “sobre extremos distintos del apunta- 
do” —“su posesión notoria de estado de hija de la 


señora Visitación Priego Estupe”— puesto que la 


declaración versa sobre el parentesco entre actora 
y demandada, que no puede ser consecuencia más 
que del hecho de la filiación y que la Sala incurrió 
en el error de apreciar como hecho distinto, porque 


el testigo indicó el motivo para considerar que ambas 
eran hermanas, como son el hecho de haber crecido 
juntas en la misma casa, ser hijas de la misma 
madre, haber proveído a su subsistencia, lo cual 
denota posesión notoria de estado. Aparte de que 
la recurrente no las relaciona en forma específica 
con alguna norma referente a la estimativa proba- 
toria, las razones que aduce se contraen a hechos 
sobre los cuales declara el testigo o que -.se deducen 
de su exposición, circunstancia que podría justificar 
un planteamiento por error de hecho en la aprecia- 
ción de la prueba, pero no por el sub-motivo invo- 
cado, toda vez que, según lo anterior, los argumentos 
en que se basa no tienden a atacar el valor de la 
prueba o Su apreciación jurídica, sino las estima- 
ciones que de los hechos hace el Tribunal, en forma 
equivocada en concepto de la recurrente. 


Asegura también que la Sala incurrió en error 
de derecho en la apreciación de las pruebas, porque 
el Juez Primero de Familia, al declarar con lugar 
la demanda de filiación, valoró presunciones emana- 
das de la “partida bautismal” de la actora, la decla- 
ración del citado testigo y la contestación de la 
demanda y, en forma genérica, agrega que “las nor- 
mas que se aprecian con error por parte de la Sala, 
son los artículos 127, 161 y 195 del Código Pro- 
cesal Civil y Mercantil”. Los razonamientos de la 
recurrente son imprecisos y no los relaciona en for- 
ma específica con las normas probatorias que señala, 
ya que no indica por qué motivos, en su concepto, 
fueron violados cada uno de los articulos citados. 
Estos defectos de planteamiento, que a esta Cámara 
no le es dable suplir, imposibilitan el estudio com- 
parativo correspondiente, lo que, unido a lo indicado 
anteriormente, hace improsperable el recurso por el 
sub-motivo de error de derecho en la apreciación 
de las pruebas, invocado por la recurrente. 


Il 


La interponente basa su recurso también en que, 
en su concepto, hubo interpretación errónea de la 
ley, y cita como infringidos los artículos 7o. del 
Código Civil, 440, 441 y 442 del Código Procesal 
Civil y Mercantil. No obstante, las razones que le 
sirven de fundamento no son congruentes con el sub- 
motivo alegado porque se contraen a deducciones de 
hecho que, a su juicio, se hacen en la sentencia en 
relación a un doqumento determinado. En efecto, 
al referirse a una certificación expedida por el Re- 
gistrador Civil de Santa Rosa de Lima del departa- 
mento de Santa Rosa, para establecer la identifica- 
ción de la persona que asegura era su madre, con 
los distintos nombres que puntualiza, sostiene la re- 
currente que la Sala sentenciadora “hace una inter- 
pretación errónea de la ley, porque la identificación 
póstuma verificada no se hizo en forma antojadiza, 


- rente del que es objeto de examen, 
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sino para legalizar una situación de hecho”, o sea 
que la persona indicada usaba diferentes nombres. 
De lo anterior se deduce que no es posible hacer el 
estudio comparativo del caso, porque hubo un de- 
fecto de planteamiento que no le es dable suplir 
a esta Corte, desde luego que se invoca un sub- 
motivo de casación y se argumenta para sostenerlo 
con razones que servirían para justificar error en la 
apreciación de determinada prueba documental, lo 
que sería objeto de otro sub-motivo de casación no 
invocado al respecto. Por tal razón, debe también 
desestimarse el recurso. 


MI 


La recurrente asevera también que la Sala sen- 
tenciadora incurrió en violación de ley y citó como 
infringidos los artículos 126, párrafo 2o., 186 y 603 
del Código Procesal Civil y Mercantil y el artículo 
210 del Código Civil. En cuanto al artículo 603 del 
Código Procesal Civil y Mercantil estima que fue 
violado porque la sentencia, en su concepto, rebasa 
el límite de lo apelado, pero no sostiene una tesis 
clara y concreta, ya que, por una parte, se refiere 
a la apreciación que hace la Sala de la declaración 
del testigo Joaquín González Contreras, sin invocar 
error alguno en la apreciación de tal prueba y, por 
la otra, no concreta en qué consiste la violación, de 
su exposición no es posible deducirlo ni aclara si, 
a su juicio, el Tribunal otorgó más de lo pedido, lo 
que podría servir de base a un planteamiento dife- 
invocando el 
caso de procedencia correspondiente. 


En relación a la violación denunciada de los ar- 
tículos 126 párralo 2o. y 186 del Código Procesal Civil 
y Mercantil, cabe advertir que corresponde a los 
tribunales de instancia, al hacer el estudio de la 
prueba rendida, apreciar la validez y valor proba- 
torio de las evidencias aportadas, de acuerdo con 
las normas procesales aplicables —queé incluyen las 
disposiciones citadas por la recurrente—y si ésta 
tampoco adujo error en la apreciación del documento 
que indica, esta Corte no puede examinar la viola-- 
ción invocada porque, de acuerdo con jurisprudencia 
reiteradamente sostenida, mo procede alegar el mo- 
tivo de violación de ley cuando se relaciona con 
cuestiones de valoración de la prueba y no se aduce 
error de hecho o de derecho en su apreciación. 


Al establecer el artículo 210 del Código Civil que 
“cuando la filiación no resulta del matrimonio ni 
de la unión de hecho registrada de los padres, se 


establece y se prueba, con relación a la madre, del 


sólo hecho «del nacimiento”, obliga a los tribunales 


de instancia, para su aplicación a un caso concreto, 


a examinar la certificación de la correspondiente 
acta de nacimiento. En la sentencia que se examina 
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el Tribunal tomó en cuenta que en la respectiva 
partida de nacimiento, Concepción Contreras aparece 
como madre de la demandante y no tuvo como pro- 
bado que ésta fuera hija de Visitación Priego Es- 
tupe. La recurrente no atacó la valoración que la 
Sala sentenciadora hizo de la certificación extendida 
por el Registrador Civil de Santa Rosa de Lima del 
departamento de Santa Rosa, que contiene el acta de 
nacimiento de Isabel Ixtupe y en la que consta que 
se identifica con los otros nombres que la misma 
indica, circunstancia por la cual a esta Corte le 
está vedado entrar al examen de tal documento. 
Como consecuencia de lo expuesto y por la impo- 
sibilidad de hacer el estudio comparativo del caso, 
debe desestimarse también el recurso por el sub-mo- 
tivo de violación de ley invocado. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, con 
base en lo considerado, leyes citadas y artículos 371, 
398 Código Civil, 88, 127, 621, 622, inciso 6o0., 627, 
633, 635 Código Procesal Civil y Mercantil, 38, 
157, 158, 159, 163 y 169 Ley del Organismo Ju- 
dicial, DESESTIMA el recurso que se examina; con- 
dena a la recurrente a las costas del mismo y a 
una multa de cincuenta quetzales, gue deberá hacer 
efectiva dentro del término de cinco días, en la Te- 
sorería del Organismo Judicial y, en caso de insol- 
vencia, la conmutará con diez días de prisión simple. 
Notifíquese, repóngase el papel empleado, en la for- 
ma de ley, bajo apercibimiento de que, si no se 
hiciere dentro del término indicado, se impondrá a 
la recurrente una multa de cinco quetzales; y, con 
certificación de lo resuelto, devuélvanse los antece- 
dentes. 


Miguel Ortiz Passarelli.—H. Vizcaíno L.—Alberto 
Herrarte.—Rodrigo Robles Ch.—R. Aycinena Sala- 
zar.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CIVIL 


Ordinario seguido por Roberto Fischer Renard, en 
representación de “Fischer y Compañía Limitada”, 
contra “Empresa Ganadera Santa Clara, Sociedad 
Anónima”. 


DOCTRINA: Si la venta fuere de bienes muebles, 


el vendedor tiene derecho, en caso de resolución 
del contrato, de hacer suyos los abonos pagados, 
como indemnización por el uso y depreciación de 
la cosa, 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
CIVIE: Guatemala, diecinueve de abril de mil no- 
vecientos setenta y dos. 


Para resolver- se tiene a la vista el recurso de 
casación interpuesto por Roberto Fischer Renard, en 
representación de “Fischer y Compañía Limitada”, 
contra la sentencia proferida por la Sala Segunda 
de la Corte de Apelaciones, el ocho de julio de mil 
novecientos setenta y uno, en el juicio ordinario se- 
guido por la sociedad recurrente contra la “Empresa 
Ganadera Santa Clara, Sociedad Anónima”, repre- 
sentada por Luis Virgilio Hernández Recinos, ante 
el Juzgado Sexto de Primera Instancia de lo Civil, 
de este departamento. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala considera que, al hacerse el examen de 
los contratos de compra-venta que motivaron el jui- 
cio, las partes pactaron la cláusula décimotercera que 
literalmente dice: “Si al revenderse los vehículos se- 
cuestrados, el precio obtenido en la reventa no cu- 
briere el saldo que adeude el comprador, más las 
costas causadas en el juicio que motivó el secuestro, 
el comprador se obliga a pagar sin necesidad de 
cobro ni requerimiento alguno, la suma que repre- 
sente la diferencia entre el monto que adeude y el 
precio que se obtenga al revenderse los vehículos, pre- 
cio al que se le restará el valor de las reparaciones 
y repuestos que suministre el vendedor para ponerlos 
en condiciones de reventa. El vendedor cobrará esta 
diferencia en juicio ejecutivo. El monto de la dife- 
rencia a cobrar la determinará el vendedor por 
medio de acta notarial, en la que consten las operacio- 
nes contables correspondientes, aceptando el com- 
prador como liquida y exigible la suma que se le 
cobre por este concepto”. Pero que, habiéndose ve- 
rificado la resolución de los aludidos contratos de 
compra-venta, se estima que la condición suspensiva, 
contenida en la cláusula de mérito, corrió la misina 
suerte, por lo que la demanda ordinaria carece de 
todo asidero legal, máxime que los daños y per- 
juicios —que no son otras las pretensiones recla- 
madas— provenientes del incumplimiento de los re- 
feridos contratos, fueron ya cubiertos al haber hecho 
suyos la ejecutante los abonos pagados por el eje- 
cutado. 


La Sala revoca el literal “A” de la sentencia de 
primera instancia que declaró con lugar las excep- 
ciones interpuestas por la empresa demandada de: 
“determinación previa de depreciación de los vehicu- 
los determinada en las sentencias de los juicios eje- 
cutivos (que se enumeran), que por estar firmes 
no puede modificarse lo resuelto en ellas; “nulidad 
absoluta de la cláusula décimotercera de los contra- 
tos contenidos en escrituras públicas (que se iden- 
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tifican), por ser contrarias a una ley de orden público 
contenida en el artículo 1841 del Código Civil"; y 
“falta de derecho para demandar”; se abstiene de 
pronunciamiento alguno al respecto, por innecesario, 
y la confirma en sus literales “B" y “C”, en los que 
se declara, respectivamente, improcedente la deman- 
da y se condena en costas a la parte vencida. 


OBJETO DEL JUICIO: 


La empresa demandante solicita la modificación de 
las sentencias de primera y segunda instancia dic- 
tadas “dentro del juicio ejecutivo seguido entre las 
partes” ante el Juzgado Sexto de Primera Instancia 
de lo Civil, en el sentido de que la “Empresa Gana- 
dera Santa Clara, Sociedad Anónima”, está obligada 
dentro de tercero dia, a pagar a “Fischer y Com- 
pañía Limitada”, la suma de doce mil cuatrocientos 
cuatro quetzales veinticinco centavos, en concepto 
del valor de la diferencia entre lo adeudado del pre- 
cio original de los vehiculos que compró con pacto 
de reserva de dominio y el precio de reventa de los 
mismos, más los intereses legales computados desde 
que se efectuó la reventa y la suma a que ascienda 
la liquidación de costas del juicio ejecutivo mencionado 
y las costas del ordinario, todo con base en la cláusula 
décimotercera de los contratos de compra-venta de 
varios vehículos, celebrados entre las partes. 


La empresa demandada interpuso las excepciones 
gue se indicaron con anterioridad. 


PRUEBAS: 
La parte actora acompañó lo siguiente: 


a) Certificación de las sentencias dictadas el vein- 
tidós y veinticuatro de febrero de mil novecientos 
sesenta y nueve, dos de diciembre de mil novecientos 
sesenta y ocho y veintiuno de febrero de mil no- 
vecientos sesenta y nueve, respectivamente, por el 
Juez Sexto de Primera Instancia de lo Civil en los 
juicios ejecutivos especiales sobre cosa cierta y de- 
terminada, números dieciséis mil doscientos cincuenta 
y cuatro, dieciséis mil doscientos cincuenta y cinco, 
dieciséis mil doscientos cincuenta y seis y dieciséis 
mil doscientos sesenta y uno, en las cuales se re- 
suelve procedentes las demandas entabladas por la 
parte actora contra la demandada, la entrega defi- 
nitiva a la primera de los vehículos reclamados y 
que ésta hará suya la parte pagada de los precios, 
en concepto de indemnización por el uso y deprecia- 
ción de los vehículos. 


b) Certificación de la sentencia de veintidós de 
abril de mil novecientos setenta, dictada por el mis- 
mo Juzgado en el juicio ejecutivo común número 
dieciséis mil setecientos noventa y ocho, seguido en- 


tre las mismas partes, que declara: improcedente la 
acción ejecutiva intentada por la parte actora con- 
tra la empresa demandada, tendiente a que ésta cu- 
bra a aquella la diferencia entre el valor adeudado 
por la segunda a la primera y el precio de reventa 
de los vehículos, de conformidad con la cláusula 
décimotercera de los contratos relacionados; con lu- 
gar la excepción de falta de eficacia de los docu- 
mentos que sirvieron de base a la ejecución y que 
no analiza las demás excepciones interpuestas por 
la” parte ejecutada, en aplicación del principio de 
economía procesal. Está certificado, asimismo, el fa- 
llo de la Sala Segunda de la Corte de Apelaciones, 
de diecisiete de junio de mil novecientos setenta que 
confirma el anterior. 


c) Testimonios de las escrituras públicas números: 
mil seiscientos quince, cuatrocientos setenta y seis, 
cuatrocientos setenta y siete y doscientos noventa y 
cinco de treinta de diciembre de mil novecientos se- 
senta y siete, seis y seis de abril y cuatro de marzo de 
mil novecientos sesenta y ocho, autorizadas por el 
Notario Gonzalo Rosales Bustamante, en virtud d2 
las cuales “Fischer y Compañía Limitada” vende a 
“Empresa Ganadera Santa Clara, Sociedad Anóni- 
ma”, los vehiculos que motivaron las ejecuciones re- 
lacionadas, en las que aparece la cláusula décima ter- 
cera que se dejó transcrita, testimonios que están debi- 
damente registrados. 


d) Cuatro despachos librados por el Juez indicado, 
al Registrador General de la Propiedad, uno de ellos 
fechado el siete de marzo y los restantes el diez 
del mismo mes, todos de mil novecientos sesenta v 
nueve, en los que se transcriben las sentencias re- 
caidas en los juicios ejecutivos especiales sobre cosa 
cierta y determinada, ya relacionados y se ordena 
inscribir los bienes muebles, objeto de los juicios, a 
favor de “Fischer y Compañía Limitada", por no 
haberse cumplido la condición suspensiva a que que- 
daron sujetas las ventas indicadas. 


e) Certificación extendida por el Registrador Ge- 
neral de la Propiedad de la zona central, de las 
inscripciones de dominio de los vehículos registrados 
a los números veintitrés mil ciento treinta y seis 
y veintitrés mil doscientos cuarenta, folios ciento 
treinta y seis y doscientos cuarenta, ambos del libro 
cuarenta y siete de vehículos motorizados; veinticin- 
co mil cuatrocientos setenta y dos, veinticinco mil 
cuatrocientos setenta y tres y veinticinco mil cua- 
trocientos setenta y cuatro, folios cuatrocientos se- 
tenta y dos, cuatrocientos setenta y tres y cuatro- 
cientos setenta y cuatro, los tres del libro cincuenta 
y uno de vehículos motorizados; treinta y dos mil 
setecientos ochenta y tres y treinta y dos mil sete- 
cientos ochenta y cuatro, folios doscientos ochenta 
y tres y doscientos ochenta y cuatro, ambos del libro 
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sesenta y seis de vehículos motorizados. Consta en 
las inscripciones de dominio que la Empresa Gana- 
dera Santa Clara adquirió los vehículos registrados 
de “Fischer y Co. Ltda.”, con pacto de reserva de 
dominio. Que posteriormente fueron adquiridos por 
esta última entidad en virtud de sentencia judicial, 
por falta de pago y que a la fecha de la certificación 
—dieciocho de septiembre de mil novecientos seten- 
ta— era dueña de los mismos “Central Motriz Ltda.”, 
guien los adquirió de “Fischer y Co. Ltda.”, sin pacto 
de reserva de dominio. 


f) Certificación extendida por el Juzgado Sexto 
de Primera Instancia del ramo civil, de cuatro actas 
notariales levantadas por el Notario Gonzalo Rosa- 
les Bustamante, el nueve de junio de mil novecientos 
sesenta y nueve y que están en el juicio ejecutivo 
número dieciséis mil setecientos noventa y ocho, ya 
relacionado, en las cuales el Notario, teniendo a la 
vista los libros de contabilidad de la empresa “Fis- 
cher y Compañía Limitada”, hace constar las ope- 
raciones referentes a la venta de los vehículos que 
se mencionan en el literal anterior, a favor de la 
“Empresa Ganadera Santa Clara, Sociedad Anóni- 
ma'”; el reingreso de los mismos a favor de la pri- 
mera, en virtud de sentencias judiciales y las canti- 
dades a cargo de esta última como diferencia entre 
el precio adeudado de los vehículos y el precio ob- 
tenido en su reventa. 


La parte demandada presentó cuatro certificaciones 
extendidas por el Juzgado Sexto de Primera Instan- 
cia del ramo civil, que contienen la demanda, pri- 
mera resolución y sentencia recaída en cada uno de 
los cuatro procedimientos ejecutivos especiales sobre 
cosa cierta y determinada, que se mencionan en el 
literal “a” anterior. Consta en cada una de las mis- 
mas que la parte demandante solicitó lo siguiente: 
“30. Que mi representada hará suya la parte del 
precio pagado, en concepto de indemnización por el 
uso y depreciación del vehículo” y que en los cuatro 
casos se resolvió favorablemente lo solicitado. 


RECURSO DE CASACION: 


Roberto Fischer Renard, en carácter de Gerente 
General y representante legal de “Fischer y Com- 
pañía Limitada”, en memorial fechado el veintinueve 
de julio de mil novecientos setenta- y uno, inter- 
puso recurso de casación contra la sentencia de 
segunda instancia relacionada. Invocó como casos de 
procedencia los contenidos en el artículo 621, incisos 
lo. y 2o. del Código Procesal Civil y Mercantil y 
señaló como infringidos los artículos 128, inciso 5o., 
178, párrafo primero, 186 y 187 del Código Procesal 
Civil 'y. Mercantil, 1251, "1252, 1254/1269, 11428, 
1436, 1439, 1517, 1518, 1519, 1534, 1535, 1538, 1581, 
1582, 1583, y 1591 del Código Civil. 


Error de derecho en la apreciación de las pruebas: 
Indica que los juzgadores de segundo grado negaron 
el valor probatorio a los testimonios de las escrituras 
públicas, autorizadas por el Notario Gonzalo Rosales 
Bustamante, por las que “Fischer y Compañia Li- 
mitada” vendió, con pacto de reserva de dominio, 
a “Empresa Ganadera Santa Clara, Sociedad Anó- 
nima”, los vehículos motorizados que se detallan en 
esos instrumentos, al expresar que “habiéndose ve- 


.rificado la resolución de los aludidos contratos de 


compra-venta, vale decir, no teniendo ya efecto al- 
guno, se estima que la condición suspensiva con- 
tenida en la cláusula de mérito invocada por la de- 
mandante corrió la misma suerte”. Que esa afirmación 
conlleva otro error de derecho en la apreciación de 
las certificaciones de las sentencias proferidas en 
los juicios ejecutivos, porque en ninguno de esos 
documentos consta que se haya conocido de “alguna 
acción de resolución de contrato alguno”. Que se 
excede el fallo cuando afirma que los daños y per- 
juicios por el incumplimiento ya fueron cubiertos 
por el ejecutado. Cita como infringidos los artículos 
del Código Procesal Civil y Mercantil que arriba se 
indican. 


Error de hecho en la apreciación de la prueba: 
Denuncia error de hecho con respecto a las actas 
notariales autorizadas por el Notario Gonzalo Ro- 
sales Bustamante, por las cuales se establece la suma 
adeudada por la “Empresa Ganadera Santa Clara, 
Sociedad Anónima” a “Fischer y Compañía Limi- 
tada”; certificaciones de las sentencias de primera y 
segunda instancias, proferidas en el juicio ejecutivo 
número dieciséis mil setecientos noventa y ocho, se- 
guido entre las partes; fotocopias legalizadas de los 
despachos enviados al Registro de la Propiedad de 
la zona central para cancelar el pacto de reserva de 
dominio, a que se sujetó la consumación de las ven- 
tas celebradas entre las partes, porque el Tribunal 
no hizo un análisis claro y concreto de las mismas, 
sino, por el contrario, las omitió y esa omisión de- 
muestra de modo evidente la equivocación del juz- 
gador, porque de haberlos analizado, su fallo debió 
ser condenatorio para la parte demandada. 


Violación de ley: Cita como violados los artículos 
1251, 1252, 1254, 1269 y 1423 del Código Civil, por 
no haberlos aplicado el Tribunal estando obligado 
a hacerlo, y porque la declaración de voluntad de 
ambos contratantes se hizo con plena capacidad le- 
gal, ante Notario, expresando un consentimiento váli- 
do porque no adolece de ningún vicio, y el objeto 
sobre que recayó es licito. Manifiesta que “Fischer 
y Compañía Limitada” adquirió los derechos a ser 
pagado de la diferencia entre lo adeudado y el precio 
en que vendió a otro comprador los vehiculos, por- 
que la empresa compradora no cumplió con pagar 
el precio en la forma convenida en los contratos 
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de compra-venta con reserva de dominio. Que la 
sentencia recurrida contraria no sólo el espíritu, 
sino el tenor literal del artículo 1436 del Código 
Civil que dispone que las partes pueden fijar anti- 
cipadamente una cantidad que deberá pagar el que 
deje de cumplir la obligación, la cual compensa los 
daños y perjuicios. Que se violó el artículo 1519 del 
Código Civil, relativo a la obligación de los con- 
tratantes de cumplir lo convenido, el artículo 1538 
que se refiere a la fijación de reglas para determinar 
la cantidad cuando ésta es incierta y el artículo 1591 
que dispone que el contrato oneroso es conmutativo 
cuando las prestaciones son ciertas, desde que se ce- 
lebra el contrato, y que, asimismo, es contraria a 
la doctrina del artículo 167 de la Ley del Organismo 
Judicial porque en: ésta se establece que la acción 
deducida acerca de una cosa no impide el juicio so- 
bre otra acción diversa que respecto de ella se de- 
duzca. Que “Fischer y Compañia Limitada” ejercitó 
las acciones sobre entrega de cosa cierta y deter- 
minada, pero como los contratos contenían el con- 
venio que lo facultó para reclamar determinada suma 
derivada del incumplimiento del contrato, ejercitó 
otro juicio ejecutivo para alcanzar el pago de esa 
suma. 


Interpretación errónea de la ley: aduce el recu- 
rrente gue al afirmar la Sala que se verificó la re- 
solución de los contratos de compra-venta con reser- 
va de dominio, y que por ese mismo motivo también 
guedó resuelta la condición suspensiva contenida en 
la cláusula décimotercera de cada uno de los con- 
tratos, interpretó erróneamente los artículos 1534, 
1535 y 1536 del Código Civil, puesto que la decisión 
del Tribunal, basada en los hechos que declaró pro- 
bados, contraria la doctrina relacionada con los efec- 
tos de los contratos, porque las partes se obligaron 
no sólo a cumplir el contrato sino a resarcirse los 
daños y perjuicios resultantes de la ejecución. Indica 
que ninguna de las partes pidió la resolución del 
contrato en los juicios que sobre entrega de cosa 
cierta y determinada siguió “Fischer y Compañía 
Limitada” contra “Empresa Ganadera Santa Clara, 
Sociedad Anónima, ni consta que se haya declarado 
esa resolución, dejando sin efecto la totalidad de 
cada contrato, porque éstos tenían que seguir vigen- 
tes en tanto las partes continuaban ligadas por la 
cláusula décimotercera, cuya eficacia jurídica no pudo 
perjudicarse, ya que en ella se previó la posible 
concurrencia de hechos posteriores a los juicios sobre 
obligaciones de entregar cosa cierta y determinada. 
Aduce, asimismo, interpretación errónea de los ar- 
tículos 1581, 1582 y 1583 del Código Civil, desde 
luego que la “Empresa Ganadera Santa Clara, So- 
ciedad Anónima” no cumplió el contrato y manifiesta 
que no es cierto que se hubiese declarado judicial- 
mente ninguna condición resolutoria, por lo que las 
cosas no pudieron volver al estado en que se hallaban 


antes de la celebración del contrato, tanto más que 


el mismo estaba pendiente de ejecución en cuanto 
a lo contenido en la cláusula décimotercera. 


Transcurrida la vista es el caso de resolver. 


CONSIDERANDO: 


En el memorial de interposición de su recurso, el 
recurrente expresa que la casación es un defensa 
que cabe por motivos de forma y de fondo. Empero, 
al aludir tanto al error de hecho como al error de 
derecho en la apreciación de las pruebas, omitió 
referir los casos de procedencia invocados a uno de 
esos motivos, y toda vez que la naturaleza jurídica, 
objetivos y efectos de la casación de fondo y de 
forma son diferentes, la técnica del recurso exige, 
de acuerdo con reiterada jurisprudencia de esta Corte, 
que el recurrente indique expresamente el motivo a 
que se refiere cada caso de procedencia. Dadas las 
limitaciones técnicas de la cesación, por su carácter 
de recurso extraordinario, no le es dable al Tribunal 
suplir la omisión en que se incurrió, por lo que en 
cuanto a los casos de procedencia, citados en este 
parágrafo. no es posible hacer el análisis compara- 
tivo para verificar si se incurrió en los errores que 
señala el interponente. 


11 


Con base en el inciso lo. del artículo 621 del Có- 
digo Procesal Civil y Mercantil, el recurrente se 
refiere a los sub-casos que dan lugar a la casación 
por el fondo y señala en primer término que la sen- 
tencia que es objeto de impugnación no contiene 
cita de leyes sustantivas civiles, y que violó por no 
haberlos aplicado Jos artículos 1251, 1252, 1254, 
12090 21423 2243 MSI 1318, 11519, 1538. y. 1591 
del Código Civil. Los tres primeros artículos se re- 
fieren a los requisitos de existencia y validez del 
negocio jurídico, y es obvio que si tales requisitos 
están satisfechos en los contratos de compra-venta 
cuya resolución dio origen a la litis, la Sala al acep- 
tar la validez jurídica y fuerza obligatoria de los 
referidos contratos, no infringió por inaplicación los 
citados artículos. En lo que respecta al artículo 1269 
del mismo cuerpo de leyes, que prescribe que en 
los negocios jurídicos condicionales, la adquisición de 
los derechos, así como la resolución o pérdida de 
los ya adquiridos, dependen del acontecimiento que 
constituye la condición, tampoco puede estimarse 
como infringido, ya que si bien es cierto que no 
puede admitirse jurídicamente, para negar eficacia 
a la cláusula tercera de los referidos contratos —que 
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se refiere a la obligación del comprador de pagar 
a la vendedora la diferencia entre la suma adeudada 
y el precio de la reventa de los vehículos— el ar- 
gumento de que la resolución de los contratos pro- 
vocó la resolución de la referida cláusula, cuando 
precisamente ésta estaba sujeta a la doble condición 
suspensiva de resolución de los contratos y, reventa 
por menor precio de los vehículos, también lo 
que sí tiene plena relevancia jurídica la afirmación 
de la Sala, de que los daños y perjuicios prove- 
nientes del incumplimiento de los referidos contratos 
ya fueron cubiertos al haber hecho la ejecutante su- 
yos los abonos pagados por el ejecutado, en concepto 
de indemnización por el uso y depreciación de los 
vehículos, pues es ésto precisamente lo único que 
permite al vendedor el artículo 1837 del Código Ci- 
vil, reformado por el artículo 112 del Decreto Ley 
218, en los casos de resolución de contratos de com- 
pra-venta de bienes muebles con o sin reserva de 
dominio, que es de observancia obligatoria y desde 
luego operante, aungue la Sala haya omitido la cita 
de esa ley. En consecuencia, la obligación del pago 
de daños y perjuicios, por el incumplimiento de los 
contratos, quedó satisfecha al hecer suyas la ven- 
dedora, mediante los juicios ejecutivos correspon- 
dientes, las cantidades pagadas por la compradora, 
juntamente con la devolución de los vehículos, pues 
la indemnización referida en el artículo 1837 del Có- 
digo Civil citado, reformado por el artículo 112 del 
Decreto Ley 218 citado, constituye el equivalente 
de los daños y perjuicios y es por tal razón y no 
por otra, que la cláusula décimotercera de los refe- 
ridos contratos devino ineficaz. No se estima infrin- 
gido el artículo 1436 del Código Civil, porque en 
los contratos de compra-venta referidos no se fijó 
anticipadamente alguna cantidad que debería pagar- 
se como indemnización por incumplimiento. Los ar- 
tículos 1517, 1518 y 1519 del Código Civil, que se 
refieren a la existencia, del contrato, su perfecciona- 
miento y su fuerza obligatoria, no fueron violados al no 
reconocerle eficacia la Sala a la cláusula décima- 
tecera de los contratos por la razón jurídica que ya 
se expresó. El artículo 1538 del Código Civil que 
prescribe que no sólo las cosas existentes, sino las 
que se espera que existan pueden ser objeto del 
contrato y que la cantidad puede ser incierta, siem- 
pre que se fijen las reglas para determinarla, no fue 
violado por igual razón que los anteriores, y el ar- 
tículo 1591 no pudo tampoco ser infringido, pues 
simplemente da el concepto de contrato conmutativo. 

El artículo 167 de la Ley del Organismo Judicial 
prescribe que las sentencias dadas sobre la acción 
deducida acerca de una cosa, no impiden el juicio 
sobre otra acción diversa que respecto de ella se 
deduzca. No fue infringido por inaplicación, pues 
precisamente la nueva acción deducida por la em- 
presa vendedora tiende, al igual que las anteriores 
ejercitadas y resueltas a su favor, a obtener una 


indemnización adicional por el uso y depreciación 
de los vehículos y, por ende, no es una acción di- 
versa. 


En lo atinente a la interpretación errónea de los 
artículos 1534, 1535 y 1536" del Código Civil que 
se refieren a los efectos de los contratos por no 
haber sido tales disposiciones la base jurídica del 
fallo, no procede hacer el análisis comparativo del 
caso, ya que si esas normas no fueron aplicadas en 
la sentencia, menos podían haber sido erróneamente 


o 


interpretadas. 


En consecuencia, el recurso interpuesto deviene im- 
prosperable. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, con 
base en las leyes citadas y en los artículos 88, 619, 
620, 633 y 635 del Código Procesal Civil y Mercan- 
til; 38, inciso 2o., 143, 157, 158, 159, 163, 168 y 
169 de la Ley del Organismo Judicial, DESESTIMA 
el recurso de casación interpuesto; condena al recu- 
rrente al pago de las costas del mismo y a una multa 
de cincuenta quetzales que deberá hacer efectiva 
dentro de cinco días en la Tesorería del Organismo 
Judicial, la que en caso de insolvencia conmutará 
con diez días de prisión simple, y a la reposición 
del papel empleado, dentro de igual término, bajo 
apercibimiento de imponerle una multa de cinco 
quetzales si no cumpliere. Notifíquese y, con certi- 
ficación de lo resuelto, devuélvanse los antecedentes. 


Miguel Ortiz Passarelli.—H. Vizcaíno L.—Rodrigo 
Robles Ch.—R. Aycinena Salazar.—A. Bustamante 
R.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CIVIL 


Ordinario seguido por Francisca Ojeda Ovando de 
Mendoza contra José Cruz Contreras Linares. 


DOCTRINA: Para el recurso de casación, cada sub- 
caso de procedencia invocado, requiere argumen- 
tación adecuada. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
CIVIL: Guatemala, once de mayo de mil novecientos 
setenta y dos. 


Con sus antecedentes, por recurso de casación, .e 
examina la sentencia dictada con fecha ocho de mar- 
zo del año próximo pasado por la Sala Segunda de 
la Corte de Apelaciones, en el juicio ordinario pro- 
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movido por Francisca Ojeda Ovando de Mendoza 
contra José Cruz Linares, en el Juzgado Cuarto Je 
Primera Instancia del Ramo Civil del departamento 
de Guatemala. 


ANTECEDENTES: 


Con fecha seis de jumio de mil novecientos se- 
senta y ocho, la actora demandó en el Juzgado Cuar- 
to de Primera Instancia del Ramo Civil de este d2- 
partamento, la nulidad absoluta del contrato de com- 
pra-venta otorgado por Lorenzo, Felipe, Vicenta, 
Pascuala, Reyes y Joaquín Ojeda Villegas, a favor 
de Gregorio Gallardo. porque en él comparecia a 
otorgarlo Ricardo Ojeda como mandatario especial 
de Lorenzo Ojeda Villegas, sin serlo, pues había fa- 
llecido el doce de marzo de mil novecientos catorce 
y el mandato que tuvo a la vista el Notario, fue otor- 
gado el siete de junio de mil novecientos quince y la 
escritura de compra-venta era la número ocho que 
pasó ante los oficios del Notario José María Lazo, 
en Chiquimulilla, el veintitrés de enero de mil nove- 
cientos dieciocho. Que el mandato relacionado fue 
otorgado por Vicente, Felipe, Pascuala, Reyes y Joa- 
quín Ojeda en escritura pública número ochenta y 
seis ante el mismo Notario y en él no figura como 
otorgante Lorenzo Ojeda Villegas. La escritura pú- 
blica es de compra-venta de la finca rústica inscrita 
en el Registro con el número ochenta y uno, en el 
folio ciento setenta, del libro séptimo del departa- 
mento de Santa Rosa. La demanda la enderezó con- 
tra José Cruz Contreras Linares, quien actualmente, 
según indica, posee esa propiedad por donación de 
su padre Leandro Contreras Herrarte, quien se Te- 
servó el usufructo. Agregó que dicho poder no tiene 
firmas, ni huellas digitales, por lo que adolece de vi- 
cios graves que conllevan a su nulidad. En su peti- 
ción de trámite pidió se emplazase a José Cruz Con- 
treras Linares, y en la petición de fondo que se de- 
clare: con lugar la demanda y la nulidad absoluta 
del contrato de compra-venta relacionado y que se 
condene en daños y perjuicios y costas procesales 
“al detentador” Contreras Linares. Expresó los fun- 
damentos de derecho y ofreció la prueba que estimó 
pertinente. Tramitada la demanda, el demandado in- 
terpuso la excepción de prescripción que fue decla- 
rada sin lugar. Posteriormente interpuso las excep- 
ciones de falta de personalidad en el demandante y 
de personalidad en el demandado, que fueron tam- 
bién declaradas sin lugar. La demanda se tuvo por 
contestada en sentido negativo en rebeldía del de- 
mandado. 


EXTRACTO DE LAS PRUEBAS 


Por parte de la actora se tuvieron como pruebas: 
a) copia legalizada, extendida por el Director del 
Archivo de Protocolos, no razonada por el Registro 


de la Propiedad, de la escritura pública de compra- 
venta de la finca rústica número ochenta y uno, fo- 
lio ciento setenta del libro séptimo “de este Depar- 
tamento”, autorizada por el Notario José María Lazo, 
con el número ocho, el veintitrés de enero de mil 
novecientos dieciocho en la villa de Chiquimulilla. 
La escritura aparece otorgada a favor de Gregorio 
Gallardo por Ricardo Ojeda en representación de 
sus hermanos Lorenzo, Felipe, Vicente, Pascuala, Re- 
yes y Joaquin Ojeda Villegas, según mandato que le 
fue exhibido al Notario, otorgado ante él, en esa Vi- 
lla, el siete de junio de mil novecientos quince, que 
lo autoriza ampliamente para ese acto; b) copia sim- 
ple legalizada, extendida por el Director del Archivo 
de Protocolos, de la escritura número ochenta y seis, 
autorizada por el mismo Notario José María Lazo, 
en Chiquimulilla, el siete de junio de mil novecientos 
quince, en la que comparecen Vicenta, Felipe, Pas- 
cuala, Reyes y Joaquin Ojeda y hacen constar que 
han vendido a Gregorio Gallardo, Vicente López y 
Regino Escobar las fincas rústicas números ochenta 
y uno y sesenta y nueve, folios ciento setenta y cien- 
to treinta y dos de los libros séptimo y quince de 


Santa Rosa, y que teniendo ya recibido el precio, 


otorgan poder especial a su hermano Ricardo Ojeda 
para que otorgue a favor de dichos señores las res- 
pectivas escrituras de propiedad; c) certificación de 
la partida de defunción de Lorenzo Ojeda, en la que 
se hace constar que falleció el veintidós de enero de 
mil novecientos catorce; d) certificación de la partida 
número doscientos cinco de nacimiento de Francisca, 
hija de Lorenzo Ojeda y Soledad Ovando, en la que 
se hace constar que nació el cuatro de octubre de 
mil novecientos cuatro; d) certificación de la primera, 
segunda, sexta y última inscripciones de dominio de 
la finca rústica número ochenta y uno, folio ciento 
setenta del libro séptimo de Santa Rosa y de la pri- 
mera y última inscripción de dominio de la finca nú- 
mero sesenta y nueve, folio ciento treinta y dos, li- 
bro quinto de Santa Rosa, extendida por el Registra- 
dor de la Propiedad con fecha tres de mayo de mil 
novecientos sesenta y ocho. En la inscripción de do- 
minio número dos de la primera de las fincas relacio- 
nadas, se hace constar que el Juzgado de Primera Ins- 
tancia de Santa Rosa, en auto de veinticinco de oc- 
tubre de mil. novecientos doce, declaró que Lorenzo, 
Felipe, Vicenta, Pascuala, Reyes y Joaquín Ojeda 
Villegas, “con” los herederos ab-intestado de Joaquín 
Ojeda y que llenados los requisitos de ley, se: inscribe 
a su favor esta finca y la número sesenta y nueve, 
folio ciento treinta y dos del libro quinto de Santa 
Rosa; en la inscripción número seis, del citado in- 
mueble, que el menor José Contreras Linares, por do- 
nación de su padre Leandro Contreras Herrarte, es 
dueño de esa finca; y en la número siete, también de 
dominio, que Leandro Contreras Herrarte, al hacer 
la donación anterior, se reservó el usufructo vitalicio. 
En la inscripción número uno de cancelaciones de la 
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segunda de las fincas relacionadas, y aparece que di- 
cha finca se cancela totalmente por haber pasado a 
Formar la número siete mil trescientos sesenta y uno, 
folio ciento setenta y seis del libro sesenta y uno de 
Santa Rosa. Por parte del demandado, durante el 
término de prueba de las excepciones que interpuso, 
se tuvo también como prueba la certificación del 
Registro de la Propiedad relacionada. 


SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 


Con fecha veinticinco de noviembre de mil nove- 
cientos setenta, el Juzgado Cuarto de Primera Ins- 
tancia del Ramo Civil de este departamento, dictó 
sentencia y declaró: 1) Con lugar la demanda promo- 
vida por Francisca Ovando de Mendoza contra José 
Cruz Contreras Linares y, como consecuencia, nulo 
el contrato de compra-venta contenido en escritura nú- 
mero ocho de fecha veintitrés de enero de mil nove- 
cientos dieciocho, otorgado ante los oficios del No- 
tario José María Lazo, por Ricardo Ojeda como apo- 
derado de sus hermanos Lorenzo, Felipe, Vicenta, Pas- 
cuala, Reyes y Joaquín, todos de apellidos Ojeda Vi- 


llegas, y por Gregorio Gallardo; 11) Sin lugar la de- . 


manda en cuanto a cobrar daños y perjuicios. III) 
Que no había especial condena en costas. 


RESUMEN DE LA SENTENCIA RECURRIDA 


Con fecha ocho de marzo de mil novecientos seten- 
ta y uno, la Sala Segunda de la Corte de Apelacio- 
nes revocó el fallo anterior en sus puntos resolutivos 
primero y tercero, declaró sin lugar la demanda men- 
cionada y condenó en costas a la demandante. Con- 
sideró la Sala que en el contrato de compra-venta, 
que sirve de fundamento a la demanda, no fue parte 
el demandado; que, en consecuencia, este último no 
se haya legitimado substancialmente, presupuesto ne- 
cesario, en ese caso, para la prosperidad de las pre- 
tensiones ejercitadas, y que, de consiguiente, la de- 
manda instaurada, devenía improcedente, ya que de 
acogerla, agrega, se lesionaría la seguridad que pro- 
tege la libre contratación. Que la actora, en lo relativo 
a las costas, no se encontraba en ninguna de las si- 
tuaciones legales de exención, debiéndose, por con- 
siguiente, condenarla al pago de las mismas. Inter- 
puesto el recurso de aclaración contra el fallo fue 
rechazado por notoriamente improcedente. 


RECURSO DE CASACION 


Con fecha dos de abril de mil novecientos setenta 
y uno, Francisca Ojeda Ovando de Mendoza inter- 
puso recurso de casación contra el fallo relacionado, 
por la forma y por el fondo, con fundamento en los 
casos de procedencia contenidos en los incisos lo, y 


2o. del artículo 621 y el inciso 60. del artículo 622, 
ambos del Código Procesal Civil y Mercantil, pues 
estima, según indica, que en la sentencia de la Sala 
se violó la ley, se incurrió en error de hecho en la 
apreciación de la prueba; se otorgó más de lo pedido 
y existe incongruencia del fallo con las acciones que 


fueron objeto del proceso. Citó como violados los 


artículos siguientes: 26 del Código Procesal Civil y 
Mercantil, 163 de la Ley del Organismo Judicial, 
1406 y 1498 del Código Civil de 1877. 


La casación de forma, quebrantamiento substancial 
del procedimiento, la fundó en el inciso 60. del artícu- 
lo 622 del Código Procesal Civil y Mercantil y, al 
efecto, indica que este inciso contiene tres aspectos 
que pueden darse en la sentencia recurrida y los 
cuales son: cuando el fallo otorgue más de lo pedi- 
do, o no contenga declaración sobre alguna de las 
pretensiones oportunamente deducidas, si hubiere si- 
do denegado el recurso de ampliación, y la incon- 
gruencia del fallo con las acciones que fueron objeto 
del proceso. Que para los efectos del recurso, se 
apoyaba en el primero y último de los motivos men- 
cionados, por las razones siguientes: el fallo otorga 
más de lo pedido porque fundamenta la absolución 
en la falta de legitimación de una de las partes que 
intervinieron en el juicio, el demandado, legitimación 
que dice es presupuesto necesario para la prosperi- 
dad de las pretensiones ejercitadas, porgue a nadie 
que lea las actuaciones procesales se le escapa la cir- 


- cunstancia de que se está resolviendo, con notoria im- 


procedencia, una excepción de falta de personalidad 
en el demandado que no es objeto de la sentencia, 
desde luego que consta en autos que esa excepción in- 
terpuesta por el demandado, fue resuelta en auto de 
fecha catorce de mayo de mil novecientos sesenta y 
nueve, proferido por el Juez de los autos, que quedó 
ejecutoriado por el dictado por la Sala jurisdiccional 
con fecha seis de agosto del mismo año, y que la 
Sala no podía ni debía juzgar oficiosamente por ha- 
ber quedado precluido en el juicio, y es sabido que, 
mediante la preclusión, un procedimiento no puede 
retrotraerse por serle aplicable'el principio de la con- 
sumación procesal y no puede volverse a contemplar 
posteriormente el mismo aspecto, mucho menos en 
sentencia, por tratarse, en este caso, de una excep- 
ción previa que debe quedar resuelta antes de dictar- 
se sentencia que pone fin al juicio. Y que de consi- 
guiente, la Sala otorgó más de lo pedido, al resolver, 
apoyando su fallo, en una excepción previa que ya 
no estaba subjudice y de consiguiente infringió el 
articulo 26 del Código Procesal Civil y Mercantil 
que prescribe que el Juez no podrá resolver de oficio 
sobre excepciones que sólo pueden ser propuestas por 
las partes. 


Que, con relación al último de los motivos mencio- 
nados que autoriza el recurso de casación por incon- 
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gruencia del fallo con las acciones que fueron objeto 
del proceso, que en el juicio se ejercitó la acción de 
nulidad absoluta del contrato de compra-venta otor- 
gado por Ricardo Ojeda en representación de sus 
hermanos, a favor de Gregorio Gallardo, y que la 
absolución del demandado la funda la Sala Segunda 
de la Corte de Apelaciones, en que éste “no se haya 
legitimado substancialmente”, sin referirse al fondo 
de la cuestión debatida o sea la nulidad absoluta del 
contrato, el que solamente menciona dicho Tribunal 
para expresar quiénes fueron las partes; y de ahí que 
exista total incongruencia del fallo con las acciones 
que fueron objeto del proceso, y que al proceder“en 


esa forma y rechazar el recurso de aclaración que 


se interpuso, infringió los artículos 26 del Código 
Procesal Civil y Mercantil y 163 de la Ley del Or- 
qanismo Judicial en la parte que ordena a los juzga- 
dores dictar su fallo congruente con la demanda. Que 
esos vicios llevan consigo el quebrantamiento subs- 
tancial del procedimiento, porque la absolución de la 
demanda deviene de un estudio completamente ajeno 
a la cuestión que se planteó, y no hay relación al- 
guna entre el planteamiento de la demanda y lo re- 
suelto por el tribunal de segunda instancia, por lo 
que procede la casación de la sentencia impugnada. 


La casación de fondo, la fundamenta en los casos 
de procedencia contenidos en los incisos lo. y 2o. 
del articulo 621 del Código Procesal Civil y Mer- 
cantil, violación de ley y error de hecho en la apre- 
ciación de la prueba. ; 


El error de hecho lo hace consistir en que, de 
acuerdo con la jurisprudencia sentada por la Corte 
Suprema de Justicia y la doctrina de los tratadistas 
de derecho, el error de hecho se comete cuando el 
Tribunal sentenciador deja de apreciar alguna o al- 
gunas de las pruebas presentadas por las partes al 
juicio o cuando se tergiversa su contenido. En am- 
bos casos el error debe resultar de documentos o ac- 
tos auténticos que demuestren de modo evidente la 
equivocación del juzgador. Que, en el presente caso, 
la Sala Segunda de la Corte de Apelaciones dejó de 
apreciar las pruebas que presentó para demostrar 
los extremos de su acción, consistentes en: a) en la 
copia simple legalizada de la escritura número ocho, 
autorizada por el Notario José María Lazo, en Chi- 
quimullla, el veintitrés de enero de mil novecientos 
dieciocho, que contiene el contrato de compra-venta 
otorgado por Ricardo Ojeda, como apoderado de Lo- 
renzo, Felipe, Vicenta, Pascuala, Reyes y Joaquín 
Ojeda Villegas, por el cual le vendió a Gregorio 
Gallardo una fracción de la finca El Barro, inscrita 
como finca rústica número ochenta y uno, folio se- 
tenta del libro séptimo de Santa Rosa; b) copia sim- 
ple legalizada de la escritura número ochenta y seis, 
autorizada por el Notario José María Lazo, el siete 
de junio de mil novecientos quince, en Chiquimuli- 


lla, en la cual se consignó que Vicenta, Felipe, Pas- 
cuala, Reyes y Joaquín Ojeda otorgan poder espe- 
cial a Ricardo Ojeda para vender inmuebles; c) cer- 
tificación de la partida de defunción de Lorenzo Oje- 
da, extendida por el Registrador Civil de Guazaca- 
pán, el veinticuatro de febrero de mil novecientos 
sesenta y ocho, en la que consta que falleció el vein- 
tidós de enero de mil novecientos catorce; d) certi- 
ficación de la partida de nacimiento de la recurrente 
en la que consta que es hija de Lorenzo Ojeda; y e) 
certificación del Registrador de la Propiedad Inmue- 
ble, de las inscripciones de dominio de las fincas nú- 
meros ochenta y uno, folio setenta del libro séptimo 
de Santa Rosa y sesenta y nueve, folio ciento trein- 
ta y dos del l'bro quinto del mismo departamento. 
Que con los documentos expresados, que fueron te- 
nidos como prueba en el juicio se estableció que el 
contrato de compra-venta de una fracción de la finca 
El Barro, autorizado con fecha veintitrés de enero 
de mil novecientos dieciocho, se hizo constar que Ri- 
cardo Ojeda compareció como apoderado de los pro- 
pietarios de dicha finca, incluyendo al padre de la 
recurrente, Lorenzo Ojeda Villegas, y que para ello 
el Notario hizo constar que el vendedor ejercitaba el 
poder que le fue otorgado en escritura número ochen- 
ta y seis autorizado por él, el siete de junio de mil 
novecientos quince, pero que en ese instrumento no 
consta que haya comparecido este último a otorgarlo 
y no podia constar porque de conformidad con la 
certificación de la partida de su defunción, ya habia 
fallecido, y que, de consiguiente, cuando se otorgó 
ese poder, Ricardo Ojeda no pudo vender como apo- 
derado, tanto por la circunstancia de haber fallecido 
el supuesto mandante, como también porque el ins- 
trumento con el cual actuaba no le otorgaba poder 
por parte de Lorenzo Ojeda. Que si la Sala hubiera 
apreciado y examinado esas pruebas, como era su 
obligación, hubiera llegado a la conclusión de que el 
contrato de compra-venta expresado es inexistente, 
porque falta el consentimiento de uno de los propie- 
tarios que aparecen como vendedores y, de consi- 
guiente, que incurrió en error de hecho que resulta 
de los documentos auténticos especificados, que de- 
muestran de modo evidente la equivocación de la Sa- 
la. Pues de haberlos apreciado, hubiese declarado con 
lugar la demanda. 


La violación de ley la fundamenta en el caso de 
procedencia contenido en el primer sub-motivo del 
inciso lo. del artículo 621 del Código Procesal Civil 
y Mercantil, y agrega que, como consecuencia del 
error de hecho en que incurrió la Sala, fueron viola- 
dos los artículos 1406 y 1498 del Código Civil de 
1877, porque el primero de dichos artículos requiere 
como requisito necesario para la validez de los con- 
tratos: consentimiento, capacidad para contratar, co- 
sa cierta que sea materia del contrato y causa justa 
para obligarse. Que si en algunos de esos requisitos 


38 GACETA DE LOS TRIBUNALES 


existe vicio, error o violencia, se está frente a un 
caso de nulidad relativa, pero si en el negocio jurí- 
dico” no concurren esos requisitos esenciales, no hay 
contrato. Que la ausencia de uno de ellos implica la 
inexistencia del contrato; y que, de acuerdo con lo 
expresado Ricardo Ojeda no tenía la representación 
legal de Lorenzo Ojeda Villegas, y por lo tanto, no 
prestó su consentimiento en el contrato de compra- 
venta relacionado y, de consiguiente, es inexistente 
o lo que es lo mismo, adolece de nulidad. absoluta. 
Que, además, Ricardo Ojeda vendió en ese contrato, 
sin autorización legal, un bien de ajena pertenencia 
y que, de acuerdo con lo prescrito por el artículo 
1498 del Código Civil de 1877, vigente en la época, 
no hay venta de lo ajeno, circunstancia determinante 
de la nulidad absoluta de ese contrato, porque es in- 
válido desde su origen, no produce ningún efecto ju- 
rídico y, por ello, quien adquirió el inmueble en esas 
condiciones, no estuvo en posibilidad jurídica de tras- 
pasar a otra persona derecho alguno sobre el mismo, 
por lo que quien lo haya adquirido posteriormente, 
aunque sea con Registro limpio, mo goza de la ex- 
cepción de inafectabilidad prescrita por los artículos 
1146 y 1148 del Código Civil, porque esa adquisición 
tuvo origen en un acto inexistente. Concluye afir- 
mando que, al no hacerse aplicación en la sentencia 
de esos principios, se violaron los artículos 1406 y 
1498 del Código Civil de 1877. El recurrente se fun- 
dó en los artículos citados y en el 619, 620, 621, 622, 
624, 625, 626, 627, 628, 630, 631 del Código Procesal 
Civil y Mercantil. 


Señalado día para la vista, es el caso de resolver. 


CONSIDERANDO: 


Argumenta la recurrente, en relación a la casación 
de forma, en primer término, que el fallo otorgó más 
de lo pedido e infringió el artículo 26 del Código 
Procesal Civil y Mercantil, en la parte que prescribe 
que el Juez no podrá resolver de oficio sobre excep- 
ciones que sólo pueden ser propuestas por las partes, 
porque, según asegura, resolvió, con notoria impro- 
cedencia, una excepción de falta de personalidad que 
no era objeto de sentencia y que, además, estaba pre- 
cluida y resuelta. Pero la recurrente, con respecto a 
este caso de procedencia, omitió la cita de las dis- 
posiciones legales que regulan la naturaleza, el trá- 
mite y la oportunidad en que deben ser resueltas las 
excepciones previas, normas jurídicas que, por ba- 
sarse en ellas su argumentación, debió haber citado 
como infringidas, y esa emisión no puede ser suplida 
por esta Corté para el examen de esta parte del re- 
curso, dada la naturaleza eminentemente técnica de 
la casación. Además, el fallo no declaró con lugar 
ninguna excepción en el “Por Tanto” o parte deci- 
siva del mismo, sino que se limitó a declarar sin lu- 
gar la demanda instaurada y a condenar en costas a 


la actora. En consecuencia, sin necesidad de deducir 
la conclusión obvia que nace de lo expuesto, relativa 
a que si el tribunal no otorgó lo pedido, menos pudo 
resolver más de lo pedido, la cita única de la dis- 
posición contenida en el artículo 26 del Código Pro- 
cesal Civil y Mercantil que la recurrente estima in- 
fringida en el fallo, como ya se dijo, es insuficiente 
para el análisis comparativo de rigor, por lo que de- 
be desestimarse esta parte del recurso. 


CONSIDERANDO: 


Con respecto a la misma casación de forma, la re- 
currente arguye que hubo quebrantamiento substan- 
cial del procedimiento por incongruencia del fallo 
con las acciones que fueron objeto del proceso, por- 
que en el juicio se ejercitó la nulidad absoluta del 
contrato de compra-venta otorgado por Ricardo Ojeda, 
en representación de sus hermanos, a favor de Gre- 
gorio Gallardo, y que la absolución la fundamentó la 
Sala Segunda de la Corte de Apelaciones, en que el 
demandado “no se halla legitimado substancialmen- 
te”, sin referirse siguiera al fondo de la cuestión de- 
batida o sea la nulidad absoluta del contrato, el que 
solamente menciona para expresar quiénes fueron las 
partes. Cita como infringidos el artículo 26 del Código 
Procesal Civil y Mercantil en la parte que prescribe 
a los juzgadores dictar su fallo congruente con la de- 
manda y el artículo 163 de la Ley del Organismo Ju- 
dicial que asegura la recurrente que incluye la mis- 
ma prescripción legal. En definitiva, la recurrente 
hace consistir su argumento en que el fallo es incon- 
gruente con la demanda, porque no se refirió a la nu- 
lidad absoluta del contrato que fue demandada. 


Ahora bien, habiendo sido el fallo absolutorio de 
la demanda, la sola circunstancia indicada por la re- 
currente, de no referirse la sentencia a la nulidad 
absoluta del contrato impugnado, sin argumentar con- 
tra las razones que tuvo el tribunal para absolver, 
no son suficientes para evidenciar incongruencia al- 
guna entre lo demandado y lo resuelto, dada la natu- 
raleza del fallo, y si efectivamente tal argumentación 
existe en el recurso, la circunstancia de haber sido 
invocada por la recurrente para el sub-caso de pro- 
cedencia analizado en el “Considerando” anterior y 
no para el que se examina, veda el examen de aque- 
lla argumentación para este último, dado que cada 
sub-motivo de procedencia requiere argumentación 
adecuada distinta que el tribunal no puede suplir por 
la naturaleza extraordinaria del recurso de casación. 


CONSIDERANDO: 


Con referencia a la casación de fondo, sostiene la 
recurrente que en el fallo se incurrió en error de he- 
cho en la apreciación de la prueba, porque de los do- 
cumentos, que al efecto cita, se deriva la inexistencia 
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del contrato de compraventa, cuya nulidad absoluta 
demanda por falta de consentimiento de uno de los 
propietarios, condueño del inmueble vendido. Agre- 
ga que esta nulidad absoluta quedó probada con: la 
copia legalizada de la escritura del contrato de com- 
praventa del inmueble vendido; la copia legalizada 
del mandato que tuvo a la vista el Notario para la 
autorización del contrato anterior; la certificación de 
la partida de defunción del supuesto mandante en 
cuyo nombre gestionó el mandatario sin serlo; la cer- 
tificación de la partida de nacimiento de la actora, y 
la certificación de las inscripciones de dominio del 
inmueble objeto del contrato de compraventa rela- 
cionado, extendido por el Registro de la Propiedad 
y asegura que el tribunal no se pronunció por la exis- 
tencia o inexistencia del contrato de compraventa de 
mérito o su nulidad absoluta, sino que absolvió al 
demandado porque, según se asienta en el conside- 
rando de la sentencia, este último no fue parte del 
contrato y carecía de legitimidad substancial, presu- 
puesto necesario según se indica en el fallo, para la 
prosperidad de las pretensiones ejercitadas. Ahora 
bien, el sub-caso de procedencia invocado por la re- 
currente requiere, para que pueda prosperar con ese 
fundamento el recurso de casación, que el error de 
hecho en la apreciación de las pruebas sea de tal na- 
turaleza, que demuestre de modo evidente la equivo- 
cación del juzgador. Pero la recurrente cita entre 
otros documentos dejados de apreciar, la certificación 
de la partida de defunción de Lorenzo Ojeda y la 
de nacimiento de la recurrente que establecen que 
es hija de Lorenzo Ojeda y de Soledad Ovando. En 
ninguno de esos documentos consta que Lorenzo Oje- 
da sea la misma persona que Lorenzo Ojeda Villegas 
que aparece como otorgante por medio de manda- 
tario en el contrato de compraventa cuya nulidad ab- 
soluta se demanda, y de consiguiente, en nada influ- 


yen, a juicio de esta Corte, en la decisión del tribu- 


nal sentenciador. Los demás documentos citados por 
la recurrente, como dejados de apreciar en calidad 
de prueba, en nada contradicen la afirmación del 
mismo tribunal, relativa a que el demandado no fue 
parte en el contrato relacionado, ni demuestran tam- 
poco, de manera evidente, a juicio de esta corte, la 
equivocación del juzgador, ya que no inciden en la 
absolución que, de la demanda instaurada fue objeto 
el demandado, en virtud del principio consignado en 
el articulo 1146 del Código Civil vigente, aplicable 
por el tiempo en el cual se ejercita la acción de nuli- 
dad contra tercero, que determina que, los contratos, 
una vez inscritos en el Registro de la Propiedad, no 
pueden invalidarse contra tercero, aunque después se 
anule o resuelva el derecho del otorgante, en virtud 
de causas que no aparezcan del mismo Registro. Ade- 
más, la certificación del Registro de la Propiedad que 
obra en el juicio, no contiene todas las inscripciones 
de dominio del inmueble objeto del contrato de com- 
praventa relacionado, sino únicamente lo es de las 
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inscripciones número uno, dos, seis y siete, omisión 
que obliga a estimar insuficiente dicho documento 
para demostrar de manera evidente la equivocación 
del juzgador, como ya se indicó. 


CONSIDERANDO: 


Invoca la recurrente, como caso de procedencia, 
que el fallo contiene violación de ley. Cita como in- 
fringidos por el tribunal sentenciador los artículos 
1406 y 1498 del Código Civil de 1877, ya derogado, 
como una consecuencia del error de hecho en que in- 
currió el tribunal al no apreciar en todos sus efectos 
los documentos que señaló al impugnar el fallo por 
error de hecho en la apreciación de la prueba. Ar- 
gumenta que el apoderado, en el contrato de com- 
pra-venta relacionado, carecia de mandato y obró sin 
consentimiento del condueño Lorenzo Ojeda Ville- 
gas y, que, por ello, vendió sin su autorización un 
bien de ajena pertenencia, pero incurre en el de- 
fecto de no citar disposición legal alguna que da 
vigencia a dichas disposiciones legales para dicho 
contrato de compraventa y la cita de dichas dispo- 
siciones legales, es incompleta, por lo que el recurso 
deviene defectuoso y, en tal caso, por tratarse de 
un recurso eminentemente técnico y extraordinario, 
no es dable al Tribunal hacer el análisis comparativo 
de rigor, por corresponder las disposiciones legales 
citadas como infringidas, a un cuerpo de leyes dero- 
gado y no indicar la disposición legal que mantiene 
su vigencia para ese contrato. 


LEYES APLICABLES: 


Leyes citadas y 1146 y 1148 del Código Civil De- 
creto Ley 106; 66, 67, 619, 620, 621 incisos lo. y 
2o., 622 inciso 60., 627, 633 y 635 del Código Pro- 
cesal Civil y Mercantil, Decreto Ley 107. 


POR TANTO: 


Esta Corte, con apoyo además en lo prescrito por 
los artículos 88 del Decreto Ley 107; 143, 157, 159, 
163, 164, 169 de la Ley del Organismo Judicial, 
DESESTIMA el recurso de casación interpuesto; 
condena a la recurrente: al pago de las costas del 
mismo y a una multa de cincuenta quetzales que de- 
berá enterar, en la Tesorería del Organismo Judi- 
cial, dentro del término de quince días, y que, en 
caso de insolvencia, conmutará con diez días de pri- 
sión, así como a la reposición del papel empleado 
dentro del mismo término de quince días, bajo aper- 
cibimiento de imponerle una multa de cinco quetza- 
les. Notifíquese y, con certificación de lo resuelto, 
devuélvanse los antecedentes. 


Miguel Ortiz Passarelli.—H. Vizcaíno L.—Rodri- 
go Robles Ch.—A. Bustamante R.—E. García Mer- 
los, —Ante mí: M. Alvarez Lobos. 
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Ordinario seguido por Eduardo Lemus Cerezo con- 
tra la compañía “Esso Central America, Sociedad 
Anónima”, 


DOCTRINA: Es defectuoso el planteamiento del 
recurso de casación si se sostiene una sola te- 
sis, con base en las mismas razones, para funda- 
mentar diferentes sub-casos de procedencia. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
CIVIL: Guatemala, diecisiete de mayo de mil nove- 
cientos setenta y dos. 


En virtud de recursos de casación y con sus an- 
tecedentes, se examina el auto de siete de febrero del 
corriente año, dictado por la Sala Segunda de la 
Corte de Apelaciones en el juicio ordinario seguido 
por Eduardo Lemus Cerezo contra la Compañía 
“Esso Central América Sociedad Anónima”, ante el 
Juzgado Segundo de Primera Instancia del Ramo Ci- 
vil de este Departamento. 


RESUMEN DE LA RESOLUCION RECURRIDA 


En el auto relacionado, la Sala Segunda de la Cor- 
te de Apelaciones confirmó el auto dictado por el 
Juez de Primera Instancia con fecha veintitrés de 
noviembre de mil novecientos setenta y uno, que 
declaró procedente el recurso de nulidad planteado 
contra la resolución de diez del mismo mes y año; 
como consecuencia, nula esta resolución y, al resol- 
ver conforme derecho la demanda presentada por 
Eduardo Lemus Cerezo contra “Esso Central Ame- 
rica, Sociedad Anónima”, dispuso no darle trámite 
por contener pretensiones que deben tramitarse en 
procedimientos de distinta naturaleza. La Sala con- 
sideró que, de acuerdo con el texto de la demanda, 
una de las pretensiones que por la misma reclama el 
actor, se contrae a que se declare la resolución del 
contrato de arrendamiento que celebró con la com- 
pañía indicada, a que se refiere la escritura autori- 
zada por el notario Eduardo Enriquez Arrué el veinte 
de agosto de mil novecientos sesenta y cinco, lo que 
a juicic del tribunal constituye una cuestión suscitada 
con motivo de aquel contrato que, por ministerio de 
la ley, debe tramitarse en la vía sumarial: que, conse- 
cuentemente, tal pretensión no puede reclamarse con- 
juntamente con la otra que contiene la demanda, re- 
lativa a que se decrete la resolución del contrato de 
distribución contenido en documento privado auten- 
ticado, de fecha veintiséis de marzo de mil novecien- 
tos sesenta y nueve, celebrado por las partes, pre- 
tensión que, por no tener tramitación especial se- 
ñalada por la ley, debe seguirse en vía ordinaria; y 


que como el Juez, indebidamente, dio curso a la de-. 


manda en la forma planteada, se concluye que, efec- 
tivamente, incurrió en el vicio de procedimiento se- 
ñalado por la demandada. 


PUNTOS OBJETO DEL JUICIO 


Eduardo Lemus Cerezo, de conformidad con el es- 
crito respectivo, que contiene la relación de hechos 
y fundamentos de derecho, demandó a la Compañía 
“Esso Central America, Sociedad Anónima”: a) la 
resolución del contrato de arrendamiento celebrado 
por las partes en escritura pública número ciento 
treinta y cinco, autorizada por el Notario Eduardo 
Enríquez Arrué el veinte de agosto de mil nove- 
cientos sesenta y cinco; b) la resolución del contrato 
privado de distribución por medio de entrega d2 
mercadería en consignación, de fecha veintiséis de 
marzo de mil novecientos sesenta y nueve, con lega- 
lización de firmas autorizadas por el Notario Ri- 
cardo Umaña Aragón, y c) el pago o resarcimiento 
de los daños y perjuicios ocasionados o derivados 
del incumplimiento, inejecución y contravención de 
dichos contratos, por culpa y dolo de la compañía 
demandada. Esta compañía, al ser notificada de la 
resolución de diez de noviembre de mil novecientos 
setenta y uno, por la cual el Juez Segundo de Pri- 
mera Instancia del Ramo Civil dio trámite a la de- 
manda, en escrito entregado al Tribunal el doce del 
mismo mes y año, promovió la nulidad de la reso- 
lución indicada porque, a Su juicio, las acciones 
planteadas están sujetas a distinto procedimiento y 
no pueden acumularse, ya que la relativa a la re- 
solución del contrato de arrendamiento debe trami- 
tarse en la vía sumaria, en tanto que la que se 
contrae a la resolución del contrato de distribución 
de llantas, debe seguirse en la vía ordinaria. El Juez 
Segundo de Primera Instancia del Ramo Civil dicté 
la resolución de veintitrés de noviembre de mil no- 
vecientos setenta y uno, por la cual declaró con 
lugar el recurso de nulidad, contra la que el deman- 
dante interpuso el recurso de apelación, resuelto por 
el auto de siete de febrero de este año, objeto del 
recurso de casación. 


RECURSO DE CASACION: 


En escrito de veintiocho de febrero de este año, 
Eduardo Lemus Cerezo interpuso recurso de casación 
de fondo contra el referido auto dictado por la Sala 
Segunda de la Corte de Apelaciones. Se fundó en 
el artículo 621, inciso lo. del Código Procesal Civil 
y Mercantil y señaló como infringidas las siguientes 
disposiciones legales: articulos 229, incisos ic. y 
3o., y 236 del Código Procesal Civil y Mercantil y 
articulos 1534, 1535, 1536, 1582, 1583 y 1586 del 
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Que los artículos 1535, 1536, 
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Código Civil, articulos que “se estiman infringidos, 
violados, interpretados erróneamente y aplicados in- 
debidamente”. Razona que, conforme al inciso lo. 
del artículo 229 (del Código Procesal Civil y Mer- 
cantil), se tramitarán en juicio sumario los asuntos 
de arrendamiento y desocupación; que el artículo 
236 contiene el desarrollo, explicación o desenvol- 
vimiento de aquel artículo al establecer que todas 
las cuestiones que se suscitan con motivo del con- 
trato de arrendamiento, debería ventilarse por el 
procedimiento a que se refiere este título” (suma- 
ro), “salvo disposición contraria de la ley"; que 
demandó la resolución del contrato de arrendamiento 
porque la empresa arrendante ejecutó actos que no 
eran motivo del contrato de arrendamiento, los cua- 
les no pueden ser otros que los contenidos en el 
Título VI de la Segunda Parte del Libro V del 
Código Civil, que desarrolla todo lo concerniente 
al contrato de arrendamiento; que el artículo 236 del 
Código Procesal Civil y Mercantil, se refiere a todo 
lo que sea congénito, propio o natural, de la misma 
naturaleza jurídica del contrato de arrendamiento y 
no a lo que podría llamarse “no contrato de arren- 
damiento'', como es el caso de demandar la resolu- 
ción por haber construido edificaciones ajenas al con- 
trato, sin el consentimiento del arrendatario; que, 
según la ley, son asuntos o cuestiones que deben 
tramitarse en la vía sumaria; el arrendamiento, la 
desocupación, el cobro de la renta, el cobro de la 
pensión, lo que establece el Capitulo VII de la Se- 
gunda Parte del Libro V del Código Civil; Jo que 
sin salirse de la naturaleza propia de esta clase de 
contratos —arrendamiento— pudiera estipularse en 
los contratos respectivos, y no otra cosa, como lo 
pretende la resolución impugnada; y que por las mis- 
mas razones se infringió el citado artículo 229, in- 
ciso lo. Que el artículo 1534 del Código Civil con- 
tiene la obligación de resarcir daños y perjuicios por 
la inejecución o contravención por culpa > dolo, 
de un contrato, pero de un contrato en general y 
no tan solo de un contrato de arrendamiento, por 
lo que la vía para reclamar tales daños y perjuicios 
no podría ser nunca la sumaria, aun cuando tal 
reclamación proviniera de un arrendamiento, porque 
si esto fuera lo correcto, el artículo 229 del Cédigo 
Procesal Civil y Mercantil lo habría incluido taxa- 
tivamente en su contenido, como lo hizo con el caso 
de rescisión de los contratos en general; que, en 
resumen, cree que ha sido violado, interpretado 2rró- 
neamente y aplicado indebidamente el artículo 1534 
del Código Civil, al creer que la reclamación de 
daños y perjuicios a que se refiere el mismo, debe 
hacerse en la vía sumaria y no en la vía ordinaria. 
1582, 1583 y 1586 
del Código Civil, hablan de la resolución y de la 
rescisión como dos instituciones jurídicas diferentes, 
y no de una sola, que podría ser la rescisión, la 
cual debe tramitarse en la vía sumaria; que, a su 
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juicio, se han violado los preceptos citados, al con- 
fundir como una sola institución jurídica la resolución 
y la rescisión, no siéndolo y concluyendo, por tal 
confusión, que la resolución de un contrato debe 
tramitarse en la vía sumaria, lo cual no es correcto, 
porque en todos los contratos puede darse una causa 
para pedir la resolución y no solo en los contratos 
de arrendamiento, y porque no hay mandato legal 
que, en los contratos de arrendamiento, la resolución 
deba seguirse en juicio sumario, como lo hay para 
la rescisión; y que, por esta razón, considera que 
se ha infringido también el inciso 3o. del artículo 
229 del Código Procesal Civil y Mercantil, por 


creerse que la resolución es lo mismo que la res- 


cisión y que debe tramitarse en la vía sumaria. 
cuando ésto es solamente para la rescisión y no para 
la resolución. 


Realizada la vista es el caso de resolver. 


CONSIDERACIONES: 


Al citar el recurrente, como infringidos los artícu- 
los 229, incisos lo. y 3o, 236 del Código Procesal 
Civil y Mercantil, 1534, 1535, 1536, 1582, 1583 y 
1586 del Código Civil, fundamenta con una sola ar- 
gumentación “los motivos o razones por los cuales 
se estiman infringidos, violados, interpretados erró- 
neamente y aplicados indebidamente”, sin indicar 
razones específicas para cada uno de los sub-motivos 
invocados. Esta circunstancia imposibilita a esta Cá- 
mara hacer el análisis comparativo correspondiente, 
porque, de acuerdo con reiterada jurisprudencia que 
ha sostenido, cada uno de los sub-casos en que se 
funde el recurso de casación debe ser objeto de 
planteamiento especial, con sus respectivas argumen- 
taciones, adecuadas al correspondiente sub-motivo, 
ya que una determinada disposición legal no puede 
ser simultáneamente violada, interpretada errónea- 
mente o aplicada en forma indebida, para los efectos 
del recurso de casación. De lo anterior se deduce 
que, si se sostiene una sola tesis, con base en las 
mismas razones, para los diferentes casos de proce- 
dencia invocados, el recurso adolece de defectos que 
impiden que prospere, y, como consecuencia, por la 
naturaleza eminentemente técnica y extraordinaria del 
recurso de casación, que no permite al Tribunal sub- 
sanar los defectos de planteamiento, se impone la 
desestimación del que es objeto de examen. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, con 
fundamento en lo considerado y en lo que disponen 
los artículos 88, 621, 628, 630, 633, 635 del Código 
Procesal Civil y Mercantil; 157, 158, 159, 168 y 169 de 
la Ley del Organismo Judicial, DESESTIMA el re- 


curso de casación interpuesto; condena al recurrente 


A ny 
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a las costas del mismo y a una multa de cincuenta 
quetzales, que deberá hacer efectiva dentro del tér- 
mino de cinco días en la Tesorería del Organismo 
Judicial, multa que, en caso de insolvencia, conmu- 
tará con diez días de prisión simple. Notifíquese, 
repóngase el papel empleado en la forma de ley bajo 
apercibimiento de que, si no se hace dentro del 
término fijado, se impondrá al recurrente una multa 
de cinco quetzales; y, con certificación de 
suelto, devuélvanse los antecedentes. 


lo re- 


Miguel Ortiz Passarelli.—H. Vizcaíno L.— A. Bus- 
tamante R.—Rodrigo Robles Ch.—H. Hurtado A.— 
Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CIVIL 


Ordinario seguido por Aura Elizabeth Gálvez Villeda 
contra Jorge Humberto Amado Martínez. 


DOCTRINA: Es improcedente el recurso de casación 
por error de hecho en la apreciación de la prueba, 
si se basa en que se omitió tomar en cuenta una 
presunción legal. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
CIVIL: Guatemala, veintinueve de junio de mil no- 
vecientos -setenta y dos. 

Se tiene a la vista para resolver, el recurso de 
casación interpuesto por Aura Elizabeth Gálvez Vi- 
lleda contra la sentencia de fecha veintidós de febre- 
ro de mil novecientos setenta y uno, proferida por 
la Sala Segunda de la Corte. de Apelaciones, en 
el juicio ordinario seguido por la interponente con- 
tra Jorge Humberto Amado Martínez, en el Juzgado 
Cuarto de Primera Instancia del Ramo Civil de este 
departamento. 


ANTECEDENTES: 


En escrito recibido en el Juzgado Cuarto de Pri- 
mera Instancia del Ramo Civil el veintiséis de agosto 
de mil novecientos sesenta y nueve, Aura Elizabeth 
Gálvez Villeda, expuso: que según escritura auto- 
rzada por el Notario Abraham Rubén Iscamparí, 
el veinte de febrero de ese año (mil novecientos 
sesenta y nueve) era propietaria de un lote de ga- 
nado de doscientas ochenta y siete cabezas, que com- 
pró a Juan Edmundo Moreno Solares y que consta 
en escritura de doce de junio del mismo año, auto- 
rizada por el notario indicado, que canceló a su ven- 
dedor la totalidad del precio convenido; que, por 
carecer de terrenos para la pastura de su ganado, 
generalmente los entrega en depósito, pagando la 


correspondiente pastura, procedimiento que empleó 
con el indicado lote de ganado, que lo entregó al 
demandado para que pastara en la finca “Humber- 
to”, propiedad del mismo, donde pagaba cínco cen- 
tavos de quetzal por cabeza de ganado, diariamente; 
que estas negociaciones las habían hecho con an- 
terioridad, como lo demostraba con fotocopia lega- 
lizada del cheque que identifica y extendió a favor 
del demandado, cancelándole doscientos quetzales por 
pastura de varias partidas de ganado de su propie- 
dad, que entraban y salian de la finca durante los 
meses de abril y mayo del indicado año; que según 
escritura de fecha cinco de julio del mismo año (mil 
novecientos sesenta y nueve) autorizada por el No- 
tario Domingo Salvador Rodas Soto, vendió el lote 
de ganado referido, a Gabriel Rubio Santa Cruz, por 
la suma de treinta y cinco mil quetzales, habiéndose 
comprometido a entregar el ganado dentro del tér- 
mino que se fijó en el instrumento y que se estipuló 
como cláusula penal que en caso de mo cumplir lo 
pactado tendría que devolver doblada la suma re- 
cibida; que se apersonó en la finca “HUMBERTO ' 
para recoger su ganado y entregarlo a su comprador 
y que los trabajadores que alli se encontraban le 
manifestaron que mo podía sacar el ganado porque 
así lo había ordenado su patrono (el demandado): 
que, además, la puerta de salida de los potreros 
estaba cerrada con candado, lo que no era usual, 
porque en los negocios tenidos con Amado Martínez, 
todo lo habían resuelto de la mejor manera, sin esa 
clase de actos perjudiciales para ambas partes: que 
por ese motivo no pudo entregar el ganado a su 
comprador, e hizo notar esas circunstancias perju- 
diciales para ella por la conducta del demandado, 
mediante acta notarial levantada en el lugar de los 
hechos el once de julio del referido año, por el 
Notario Guillermo Giorgis Tobar; que posteriormente 
solicitó extrajudicialmente al demandado la entrega 
de su ganado y que este “en muchas oportunidades 
se esconde y luego se negó. a entregárselo, indi- 
cando que no podía hacerlo porque antes tenia gue 
arreglar lo relativo a unos daños que el ganado ha- 
bia causado, cosa que desconocía y con la cual nada 
tenía que ver en caso de que fuera cierto, porque 
el control y manejo del ganado estaba y continuaba 
estando bajo la responsabilidad del demandado en 
su calidad de depositario del mismo; que, con la 
negativa de Martinez de entregarle el ganado, in- 
cumplió el contrato celebrado con Gabriel Rubio 
Santacruz, quien le ha reclamado la devolución de 
su dinero, así como el pago de la suma convenida 
como cláusula penal, daños que reclamaba al de- 
mandado por ser directamente responsable con su 
infundada negativa de entregarle el ganado. Que, 
además, en la finca “Humberto” los pastos han des- 
mejorado notablemente, al extremo de no ser sufi- 
cientes para la alimentación del ganado, y que per- 
sonas que han visto al de su propiedad, han calculado 
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una- disminución del valor de las reses hasta de 
sesenta quetzales por cabeza, valuando el lote com- 
pleto en apenas veinticuatro mil quetzales, lo que 
representa para ella una pérdida de once mil quet- 
zalse, “los que en todo caso son consecuencia de 
lo convenido en el contrato verbal de pastura de 
que proporcionaría al ganado todo lo relativo a pas- 
tos y agua para su engorde v cuidado, así como «e 
la negativa a entregármelo”. Agregó que, al rescin- 
dirse el contrato de treinta y cinco mil quetzales y 
pagar la exponente a Rubio Santa Cruz veinticinco 
mil quetzales de indemnización, este capital estaría 
produciéndole ganancias o intereses al menos en el 
porcentaje legal, perjuicios a los cuales deben agre- 
garse otros gastos como transporte para trasladar 
el ganado, pues si bien no lo entregó a Rubio Santa 
Cruz por la negativa del demandado de entregár- 
selo a ella, utilizó el servicio de camiones para el 
transporte, que tuvo que pagar sin resarcimiento de 
su parte; que en acta notarial levantada por el No- 
tario Domingo Salvador Rodas Soto consta que se 
constituyó en la casa del demandado a requerir la 
entrega del ganado, “habiéndosele manifestado en 
dicha casa por una de las sirvientas que llamaría 
a su patrón, y luego al salir la esposa de éste” y 
verla acompañada del Notario, manifestó que su es- 
poso no estaba; que en escritura de dieciséis de julio 
del mismo año, autorizada por el Notario Roberto 
Taracena Samayoa, consta la devolución del dinero 
hecha a Gabriel Rubio Santa Cruz y el pago de la 
indemnización correspondiente; que el demandado ne 
podrá argumentar falta de pago de la pastura, por- 
que cuando iba a recoger el ganado llevaba «el che- 
que número cincuenta y cuatro mil ciento treinta y 
seis, a favor del demandado contra el Banco de 
Londres, por seiscientos cincuenta quetzales, suma 
que posteriormente consignó en el Tribunal, lo que 
acredita no sólo su solvencia en el cumplimiento de 
su obligación, sino también la total falta de razón 
del demandado para negarse a entregarle el ganado; 
“y que, en resumen, por los hechos referidos. se le 
ocasionaron daños y perjuicios que reclamaba de 
acuerdo con el detalle que presenta y fija en una 
cantidad no menor de cincuenta mil quetzales. Acom- 
pañó los documentos que serán enumerados opor- 
tunamente; expresó fundamentos de derecho y pidió 
que en sentencia se declarara: a) con lugar la de- 
manda de daños y perjuicios; b) que el demandado 
está obligado a cancelarle dentro de tercero día de 
estar firme al fallo, las sumas que por concepto de 
daños y perjuicios se establezcan en la sentencia y 
que fueren determinadas mediante los expertajes co- 
rrespondientes, o, en su caso, la cantidad de cin- 
cuenta mil quetzales que reclama, y c) la condena 
en las costas judiciales a la parte demandada. 


Jorge Humberto Amado Martínez contestó la de- 
manda y reconvino a la actora. Manifestó: que el 


veintiséis de abril de mil novecientos sesenta y nueve, 
Ubaldo González dejó en su finca “Humberto”, si- 
tuada en Brito, Guanagazapa, del departamento de 
Escuintla, sesenta y siete cabezas de ganado, can- 
tidad que subió la doscientos ochenta y ocho ani- 
males, para que les diera repasto, a razón de cinco 
centavos de quetzal diarios por cabeza, en concepto 
de pastizaje; que al entregar el ganado a su admi- 
nistrador Augusto Cóbar de León González, mani- 
festó que el ganado era propiedad de él y la señorita 
Gálvez Villeda, sin especificar la cantidad que co- 
rrespondía a cada uno; que se convino en que el 
ganado sería retirado de su finca en lapsos no ma- 
yores de quince dias a partir de la entrega de cada 
partida, pero transcurrieron más de cuatro meses, 
sin que la demandante o su encargado Ubaldo Gon- 
zález retiraran ninguna partida, abonándose el vein- 
tinueve de mayo de ese año sólo doscientos quetzales 
cuando la cantidad de animales en su poder era 
únicamente de ochenta y ocho cabezas, y que el tres 
de agosto siguiente, la demandante le adeudaba un 
mil seis quetzales con quince centavos, por lo que 
se vio precisado a seguir contra ella y contra Gon- 
zález, procedimiento ejecutivo ante el Juzgado Se- 
gundo de Primera Instancia del Ramo Civil de Es- 
cuintla; que al librarse el mandamiento ejecutivo y 
requerirse a la demandante, ésta, en la finca “Hum- 
berto”, del exponente, pagó la suma ejecutada, más 
trescientos setenta y cuatro quetzales con cuarenta 
centavos, por veintiséis dias restantes de pastizaje 
que en esa fecha, asistida por su Abogado, la de- 
mandante hizo los pagos y recogió el ganado y que, 
si ella hubiera tenido alguna reclamación qué hacer, 


se habría opuesto o habría interpuesto las excepcio- 


nes pertinentes. Que “la demandada” alega que por 
culpa del demandado no pudo entregar a Gabriel 
Rubio Santa Cruz el ganado, porque al apersonarse 
en la finca, encontró las puertas de salida de los 
potreros cerradas con candado, medida ésta a todas 
luces comprensible porque los candados están pues- 
tos en la puerta principal de la finca que da acceso 
a los corrales, y más si se analiza la situación im- 
perante en esos días en la finca, ya que el ocho de 
julio de ese año, Ubaldo González, administrador 
de la demandante, llegó a la finca y sin importarle 
que se encontraba en propiedad ajena, con amenazas 
de muerte —como obra en el proceso que sigue en 
el Juzgado Segundo de Primera Instancia Penal de 
Escuintla—, sacó el ganado del potrero donde se 
encontraba y lo llevó a un semillero de pasto de 
Estrella Africana, que estaba preparando para em- 
pastar toda la finca, habiéndole ocasionado daños 
valuados por experto nombrado por el Juez de Paz 
de Guanagazapa, en ochocientos quetzales; que dicho 
Juez abrió investigación penal, practicó .inspección 
ocular de los terrenos y en acta de ampliación de 
esta diligencia, el Juez le previno retener el ganado 
de la demandante y de González hasta que ellos 
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solventaran en el Tribunal lo relativo a la multa 
correspondiente, y posteriormente nombró deposita- 
rio del ganado a Augusto Cóbar de León, como 
consta en copias certificadas y en acta notarial le- 
vantada por el Notario Luis González Batres, el 
catorce de julio de mil novecientos sesenta y nueve. 
Después de enumerar los documentos acompañados 
por la demandante a su escrito inicial, indica que 
respecto al acta notarial faccionada por el Notario 
Domingo Salvador Rodas Soto el veintidós de julio 
de dicho año, a requerimiento de la demandante 
dicho instrumento civil fue efectuado fuera de las 
horas hábiles, ya que en el acta se asienta que se 
inició a las diecinueve horas y que, además, se 
consiguió que el requerimiento que se dice que se 
efectuó, lo hicieron en esta ciudad, en contraposición 
de lo expuesto en el punto primero del acta, donde 
la requirente manifiesta que el ganado se encuentra 
en la finca “Humberto”, municipio de Guanagazapa, 
departamento de Escuintla; que, al tenor del artículo 
1991 del Código Civil, “la devolución del depósito 
se hará en el mismo lugar en que fue recibido, salvo 


pacto en contrario”, y que en este caso el requeri- 


miento se efectuó en lugar distinto de donde fue 
entregado el ganado. Que efectivamente recibió el 
cheque de doscientos quetzales a que se refiere la 
fotocopia presentada por la actora, como parte del 
repasto del ganado que ella tenía en la finca el 
veintiséis de abril de ese año. Que contesta la de- 
manda en forma negativa y reconviene a la actora 
el pago de los daños, perjuicios y costas judiciales 
que, con su actitud de mala fe, le ha ocasionado y 
basa su reconvención en lo siguiente: que con la 
negativa de la demandada a retirar el ganado de 
la finca y el pago completo del pastizaje, tuvo que 
seguir contra ella el procedimiento ejecutivo que in- 
dica, lo que le ocasionó gastos, como pago por direc- 
ción y procuración del mismo, hecho al Licenciado 
González Batres, dos actas notariales faccionadas por 
el mismo Notario, certificaciones de los Juzgados de 
Primera Instancia de Escuintla y de Paz de Gua- 
nagazapa, más transporte y alimentación de las per- 
sonas que intervinieron en las diligencias; los daños 
causados en el semillero de Estrella Africana en su 
finca y los daños que le ha ocasionado el embargo 
practicado sobre las fincas que identifica, más las 
costas del juicio, daños que estima en quince mil 
quetzales, suma por la cual demanda a Aura Eli- 
zabeth Gálvez Villeda. Indicó los fundamentos de 
derecho, ofreció pruebas y pidió que en sentencia 
se declarase: a) sin lugar la demanda por daños y 
perjuicios entablada en su contra; b) con lugar la 
reconvención por los daños y perjuicios que le fue- 
ron irrogados; c) que, consecuentemente, Aura Eli- 
zabeth Gálvez Villeda está obligada a pagarle den- 
tro de tercero día las cantidades que en concepto 
de daños y perjuicios se establezcan en sentencia, 
con base en las pruebas aportadas o, en su caso, 


la suma de quince mil quetzales en que los estima. 
y d) condenar en las costas judiciales a la contra- 
demandada. 


La demandante contestó negativamente la recon- 
vención y opuso contra ella las siguientes excepcio- 
nes perentorias: falta de derecho para demandar e 
improcedencia de la acción, falta de personalidad y 
personería para ser demandada, cosa juzgada, y ca- 
ducidad del cobro de costas y gastos. Dice que el 
contrademandante le reclama daños en su patrimonio 
por la forma descuidada en que ella mantuvo su 
ganado en la finca, siendo que por la peculiaridad 
del negocio celebrado, era él, en concurso con sus 
trabajadores, quien tenía que cuidar del lote de ga- 
nado y no ella, porque solamente tenía que respon- 
derle de cinco centavos diarios por cabeza, durante 
toda la época que durara el depósito, ya que no 
convinieron en tiempo y en esta clase de negocios 
no se puede estipular término exacto, porque como 
sabe el contrademandante, ese ganado así como otros 
lotes anteriores, fueron comprados para engorde y 
crianza, por lo que su retiro está sujeto a que se 
presente algún negocio y que al haber negociado el 
ganado con Rubio Santa Cruz, para entregarlo en 
determinados días, requirió que le fuera entregado 
en la propia finca; que consta ya en el proceso que 
Amado Martínez se negó a entregarle el ganado, lo 
gue confirmó al decir que las puertas tenían can- 
dado y que si no lo entregó fue por resolución del 
Juez menor de Guanagazapa, que la negativa fue 
de su contraparte y no de la actora; que la medida 
precautoria que solicitó para que se le entregara 
el ganado la pidió antes de que tuviera conoci- 
miento del juicio ejecutivo entablado contra ella y 
Ubaldo González; que se le reclaman honorarios can- 
celados al profesional que dirigió y procuró el juicio 
ejecutivo en el Juzgado de Escuintla, en el cual, si 
se justificaba la acción, se le tendría que condenar 
al pago de las costas judiciales del mismo, por lo 
que tal pretensión es inaplicable jurídicamente den- 
tro de este nuevo proceso; y que esta observación 
cabe hacerla en cuanto a los pretendidos pagos de 
actas notariales y gastos de transporte y alimenta- 
ción de personas que intervinieron en determinadas 
diligencias, gastos que deben cobrarse dentro del 
juicio que las determinó y no en otro que le sea 
ajeno; que en cuanto a los daños que asegura le 
fueron causados en el semillero de Estrella Africana 
para empastar la finca, fue iniciado en juicio de da- 
ños contra Ubaldo González en el Juzgado menor 
de Guanagazapa, que fue declarado sin lugar por 
haberse evidenciado la falsedad de los hechos impu- 
tados a otra persona que nada tiene que ver con ella, 
ya que lo único que hace es conseguirle compradores 
de su ganado o ganado para que ella compre, sin 
que exista relación de dependencia que pudiera ha- 
cerla solidaria de los actos de González. Que ese 


proceso fue concluido al dictarse sentencia absolu- 
toria, lo que está probando la falta de derecho de 
dicha pretensión, lo improcedente de la acción por 
haber sido juzgado por otro tribunal y lo impersonal 
de la acción en su contra “cuando ya fue entablado, 
sustanciado y resuelto este mismo asunto contra una 
tercera persona”. Que respecto a los daños que ase- 
gura le fueron ocasionados por el embargo precau- 
torio de fincas de propiedad de Amado Martínez, se 
ve más la elocuencia buscada para sorprender al 
juzgador, sin determinar con exactitud los hechos, 
porque no se le puede causar perjuicio por el em- 
bargo anotado sobre los inmuebles indicados, ya que 
uno de ellos soporta una hipoteca por una cantidad 
elevada, lo que indica que la garantía que se le 
concedió por medio del embargo no sólo es insu- 
ficiente simo, además, no causa perjuicio alguno al 
demandado. Señaló fundamentos de derecho, citó leyes 
y pidió que en sentencia se declarase: a) con lugar 
las excepciones interpuestas: b) sin lugar la recon- 
vención planteada, y c) condenar en las costas al 
demandado reconviniente. 


PRUEBAS: 


La actora rindió las siguientes pruebas: 1) Do- 
cumentos: a) fotocopia de la escritura pública nú- 
mero veintiocho, autorizada por el Notario Abraham 
Rubén Iscamparí el veinte de febrero de mil nove- 
cientos sesenta y nueve, en la que consta que Juan 
Edmundo Moreno Solares, por el precio de veintiséis 
mil quinientos quetzales, vendió un lote de doscien- 
tas ochenta y siete cabezas de ganado criollo a Aura 
Elizabeth Gálvez Villeda, quien se obligó a pagar 
un saldo de dieciocho mil quetzales el diez de abril 
siguiente; b) fotocopia de la escritura número ciento 
diez y ocho, autorizada por el mismo Notario «l 
dos de junio del año indicado, mediante la cual 
Juan Edmundo Moreno Rosales otorgó, a favor de 
Aura Elizabeth Gálvez Villeda, carta de pago del 
saldo referido en la escritura anterior; c) certificación 
de la matrícula del fierro para marcar ganado, ex- 
tendida a favor de Aura Elizabeth Gálvez Villeda, 
el diecinueve de febrero de mil novecientos sesenta 
y nueve, por el Secretario Municipal de Chiquimu- 
Llla, departamento de Santa Rosa; d) fotocopia del 
acta notarial autorizada en la finca “Humberto”, 
jurisdicción de Brito —Guanagazapa—, el once de 
julio de mil novecientos sesenta y nueve, por el 


- Notario Guillermo Giorgis Tobar, en la que hizo 


constar que Aura Elizabeth Gálvez Villeda le ma- 
nifestó: que en la finca “Humberto” tiene el ganado 
de repasto que describe, desde el cuatro de junio 
de ese año, pero que al presentarse ese día “con 
el objeto de sacar dichos animales, fue negada su 
salida y por tal motivo la puerta de acceso a la 
mencionada finca se encuentra con llave”; que el 
motivo de sacar el ganado era para vendérselo a 
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Gabriel Rubio Santa Cruz, pero al negarse a la en- 
trega del ganado, ya no pudo efectuar la transacción. 
Que consta “que ia finca mencionada se encontraba 
cerrada en su puerta principal”, por informes que 
dieron personas que dijeron llamarse Julio Cóbar y 
Tomás Patiño, quienes manifestaron que el apodera- 
do de su patrón había llegado el día anterior y les 
indicó que no debían abrir dicha puerta y tampoco 
permitir la salida del ganado; que también pudo cons- 
tatar que en la puerta estaba el camión que iba a 
servir para conducir el ganado, pero no pudo entrar 
por el indicado motivo; y que la requirente mani- 
festó que inmediatamente pagaría el valor del repasto 
pero no habia persona que lo recibiera, “habiendo 
extendido un cheque a favor del señor Humberto 
Amado, por la cantidad de seiscientos cincuenta quet- 
zales, girados contra el Banco de Londres y Mon- 
treal”; e) fotocopia de un cheque de doscientos quet- 
zales contra el Banco de Londres y Montreal, 
extendido por Aura Elizabeth Gálvez a favor de 
Humberto Amado. Al pie, acta de auténtica de las 
fotocopias, extendidas por el Notario Domingo Sal- 
vador Rodas Soto el veintidós de julio de mil no- 
vecientos sesenta y nueve; f) fotocopia legalizada 
ae la escritura pública autorizada por el Notario 
Domingo Salvador Rodas Soto, el cinco de julio de 
mil novecientos sesenta y nueve, en la que consta 
que Aura Elizabeth Gálvez Villeda, por el precio 
de treinta y cinco mil quetzales, del cual recibió 
veinticinco mil quetzales, vendió a Gabriel Rubie 
Santa Cruz ciento ochenta y cuatro vacas criollas 
cruzadas con Cebú, de ochenta y cinco a noventa 
terneros y dos novillos, que se encuentran en la 
finca “Humberto”; que la vendedora se obligó a en- 
tregar el ganado en la finca “Las Flores”, Guana- 
gazapa, Escuintla, el once del mismo mes y que, si 
no pudiere hacer la entrega total, que en ningún 
caso sería mayor del quince por ciento, tendría que 
entregarle el día siguiente; que los diez mil quetzales 
restantes del precio serian pagados por el comprador 
“hasta la total entrega del ganado"; teniendo el com- 
prador, en caso de incumplimiento de la vendedora, 
el derecho de dar por rescindido el contrato y a 
pedir el reintegro de la cantidad recibida por la 
vendedora, más otros veinticinco mil quetzales en 
calidad de indemnización por daños y perjuicios; y 
que si el comprador no cumpliere una vez entregado 
el ganado, la vendedora tendría derecho a exigir eje- 
cutivamente el pago de los diez mil quetzales res- 
tantes y otra cantidad igual por daños y perjuicios; 
g) fotocopia legalizada de la escritura autorizada por 
el Notario Roberto Taracena Samayoa, el dieciséis 
de julio de mil novecientos sesenta y nueve, en la 
cual Gabriel Rubio Santa Cruz hace referencia al 
contrato a que se contrae la escritura citada ante- 
riormente, y declara que recibió de Aura Elizabeth 
Gálvez Villeda, cincuenta mil quetzales; veinticinco 
mil quetzales por devolución entregada y, lo demás, 
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en concepto de daños y perjuicios, de acuerdo con 
lo pactado; h) acta notarial de veintidós de julio 
de mil novecientos sesenta y nueve, en la cual el 
Notario Domingo Salvador Rodas Corzo consignó 
que, a requerimiento de “Aura Elizabeth Gálvez 
Villeda”, a las diecinueve horas se constituyó “en 
la doce calle once sesenta y tres de la zona uno 
de esta ciudad”, y ésta le manifestó: que tiene pas- 
tando en la finca “Humberto”, jurisdicción de Gua- 
nagazapa, Escuintla, un' lote de ganado que fue en- 
tregado en depósito” en dicha finca propiedad de 
Jorge Humberto Amado Martínez; que el once de 
ese mes llegó a sacar dicho lote de ganado por 
venta que había verificado del mismo, y fue negada 
la salida del ganado por empleados del propietario, 
quienes manifestaron que, por orden de su patrón, 
se negaban a entregarlo; que le pidió requerir a Ama- 
do Martínez la entrega del ganado y que, por medio 
del Notario, se le cancelara el valor del pastizaje, 
para lo cual le hizo entrega del cheque que iden- 
tifica a cargo del Banco de Londres y Montreal, a 
favor de Amado Martínez, por seiscientos cincuenta 
quetzales; que tocó la puerta y una persona que 
expuso ser sirvienta le indicó que allí estaba Amado 
Martínez y que lo llamaría, pero que en lugar de 
él salió otra persona que manifestó ser la esposa 
de aquél y que, al ver a la requirente asociada del 
Notario, indicó que su esposo no estaba en casa 
y que, si se trataba de asuntos relacionados con 
el ganado, así se lo manifestaría. II) Dictamen de 
expertos: Maynor Augusto Forno Robles, experto 
nombrado en rebeldia del demandado, estimó los 
daños y perjuicios y la consiguiente indemnización 
que, en su concepto, debe pagar Amado Martínez 
a Aura Elizabeth Gálvez Villeda, en cuarenta y dos 
mil ciento setenta y cinco quetzales, distribuida en 
las partidas que indica; y Félix Roberto Rodas Soto, 
experto propuesto por la actora, estimó los daños y 
perjuicios en cincuenta mil ochocientos cincuenta 
quetzales, de acuerdo con el detalle que expresa. 


Jorge Humberto Amado Martínez rindió las siguien- 
tes pruebas: Documentos 1) Presentados por la deman- 
dante: a) fotocopia de la escritura pública número vein- 
tinueve, de fecha dieciséis de julio de mil novecientos 
sesenta y nueve, autorizada por el Notario Roberto 
Taracena Samayoa; b) acta notarial autorizada por 
el Notario Guillermo Georgis Tobar el once de julio 
de mil novecientos sesenta y nueve, y c) acta no- 
tarial de veintidós” de julio de mil novecientos se- 
senta y nueve, autorizada por el Notario Domingo 
Salvador Rodas Soto. El contenido de estos tres 
documentos fue relacionado al hacer referencia a las 
pruebas rendidas por la actora. II) Presentados por 
el demandado: a) fotocopia legalizada por notario 
de una certificación extendida por el Juzgado Segun- 
do de Primera Instancia del departamento de Es- 
cuintla, en la que consta que Jorge Humberto Amado 


Martínez, en escrito de trece de agosto de mil nove- 
cientos sesenta y nueve, entabló demanda ejecutiva 
contra Ubaldo González y María Elizabeth Gálvez, 
por un mil seis quetzales con quince centavos, por 
valor de repasto de un lote de ganado; que al hacerse 
el requerimiento el veintinueve de agosto del mismo 
año, se rectificó el nombre de la ejecutada por el 
de Aura Elizabeth Gálvez Villeda y en el acto ésta 
procedió a la cancelación de la deuda por cheque 
contra el Banco de Londres y Montreal, a favor de 
Jorge Humberto Amado Martínez, quien expresó que 
aún había un saldo pendiente de trescientos setenta 
y cuatro quetzales con cuarenta centavos, cantidad 
que también fue pagada con otro cheque contra el 
citado Banco; b) fotocopia legalizada por notario, 
de certificación extendida por el Juzgado de Paz 
de Guanagazapa, del departamento de Escuintla, de 
diligencias instruidas por faltas contra la propiedad, 
en la que se transcribieron actas de inspecciones ocu- 
lares practicadas en la finca “Humberto” el nueve 
de julio y el dos de agosto de mil novecientos se- 
senta y nueve. En la primera indica el Juez que, 
acompañado del propietario Jorge Humberto Amado 
Martínez, constató que en el potrero número siete 
consta la existencia de ganado en cantidad mayor 
de doscientas cabezas, en el semillero “Estrella Afri- 
cana”, que quedó destruido en más de catorce cuer- 
das: en la segunda se amplió la inspección, indicán- 
dose que el ganado se dice es propiedad de Ubaldo 
González y al hacer el recuento resultó un total de 
doscientas ochenta y ocho cabezas; se hizo constar 
también que el Juez tuvo a la vista el titulo de pro- 
piedad del inmueble y que el Juez hizo ver a Mar- 
tínez y al administrador de la finca, que el propietario 
del ganado” está pendiente de solventar cierta deuda 
y que por lo tanto para que el ganado pueda reti- 
rarlo, dicha persona deberá previamente desarcir lo 
pendiente en lo que respecta al Tribunal. También 
aparece acta de cuatro de agosto de mil novecientos 
sesenta y nueve, en la cual se hizo constar que se 
entregó el ganado a César Augusto Cóbar de León, 
nombrado depositario, a quien el Juez le hizo ver 
que en vista de que Ubaldo González está pendiente 
de solventar multa a imponerse por el Juzgado de 
Paz local, el ganado lo entregue sólo con orden del 
Juez; c) estado de cuenta de repasto de ganado a 
cargo de Ubaldo González y María Elizabeth Gál- 
vez, de fecha tres de agosto de mil novecientos se- 
senta y nueve, con un saldo de un mil seis quetzales. 


FALLO DE PRIMERA INSTANCIA Y 
SENTENCIA RECURRIDA: 


El dos de noviembre de mil novecientos setenta 
el Juzgado Cuarto de Primera Instancia del Ramo 
Civil dictó sentencia y declaró: Í, con lugar la 
demanda promovida por Aura Elizabeth Gálvez Vi- 
lleda contra Jorge Humberto Amado Martinez y, en 


consecuencia, que éste debe pagar a la demandante 
la cantidad de veinticinco mil quetzales, en concepto 
de daños y perjuicios, dentro de tercero día de estar 
ejecutoriado el fallo; TÍ, sin lugar la reconvención 
promovida por Jorge Humberto Amado Martínez 
contra Aura Elizabeth Gálvez Villeda; IM, con lugar 
las excepciones perentorias de falta de derecho para 
demandar, improcedencia de la acción, falta de per- 
sonalidad, cosa juzgada y caducidad del cobro de 
costas y gastos, así como la de acción prematura 
interpuestas por Aura Elizabeth Gálvez Villeda, al 
contestar la contrademanda; IV, sin lugar la excep- 
ción de falta de personería en la demandada, inter- 
puesta por Aura Elizabeth Gálvez Villeda; V, las 
costas son a cargo de cada una de las partes. La 
Sala Segunda de la Corte de Apelaciones, en sen- 
tencia de veintidós de febrero del año anterior, con- 
firmó la sentencia de primer grado, en sus puntos 
IT y UL este último en cuanto concierne a las excep- 
ciones perentorias de falta de derecho para deman- 
dar, improcedencia de la acción y la de acción 
prematura, y el punto V; y la revocó en los puntos 
resolutivos 1 y Ill, en cuanto a los restantes extremos 
que contiene, y declaró: sin lugar la demanda instaura- 
da por Aura Elizabeth Gálvez Villela contra Jorge 
Humberto Amado Martinez, y se abstuvo de hacer 
declaración alguna en cuanto a las excepciones pre- 
vias interpuestas en relación a la contrademanda, 
de falta de personalidad, cosa juzgada y caducidad 
del cobro de costas y gastos. Consideró la Sala que, 
si bien quedó plenamente acreditado que el deman- 
dado recibió en depósito las cabezas de ganado de 
propiedad de la actora y que estaba obligado a en- 
tregarlas al ser requerido en forma legal, no se es- 


tableció este último extremo durante la sustanciación 


del juicio, porque el acta levantada por el Notario 
Guillermo Georgis Tobar; únicamente justifica el di- 
cho de la demandante, así como lo expuesto por las 
personas que dijeron llamarse Obdulio Cóbar y To- 
más Patiño, pero mo el requerimiento hecho al de- 
positario del ganado; que tampoco aparece en el 
acta notarial levantada por el Notario Domingo Sal- 
vador Rodas Soto, que exista requerimiento per- 
sonal hecho al depositario y demandado; y que, con- 
secuentemente, en ninguna forma se acreditó en autos 
que por parte de este último, medie negativa alguna 
de entregar a la demandante las cabezas de ganado 
motivo de la controversia. Que, como correctamente 
lo aprecia el Juez, en el transcurso de la litis, el 
demandado no evidenció los hechos justificativos de 
su reconvención y que, como corolario, debian decla- 
rarse con lugar las excepciones perentorias inter- 
puestas por la reconvenida, de falta de derecho para 
demandar, acción prematura e improcedencia de la 
acción; pero en lo tocante a las restantes defensas 
de falta de personalidad, cosa juzgada y caducidad 
del cobro de costas y gastos, la Cámara se encon- 
traba “en la imposibilidad juridica de entrañarlas 
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dada la naturaleza de las mismas, que siendo siem- 
pre previas, el Juez debió resolverlas antes de pro- 
nunciar su fallo. 


RECURSO DE CASACION: 


En escrito de diecisiete de marzo del año próximo 
pasado, Aura Elizabeth Gálvez Villeda interpuso re- 
curso de casación de fondo contra la sentencia de 
segundo grado, con base en el caso de procedencia 
contenido en el artículo 621, inciso lo. del Decreto 
Ley 107, porque, en su concepto la sentencia con- 
tiene violación y aplicación indebida de ley. Citó 
como infringidos Jos artículos: 1423, 1434, 1645, 
1974, 1991, 1994 del Código Civil; 80. y 9o. de la 
Ley del Organismo Judicial. También invocó el caso 
de procedencia contenido en el artículo 621, inciso 
2o. del Decreto Ley 107, por error de hecho en la 
apreciación de la prueba. Sostiene la recurrente que 
el Tribunal de Segunda Instancia solamente da por 
probado el depósito y que el día en que ella reclamó 
el ganado 'estaba cerrada la puerta, pero que no 
se probó que se haya requerido la entrega del mismo, 
y que hay violación de ley en este caso, porque lo 
considerado en la sentencia desnaturaliza y confunde 
los preceptos claros y precisos que contiene el con- 
trato de depósito, y deja fuera del examen legal nor- 
mas que concurren al caso en forma principalisima: 
que “la violación se produce cuando el Juez estando 
obligado a proferir su resolución de conformidad 
con un precepto determinado, Jo ignora o resuelve 
en contra de su contenido”. Que, conforme el articu- 
lo 1974 del Código Civil, la esencia del depósito es 
guardar y cuidar “de un depósito o de un bien”, 
es decir, custodiar la cosa del depositante a quien 
hay que restituirla a la terminación del contrato; 
que el requerimiento de entrega no es un acto inde- 
pendiente, como sucede cuando se quiere constituir 
la mora, pero, en el presente caso, el requerimiento y 
la entrega son actos que forman unidad con toda 
la figura contractual en sí y no actos independientes 
que sean consecuencia de otro contrato. Expone que 
la conservación y la restitución de la cosa son las 
características fundamentales del contrato de depó- 
sito, en cuanto a las obligaciones del que la recibe 
y que no hay necesidad de que conste un requeri- 
miento, la ley no lo dice, bastando la sola manifes- 
tación de parte sobre el reclamo de los bienes y 
quedando el depositario, en su caso, obligado a de- 
mostrar que no había sido así. Que el artículo 1991 
del Código Civil prescribe que la devolución del 
depósito se hará en el mismo lugar en que fue re- 
cibido, salvo pacto en contrario; que no pactaron 
lo contrario y sí exigió su devolución en el lugar 
en que fue recibido el depósito, no sólo porque asi 
lo exige la norma sino porque, con anterioridad y 
en depósitos similares con el mismo demandado, así 
se habia hecho; y que siendo la finca “Humberto” 
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una unidad industrial, comercial o agrícola, son los 
trabajadores los representantes del patrono, “y fue 
manifestación de ellos (los trabajadores) que el pa- 
trono había ordenado la no entrega del ganado”. Que 
el artículo 1974 del Código Civil establece que ha 
de devolverse el depósito cuando lo pida el depo- 
sitante y el articulo 1994 del mismo cuerpo legal 
que “aun cuando se haya fijado plazo para la res- 
titución del depósito, debe entregarse luego que el 
depositante lo reclame". Agrega que, en la técnica 
jurídica, requerimiento no es sinónimo de pedir o 
ya que “dice el 
Diccionario de Derecho Usual de Cabanellas"—, es 
Intimidación que se dirige a una persona, para que 
haga o deje de hacer alguna cosa o para que ma- 
nifieste su voluntad con relación a un asunto; o 
aviso o noticia que, por medio de autoridad pública 
se transmite a una persona, para comunicarle algo; 
pero que esto no es aplicable a una petición de 
entrega simple o a un reclamo de un depósito, para 
lo cual no hay necesidad de intimidación alguna, 
por lo que fueron violados los indicados artículos. 
Que, asimismo, fueron violados los artículos 1645, 
1423 y 1434 del Código Civil porque conforme el 
primero, toda persona que cause daño o perjuicio 
a otra intencionalmente, por descuido o imprudencia, 
está obligado a repararlo, salvo que demuestre que 
el daño o perjuicio fue causado por culpa o negli- 
gencia inexcusable de la víctima; que de acuerdo 
con el segundo artículo, la culpa se presume, lo cual 
admite prueba en contrario y que el perjudicado sólo 
está obligado a probar el daño o perjuicio sufrido, 
extremos que la recurrente asegura que estableció 
plenamente; que Amado Martinez aceptó que efec- 
tivamente él había dado orden de no entregar el 
ganado, es decir, aceptó que fue intencional la ne- 
gativa de devolver el depósito, por lo que la pre- 
sunción legal tiene que aplicarse indefectiblemente; 
que el último artículo establece que los que celebren 
un contrato están obligados a concluirlo y a resar- 
cir los daños y perjuicios resultantes de la inejecu- 
ción; y que en este caso el obligado no lo concluyó. 
Que, en resumen, estima que en la sentencia se des- 
naturaliza el contrato de depósito al hablar de un 
requerimiento necesario como condición esencial para 
reclamar las pretensiones demandadas. Afirma la re- 
currente que hubo interpretación errónea de la ley, 
al estimarse probado, en relación al contrato de de- 
pósito, que Amado Martinez recibió el ganado en 
tal concepto y declara como no probado el reque- 
rimiento de entrega; que hay interpretación extra-ley, 
al cambiar o desnaturalizar la norma interpretada, 


reclamar, requerimiento —como 


lo que sucede al calificar de condición esencial algo 
que para el cumplimiento de la misma no exigen los 
artículos 1974 y 1994 del Código Civil, que fueron 
infringidos y que, además, fueron infringidos los ar- 
ticulos 80. y 90. de la Ley del Organismo Judicial, 
al haber interpretado una norma fuera o contra su 


contenido, porque conforme el contrato de depósito, 
el depositario está obligado a devolver la cosa que 
ha recibido para su guarda y conservación, cuando 
la pida el depositante o la persona a cuyo favor 
se hubiere hecho el depósito, o cuando lo ordene 
el Juez, pero que dentro del concepto legal del con- 
trato no se habla de requerimiento ni de los requisi- 
tos que éste debe reunir, sino solamente se habla 
de pedir, y que en el articulo 1994 del citado Có- 
digo se indica que el depósito debe entregarse luego 
que el depositante lo reclame, por lo que tampoco 
se habla de requirimiento alguno, “ni mucho menos 
de la necesidad de un requerimiento legal”. Con 
base en el artículo 621, inciso 2o. del Decreto Ley 
107, estima la recurrente que también hubo error de 
hecho en la apreciación de la prueba y dice: que 
en la pieza de primera instancia existen dos pruebas 
contundentes en cuanto al reclamo del depósito, que 
si bien fueron examinadas en la sentencia de segundo 
grado, se omitió el examen de parte del contenido 
de dos documentos, “lo cual es fundamental para 
la decisión del litigio"; que los documentos son: a) 
el acta notarial faccionada por el Notario Guillermo 
Giorgis Tobar, en la finca “Humberto”, el once de 
julio de mil novecientos sesenta y nueve, y b) el 
acta notarial faccionada por el Notario Dominso 
Salvador Rodas Soto el veintidós del mismo mes y 
año, en la residencia del demandado. Agrega que 
los mag'strados. de la Sala tomaron en cuenta esas 
actas, asignándoles el valor probatorio que legal- 
mente les corresponde, pero las analizaron incom- 
pletamente e interpretaron su contenido en forma 
equivocada, pues en cuanto a la faccionada por el 
Notario Giorgis Tobar manifiestan que “solamente 
consta el dicho de la requiriente” pero no consta 
el “Requerimiento hecho al depositario de aquellas 
cabezas de ganado”, no obstante que después de lo 
expresado por ella, se consignó en el acta: “pero 
al presentarse el dia de hoy con el objeto de sacar 
dichos animales fue negada su salida y por tal mo- 
tivo la puerta de acceso a la mencionada finca se 
encuentra con llave”, y que en otro párrafo, se lee: 
“y por informes que dieron los señores que dijeron 
llamarse Obdulio Cóbar y Tomás Patiño, me ma- 
nifestaron que el apoderado de su patrón había lle- 
gado ayer y les indicó que no debian abrir dicha 
puerta y tampoco permitir la salida del ganado”; 
que por tanto, consta en el acta que fue reclamado 
el depósito en el lugar en que legalmente procedía 
y que, por indicación de los empleados del demandado, 
se estableció que éste habia ordenado no entregarlo 
como siempre lo habia hecho; que el documento se 
tuvo también como prueba de la parte contraria, 
quien nada dijo al respecto, pero la Sala sólo lo exa- 
minó parcialmente y confundió su contenido; que 
hay error de hecho en la apreciación de la otra 
acta notarial que fue recibida como prueba y se 
tuvo también como prueba de la parte contraria; que 
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en uno de sus párrafos consigna que en ocasión en 
que la requirente llegó a sacar el lote de ganado de 


la finca, le fue negada la salida del mismo por los' 


empleados del propietario, quienes manifestaron que 
“con orden de su patrón se negaban a entregarlo”; 
que si fuera falso lo allí afirmado se hubiera impug- 
nado conforme la ley, lo que no se hizo porque el 
contenido es exacto, fiel y conforme lo sucedido; 
que, además, en el acta se anotó que la sirvienta 
al ser preguntada por Amado Martínez, indicó que 
estaba y que en ese momento lo llamaría, cons- 
tando también que después fue negado por su propia 
esposa; que, produciendo plena prueba el documento, 
debe apreciarse que sí fue reclamado dicho ganado 
asi como que hubo 'negativa deliberada y de mala 
fe del depositario a entregarlo; que el error de hecho 
en la apreciación de la prueba es incuestionable e 
incalificable, pues el contenido del acta es claro y 
preciso en cuanto a que pidió la devolución del 
ganado y que Amado Martínez, en su contestación 
de la demanda, “manifiesta que efectivamente se negó 
a la entrega del ganado”; que este error de hecho 
determinó que en el fallo se declarara sin lugar la 
demanda. Que, además, se incurrió en otro error de 
hecho en la apreciación de la prueba, por cuanto, 
por lo manifestado en relación a la violación de ley, 
existe una presunción legal a su favor, ya que el in- 
cumplimiento de un contrato se presume por culpa 


. del obligado, lo que debió tomarse en cuenta; que 


se ignoró tal presunción, lo que implica un error 

de hecho en la apreciación de la prueba, fundamen- 

tal para dictar el fallo, pues si se hubiera estimado 

debidamente, habria sido condenatorio a su deman- 
dado. 


Verificada la vista, es el caso de resolver, 


CONSIDERACIONES: 


Aduce la recurrente que, en su concepto, la Sala 
sentenciadora incurrió en error de hecho en la apre- 
ciación de la prueba, por tres razones: a) porque 
no se analizó debidamente el contenido del acta no- 
tarial levantada por el Notario Guillermo Georgis 
Tobar, en la finca “Humberto”, jurisdicción de Gua- 
nagazapa, departamento de Escuintla, el once de 
julio de mil novecientos sesenta y nueve; b) porque 
tampoco fue analizada como correspondía el acta 
notarial que autorizó el Notario Domingo Salvador 
Rodas Soto el dos de julio del mismo año, y c) por- 
que no se tomó en cuenta una presunción legal que, 
según asegura la interponente, se desprende de lo 
que manifestó en relación al sub-motivo de violación 
de ley. Para hacer el análisis del caso debe tenerse 
presente que, de acuerdo con la doctrina y la juris- 


prudencia múltiplemente sostenida por esta Corte, el 
error debe referirse a los hechos que aparecen o se de- 
ducen de los documentos o actos señalados al efecto; 
que el error debe ser determinante de la resolución dic- 
tada y que es imprescindible señalar, sin lugar a dudas, 
el documento o acto auténtico que demuestre le 
modo evidente la equivocación del juzgador. 


Respecto a las dos primeras razones indicadas en 
que se funda la tesis de que la Sala sentenciadora 
incurrió en error de hecho, cabe considerar que la 
recurrente no indica en forma clara y precisa que 
los documentos que menciona demuestran de manera 
evidente la equivocación del juzgador, ni en qué 
consiste precisamente tal equivocación, aparte de que, 
en cuanto al acta notarial levantada en la finca “Hum- 
berto”, el Tribunal sí tomó en consideración los tres 
aspectos señalados por la interponente, a saber: lo 
manifestado por ella, que la puerta principal estaba 
cerrada con candado y “lo expuesto por las perso- 
nas que aseguraron llamarse Obdulio Cóbar y To- 
más Patiño”, y en lo que se contrae al acta levantada 
por el notario Domingo Salvador Rodas Soto, si bien 
la Sala no menciona algunos aspectos que indica la 
recurrente, que no influyen en la resolución, sí es ter- 
minante al expresar, de acuerdo con el contenido de 
la misma, que no aparece que en el acta notarial re- 
ferida exista requerimiento hecho personalmente al 
depositario y demandado. También debe tenerse pre- 
sente, de acuerdo con lo considerado anteriormente, 
que al no constar en ninguna de las actas que se hu- 
biere requerido la entrega personalmente al deposita- 
rio, como dice la Sala, no consta tampoco que medie 
negativa alguna, por parte del demandado, a entre- 
gar a la demandante las cabezas de ganado motivo 
de la controversia. Y en cuanto a la tercera razón 
expuesta por la recurrente, relativa a que la Sala 
sentenciadora ignoró una presunción legal que en su 
concepto era aplicable, el caso de procedencia en 
que se funda no es el adecuado, porque, si bien las 
presunciones legales son consecuencias que de hechos 
probados deriva la ley, el planteamiento podría dar 
lugar a otro caso de procedencia, pero no al de error 
de hecho en la apreciación de la prueba invocado al 
respecto. Como consecuencia, no es procedente el re- 
curso de casación por el sub-caso que fue objeto de 
examen, por lo que debe desestimarse. 


== 


Con base en el artículo 621, inciso lo., del Decreto 
Ley 107 y como primer sub-motivo de impugnación, 
asegura la recurrente que el Tribunal de Segunda 
Instancia incurrió en violación de ley y señala como 
infringidos los artículos 1423, 1434, 1974, 1991 y 
1994 del Código Civil. Argumenta, fundamentalmen- 
te, que el Tribunal sólo da por probado el depósito 
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y que el día en que ella reclamó el ganado estaba 
cerrada la puerta, pero que no probó que hubiera 
requerido la entrega del ganado; que, no obstante, 
conforme el artículo 1974 del Código Civil —que 
establece la conservación y restitución de la cosa co- 
mo características del contrato de depósito— no ha- 
bía necesidad de que constara un requerimiento for- 
mal, bastando la sola manifestación de la demandante 
de que sí reclamó sus bienes y que correspondía al 
obligado demostrar que no había sido así. Que el ar- 
ticulo 1991 del mismo Código prescribe que la de- 
volución del depósito se hará en el mismo lugar en 
que fue recibido, salvo pacto en contrario; que ella 
si reclamó la devolución donde fue recibido el gana- 
do, como se había hecho en depósitos anteriores; 
que en una unidad industrial, comercial o agrícola, 
como la finca “Humberto” en este caso, los trabaja- 
dores son los representantes del patrono y fue ma- 
nifestación de ellos que “el patrono había ordenado 
la no entrega del ganado"; que según el artículo 1974 
del Código Civil, el depósito debe devolverse cuando 
lo pida el depositante y el artículo 1994 del mismo 
cuerpo legal dispone que “aun cuando se haya fijado 
plazo para la restitución del depósito, debe entregarse 
luego que el depositante lo reclame”; y que ninguna 
de estas leyes prescribe un requerimiento, palabra 
que en la técnica jurídica “no es exactamente un si- 
nónimo de pedir o reclamar”, por lo que fueron vio- 
lados los artículos citados, “por desnaturalizar el con- 
trato en sí”. ; 


En cuanto al sub-caso de procedencia de violación 
de ley invocado, esta Cámara está obligada a aceptar 
como establecidos los hechos que el Tribunal de Se- 
gunda Instancia tuvo como probados y, como conse- 
cuencia, debe examinarse si, al estimar la Sala que 
la parte demandante no probó que se hubiese hecho 
el requerimiento de devolución del ganado que re- 
cibió en depósito el demandado; hizo recta aplica- 
ción de las leyes citadas o si, por el contrario, imcu- 
rrió en alguna de las infracciones en que se basa este 
aspecto del recurso. 


Efectivamente, de conformidad con los artículos 
1974 y 1994 del Código Civil, por el contrato de 
depósito una persona recibe de otra alguna cosa para 
su guarda y conservación, con la obligación de devol- 
verla cuando la pida el depositante, o la persona a 
cuyo favor se hizo o cuando lo ordene el juez, y aun 
cuando se haya fijado plazo para la restitución del 
depósito, debe entregarse luego que el depositante 
lo reclame, con la salvedad que indica la segunda 
disposición citada. De acuerdo con el artículo 1995 
del mismo Código, el depositario que rehuse entregar 
el depósito, fuera de los casos expresados en el ar- 
tículo 1988 del mismo cuerpo legal, responderá por 
los intereses, desde que incurra en mora, más los da- 
ños y perjuicios que se hubieren causado al deposi- 


tante, y según el artículo 1428, también del Código 
Civil, el deudor de una obligación exigible se cons- 
tituye en mora por la interpelación del acreedor. 


Y 

Conforme las disposiciones citadas, el depósito es 
una obligación personal, circunstancia que exige que 
la interpelación, requerimiento, petición o reclamo de 
devolución, se haga precisamente al depositario, para 
que se le pueda exigir el pago de los daños y perjui- 
cios que, por incumplimiento de la obligación, se hu- 
bieren causado al depositante. 


En el caso sujeto a examen, no existe prueba de 
que se hubiese cumplido tal extremo, ya que de las 
actas notariales a que alude la recurrente no es po- 
sible deducir que se hubiere pedido, requerido o re- 
clamado al depositario la devolución del ganado, se- 
gún los hechos que la Sala tuvo por probados. Y en 
cuanto a la argumentación de la interponente acerca 
de que los trabajadores, a que se refiere una de di- 
chas actas notariales, representan al patrono y de- 
mandado, no citó al respecto disposición legal alguna 
como infringida, por lo que a esta Cámara no le es 
posible hacer el examen comparativo del caso. 


Como consecuencia, la Sala sentenciadora no violó 
las disposiciones citadas por la recurrente, toda vez 
que, de acuerdo con lo expuesto, desde el momento 
en que no hubo comprobación de que la actora hu- 
biese reclamado en forma legal la entrega del ganado 
que el demandado recibió en depósito, tampoco exis- 
te razón jurídica para estimar que el último incum- 
plió la obligación generando los daños y perjuicios 
reclamados, lo que hace improcedente el recurso por 
el sub-motivo de violación a que se contraen estas 
consideraciones. 


— MU — 


La recurrente indicó en el escrito de interposición 
que se basaba en el artículo 621 del inciso lo. del 
Decreto Ley 107, por contener la sentencia violación 
de la ley y aplicación indebida de la ley. El primer 
sub-caso .fue objeto de examen en las anteriores con- 
sideraciones. Respecto al segundo, es de advertir que 
en el desarrollo del recurso, la interponente se refi- 
rió a interpretación errónea de la ley y no a la 
aplicación indebida de la misma. Este planteamiento 
incongruente y defectuoso impide a esta Corte hacer 
el estudio comparativo correspondiente y la obliga 
también a desestimar el recurso por el sub-motivo 
indicado. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, con 
fundamento en lo considerado, leyes citadas y articu- 
los 88, 619, 620, 621, 633, 635 del Código Procesal 
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Civil y Mercantil, 38, 157, 159, 163, 169 de la Ley 
del Organismo Judicial, DESESTIMA el recurso de 
casación de que se ha hecho mérito y condena a la 
recurrente al pago de las costas del mismo y a una 
multa de cincuenta quetzales, que deberá hacer efec- 
tiva en la Tesorería del Organismo Judicial dentro 
del término de cinco días, la cual, en caso de insol- 
vencia, conmutará con diez días de prisión simple. 
Notifíquese, repóngase el papel empleado en la for- 
ma de ley, bajo apercibimiento de que si no se hace 
dentro del término indicado, se impondrá a la recu- 
rrente una multa de cinco quetzales; y, con certifi- 
cación de lo resuelto, devuélvanse los antecedentes. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López.—H. 
Vizcaíno L.—Rodrigo Robles Ch.—R. Aycinena Sa- 
lazar.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


APELACION DE AMPARO: ABUNDIA VIZCAI- 
NO HERRERO DE GHANNAM y ANIS GHA- 
NNAM DAKDUK, contra la Sentencia de la Sala 
Primera de la Corte de Apelaciones. (Recurso de 
Amparo contra Juez Tercero de Primera Instancia 
de lo Civil de esta ciudad). 


DOCTRINA: No procede el recurso de amparo en 
asuntos judiciales respecto de las partes que inter- 
vinieron en ellos. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: CAMARA 
DE LO PENAL CONSTITUIDA EN TRIBUNAL 
DE AMPARO: Guatemala, nueve de mayo de mil 


novecientos setenta y dos. 


Por haberse declarado con lugar el Ocurso de He- 
cho, se tiene a la vista para resolver el recurso de 
apelación interpuesto por ABUNDIA VIZCAINO 
HERRERO DE GHANNAM y ANIS GHANNAM 
DAKDUK, contra la sentencia proferida por la Sala 
Primera de la Corte de Apelaciones el veintiuno de 
marzo último, en el recurso de amparo interpuesto 
por los mismos, contra el Juez Tercero de Primera 
Instancia de lo Civil de este departamento. 


ANTECEDENTES: 


Con fecha ocho de noviembre de mil novecientos 
setenta y uno, se presentaron los recurrentes ante la 
Sala Primera de la Corte de Apelaciones, introdu- 
ciendo el recurso de amparo contra el Juez Tercero 
de Primera Instancia de lo Civil de este departamen- 
to. Expusieron: que por escritura de diecisiete de 


marzo de mil novecientos setenta y uno, autorizada 
por el Notario Willy Reichert Zelaya, reconocieron 
una obligación de pago a favor de la entidad “Enka 
Glanzstoff Gesellschaft Mit Bechrankter Haftung”, 
sociedad de responsabilidad limitada, de la República 
Federal de Alemania, por valor de mercadería para 
elaboración de hilados, a través del señor Alfredo 
Gebhartdt Rivera o Alfredo Gebahrdt Rivera, quien 
actuó como gestor de negocios. Que los dicentes acep- 
taron anteriormente letras de cambio por los mismos 
valores, a los que se refiere ese reconocimiento de 
deuda, las cuales fueron entregadas a varios Bancos 
del sistema nacional. Que posteriormente tales letras 
fueron unificadas, y se encomendó su cobro al Cré- 
dito Hipotecario Nacional. 


De lo expuesto, afirman los recurrentes, la escritu- 
ra fue simplemente un documento adicional sobre el 
mismo crédito, suscrito por exigencias del gestor de 
la entidad acreedora. Que la escritura de crédito, pese 
a no haber sido expresamente aceptada la hipoteca, 
fue registrada en el Registro General de la Propie- 
dad, y luego se dedujo acción ejecutiva por vía de 
apremio. Que el Juez omitió calificar el título y 
dio trámite a la demanda. Interpusieron las excepcio- 
nes de ineficacia e invalidez del título por imperfec- 
to; falta de condición a que se encuentra sujeto el 
derecho por vicio y error por la carencia de acepta- 
ción expresa; y pago total, bajo el supuesto de no 
haberse restituido las letras de cambio aceptadas. 
Que el Juez resolvió sin abrir a prueba la oposición 
y declaró sin lugar las excepciones interpuestas, esti- 
mando esencialmente que había consentimiento tácito 
de parte de la entidad acreedora, en lo que se refería 
a la falta de aceptación expresa, y en cuanto al pago 
total, por no haberse restituido las letras, no podía 
prosperar por no haberse demostrado solvencia al- 
guna y que además tales títulos se reciben bajo la 
condición suspensiva denominada buen cobro. El 
Juez, no dio trámite a la impugnación parcial del do- 
cumento de obligación intentada por los recurrentes, 
considerando que por ser_el procedimiento principal, 
ejecución en la vía de apremio, no se admite dentro 
del mismo sino excepciones que destruyan la eficacia 
del título, que se fundamenten en prueba documental 
y por tener expedita los presentados la vía ordinaria 
para hacer valer su derecho. Alegaron extensamente 
desde su punto de vista, diciendo que se había actuado 
con notoria ilegalidad y que procedia declarar con 
lugar el recurso de amparo; que debería resolverse 
la apertura a prueba de la oposición sustentada por 
ellos ante el Juez, y que se diera trámite al incidente 
de impugnación de documentos. 


Admitido el recurso, se pidió informe al Juez re- 
currido, quien además remitió los antecedentes, y se 
declaró sin lugar el amparo provisional solicitado. 
Esta negativa fue objeto de apelación ante este Tri- 
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bunal, quien confirmó lo resuelto por la Sala. El Mi- 
nisterio Público presentó oportunamente su alegato 
pidiendo que el recurso se declarase sin lugar, por 
tratarse de amparo contra asuntos judiciales, inter- 
puesto por guienes intervinieron en ellos. Igual tesis 
sustentó la entidad acreedora por medio de su apo- 
derado. 


Con fecha seis de diciembre del año retropróximo, 
la Sala Primera de la Corte de Apelaciones dictó sen- 
tencia declarando sin lugar el recurso, condenó en cos- 
tas a los recurrentes y a la reposición del papel em- 
pleado e impuso una multa de cien quetzales al abo- 
gado que patrocinó el recurso. Pero por haberse in- 
currido en error en la identificación del Tribunal, 
pues la sentencia se encabezó con la frase “TRIBU- 
NAL EXTRAORDINARIO DE AMPARO”, esta 
Corte, en sentencia de veintiuno del mismo mes, de- 
claró la nulidad del fallo, y con fecha veintiuno de 
marzo del corriente año, la misma Sala volvió a dic- 
tar sentencia, la cual ahora se examina. 


Efectuada la vista, debe resloverse; y 


CONSIDERANDO: De conformidad con el inciso 
lo. del artículo 81 de la Constitución de la Repú- 
blica, es improcedente el recurso de amparo en los 
asuntos del orden judicial respecto de las partes que 
intervinieron en ellos; gue en el caso de examen es 
evidente que los recurrentes pretenden, contra la dis- 
posición terminante de ese precepto constitucional, 
que mediante el recurso de amparo se dejen sin efec- 
to resoluciones judiciales firmes, no obstante que tu- 
vieron oportunidad de hacer valer los derechos que 
la ley otorga, mediante las reglas del debido proceso, 
y en consecuencia, el recurso cuestionado es notoria- 
" mente improcedente, pues, de otra suerte, se prolon- 
garían indefinidamente los procedimientos judiciales, 
con menoscabo del principio de que la justicia sea 
pronta. y cumplidamente administrada, como respon- 
sabilidad primordial de los órganos jurisdiccionales. 
Ley citada; 246 de la Constitución de la República; 
1. 8, 14, 19,34, 44, 48, 51,59, 61, 74 Ley de Am- 
paro, Habeas Corpus y de Constitucionalidad; 157, 
159, 163, 168, 169 Ley del Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, cons- 
tituida en Tribunal de Amparo, CONFIRMA la sen- 
tencia apelada. Notifíquese y con certificación de lo 
resuelto, devuélvanse los antecedentes al Tribunal 
que corresponde. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López.—H. 
Hurtado A.—M. A. Recinos.—Ric. Marroquín M.— 
Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Emilio Gómez, representante del Co- 
mité Cívico Independiente, contra el Director del 
Registro Electoral. 


DOCTRINA: En materia electoral sólo procede el 
recurso de amparo después de agotarse los recursos 
que la ley establece contra las resoluciones de las 
autoridades electorales. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, veintidós de mayo de mil nove- 
cientos setenta y dos. 


En virtud de recurso de apelación se tiene a la vis- 
ta para resolver la sentencia que, el cuatro de los 
corrientes, dictó la Sala Segunda de la Corte de 
Apelaciones, constituida en Tribunal de Amparo, en 
el recurso de esta naturaleza interpuesto por Emilio 
Gómez, sin otro apellido, representante del Comité 
Cívico Independiente para postular integrantes de la 
Municipalidad de Tecpán Guatemala, departamento 
de Chimaltenango, en las elecciones a celebrarse el 
doce de marzo de este año, contra el Director del Re- 
gistro Electoral, por la que declara improcedente tal 
recurso de amparo y hace las demás declaraciones 
legalmente procedentes. La parte narrativa de la sen- 
tencia aparece correctamente relatada. 


PUNTOS OBJETO DEL AMPARO: 


El Director del Registro Electoral, a petición de ia 
Municipalidad de la ciudad de Tecpán Guatemala, 
departamento de Chimaltenango, dictó el Acuerdo nú- 
mero 2-72 de fecha ocho de marzo de este año, por el 
cual excluyó al municipio de Tecpán Guatemala, del 
Séptimo Distrito Electoral, de participar en las elec- 
ciones de munícipes señaladas para el doce de marzo 
del año en curso, por lo que el recurrente estima que 
se ha violado la Constitución de la República, que 
se inspira en genuina doctrina democrática, vulneran- 
do, además, la voluntad del pueblo que eligió auto- 
ridades edilicias para el período de dos años. 


EXTRACTO DE LAS PRUEBAS Y 
ALEGACIONES DE LAS PARTES 


El recurrente pidió que se tuviera como pruebas: 
a) la publicación del acuerdo número 2-72, dictado 
por el Director del Registro Electoral: b) el oficio 
que le envió la Municipalidad haciéndole saber que 
no habría elecciones edilicias; c) copia de la resolu- 
ción dictada por el Consejo Electoral, por medio de 
la cual rechazó la petición que le hizo la Munici- 
palidad de Tecpán Guatemala para que se le exclu- 
yera de las votaciones del mes de marzo; y d) los 
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volantes que se hicieron circular por los distintos 
Partidos Políticos y el Comité que el recurrente re- 
presenta, antes de la fecha de la elección, doce de 
marzo del presente año. 

El Ministerio Público alegó que el Decreto número 
5-72 del Congreso de la República, al reformar el 
artículo 31 del Código Municipal, estableció que la 
duración del período municipal será de cuatro años 
para las corporaciones_municipales del distrito cen- 
tral, las cabeceras departamentales, municipios que 
pasen de treinta mil habitantes o que hayan sido ele- 
vados a la categoría de ciudad; que al presente caso 
es aplicable, por ser especial, lo que dispone el ar- 
tículo 41 de la Ley Electoral y de Partidos Políti- 
cos, en cuanto a que el recurso de amparo procede 
cuando la disposición o resolución recurrida infrinja 
derechos o garantías de carácter electoral, y que se 
entiende 'recurribles de amparo las resoluciones que 
cierren el recurso de revisión, las que pongan fin a 
las acciones de nulidad y las demás que, expresamen- 
te señala la ley. Terminó pidiendo que se resuelva 
este recurso declarándolo sin lugar por improceden- 
te. El recurrente mantiene, en su alegato, los puntos 
de vista que fundamentan su recurso de amparo, pues 
estima que los actuales munícipes son de elección po- 
pular dentro de las normas del orden democrático y 
los electos por períodos determinados, que están su- 
jetos a la alternabilidad de funciones y a cumplir, 
únicamente, el período para el que fueron electos “co- 
mo mandato constitucional”. 


Expone los motivos del recurso y pide que se de- 
clare con lugar. 


. RESUMEN DE LA SENTENCIA RECURRIDA 


La Sala Primera de la Corte de Apelaciones cons- 
tituida en Tribunal de Amparo, consideró: que con- 
tra las resoluciones del Consejo Electoral, de confor- 
midad con la ley, no caben más recursos que los de 
revisión y el de amparo ante las Salas de la Corte 
de Apelaciones con sede en la Capital, siendo el re- 
curso de revisión el medio que los interesados tienen 
para la nueva consideración de un asunto resuelto 
por el Registro o el Consejo Electoral en materia de 
su respectiva competencia; que la ley prescribe que 
el recurso de amparo debe interponerse dentro del 
término de tres días hábiles siguientes a la notifica- 
ción de la resolución o acto recurrido, que el presen- 
te recurso de amparo es extemporáneo por haber sido 
interpuesto fuera del término indicado y, con esos 
fundamentos legales lo declara sin lugar, por impro- 
cedente, condena al recurrente al pago de las costas 
irrogadas y manda que, oportunamente, se compulse 
la certificación que la ley ordena para los efectos ju- 
risprudenciales. 


Efectuada la vista procede resolver. 
CONSIDERANDO: 


En materia electoral, el recurso de amparo es un 
contralor de la legalidad de los actos del Registro y 
Consejo Electorales y se concreta al aspecto jurídico, 
dando por sentadas las cuestiones de hecho que se 
hayan tenido como probadas al resolverse el recurso 
de revisión tramitado y fenecido por las autoridades 
electorales. Lo anterior indica que, si el interponente 
no ejercita la acción de nulidad que establece el 
artículo 108 de la Ley Electoral y de Partidos Po- 
líticos y consecuentemente omite interponer, en su 
oportunidad, el recurso de revisión respectivo, el re- 
curso de amparo es notoriamente improcedente por 
falta de sustentación procesal, razones en virtud de 
las cuales debe confirmarse el fallo recurrido. 


LEYES APLICABLES: 


Artículos 40, 41 Ley Electoral y de Partidos Po- 
líticos contenida en el Decreto Ley número 387; 32, 
33, 34, 35, 52, 53, 54, 55, 80 de la Constitución de 
la República; lo., 8, 32, 33, 34, 35 Ley Constitucio- 
nal de Amparo, Habeas Corpus y de Constituciona- 
lidad; 156, 157, 158, 159 Ley del Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, con- 
firma la sentencia recurrida con la adición de que se 
impone al Abogado que patrocinó el recurso VEIN- 
TICINCO QUETZALES de multa, que deberá ha- 
cer efectivos dentro de tercero día. Notifíquese y, 
con certificación devuélvanse los antecedentes. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.— 
Rodrigo Robles Ch.—M. A. Recinos.—Ric. Marro- 
quín M.— Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Br. GONZALO YURRITA CUES- 
TA, contra el Director del Registro Electoral. 


DOCTRINA: El recurso de amparo en materia elec- 
toral, por ministerio de la ley, se circunscribe a 
comprobar la legalidad de los actos que lo moti- 
van, aceptando las cuestiones de hecho que se tu- 
vieron como probadas en el recurso de revisión. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: CAMARA 
PENAL, CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE AM- 
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PARO: Guatemala, veintitrés de mayo de mil nove- 
cientos setenta y dos. 


Por recurso de apelación interpuesto por el Bachi- 
ller Gonzalo Yurrita Cuestas, se examina la senten- 
cia de fecha ocho de los corrientes proferida por la 
Sala Primera de la Corte de Apelaciones, constituida 
en tribunal de amparo, en el recurso interpuesto con- 
tra el Director del Registro Electoral. 


ANTECEDENTES: 


La resolución del Director del Registro Electoral 
impugnada de amparo, es de fecha: cuatro de enero 
del corriente año, número HAV-cero seis diagonal 
setenta y dos, por la cual se anuló la convención na- 
cional extraordinaria celebrada por el Partido Revo- 
lucionario en esta capital, el trece de septiembre de 
mil novecientos setenta, en virtud del recurso de nu- 
lidad interpuesto por los señores Neftalí Coronado 
Andrade y Compañeros. En tal resolución se ordenó 
al partido mencionado, celebrar nueva convención 
nacional para elegir a sus autoridades y reformar sus 
estatutos, dentro de los días del diez al veinte de fe- 
brero de ese año. 


Expone el recurrente que celebrada la nueva con- 
vención, fue electo fraudulentamente como secretario 
del partido, el licenciado Carlos Sagastume Pérez, 
pues el acto adolece de serios vicios y anomalías con 
violación de los estatutos del partido, de la ley elec- 
toral y la Constitución de la República. Movido por 
eso promovió acción de nulidad contra dicha con- 
vención, pero el Registro Electoral, en resolución de 
veintiuno de marzo último número HAV-cero ciento 
veinticuatro diagonal setenta y dos rechazó de plano 
las solicitudes de nulidad presentadas por el recu- 
rrente y el licenciado Héctor Ramos Alvarado y 
Compañeros, y, finalmente, por resolución HAV- 
ciento treinta y uno diagonal setenta y dos declaró 
el mismo Registro, sin lugar el recurso de revisión 
planteado. 


Citó el recurrente las leyes que a su juicio fueron 
infringidas, así como las que fundamentan el presen- 
te recurso, y terminó pidiendo que se declarase que 
las resoluciones impugnadas no obligan al recurrente, 
por violar derechos garantizados por la constitución 
de la República y las demás leyes invocadas. Trami- 
tado el recurso según la ley, se abrió a prueba y se 
rindieron las que constan en autos; tanto el recu- 
rrente como el Ministerio Público y Sagastume Pé- 
rez, alegaron lo que estimaron pertinente a sus de- 


rechos. 
SENTENCIA RECURRIDA: 


En la fecha ya mencionada, falló el Tribunal con- 
siderando en substancia que: el examen del Tribunal 


debe concretarse al aspecto jurídico del caso, acep- 
tando las cuestiones de hecho comprobadas en el 
recurso de revisión; que según la ley solamente pue- 
de recurrirse de amparo en materia electoral contra 
las resoluciones que cierran el recurso de revisión, 
pongan fin a las acciones de nulidad, y que resuel- 
van en definitiva las acciones promovidas de oficio o 
a instancia de parte, por lo cual no estando enume- 
rada la resolución recurrida en la ley, no le era po- 
sible conocer de la misma. Por otra parte, la reso- 
lución que declaró sin lugar el recurso de revisión, 
está bien fundada, pues el recurrente no cumplió: 
a) con presentar juntamente con el recurso la prueba 
documental que exige la ley; b) que no indicó a los 
“compañeros” a que se refiere, ni justificó represen- 
tación legal alguna; y, c) finalmente, porque no acre- 
ditó, según la ley, su calidad de miembro inscrito del 
partido de que se trata. 


Con base en lo anterior la Sala declaró improce- 
dente el recurso de amparo contra la primera reso- 
lución, y se abstuvo de conocer en la segunda de las 
resoluciones recurridas y, sin condena en costas, man- 
dó certificar copia del fallo al estar firme, para logs 
efectos jurisprudenciales que manda la ley. 


Efectuada la vista, procede resolver; y 
- CONSIDERANDO: 


El artículo 40 de la Constitución de la República 
establece, contra las resoluciones del Registro y del 
Consejo Electorales, los recursos de revisión y de am- 
paro que, en consonancia con el artículo 84 de la 
misma Constitución, está regulado este último por 
una ley constitucional, en este caso el artículo 32 de 
la Ley de Amparo, Habeas Corpus y de Constitucio- 
nalidad, norma que limita el amparo al examen del 
aspecto jurídico, dando por sentadas las cuestiones 
de hecho que se tuvieron por probadas en el recurso 
de revisión. De tal manera que, para impugnar una 
resolución del Registro o del Consejo Electorales, 
mediante el recurso de amparo, es indispensable que 
primero se haya interpuesto y resuelto el recurso de 
revisión. Ahora bien, en el presente caso, el recurso 
de amparo, en virtud del razonamiento que antecede, 
no es procedente contra lo resuelto en la acción de 
nulidad, por consiguiente debe declararse en este as- 
pecto sin lugar, en virtud de que no se trata de lo re- 
suelto en la revisión que debe precederlo. En cuanto 
a la resolución que rechazó de plano el recurso de 
revisión, si bien es admisible el recurso de amparo 
para ser tramitado, también debe ser desestimado, 
porque limitándose el recurso, como ya se dijo, al 
examen del aspecto jurídico, según los hechos que 
se tuvo por probados en el recurso de revisión, debe 
aceptarse al analizar esta resolución que, entre las 
razones que tuvo el Registro Electoral para rechazar- 


GACETA DE LOS TRIBUNALES 55 


lo de plano, se comprueba el hecho de que el recu- 
rrente Gonzalo Yurrita Cuesta, no obstante haber 
venido gestionando en su solo nombre en la acción 
de nulidad, interpuso el recurso de revisión junta- 
mente con otras personas bajo el rubro de “Y COM- 
PAÑEROS”, a quienes no identificó y de quienes 
tampoco acreditó ser personero, por lo cual el re- 
chazo de plano se ajusta a derecho, por estar plena- 
mente probado en las propias actuaciones. 


LEYES APLICABLES: 


Artículos: lo., Inciso 7o., 31, 32, 33, 34, 48, 51, 53 
y 74 Ley de Amparo, Habeas Corpus y de Constitu- 
cionalidad; 83, 84 Constitución de la República; 157, 
159, 169, 206, 208 Ley del Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, cons- 
tituida como Tribunal de Amparo, con apoyo en las 
leyes invocadas, CONFIRMA la sentencia recurrida. 
Notifíquese y con certificación de lo resuelto devuél- 
vanse los antecedentes a donde corresponde. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.— 
H. Vizcaíno L.—M. A. Recinos.—Ric. Marroquín M. 
—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Apelación de Amparo interpuesto por Moisés Cano 
Pérez. contra el ex-juez de Primera Instancia del 
departamento de Retalhuleu. 


DOCTRINA: No procede el recurso de amparo en 


asuntos del orden judicial respecto a las partes y 
personas que intervienen en ellos. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, treinta de mayo le mil nove- 
cientos setenta y dos. 


En APELACION se ve la sentencia del diecinueve 
del pasado mes de abril, pronunciada por la Sala Oc- 
tava de la Corte de Apelaciones, constituida en TRI- 
BUNAL DE AMPARO, en el recurso de igual na- 
turaleza que interpusiera Moisés Cano Pérez contra 
el ex-Juez de Primera Instancia del departamento de 
Retalhuleu. 


El apelante fue auxiliado por el licenciado Augus- 
to Sac Recancoj; el primero tiene su domicilio en el 
departamento de Retalhuleu, finca San Luis, muni- 
cipio de San Felipe; el segundo en la ciudad de 


Quezaltenango y el recurrido en Puerto Barrios, de- 
partamento de Izabal, donde desempeña actualmente 
el cargo de Juez Segundo de Primera Instancia. 


DE LOS HECHOS OBJETO DEL RECURSO 


El señor Moisés Cano Pérez pidió amparo, porque, 
estando ausente del lugar de su residencia, fue citado 
por dos veces, para presentarse al Juzgado de Pri- 
mera Instancia de Retalhuleu, sin que se le indicara 
concretamente el objeto de las citaciones, como lo 
prescribe el artículo 76 de la Constitución de la Re- 
pública. Explicó que en ambas citaciones se dijo que 
se le necesitaba para una diligencia judicial, pero no 
se indicó concretamente qué clase de diligencia, lo 
que además de la “atroz violación” del artículo ci- 
tado, tipifica el delito de abusos contra particulares; 
que, además, para lo que se le necesite, hay exhortos 
y despachos y que existe “flagrante abuso de autori- 
dad, abuso que merece enjuiciamiento de orden penal, 
por la paz social, por el respeto a los derechos hu- 
manos, los cuales están consagrados mundialmente”. 


RESUMEN DE LA SENTENCIA RECURRIDA 


La Sala narra concretamente los hechos de autos, 
por lo que no se hace necesario rectificación alguna. 
En su parte considerativa estima que quedó estable- 
cido que el funcionario, contra quien se recurre, libró 
dos citaciones al señor Cano Pérez, según las certifi- 
caciones de los originales y copias recabadas duran- 
te el período probatorio; que en ambas ocasiones la 
citación se hizo para la práctica de “una diligencia 
judicial” o sea a persona con intervención en asunto 
judictal; que la norma Constitucional aplicable al 
caso es el artículo 81, que establece la improceden- 
cia del amparo en asuntos del orden judicial respecto 
a las partes y personas que intervinieren en ellos, a 
lo que debe agregarse que la misma ley fundamental 
de la República estatuye la prevalencia de sus dis- 
posiciones sobre cualquier ley; y que, de consi- 
guiente, el amparo es improcedente. No hace especial 
condena en costas ni impone multa, porque estima que 
el recurso no tiene calidad de frívolo ni de notoria- 
mente improcedente, 


DEL EXTRACTO DE LAS PRUEBAS Y DE LAS 
ALEGACIONES DE LAS PARTES 


El proceso se abrió a prueba y por parte del recu- 
rrente se recibieron las declaraciones de Irene Gon- 
zález de Oroxom e Ignacio Oroxom, sin otro apellido, 
quienes afirmaron que el dieciocho de febrero, fecha 
de la primera citación, se fueron con Cano Pérez en 
una romería a Tecún Umán, regresando al día si- 
guiente. El funcionario recurrido propuso como prue- 
ba la ratificación del memorial de interposición del 
recurso, petición que fue denegada y por el Ministe- 
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rio Público se solicitaron los originales de las cita- 
ciones referidas. El señor Cano Pérez pidió que se 
declarara con lugar el recurso, porque el Juez se re- 
sistió a informar en qué asunto se le necesitaba y no 
envió los respectivos antecedentes que motivaron las 
citaciones, oposición que sanciona la ley con inme- 
diata destitución; y terminó pidiendo la destitución 
del funcionario, certificándose lo conducente a la 
Corte Suprema “para su debido cumplimiento” y la 
certificación de lo conducente para el correspondiente 
antejuicio, por abusos contra particulares. 


El Juez pidió que el recurso se declarara sin lugar; 
ratificó los términos del informe que rindió a la su- 
perioridad y después de señalar que hay mentira en 
el inferponente porque el diecinueve de febrero fue 
sábado y no viernes y que la fotocopia que acompa- 
ñó Cano Pérez no es la que extendiera el tribunal a 
su cargo, expresó que el interponente tuvo recursos 
para impugnar las citaciones y no hizo uso de ellos, 
siendo que el artículo 61 de la Ley Constitucional de 
Amparo prohibe la interposición del recurso en asun- 
tos de orden judicial y administrativo cuando tengan 
establecidos procedimientos o recursos por cuyo me- 
dio puedan ventilarse adecuadamente. 


CONSIDERACIONES DE DERECHO: 


Tal y como lo señala la Sala que sentenció en pri- 
mer grado, el artículo 81 de la Constitución de la 
República, es terminante cuando en su inciso prime- 
ro, párrafo primero, establece que en asuntos del or- 
den judicial respecto a las partes y personas que in- 
tervienen en ellos, es improcedente el amparo. Y, por 
otro lado, el articulo 246 de la misma Constitución, 
establece que los tribunales de justicia observarán 
siempre el principio de que la Constitución prevalece 
sobre cualquier ley o tratado internacional. En esta 
materia las citaciones que hacen Jos jueces corres- 
ponden a actividad jurisdiccional y, de consiguiente, 
el recurrente tuvo a su alcance medios suficientes de 
impugnación, si consideró que el procedimiento del 
juez era ilegal. La doctrina y la ley explican clara- 
mente la naturaleza del amparo, para evitar que con 
él se pretenda crear, dentro de los procesos judicia- 
les, otros modos de refutación, que por su naturaleza 
han sido objeto de cuidadosa reglamentación. De 
consiguiente la sentencia venida en grado debe con- 
FErmarse. 


LEYES: 


Articulos citados, 38 inciso 3o., 157, 158, 159, 163, 
169 de la Ley del Organismo Judicial. 52, 53, 54, 55 
de la Ley Constitucional de Amparo, Habeas Cor- 
pus y de Constitucionalidad (Decreto No. 8 de la 
Asamblea Nacional Constituyente). 
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POR TANTO: 


LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Cámara 
de lo Penal, constituida en Tribunal de Apelación de 
Amparo, CONFIRMA la sentencia recurrida. Noti- 
fiquese, devuélvanse los autos en la forma que co- 
rresponde y extiéndase certificación de este fallo pa- 
ra los efectos de la compilación de doctrina, princi- 
pios de derecho y jurisprudencia. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.— 


H. Hurtado A.—M. A. Recinos.—Ric. Marroquín M. 
—Ante mí: M, Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por María Antonieta Velásquez Rosales, 
contra el Ministro de Gobernación y el Director 
General de la Policía Nacional. 


DOCTRINA: Es improcedente el recurso de amparo 
cuando los hechos en que se fundamenta constitu- 
yen materia de otro recurso. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, dos de junio de mil novecientos 
setenta y dos. 

Se tiene a la vista para resolver el recurso de am- 
paro interpuesto por Maria Antonieta Velásquez Ro- 
sales, contra el Ministro de Gobernación y el Direc- 
tor General de la Policia Nacional. 


ANTECEDENTES: 


Maria Antonieta Velásquez Rosales presentó el re- 
curso relacionado a “efecto de que a la presentada y 
a su hijo Edwin Haroldo Horney Velásquez, se les 
mantenga y restituya en el goce de las garantias in- 
dividuales que establece la Constitución de la Re- 
pública; y que se declare que los actos que luego se 
expresan, cometidos por los funcionarios en contra 
de los cuales se endereza el recurso, contravienen los 
derechos garantizados por la Carta Fundamental, y 
que afectan a los recurrentes”, 


Asegura la presentada que su hijo Edwin Haroldo 
Horney Velásquez fue capturado, sin haber sido con- 
signado a los Tribunales de Justicia, y que su subsi- 
guiente desaparición le hace temer por+su vida o su 
integridad personal: que su hijo fue capturado, el 
veinte de abril del año en curso, a las veintiuna ho- 
ras y quince minutos, por los detectives doscientos 
cincuenta y tres y doscientos cuarenta y tres, y, po- 
siblemente, otros más, con motivo de haberse produ- 
cido una balacera en la zona diez de esta Capital; 
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que el Director General de la Policía Nacional se 
constituyó en el lugar de los hechos, comprobando 
que los disparos se produjeron cuando varios ladro- 
nes intentaron penetrar a la casa del señor Golts y 
que los malhechores habían sido repelidos al hacér- 
seles varios disparos; «que, en esa oportunidad, los 
detectives nombrados capturaron, por sospechoso, a 
su hijo Edwin Haroldo Horney Velásquez, quien po- 
siblemente transitaba por ese lugar al ocurrir los 
hechos, sin tener participación en ellos: que fue con- 
ducido al cuerpo de los detectives de la Policía Na- 
cional, no fue consignado a los tribunales y, a la fe- 
cha, ignora su paradero, lo que hace nugatorias las 
garantías constitucionales del debido proceso y del 
derecho de defensa, de cuyas violaciones responsa- 
-biliza al Ministro de Gobernación y al Director Ge- 
neral de la Policía Nacional, por la participación que 
tuvieron en el caso, y ser los funcionarios bajo cuya 
dependencia se encuentran las autoridades menores 
que intervinieron en los sucesos que motivan el pre- 
sente amparo, el que interpone en virtud del resul- 
tado negativo de los recursos de habeas corpus pre- 
sentados a favor del detenido. 


Expone la señora Velásquez Rosales que interpuso 
varios recursos de exhibición personal con los si- 
guientes resultados: 


PRIMERO: a) el veintidós de abril, de este año, 
a las trece horas, el Juez Segundo de Paz de lo Cri- 
minal practicó diligencias de habeas corpus, sin con- 


secuencias favorables; b) en esa misma fecha, el mis-: 


mo funcionario judicial, al constituirse en el cuerpo 
de detectives de la Policía Nacional, tuvo a la vista 
el libro de control donde aparece que Edwin Horney 
Velásquez fue registrado con fecha veintidós de abril 
de este año, día en que ingresó a las nueve horas y 
cinco minutos y que fue dado libre a las nueve horas 
y quince minutos del mismo día de su detención, por 
lo que la recurrente estima la inverosimilitud de tal 
dato por haber sido registrado en un libro y ponerlo 
luego en libertad sin' interrogarlo; 


SEGUNDO: a) el Juez Primero de Primera Ins- 
tancia de lo Penal se constituyó en el Segundo Cuer- 
po de la Policía Nacional, donde no apareció regis- 
trado el nombre de su hijo ni se encontró en las de- 
pendencias de ese cuerpo: b) ese mismo día el Juez 
nombrado practicó, también, sin éxito, igual diligen- 
cia en el Primer Cuerpo de la Policía Nacional; c) al 
constituirse el Juez en el Cuerpo de Detectives de la 
Policia Nacional, en la misma fecha, se le mostró el 
libro de control de capturados y detenidos, compro- 
bándose que Edwin Haroldo Horney Velásquez fue 
capturado el veinte de abril del año en curso y, se- 
gún otro libro, que se le puso a la vista, fue puesto 
en libertad el día veintidós del mismo mes, lo que 
demuestra una discrepancia con los datos anteriores, 


en que se hace constar que fue puesto en libertad el 
mismo dia; 


TERCERO: el siete de mayo recién pasado se 
constituyó el Juez Séptimo de Paz de lo Penal en el 
Primer Cuerpo de la Policia Nacional y en los libros 
de ese cuerpo no apareció el nombre del hijo de la 
recurrente, pero después de habérsele llamado, Luis 
Jordán Lambat, Roberto Ramón Higueros Miranda y 
Jesús González Apolinar, detenidos en ese cuerpo, le 
informaron: gue vieron al hijo de la presentada en 
ese lugar de detención, por eso del cuatro de mayo 
de este año, que dejó esa detención más o menos el 
día cuatro ya indicado y que estuvo alli, más o me- 
nos, seis días; 


CUARTO: que, además de los recursos de exhi- 
bición relacionados, interpuestos a favor de su hijo, 
se tramitaron otros ante esta Corte, la Sala Cuarta 
de la Corte de Apelaciones, Juzgados Tercero, Cuar- 
to, Octavo, Noveno, Décimo de Primera Instancia de 
lo Penal; Juzgados Sexto, Octavo, Duodécimo y Déci- 
mo tercero de Paz de lo Penal: pero todos y cada 
uno de ellos con resultados negativos. 

Citó los fundamentos de derecho que, a su juicio, 
sirven de base al recurso. 


Aportó como pruebas: fotocopias de la certificación 
de la partida de nacimiento de Edwin Haroldo Hor- 
ney Velásquez; certificación de carencia de antece- 
dentes penales y de las certificaciones de las diferen- 
tes diligencias de exhibición personal presentados a 
favor de Edwin Haroldo y de un recorte del Diario 
El Imparcial relativa a la detención del mismo. 


Formuló la declaración jurada correspondiente y 
el petitorio que se concreta: al trámite del recurso, 
que, si no se informa en tiempo, se decrete el amparo 
provisional, que, si esta Corte lo cree necesario se 
abra el caso a prueba y que “al pronunciarse el fa- 
llo que procede se declare con lugar el amparo soli- 
citado”. 


En la misma audiencia se dio trámite al recurso de 
amparo que se ha mencionado, se pidieron los antece- 
dentes o en su defecto informe circunstanciado al 
Ministro de Gobernación y al Director General de 
la Policía Nacional, quienes, dentro del término de 
cuarenta y ocho horas informaron: el Director de la 
Policía Nacional que: Edwin Haroldo Horney Velás- 
quez fue detenido en la catorce calle y sexta avenida 
de la zona diez de esta ciudad entre las veintiuna y 
las veintidós horas del veinte de abril de este año, 
por elementos de la radiopatrulla número cuarenta y 
nueve porque, juntamente con otros dos individuos, 
pretendían robar en una residencia o en un automó- 
vil estacionado; que estos individuos, al notar la pre- 
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sencia de la policía, se pusieron en fuga, lográndose 
únicamente la detención de Horney Velásquez, quien 
fue conducido para la investigación del caso y que 
el día siguiente, al comprobarse que no tenía respon- 
sabilidad en el hecho denunciado, fue puesto en li- 
bertad, según informe del jefe del cuerpo de Detecti- 
ves. El Ministro de Gobernación rindió un informe en 
términos parecidos al presentado por el Director de 
la Policía Nacional. 


Se concedió audiencia a la recurrente y al Minis- 
terio Público por cuarenta y ocho horas, quienes al 
evacuarlas alegaron: la recurrente argumentando en 
pro de las motivaciones del recurso presentado por 
ella y pidiendo la apertura del mismo a prueba, y el 
Ministerio Público alegando que el recurso es impro- 
cedente, por haberse consentido por la recurrente los 
hechos que indica en su escrito, ya que corrió el tér- 
mino que la ley establece sin que hubiera hecho la 
gestión correspondiente, y además, por no haber ma- 
teria para el recurso en cuestión, y solicita que, por 
ser innecesaria la apertura a prueba, se dicte la re- 
solución que proceda. 


CONSIDERANDO: 


ON 


La recurrente interpuso este recurso de amparo, 
según sus propias palabras, para que a la presentada 
y a su hijo, Edwin Haroldo Horney Velásquez, se 
les mantenga y restituya en el goce de las garantías 
individuales que establece la Constitución de la Re- 
pública y para que se declare que los actos come- 
tidos, conforme lo asegura, por los funcionarios con- 
tra quienes lo endereza, contravienen los derechos ga- 
rantizados por la Carta Fundamental y afectan tanto 
a la recurrente como a Edwin Haroldo Horney Velás- 
quez. 


En cuanto se refiere a la señora Valásquez Rosa- 
les no se hizo constar, por ella, cuáles son las ga- 
rantías individuales que estima vulneradas ni señaló 
los actos de los funcionarios que hayan contravenido 
sus derechos, garantizados por la Constitución de la 
República y en estas condiciones no aparece la re- 
currente situada en ninguno de los casos que dan 
lugar al amparo. Es decir: el recurso carece de la ma- 
teria que pudiera hacerlo procedente. 


— U — 


Lo mismo acontece en cuanto al amparo solicitado 
a favor de Edwin Haroldo Horney Velásquez por- 
que, como ha quedado demostrado, se trató de exhi- 
birlo como consecuencia de los muchos recursos de 
habeas corpus presentados a su favor; pero como no 


fuera localizado, porque se informó de su detención 
y su libertad, sin haberse consignado a los tribuna- 
les de justicia por estimarse innecesario, se ordenó la 
instrucción de la averiguación correspondiente, como 
consta en una de las certificaciones acompañadas y, 
en tales circunstancias, no aparece la violación de 
garantías personales, ni hay actos de la autoridad que 
den lugar al amparo contenido en el artículo lo. de 
la Ley Constitucional de Amparo, Habeas Corpus y 
de Constitucionalidad, por lo cual se estima que no 
hay materia jurídica que pudiera servir de funda- 
mento para hacerlo procedente, ya que los hechos 
denunciados dieron lugar a exhibiciones personales 
que son excluyentes del amparo que se pretende. 


+ Mi 


Por ser protestativo de este tribunal resolver en 
cuanto a las costas procesales, debe exonerarse de 
ellas a la recurrente, pero, siendo el recurso de am- 
paro presentado notoriamente improcedente, debe 
sancionarse al abogado que lo patrocinó. 


LEYES APLICABLES: 


Artículo 80 incisos lo. y 20. de la Constitución de 
la República; lo. incisos lo. y 2o.; 7o. inciso lo.; 22, 
30, 31, 33, 35, 48, 73, 74 Ley Constitucional de Am- 
paro, Habeas Corpus y de Constitucionalidad; 157, 
158, 159 Ley del Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, de- 
clara: sin lugar, por improcedente el presente recurso 
de amparo; no hay especial condena en costas y se 
impone al abogado que lo patrocinó, veinticinco quet- 
zales de multa que ingresarán a la Tesorería de Fon- 
dos Judiciales y que hará efectivo dentro de tercero 
dia. Notifíquese y certifiquese el presente fallo para 
los efectos jurisprudenciales correspondientes. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.— 
A. Bustamante R.—Ric. Marroquín M.—H. Pellecer 
Robles. —Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por: Licenciado Arturo Chur del Cid y 
los señores Felipe Antonio Hernández Valencia, 
Desiderio Menchú Escobar y Silverio de Jesús Va- 
rela Silva contra el Director del Registro Electoral. 


DOCTRINA: Para que proceda el recurso de am- 
paro en materia electoral y de partidos políticos, 
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es necesario que se den los casos señalados por 
la ley. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
DE LO PENAL, CONSTITUIDA EN TRIBUNAL 
DE AMPARO: Guatemala, veintiuno de junio de 


mil novecientos setenta y dos. 


En apelación se ve la sentencia de fecha siete de 
los corrientes, dictada por la Sala Segunda de la 
Corte de Apelaciones, constituida en Tribunal de 
Amparo, en el recurso de igual naturaleza que inter- 
pusieron el Licenciado Arturo Chur del Cid y los 
señores Fel'pe Antonio Hernández Valencia, Desi- 


derio Menchú Escobar y Silverio de Jesús Varela * 


Silva, contra el Director del Registro Electoral. 
ANTECEDENTES: 


El veinticinco de mayo del año en curso, los re- 
currentes comparecieron ante la Sala Segunda de la 
Corte de Apelaciones, interponiendo Recurso de Am- 
paro contra el Director del Registro Electoral, por- 
que habiendo planteado la nulidad de la Octava 
Convención o Asamblea General Nacional Extra- 
ordinaria, así como la de la Doce Asamblea General 
Ordinaria, ambas del Partido Democracia Cristiana 
Guatemalteca, efectuadas el seis de febrero de este 
año, en vista de no haberse agotado previamente, 
para la primera, los requisitos marcados por los es- 
tatutos de dicho partido, y de haberse fundamentado 
la elección de miembros del Directorio, durante la 
segunda, en las reformas introducidas a los mencio- 
nados estatutos, con violación a las leyes aplicables 
al caso, el Director del Registro Electoral, en pro- 
videncia de fecha veintisiete de abril, número HAV 
ciento cincuenta y tres diagonal setenta y dos, ordena 
que “previo a resolver” se acumulen a las solicitudes 
presentadas por el Secretario General del Partido De- 
mocracia Cristiana Guatemalteca, de fecha diecisiete 
de abril, sujetando sus planteamientos a una inves- 
tigación netamente política que de oficio ordena abrir. 
Exponen los presentados que, al no resolver el Di- 
rector del Registro Electoral sobre el trámite co- 
rrespondiente a las nulidades, se solicitó la recon- 
sideración de la providencia número HAV ciento 
cincuenta y tres diagonal setenta” y dos, por carecer 
de base legal, lo que se resolvió sin lugar con omi- 
sión de razonamiento, en providencia número ciento 
sesenta y tres diagonal setenta y dos, de fecha die- 
ciséis de mayo; que ante esa situación plantearon 
recursos de revisión de la providencia número HAV 
ciento cincuenta y tres diagonal setenta y dos, fun- 
damentándolos en que “no se resolvió nada más 
(sobre la acumulación obvia indicada) en el trámite 
indicado y obligado de las nulidades respectivas”, 
condicionando las mismas a la investigación política 
que de oficio ordenó abrir, cuando sus acciones de 


nulidad deriven de las irregularidades e infracciones 
de ley en cuanto al funcionamiento interno del par- 


tido. Indican que recurrieron de revisión para que 


se reconsiderara la providencia de mérito y se diera 
curso a sus acciones de nulidad; pero que, el Director 
del Registro Electoral, sin ninguna consideración que 
lo fundamente, en providencia número HAV ciento 
sesenta y ocho diagonal setenta y dos, de fecha die- 
cinueve de mayo último, resolvió declarando con 
lugar la revisión, y al dejar sin efecto la providencia 
número ciento cincuenta y tres diagonal setenta y 
dos, del veintisiete de abril de este año, “se concreta 
a repetir exactamente los mismo términos de esta 
providencia”, la que varía únicamente en cuanto a 
la designación de las personas que deben oirse. Se- 
ñalan que el recurso de revisión, planteado aparte 
por los presentados, mereció la providencia número 
HAV ciento sesenta y nueve diagonal setenta y dos, 
que ordena estarse a lo resuelto en la número HAV 
ciento sesenta y ocho diagonal setenta y dos; que al 
dejar en la misma situación de inatendidas las ac- 
ciones de nulidad presentadas, negándoles el trámite 
correspondiente, el Director del Registro Electoral 
infringió los artículos 35, inciso 2o., 40 y 41 de la 
Ley Electoral y de Partidos Políticos, 44, 46 y 62 
de la Constitución de la República, conforme a los. 
razonamientos que exponen. Piden que al resolver 
el presente recurso, se dejen sin efecto las provi- 
dencias números HAV ciento sesenta y ocho diago- 
nal setenta y dos y ciento sesenta y nueve diagonal 
setenta y dos, así como todo lo actuado con poste- 
rioridad, las que no les son obligatorias por violar 
la Constitución y las leyes citadas, y se disponga 
que el Director del Registro Electoral se ajuste a los 
procedimientos de ley, tramitando las nulidades plan- 
teadas. 


Admitido el Recurso de Amparo para su trámite, 
se pidieron los antecedentes, o en su defecto, informe 
circunstanciado, y al responder el Director del Re- 
gistro Electoral, enviando el expediente respectivo, 
manifestó que sólo después de establecer que no 
existen vinculaciones internacionales con el Partido 
Democracia Guatemalteca, podrá conocer de lo 
relativo a las nulidades . planteadas, ya que lo 
primero afecta el orden público del Estado y lo 
segundo únicamente a sus afiliados. Se dio audiencia 
al recurrente, Ministerio Público y partido político 
Democracia Cristiana Guatemalteca. El primero alegó 
lo que estimó pertinente y pidió que se declarara 
con lugar el recurso: el segundo señaló defecto téc- 
nico en su planteamiento, por tratarse de un caso 
de silencio administrativo, y advirtió su improce- 
dencia. 


Agotado el trámite, la Sala declaró sin lugar el 
Recurso de Amparo, por improcedente, fundamentan- 
do su fallo en que las providencias, contra las que 
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se recurre, no tienen la calidad de impugnables por 
tal medio, pues si bien el Director del Registro Elec- 
toral, declara con lugar el recurso de revisión inter- 
puesto, no lo resuelve propiamente, sino que posterga 
su decisión hasta que se concluya la investigación 
que abrió de oficio. Estimó que en esas circunstan- 
cias la revisión mo se encuentra cerrada, y que-la 
actuación del Director del Registro Electoral no vul- 
nera derecho constitucional, ni causa agravio alguno. 
Condenó a los recurrentes al pago de las costas 
respectivas y dispuso lo relativo a los efectos ju- 
risprudenciales. 


CONSIDERANDO: 


Para los efectos del presente Recurso de Amparo, 
se entiende por recurribles las resoluciones que cie- 
rran el recurso de revisión, las que ponen fin a las 


acciones de nulidad, y las que resuelven, en defi-. 


nitiva, las acciones promovidas con motivo de la 
reforma total o parcial de estatutos, y sobre acuerdos 
tomados en las convenciones celebradas por los par- 
tidos o por sus cuerpos directivos. En este caso, 
los interesados recurrieron de amparo contra las pro- 
videncias números HAV ciento sesenta y ocho dia- 
gonal setenta y dos y ciento sesenta y nueve dia- 
gonal setenta y dos, ambas de fecha diecinueve de 
mayo del año en curso, por las que la Dirección 
del Registro Electoral declara con lugar el recurso 
de revisión y manda que se esté a lo resuelto en 
la anterior, respectivamente. En la primera provi- 
dencia, al entrar a considerar el asunto que dice re- 
suelto, deja sin efecto la número HAV ciento cin- 
cuenta y tres diagonal setenta y dos, disponiendo 
que previo a resolver se acumulen los memoriales 
presentados por el señor Arturo Chur del Cid y 
compañeros, a las solicitudes del Secretario Genera! 
del Partido Democracia Guatemalteca, y que se 
abra la investigación a que alude. Del estudio 
de dichas providencias se establece, que no hay asun- 
to de fondo resuelto en definitiva por el Registro 
Electoral, porque sus resoluciones son de trámite 
procesal, preparatorias de una decisión final, y por 
lo tanto no infringe, en su disposición, los derechos 
y garantías a que se refiere la ley, lo que hace 
evidente la improcedencia del Recurso de Amparo 
interpuesto por los presentados. 


LEYES APLICABLES: 


Artículos: 52, 53, 54 y 55 de la Ley Constitucional 
de Amparo, Habeas Corpus y de Constituciona- 
lidad (Decreto número 8 de la Asamblea Nacional 
Constituyente); 40 y 41 de la Ley Electoral y de 
Partidos Políticos (Decreto Ley número 387); 38, 
inciso 3o., 157, 158 y 159, 163 y 169 de la Ley del 


Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, 
CONFIRMA la sentencia apelada. Notifíquese, y con 
certificación de lo resuelto, devuélvanse los antece- 
dentes. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.— 
A. Bustamante R.—Ric. Marroquín M.—H. Pellecer 
Robles.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por el Licenciado Alfredo Mejía Dávila 
contra la Sala Décima de la Corte de Apelaciones. 


DOCTRINA: Es improcedente el Recurso de Am- 
paro en asuntos judiciales, con respecto a las per- 
sonas que intervienen en ellos. í 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, veintinueve de junio de mil no- 
vecientos setenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el Recurso” de 
Amparo interpuesto por el Licenciado Alfredo Mejía 
Dávila, contra la Sala Décima de la Corte de Ape- 
laciones. 


ANTECEDENTES: 


Los hechos que dieron origen al Recurso de Am- 
paro, presentado por el Licenciado Alfredo Mejía 
Dávila, son los siguientes: se tramita, en el Juzgado 
Sexto de Primera Instancia Penal, el proceso número 
quinientos dieciséis, a cargo del Oficial Séptimo, con- 
tra Fahima Saadallah Francis y Saadalla Khalil 
Francis, por los delitos de asesinato y, falsificación 
de documentos públicos. El proceso se encuentra en 
la fase pública y, como prueba, por parte de la 
defensa, se promovió la pericial a efectuarse en el 
protocolo, del recurrente, del año mil novecientos 
setenta, para determinar, entre otras cosas, si las 
firmas de los procesados, que aparecen en escritura 
pública número ocho y nueve de ese año, son o no 
auténticas; que en el proceso identificado, dice el 
recurrente, no ha tenido participación como abogado, 
representante de las partes, funcionario o empleado 
que dependa del Tribunal, ni mucho menos litigante, 
y, al verificarse la prueba que ha indicado sin no- 
ticia de su parte, lógicamente se le puede afectar, 
ya que ignora, entre otras cosas, qué clase de per- 
sonas sean o puedan ser las nombradas para dicta- 
minar sobre la autenticidad de las firmas que apa- 
recen en su protocolo; que el Juzgado Sexto de 
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Primera Instancia de lo Criminal, con fecha veinti- 
cinco de abril de mil novecientos setenta y dos, 
dictó resolución declarando: a) que confirma a los 
expertos nombrados; b) que acepta los puntos sobr» 
los que versará el dictamen; c) fija el plazo para 
rendir dictamen sobre los puntos señalados; d) se- 
ñala la audiencia del día veintiséis de abril del co- 
rriente año, para que el Notario Alfredo Mejía 
Dávila presente al Tribunal, su protocolo el día y 
hora señalados, bajo apercibimiento de que, si no 
lo hace, se le impondrá una multa de veinticinco quet- 
zales por desobedecer las providencias dictadas por 
el mismo; que la resolución le fue notificada el mis- 
mo día y al siguiente interpuso recurso de reconsi- 
deración y, al mismo tiempo, solicitó que se dejara 
sin efecto el señalamiento de audiencia para exhi- 
bir su protocolo, argumentando que no estaba 
obligado a ello, ya que no había sido emplazado 
debidamente, ni había tenido conocimiento de la rea- 
lización de la prueba que se pretendía verificar; que 
ese mismo día, el Tribunal resolvió su petición, de- 
negándola e indicando concretamente en cuanto a 
la reconsideración del apremio, que no había lugar, 
porque el recurrente no es parte del proceso, con 
lo cual estima el interesado, le está dando la razón 
de lo alegado, pues, como no es parte en el proceso, 
no pueden obligarle las resoluciones dictadas en el 
mismo; que el veintisiete de abril, el Tribunal dictó 
nueva resolución haciendo efectivo el apercibimiento 


«y señaló la nueva audiencia del ocho de mayo, de 


este año, para la presentación del protocolo, bajo 
apercibimiento de proceder judicialmente en su con- 
tra por desobediencia; que al hacérsele saber las re- 
soluciones respectivas, interpuso contra ellas los 
recursos de reconsideración y apelación correspon- 
dientes y, al conocer la Sala Décima de la Corte 
de Apelaciones con fecha veintiséis. de abril, con- 
firmó la resolución apelada, considerando que los 
apremios son aplicables a los abogados en general, 
sin que deba entenderse sólo a los abogados de las 
partes, agregando que los jueces tienen, además, fa- 
cultades para compeler y apremiar, por los medios 
legales a cualquier persona para que esté a derecho, 
confirmando así, no sólo el apremio indebido, sino 
la orden de presentar al Tribunal su protocolo para 
que sea examinado. Que la forma de resolver rela- 
cionado lo obliga a recurrir de amparo, ya que es- 
tima que se contradicen las garantías constitucionales 
contenidas en los artículos 45, párrafo 2o., 35 y 
58 de la Constitución de la República; que además 
de ser atentatorio y lesivo a la fe pública notarial, 
ya que sin ser oído, citado y emplazado a juicio, 
ni en calidad personal, ni como Notario, ni en cual- 
quiera otra, se dispuso la realización de esa diligen- 
cia de prueba, la que, al ser realizada sin su control 
y vigilancia, puede ocasionarle graves daños perso- 
nales y profesionales, pues, asegura que los motivos 
de excusa o recusación, por ejemplo, que pudiera 


tener contra los expertos nombrados se hacen nu- 
gatorios en esa forma, afectándose temporalmente sus 
derechos en un proceso en el cual, como los mismos 
tribunales lo reconocen, no es parte. Ofreció como 
prueba la documentación original que contiene las 
resoluciones a que se ha referido y la ejecutoria 
de la Sala Décima de la Corte de Apelaciones, en 
relación con la confirmatoria que relacionó. Citó las 
normas constitucionales en que descansa su petición 
de amparo e hizo las argumentaciones relativas al 
planteamiento de derechos que estimó pertinentes. 
Manifestó que depositó en al Tesorería de Fondos 
Judiciales la multa a que se le impuso, indebida- 
mente a su juicio; expuso que en el Juzgado Segundo 
de Primera Instacia de lo Penal fue presentada, por 
Fahima Saadallah Francis y Saadallah Kalil Fran- 
cis, querella criminal contra el recurrente por falsi- 
ficación de documentos, tribunal en el que fue inda- 
gado, electuándose dictamen pericial.en su protocolo 
por medio de experto y que quedó en libertad, por 
no haberse encontrado motivo para decretarle pri- 
sión, por lo que queda aclarado que no es temor 
alguno de presentar sus protocolos, el motivo de opo- 
nerse a las resoluciones a que este recurso se refiere, 
sino para que no se afecten sus derechos. 


Hizo el juramento que la ley exige; pidió la sus- 
pensión provisional de las resoluciones que dieron 
origen al recurso, y que, oportunamente se declarase 
procedente este Recurso de Amparo y, en conse- 
cuencia, que las resoluciones de fechas veinticinco 
y veintiséis de abril de este año, dictadas por el 
Juzgado Sexto de Primera Instancia de lo Penal y 
confirmadas por la Sala Décima de la Corte de Ape- 
laciones, en auto de veinticinco de mayo del año 
en curso, no le eran obligatorias por contravenir a 
la ley. 


En la misma fecha de su petición, se dio trámite 
al Recurso de Amparo interpuesto, se pidieron el 
informe o los antecedentes, dentro del término de ley 
y se denegó el amparo provisional. 


El recurrente interpuso recurso de apelación de 
la denegatoria de amparo provisional, que se resolvió 
sin lugar por improcedencia. 


Recibimos en tiempo los antecedentes, se dio vista 
al recurrente y al Ministerio Público y, por ser inne- 
cesaria la apertura a prueba, procede resolver: 


CONSIDERANDO: 


Asegura el recurrente que la forma de resolver de 
la Sala Décima de la Corte de Apelaciones, le obliga 
a recurrir de amparo, ya que estima que contradice 
las garantías contenidas en los artículos 45, párrafo 
segundo, 53 y 58 de la Constitución de la República; 
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pero al examinar estas normas constitucionales, se 
advierte que el interponente incurre en error al citar, 
en forma inadecuada, las leyes que indica como vio- 
ladas por la Sala nombrada. En efecto: no está de- 
mostrado que se haya impedido o limitado el ejer- 
cicio de un derecho o cumplimiento de un deber 
ciudadano, pues no puede interpretarse, con tal efec- 
to, las resoluciones que los tribunales dicten en de- 
terminado sentido contra las pretensiones de quienes 
acuden a ellos; no se ha violado la defensa de la 
persona o de los derechos de reclamante, ni se le 
ha juzgado por comisión o por tribunales especiales, 
pues las determinaciones del Tribunal de Segunda 
Instancia obedecen a las gestiones, en virtud de ape- 
lación, hechas por el recurrente; además, no se ha 
conculcado el principio de inviolabilidad de la co- 
rrespondencia, documentos o libros privados del pre- 
sentado, ya que los protocolos de los notarios no 
tienen esa naturaleza. Los notarios autorizan con fe 
pública, los mismos actos o contratos que autentican 
por disposición de la ley o a requerimiento de parte, 
y la colección ordenada de esos actos e instrumentos 
públicos, denominada protocolo, quedan bajo la guar- 
da y cuidado del cartulario, pero no en propiedad, 
sino simplemente en depósito y pueden ser revisados 
por los jueces en caso de averiguación sumaria 0 
para cotejos, ya sea por el juez mismo o por peritos, 
y éste funcionario podrá disponer que se lleven a 
su presencia los registros y archivos notariales. Por 
las razones expuestas el recurso que se examina debe 
declararse improcedente e imponerse la sanción que 
corresponde, por su notoria frivolidad, ya que, ade- 
más, de conformidad con el artículo 81, inciso lo. 
de la Constitución de la Repúbica, el amparo no 
procede en asuntos judiciales con respecto a las per- 
sonas que intervienen en ellos, tal el caso sub-júdice 
cuando el interponente hizo uso de recurso legal de 
impugnación dentro del procedimiento respectivo. 


LEYES APLICABLES: 


Artículos 45, fracción 2a., 53, 58, 80, 81, 
lo. de la Constitución de la República; lo., 8, 19 
del Código de Notariado, 93 del Decreto número 63- 
70 del Congreso de la República; 179 del Código 
de Enjuiciamiento Civil y Mercantil contenido en el 
Decreto Ley 107 1037 To 022) 232 0 Sa 
34, 35, 44, 59, 73, 74 Ley de Amparo, Habeas 
Corpus y de Constitucionalidad; 157, 158, 159 Ley 
del Organismo Judicial. 


inciso 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, de- 
clara: improcedente el presente Recurso de Amparo, 
las costas son a cargo del recurrente, quien deberá 
pagar una multa de veinticinco quetzales por la fri- 
volidad del recurso, misma que ingresará a la Te- 


sorería de Fondos Judiciales y que hará efectiva den- 
tro de tercero día; extiéndase la certificación co- 
rrespondiente para los efectos jurisprudenciales. No- 
tifiíquese y devuélvanse los antecedentes. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.= 
A. Bustamante R.—Ric. Marroquín M.—H. Pellecer 
Robles.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO 


Interpuesto por el Procurador General de la Nación 
y Jefe del Ministerio Público, en el juicio que sigue 
José Américo Diéguez Barraza como Gerente del 
consorcio “Alianza Capitalina de Transportes Ur- 
banos”, contra el Ministerio de Hacienda y Cré- 
dito Público. 


DOCTRINA: Se incurre en error de hecho en la 
apreciación de la prueba, cuando se omite el aná- 
lisis de un documento, que debidamente interpre- 
tado, demuestra de modo evidente la equivocación 
del juzgador. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
CIVIL: Guatemala, veintinueve de febrero de mil 
novecientos setenta y dos. 


Con sus antecedentes, por recurso de casación, se 
examina la sentencia dictada por el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, con fecha treinta y uno 
de octubre de mil novecientos setenta, en el Recurso 
Contencioso Administrativo seguido por José Ameé- 
rico Diéguez Barraza, en calidad de gerente del con- 
sorcio Alianza Capitalina de Transportes Urbanos, 
contra la resolución proferida por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, dictada con fecha die- 
cisiete de julio de mil novecientos sesenta y nueve 
e identificada con el número nueve mil seiscientos 
veinticuatro. 


RESUMEN DE LA SENTENCIA 
RECURRIDA: 


El fallo declaró con lugar el Recurso Contencioso 
Administrativo relacionado y, como consecuencia, re- 
vocó la resolución número cero nueve mil seiscien- 
tos veinticuatro del Ministerio de Hacienda y Cré- 
dito Público, de fecha diecisiete de julio de mil no- 
vecientos sesenta y nueve, que declaró sin lugar el 
recurso de revocatoria interpuesto contra la resolu- 
ción número cinco mil trescientos sesenta y tres, dic- 
tada con fecha seis de junio de mil novecientos se- 
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senta y siete por la Dirección General del Impuesto 
sobre la Renta. En esta última resolución se confir- 
mó la de la Dirección General del Impuesto sobre 
la Renta, número tres mil cuatrocientos sesenta y 
dos, dictada con fecha veintiuno de abril de mil 
novecientos sesenta y siete que requirió al Consorcio 
de Autobuses “Alianza Capitalina”: a) que se ins- 
crib'era como sujeto de gravamen por ser una perso- 
na jurídica afecta al impuesto sobre la renta, b) 
que debería presentar con su inscripción, declara- 


-ciones juradas de renta por los periodos ya finali- 


zados, y Cc) que presentara un listado relacionado 
con los ingresos brutos anuales de los socios o “con- 
sorciados” durante los períodos comprendidos de 
julio de mil novecientos sesenta y tres a julio de 
mil novecientos sesenta y seis, concediéndole un pla- 
zo de treinta días. Consideró el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo que, de conformidad con 
las disposiciones del Código Civil, el consorcio debe 
regirse por su escritura constitutiva, en este caso, 
escritura número ciento sesenta y nueve, de fecha 
veinticuatro de agosto de mil novecientos sesenta 
y dos, autorizada por el Notario Ricardo Cancelo 
Osorio, debidamente inscrita en el Registro Civil con 
el número doscientos ochenta y seis de Personas 
Jurídicas en el folio cuatrocientos cinco del libro 
treinta y dos, la cual establece: que no es una em- 
presa lucrativa; que se dedica al servicio urbano de 
transportes de las lineas dos, dos A y cinco, con 
el carácter de administrador, y que los miembros del 
consorcio respondan al Fisco y a la Municipalidad 
de las contribuciones e impuestos que las leyes les 
fijen, circunstancia que indica en la sentencia que 
no debió haber sido desestimado por el- Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público, como lo hizo tam- 
bién con los dictámenes de la Asesoría Juridica del 
mismo Ministerio y de la Inspección General de Ha- 
cienda, en los cuales se hace énfasis en que el Con- 
sorcio de Autobuses “Alianza Capitalina”, no es una 
empresa lucrativa, porque no obtiene utilidades ni 
rentas para sí, como tampoco tiene capital propio 
para el desarrollo de sus actividades, sino que con 
los ingresos que obtiene de los servicios que presta, 
se forma un fondo común, del cual se deducen: a) 
sumas para el pago de obligaciones comunes; b) su- 
mas para el pago de los impuestos de pasajes, com- 
pra de “tikets”, etcétera, distribuyéndose el resto 
a prorrata entre los asociados, siendo por consiguien- 
te, según estima dicho Tribunal, su función pura- 
mente administrativa. Que los miembros del consor- 
cio individualmente están inscritos como contribuyen- 
tes en la Dirección General del Impuesto sobre la 
Renta y llevan su propia contabilidad, y que el 
Consorcio únicamente está obligado a inscribirse 
como sujeto de gravamen para el pago de sus cuotas 
como sociedad. Que, además, debía estimarse que 
no le es aplicable al Consorcio el artículo 85 del 
Reglamento del Impuesto sobre la Renta, porque de 


lo expuesto, se establece que no obtiene renta. Y 
que, para corroborar que el Consorcio relacionado 
no es sujeto de gravamen sobre la renta, debe to- 
marse en cuenta que el recurrente aportó una cer- 
tificación contable, extendida por el Perito Contador 
Salvador Estrada y otra certificación extendida por 
el mismo Contador sobre el funcionamiento del Con- 
sorcio, de donde se deduce que éste no tiene recursos 
ni capital propio, que su función es administradora 
de ingresos y egresos y que cada uno de sus miem- 
bros es responsable por sí de sus contribuciones al 
Fisco. Y, por último, que si bien la institución del 
Consorcio no está regulada en todos sus aspectos 
por la ley y que, por ello, el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público estimó que estaba obligado a re- 
gistrarse como sujeto de gravamen y a hacer decla- 
ración jurada al respecto, la existencia del Consorcio, 
para este caso, lo era para la administración de los 
servicios a que se refiere su escritura constitutiva 
y, de “consiguiente, su establecimiento o su desapa- 
rición no influye para los fines puramente fiscales, 
y no se justifica que se le quiera obligar a cumplir 
lo resuelto por la Dirección General del Impuesto 
sobre la Renta. 


DEL OBJETO DEL JUICIO: 


Fue objeto del juicio, como se indica en fallo re- 
currido, cuyo resumen quedó transcrito, que en sen- 
tencia se declarase: 1) con lugar el Recurso Conten- 
cioso Administrativo y, en consecuencia, que el 
Consorcio de Autobuses Urbanos “Alianza Capita- 
lina'”, es persona jurídica sin fines lucrativos, al 
tenor de la escritura pública de reorganización de 
la misma; II) que el Consorcio de Autobuses Ur- 
banos “Alianza Capitalina” no está afecto al pago 
del Impuesto sobre la Renta, por carecer de fondos 
propios, no percibir utilidades en concepto de per- 
sona jurídica y no tener disponibilidad de bienes de 
producción propios, y Ill) que, como consecuencia 
de las declaraciones que se hagan, el Consorcio 
“Alianza Capitalina de Transportes Urbanos” no 
puede ser afectado por las disposiciones de la Di- 
rección General del Impuesto sobre la Renta, con- 
firmadas por el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, contenidas en la resolución número nueve 
mil seiscientos veinticuatro del citado Ministerio, ab- 
solviéndose en definitiva al Consorcio de las obli- 
gaciones tributarias que forzosamente quieren impo- 
nerle las autoridades correspondientes. 


Al efecto, el recurrente en su demanda expuso, 
que la empresa que representaba presentó al Minis- 
terio de Hacienda y Crédito Público, recurso de 
revocatoria contra la resolución número cinco mil 
trescientos sesenta y tres de seis de junio de mil 
novecientos sesenta y siete. Que dicho recurso fue 
declarado sin lugar por el Ministerio de Hacienda 
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y Crédito Público, en resolución proferida el dieci- 
siete de julio de mil novecientos sesenta y nueve, 
que fue notificada el veintiocho de julio del mismo 
año. Y que, como consecuencia de esa declaratoria 
de improcedencia del recurso de revocatoria, se ha- 
bia agotado la vía administrativa y acudia al Tri- 
bunal de lo Contencioso Administrativo a interponer 
el recurso de igual naturaleza, contra la resolución 
citada. Agregó el recurrente que el Consorcio se 
reorganizó con fines exclusivamente gremiales, como 
consta en la escritura número ciento sesenta y nueve, 
autorizada por el Notario Ricardo Cancelo Osorio 
el veinticuatro de agosto de mil novecientos sesenta 
y dos. Que en el citado instrumento se afirma, de 
manera concreta y terminante, el carácter gremial del 
Consorcio. Que es una entidad que no persigue fines 
lucrativos ni tiene capital propio. Que es exclusi- 
vamente administrador de los bienes de sus miembros 
y no persigue la obtención de bienes, ni ingresos ni 
utilidades para sí, pues los mismos son repartidos 
diariamente y de manera proporcional entre sus in- 
tegrantes, quienes proveen al mantenimiento adminis- 
trativo del Consorcio con descuentos proporcionales 
a sus ingresos. Que no repartía utilidades ni aplicaba 
pérdidas y que en consecuencia no tiene reservas de 
ninguna especia. Que no es propietario de los ser- 
vicios, ni de las líneas ni de los vehículos, que son 
propiedad exclusiva de los miembros del Consorcio, 
quienes en igual forma proveen al mantenimiento 
y servicio de sus respectivos autobuses, puesto que, 
lo que se descuenta de sus ingresos, es diferente de 
lo necesario para su mantenimiento y el uso del 
vehículo. Todo según las cláusulas del citado ins- 
trumento. Expuso, además, que el Consorcio, bajo 
ningún punto de vista, podía estimársele como una 
empresa lucrativa afecta a la Ley del Impuesto so- 
bre la Renta como se pretende, porque carece de 
las características que conforman las empresas lu- 
crativas, y cada una de las personas que lo integran, 
se encuentra inscrita en la Dirección General del 
Impuesto sobre la Renta, lleva. su respectiva con- 
tabilidad y tributa en esa Dirección, de conformidad 
con sus ingresos anuales. Que es principio sagrado 
de las Leyes Fiscales y Tributarias que no debe 
existir duplicidad tributaria y que si bien es cierto 
gue el consorcio se encontraba inscrito bajo partida 
número doscientos ochenta y seis, en el folio cua- 
troscientos cinco del libro número treinta y dos de 
Personas Jurídicas del Registro Civil, en cumplimien- 
to de lo preceptuado por el artículo 370 del Código 
Civil, era porque de conformidad con el inciso 4o. 
del artículo 15 del mismo cuerpo legal, constituye 
una persona jurídica, y mo porque, por este simple 
hecho, tenga el carácter de empresa mercantil o lu- 
crativa, pues en su escritura constitutiva claramente 
se especifican sus fines, funciones, objeto y sus acti- 
vidades, y que por carecer de fondos privativos, no 
tener disponibilidad de bienes, ni repartir utilidades 


o aplicar pérdidas, no puede atribuírsele tal carácter 
como lo pretende la Dirección General del Impuesto 
sobre la Renta y el Ministerio de Hacienda y Cré- 
dito Público en la resolución contra la que recurre. 
Que era sorpresivo que dicho Ministerio pasando 
sobre dictámenes de dos organismos específicos como 
lo son la Inspección General de Hacienda y la Ase- 
soría Jurídica, pretenda que el Consorcio, por el sim- 
ple hecho de estar inscrito como persona jurídica 
y porque la denominación de Consorcio aparezca en 
el texto del artículo 574 del Código de Comercio, 
le diera la calificación de “lucrativa”, no obstante 
que con esos dictámenes se estableció de manera sa- 
tisfactoria y técnica la forma en que operaba el Con- 
sorcio, cuyas operaciones no pueden considerarse de 
naturaleza lucrativa. 


Insiste, el recurrente además, en que las funciones 
del Consorcio son simplemente administrativas de 
los bienes de sus miembros y que no tiene bienes 
propios. Que la calificación legal de asociaciones y 
sociedades, sean con fines lucrativos, gremiales, sin- 
dicales, culturales, religiosos, políticos, económicos, 
profesionales, o que esté ausente el fin lucrativo, 
y la obligación de inscribirse como personas jurídi- 
cas, no pueden dar la tónica para que se resuelva, 
por la sola circunstancia de su inscripción como 
persona jurídica, que el Consorcio está afecto al 
pago de contribuciones, como si se tratase de una 
sociedad mercantil o de una sociedad civil lucrativa, 
sin consideración a los fines perseguidos. Que el 
inciso 2o. del artículo lo. del Decreto Ley 218, nada 
dice sobre que el Consorcio esté afecto, como lo 
asienta el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
sino que se refiere únicamente a la categoría de 
personas jurídicas que tienen las sociedades, consor- 
cios y cualesquiera otras con fines lucrativos que 
permitan las leyes. Se refiere también al significado 
de la palabra “consorcio” y cita para el efecto va- 
rias definiciones para considerarlo en el caso espe- 
cifico, como una asociación gremial de transportistas. 


DEL TRAMITE DEL RECURSO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO Y LA PRUEBA RENDIDA: 


Del recurso se dio audiencia por el término de 
ley al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y 
al Ministerio Público, y a solicitud del recurrente, 
en rebeldia de estos últimos, se tuvo por contestada 
negativamente la demanda y se abrió a prueba por 
el término de quince días. Durante dicho término 
se tuvieron como pruebas por parte del recurrente: 
a) fotocopia legalizada de la escritura pública nú- 
mero ciento sesenta y nueve, autorizada en esta 
ciudad por el Notario Ricardo Cancelo Osorio, el 
veinticuatro de agosto de mil novecientos sesenta 
y dos, donde consta la organización del Consorcio 
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“Alianza Capitalina de Transportes Urbanos” y su 
correspondiente inscripción en el Registro Civil de 
esta ciudad; b) certificación contable extendida con 
fecha diecisiete de julio de mil novecientos setenta 
por el perito contador Salvador Estrada, en donde 
consta el estado financiero de ingresos y egresos du- 


rante el lapso comprendido del primero de julio de . 


mil novecientos sesenta y ocho al treinta de junio 
de mil novecientos sesenta y nueve; c) certificación 
extendida por el mismo contador con fecha veinte 
de julio del mismo año, en la que consta la forma 
de funcionamiento del Consorcio. Se solicitó por el 
recurrente que se tuvieran también como pruebas el 
expediente administrativo en el cual recayó la re- 
solución contra la que recurrió, número nueve mil 
seiscientos veinticuatro de diecisiete de julio de mil 
novecientos sesenta y mueve y los dictámenes de la 
Inspección General de Hacienda y de la Asesoría 
Jurídica del Ministerio de Hacienda y Crédito Pú- 
blico, pero el Tribunal lo denegó por no haber sido 
propuestas en su oportunidad. Sin embargo, en el 
informe rendido a propóstio de la prueba por el 
Secretario del Tribunal con fecha once de agosto 
de mil novecientos setenta, se asegura que, se tu- 
vieron como pruebas: el expediente administrativo 
que motivó el Recurso Contencioso Administrativo 
y fotocopia de la Dirección General del Impuesto 
sobre la Renta, en la cual consta lo resuelto por el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público. El Mi- 
nisterio de Hacienda y Crédito Público y el Minis- 
terio Público no rindieron ninguna prueba. Señalado 
día para la vista, el Tribunal dictó sentencia con 
fecha treinta y uno de octubre de mil novecientos 
setenta. Contra este fallo el Procurador General de 
la Nación interpuso los recursos de aclaración y 
ampliación, que el Tribunal de lo Contencioso Ad- 
ministrativo declaró sin lugar en auto de fecha ocho 
de diciembre de mil novecientos setenta. 


RECURSO DE CASACION: 


En memorial presentado a esta Corte con fecha 
veintitrés de febrero de mil novecientos setenta y 
uno, el Procurador General de la Nación interpuso, 
por motivos de fondo, Recurso de Casación. Citó 
como casos de procedencia: el contenido en el ar- 
tículo 621 del Código Procesal Civil y Mercantil 
que establece, en su inciso primero, sub-inciso primero, 
que habrá lugar a la casación de fondo cuando la 
sentencia recurrida contenga violación de leyes. Y 
el contenido en el mismo artículo, inciso segundo, 
que establece que habrá lugar a casación de fondo 
cuando en la apreciación de las pruebas haya ha- 
bido error de hecho, si éste resulta de documentos 
o actos auténticos que demuestren de modo evidente 
la equivocación del juzgador. 

Con respecto al primer caso de procedencia, citó 
como infringido el artículo 574 del Código de Co- 


mercio, contenido en el Decreto Gubernativo 2946, 
vigente en la época en que ocurrieron los hechos, 
que exige que los consorcios se inscriban en el Re- 
gistro de Personas Juridicas de Carácter Mercantil, 
porque, según indica, al estipular la ley esa obliga- 
ción, es porque tienen esa calidad y persiguen el 
lucro que es la característica más importante de los 
entes mercantiles y, al considerar el fallo del Tri- 
bunal que el hecho de inscribirse el Consorcio como 
persona jurídica de carácter mercantil, no le da la 
cualidad de entidad comercial, violó el artículo ci- 
tado, y porque también estima el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo que en el Registro de 
Personas Jurídicas de carácter mercantil, figuran 
entidades que no tienen ese carácter. Citó también 
como violados los artículos primero y segundo del 
Decreto Ley 229 (Ley del Impuesto sobre la Renta), 
porgue el primero establece un impuesto anual sobre 
la renta que obtenga toda persona individual o ju- 
rídica, domiciliada o no en 
el país: y el segundo enumera las personas que no 
están afectas a dicha ley, y el fallo impugnado de- 
clara que el Consorcio “Alianza Capitalina de Trans- 
portes Urbanos” no es sujeto de gravamen sobre 


nacional o extranjera, 


la renta, a pesar de que la ley exige su inscripción 
en el Registro de Personas Jurídicas que tienen Ca- 
rácter Mercantil y que por ende, son 
Agrega que si su fin es el lucro, la sentencia impug- 


lucrativas. 


nada declarando que el Consorcio no está afecto al 
pago del impuesto sobre la renta, viola el artículo 
lo. del Decreto Ley 229. Y el artículo 2o. del mismo 
Decreto, porque éste enumera quiénes no están afec- 
tos al impuesto sobre la renta y en esa enumeración 
no figuran los consorcios, y que el Tribunal, en su 
fallo, declara que el Consorcio en mención no es 
sujeto de gravamen sobre la renta y revoca la reso- 
lución administrativa impugnada. 


Con respecto al segundo caso de procedencia, ya 
citado, cuando en la apreciación de las pruebas haya 
habido error de hecho si éste resulta de documentos 
o actos auténticos que demuestren de modo evidente 
Ja equivocación del juzgador, expresó que en la sen- 
fencia impugnada se estima que las autoridades res- 
pectivas no probaron que el Consorcio “Alianza Ca- 
pitalina de Transportes Urbanos” obtuviera rentas y 
que en la escritura constitutiva del mismo consta 
que no es una empresa lucrativa, que sólo se dedica 
a) servicio urbano de transportes con carácter de 
administrador, y que durante el curso del proceso 
contencioso administrativo, se tuvo como prueba la 
fotocopia legalizada de la escritura pública número 
ciento sesenta y nueve, autorizada en esta capital 
el veinticuatro de agosto de mil novecientos sesenta 
y dos por el Notario Ricardo Cancelo Osorio, por 
la cual se constituyó el Consorcio, y en la que, en 
su cláusula novena, se dice textualmente: “... con 
los ingresos procedentes del servicio prestado por 
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Alianza, en sus líneas, se formará un fondo común; 
de éste se deducirán: a) las sumas necesarias para 
el pago de las obligaciones comunes; b) las que co- 
rrespondan para el sostenimiento del Consorcio, y 
c) las sumas necesarias para el impuesto de pasajes, 
compra de “tikets”” y cualesquiera otra cantidad que 
para beneficio común hubiere sido acordada, y el 
resto se distribuirá a prorrata, entre los asocia- 
dos... . Es decir, agrega, que el Consorcio obtiene 
ingresos por el servicio público de transportes y de 
estos ingresos forman un fondo común para el pago 
de las obligaciones del Consorcio y el resto lo dis- 
tribuye a prorrata entre sus miembros '“consorcia- 
dos''; y que esta cláusula no la apreció el Tribunal, 
pues de haberlo hecho, hubiera dictado su fallo en 
forma distinta de como lo hizo. 


Admitido que fue el recurso para su trámite, se 
señaló dia para la vista y es el caso de resolver. 


CONSIDERANDO: 


De conformidad con lo que dispone el artículo 
19 del Código Civil, las personas jurídicas a que se 
refiere el inciso 4o. del artículo 15 del mismo Código, 
sustituido por el artículo 2o. del Decreto Ley nú- 
mero 218, quedan sujetos a lo convenido en su es- 
critura constitutiva o en sus estatutos debidamente 
aprobados por la autoridad que corresponda. En el 
caso sub-júdice el Consorcio “Alianza Capitalina de 
Transportes Urbanos” se rige, de conformidad con 
dichas disposiciones, por su escritura constitutiva, 
número ciento sesenta y nueve, autorizada en esta 
ciudad el veinticuatro de agosto de mil novecientos 
sesenta y dos por el Notario Ricardo Cancelo Oso- 
rio, cuya copia legalizada obra en el recurso con- 
dicha escritura consta 
que con los ingresos procedentes del servicio pres- 
tado por “Alianza”, en sus líneas, se forma un fondo 
común, del gue se deducen: a) las sumas necesarias 
para el pago de las obligaciones comunes; b) las 
que correspondan para el sostenimiento del Consor- 
cio, y c) las sumas necesarias para el pago del im- 
puesto de pasaje, compra de “tikets” y cualquiera 
otra cantidad que para beneficio común hubiere sido 


tencioso administrativo. En 


acordada, y que el resto se distribuirá a prorrata 
entre los mismo asociados. En consecuencia, al no 
analizar el Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo el instrumento relacionado, en lo relativo a los 
ingresos que hace suyos el Consorcio para el soste- 
nimiento del mismo, en cuyo caso deja de ser en- 
tidad eminentemente administradora de intereses aje- 
nos, y que por ende, está sujeta a la Ley del Im- 
puesto sobre la Renta, incurrió en error de hecho 
en la apreciación de la prueba, tanto más que en 
dicha escritura consta: en su cláusula cuarta, que: 
“El objeto del Consorcio “Alianza Capitalina de 


Transportes Urbanos'””, será la prestación del servi- 
cio urbano de transportes en las líneas números: dos, 
dos “A” y cinco, que la Municipalidad de Guatemala 
le asignara desde hace algún tiempo” y en su cláusula 
quinta, que también será objeto del Consorcio, “la 
explotación del servicio de pasajeros, tanto urbano 
como extraurbano, en las rutas que acuerden esta- 
blecer o aquellas que les asigne la Municipalidad 
capitalina, conforme a las necesidades de esta clase 
de servicio público”. En esa virtud, los ingresos que 
percibe el Consorcio para sí y que hace suyos como 
entidad distinta de sus miembros individualmente 
considerados, están determinados en su escritura 
constitutiva, sin que contradiga lo antes expuesto el 
que tenga funciones meramente de administración de 
fondos no suyos y que deben repartirse a prorrata 
entre sus miembros. Por consiguiente, es el caso de 
casar el fallo por error de hecho en la apreciación 
de la prueba y de dictar el que corresponde, porque 
el análisis del instrumento relacionado, demuestra de 
modo evidente la equivocación del juzgador. No es 
preciso referirse al sub-motivo de violación de ley, 
también alegado por el recurrente, porque lo ya con- 
siderado es suficiente para los fines que se expresan. 


CONSIDERANDO: 


Los consorcios, en nuestro Derecho, están regu- 
lados estrictamente por su escritura constitutiva o 
sus estatutos debidamente aprobados por la autori- 
dad que corresponda, según lo dispone el artículo 
19 del Código Civil y el artículo segundo del De- 
creto Ley 218. Por consiguiente, a falta de una de- 
finición legal para determinar su naturaleza, debe 
acudirse a la doctrina, así como para establecer las 
normas que los rigen debe acudirse a su escritura 
constitutiva y, en su caso, a sus estatutos. La doc- 
trina tiene-a los consorcios como asociaciones neta- 
mente administradoras que se califican como de bie- 
nes por oposición a las asociaciones llamadas de 
personas y así desarrolla el concepto, basándose en 
la propiedad inmobiliaria de entidades no lucrativas 
y de administración de bienes inmuebles que persi- 
guen ventajas en su uso, conservación y mejoramien- 
to. (Enciclopedia Juridica Omeba, Tomo Tercero, 
página mil veinte). En nuestra legislación no existe 
ningún obstáculo para que estas entidades de ad- 
ministración lo sean de bienes muebles, como lo im- 
plica la falta de prohibición legal y el hecho de 
disponer la propia ley que quedan sujetas a lo que 
disponga su escritura constitutiva O, en su caso, sus 
estatutos. Ahora bien, en el expediente administrativo 
se arguye que el Consorcio Alianza Capitalina de 
Transportes Urbanos es una asociación gremial y 
que, de consiguiente, no está sujeta a la Ley del 
Impuesto sobre la Renta; pero los gremios, de los 
gue no existe una definición legal, según la doctrina, 


, 
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se organizan con motivo del ejercicio de una pro- 
fesión u oficio, y como no existe una definición legal 
debe estarse a su significado según el Diccionario 
de la Lengua de la Real Academia Española que 
al analizar este término, tiene entre otras acepciones 
no aplicables, las siguientes: “Corporación formada 
por los maestros, oficiales y aprendices de una mis- 
ma profesión u oficio, regida por ordenanzas o es- 
tatutos especiales”, o “Conjunto de personas que 
tienen un mismo ejercicio, profesión o estado social”. 
Ninguna de las acepciones relacionadas integra el 
concepto desarrollado en la escritura constitutiva de 
la “Alianza Capitalina de Transportes Urbanos” para 
dicho Consorcio; en cambio si lo está el de una 
entidad netamente administradora de recursos ajenos, 
que tiene ingresos que hace suyos para su sosteni- 
miento y percibe otros ingresos que exclusivamente 
administra, sin fines lucrativos y cuyo concepto así 
desarrollado, cabe con más propiedad en el con- 
cepto doctrinario de Consorcio. En consecuencia, por 
lo que dispone la escritura constitutiva del Consor- 
cio, en cuanto a los ingresos que percibe para su 
sostenimiento, está afecto a la Ley del Impuesto so- 
bre la Renta, por disponerlo así el artículo primero 
de esta Ley y no figurar los consorcios entre las 
entidades exceptuadas según lo dispone el artículo 
segundo de la misma; no así en cuanto a los demás 
ingresos que no.hace suyos sino únicamente admi- 
nistra sin fines lucrativos, según se desprende de 
una recta interpretación de su escritura constitutiva. 
De aquí que al resolver sobre el fondo, deba resol- 
verse lo pertinente con respecto a la resolución nú- 
mero cinco mil trescientos sesenta y tres, dictada por 
la Dirección General del Impuesto sobre la Renta el 
seis de junio de mil novecientos sesenta y siete y cuya 
no revocatoria diera lugar .al recurso contencioso 
administrativo, porque al confirmar la de la misma 
Dirección, número tres mil cuatrocientos sesenta y 
dos, de veintiuno de abril de mil novecientos sesenta 
y siete de su contexto se desprende: a) que dicha 
entidad está sujeta a las disposiciones de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta por los ingresos que 
hace suyos y le sirven para su sostenimiento, y b) que 
lo está también por los ingresos que el Consorcio 
administra sin fines lucrativos. Por otra parte, no 
está sub-júdice, el Consorcio debe o no pagar im- 
puesto sobre la renta, lo que se derivará, en su caso, 
del examen comparativo entre los ingresos que el 
Consorcio hace suyos y de sus egresos no deduci- 
bles y no de los ingresos que meramente administra 
y se distribuyen a prorrata entre los mismos aso- 
ciados, y de aquí que no deba hacerse ninguna de- 
claración al respecto. z 


CONSIDERANDO: 


-De conformidad con lo dispuesto por los artículos 
3o. y 20 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
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las personas jurídicas, a que se refiere el artículo 
lo. de la misma ley, están obligadas a inscribirse 
en la Dirección General del Impuesto sobre la Renta 
y a presentar declaración jurada de la renta obtenida 
durante el respectivo período de imposición, utili- 
zando los formularios que al efecto elabore la en- 
tidad fiscalizadora o sea, en el presente caso, el 
formulario DIR-ciento veintidós. Según lo conside- 
rado, al resolverse, debe declararse que el Consorcio 
“Alianza Capitalina de Transportes Urbanos” está 
sujeta a las disposiciones de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta por los ingresos que hace suyos y 
le sirven para su sostenimiento y no por los ingresos 
que administra y distribuye a prorrata entre quienes 
lo integran. Ahora bien, la resolución administrativa, 
número tres mil cuatrocientos sesenta y dos, dictada 
por la Dirección General del Impuesto sobre la Renta 
con fecha veintiuno de abril de mil novecientos. se- 
senta y siete, se refiere a los ingresos brutos anuales 
percibidos por cada uno de los socios que son per- 
sonas individuales distintas de la persona jurídica 
cuya situación se examina, quienes están obligados a 
cumplir, según su propia condición, con las disposi- 
ciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta, inde- 
pendientemente de la persona jurídica que integran. 
En esa virtud, sus obligaciones no son las de la per- 
sona jurídica, por lo que, al resolver, debe disponerse 
lo que corresponda con relación a la resolución ad- 
ministrativa- de mérito en su numeral dos, en el sen- 
tido de que el consorcio no está obligado, por aparte 
de la declaración jurada de renta que debe presentar 
por los periodos de imposición a que alude la reso- 
lución, a hacer entrega del listado que dicho numeral 
indica, tanto más cuanto que refiriéndose al simple 
registro del consorcio, esa exigencia tampoco está 
comprendida en el formulario especificamente elabo- 
rado por la Dirección General del Impuesto sobre la 
Renta DIR-ciento veintidós. Consecuentemente, debe 
resolverse también lo pertinente, desligando de esa 
obligación a “Alianza Capitalina de Transportes Ur- 
banos”, porque si el consorcio no está obligado a 
presentar el listado a que se refiere el numeral dos, 
ya relacionado, no puede imponérsele término alguno 
para que lo haga. 


La prevención contenida en el numeral tres de la 
misma resolución cuyo texto se examina, por la que 
se advierte al consorcio que por haber omitido la so- 
licitud de inscripción como sujeto de gravamen del 
impuesto sobre la renta y las respectivas declaracio- 
nes de renta, ya incurrió. en sanción y que la misma 
aumentará a medida que transcurra el tiempo sin cum- 
plir con tales obligaciones, no es motivo de recurso 
contencioso-administrativo, porque no causa estado 
ni vulnera un derecho administrativo establecido en 
favor del reclamante, ya que está formulada en tér- 
minos de simple advertencia. Por consiguiente, no 
reune las condiciones exigidas por la ley de lo Con- 
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tencioso-Administrativo para la viabilidad del recur- 
so de esta naturaleza. 


CONSIDERANDO: 


La parte actora del recurso contencioso-adminis- 
trativo, en su petición de fondo, solicita, además, que 
al resolver el respectivo recurso se declare: que 
“Alianza Capitalina de Transportes Urbanos”, es una 
persona jurídica sin fines lucrativos, al tenor de la 
escritura pública de reorganización de la misma; que 
no está afectada al pago del impuesto sobre la renta, 
por carecer de fondos propios, no percibir utilidades 
en concepto de persona jurídica y no tener disponi- 
bilidad de bienes de producción propios y que, como 
consecuencia de las declaraciones que se hagan, di- 
cha entidad no puede ser afectada por las disposi- 
ciones de la Dirección General del Impuesto Sobre 
la Renta, confirmadas por el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público en' resolución nueve mil seiscientos 
veinticuatro, absolviéndose en definitiva al consorcio 
de las obligaciones tributarias que forzosamente quie- 
ren imponerle las autoridades correspondientes. Pero 
no es materia del recurso contencioso-administrativo 
hacer tales declaraciones, por no estar sub júdice en 
la resolución administrativa impugnada, pues dicha 
resolución no exige del consorcio el pago de ningún 
impuesto por concepto del impuesto sobre la renta, 
sino estrictamente le impone la obligación de inscri- 
birse y de presentar declaración jurada sobre la renta 
por los períodos que en la propia resolución se indi- 
can, y debiéndose resolver conforme a lo señalado, 
de conformidad con lo expuesto en los anteriores con- 
siderandos, es el caso de declarar sin lugar la de- 
manda en cuanto a estos puntos petitorios. 


LEYES APLICABLES: 


Leyes citadas y artículos 255 de la Constitución 
de la República; lo. y 2o. del Decreto número 60 de 
la Junta de Gobierno; 60., 11, 12, 41, 50, 51 de la 
Ley de lo Contencioso-Administrativo; 1, 2, 3, 16, 
20, 21 del Decreto Ley 229; 44, 66, 67, 86, 87, 88, 
126, 127, 177, 186, 198, 572, 574, 619, 620 inciso 2o., 
626, 628, 630 y 635 del Código Procesal Civil y 
Mercantil; y 143, 163, 164, 169 de la Ley del Orga- 


nismo Judicial. 
POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, con 
fundamento en lo considerado, en las disposiciones 
legales citadas y en lo preceptuado por los artículos 
157 y 159 del Decreto 1762 del Congreso de la Re- 
pública, CASA el fallo recurrido, y DECLARA: 
L Con lugar el recurso contencioso-administrativo y 
de consiguiente revoca la resolución contra la cual 


se interpuso, número cero-nueve mil seiscientos vein- 
ticuatro, dictada por el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público con fecha diecisiete de julio de mil 
novecientos sesenta y nueve, y, al conocer del fondo 
de la resolución número tres mil cuatrocientos sesen- 
ta y dos dictada por la Dirección General del Im- 


“puesto sobre la Renta con fecha veintiuno de abril 


de mil novecientos sesenta y siete, RESUELVE: 
A) que el consorcio “Alianza Capitalina de Trans- 
portes Urbanos” es una persona jurídica afecta al 
impuesto sobre la renta por los ingresos que hace 
suyos y le sirven para su sostenimiento, y no por los 
ingresos que administra y reparte a prorrata entre 
sus miembros, de conformidad con los términos de su 
escritura constitutiva; B) que es por esos ingresos 
que hace suyos, que debe cumplir con el requisito de 
inscribirse como sujeto de gravamen en la Dirección 
General del Impuesto sobre la Renta de conformidad 
con la ley y el formulario DIR-ciento veintidós y pre- 
sentar por los ingresos que hace suyos las declara- 
ciones juradas por los respectivos periodos de im- 
posición; y C) que el consorcio “Alianza Capitalina 
de Transportes Urbanos” no está obligado a presen- 
tar el listado a que hacen referencia los numerales 
dos y cuatro de la resolución de mérito, ni tampoco 
debe presentar declaraciones juradas por los ingre- 
sos que administra y reparte a prorrata entre los 
miembros del consorcio de conformidad con los tér- 
minos de su escritura constitutiva. II. No entra a co- 


nocer de lo dispuesto en el numeral tres de la reso-- 


lución de la Dirección General del Impuesto sobre la 
Renta ya identificada, por no ser materia del recurso 
contencioso-administrativo. II. Sin lugar el recurso 
contencioso-administrativo en cuanto a los demás 
puntos petitorios de la demanda. IV. Que no hay es- 
pecial condena en costas. Y, V. Que el consorcio 
“Alianza Capitalina de Transportes Urbanos” está 
obligado a reponer el papel de las actuaciones dentro 
del término de cinco días bajo apercibimiento de im- 
ponerle una multa de cinco quetzales. Notifíquese y 
con certificación de lo resuelto, devuélvanse los an- 
tecedentes al Tribunal de origen. ' 


Miguel Ortiz Passarelli.—H. Vizcaíno L.— Alberto 
Herrarte.—Rodrigo Robles Ch.—R. Aycinena Sala- 
zar.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO 


Interpuesto por: WILLAM FRANK PENNEY 
FRANK como Representante de “THE TEXAS 
PETROLEUM COMPANY” contra la resolución 
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
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DOCTRINAS: 


1) El recurso de casación procede contra el auto 
que resuelve el recurso de reposición en los 
procesos contencioso-administrativos, siempre 
que sea definitivo. 


2) El recurso de casación por violación de ley 
debe referirse a un error cometido en la reso- 
lución recurrida y no a infracciones en el pro- 
cedimiento que pueden ser impugnados en su 
oportunidad. j 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: CAMARA 
CIVIL: Guatemala, dos de marzo de mil novecientos 
setenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso de ca- 
sación interpuesto por William Frank Penney Frank, 
como representante de la compañía “Texas Petroleum 
Company”, contra el auto dictado por el Tribunal de 
lo Contencioso-Administrativo el catorce de septiem- 
bre de mil novecientos setenta y uno, en el que se 
declara sin lugar el recurso de reposición interpuesto 
por la mencionada compañía contra la resolución del 
cinco de julio del mismo año, que declaró con lugar 
el incidente de abandonó promovido por el Minis- 
terio Público, en el recurso contencioso-administra- 
tivo interpuesto por “Texas Petroleum Company”, 
contra la resolución del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público número seis mil ochocientos sesenta 
y tres, de fecha veintiuno de mayo de mil novecien- 
tos sesenta y nueve. Fueron partes en el recurso con- 
tencios-administrativo, además del recurrente, el Mi- 
nisterio de Hacienda y Crédito Público y el Minis- 
terio Público. 


ANTECEDENTES: 


El día cuatro de noviembre de mil novecientos 
sesenta y ocho, el Inspector de Hacienda, Ofelio An- 
tonio Terreaux Estrada, practicó una revisión en la 
contabilidad de la empresa “Texas Petroleum Com- 
pany” con el objeto de constatar si en la misma se 
cumplía con la Ley de Papel Sellado y Timbres Fis- 
cales y demás leyes de la materia. Se hizo constar en 
el acta levantada por el inspector nombrado, que la 
empresa había omitido en su declaración jurada de 
ventas O ingresos, correspondiente a los meses de 
febrero y marzo de mil novecientos sesenta y cinco, 
ingresos por valor de trescientos ochenta mil ocho- 
cientos treinta quetzales, con treinta y cinco centa- 
vos, por concepto de impuesto de consumo recaudado 
por dicha compañía durante aquellos meses, en cum- 
plimiento del Decreto Ley 58, y que a tales ingresos 
corresponde un impuesto de timbre del uno por ciento, 
lo que da un valor de tres mil ochocientos ocho quet- 
zales con treinta y un centavos. La Inspección Gene- 


ral de Hacienda dio audiencia a la empresa afectada, 
la que expresó que, por virtud de la ley estaba obli- 
gada a cobrar el impuesto de consumo por los pro- 
ductos de petróleo que vendía, servicio que presta al 
Estado en forma gratuita, pero sin que tal impuesto 
forme parte del precio de la venta de la mercadería, 
puesto que no lo paga el vendedor, sino el compra- 
dor, y que, por lo tanto, dicho impuesto no cae den- 
tro de las prescripciones para el pago del impuesto 
de timbre. La inspección General de Hacienda dictó 
la resolución número ciento tres, el seis de febrero 
de mil novecientos sesenta y nueve, declarando que 
estaba comprobado que la empresa no había operado 
en los meses señalados, la cantidad recaudada como 
impuesto de consumo, en tanto que sí estaba demos- 
trado que en los meses subsiguientes sí había cu- 
bierto el impuesto sobre el monto total de la factura, 
es decir, incluyendo el impuesto de consumo. En esa 
virtud, ordenó cursar las diligencias a la Dirección 
General de Rentas para el requerimiento del impuesto 
de timbre omitido a la empresa responsable. El quince 
de febrero siguiente se dirigió la empresa al Ministe- 
rio de Hacienda y Crédito Público, pidiendo que se 
requirieran los antecedentes y que ese Ministerio re- 
solviera que la empresa no estaba obligada al pago 
que se le exigía. Vistos los antecedentes, el Ministe- 
río, en resolución número tres mil ciento cuarenta y 
ocho, del seis de marzo del mismo año, expresó que, 
por haber quedado firme la resolución de la Inspec- 
ción General de Hacienda, por no haberse interpuesto 
contra ella el recurso de ley, se declaraba improce- 
dente la solicitud anterior y ordenó que pasaran las 
diligencias a la Dirección General de Rentas. El inte- 
resado objetó que la Inspección General de Hacienda 
tuviera facultades para dictar resoluciones administra- 
tivas y que lo único que Je competía era informar al 
Ministerio de las infracciones e irregularidades que 
observara y que por ello no se había interpuesto re- 
curso de revocatoria contra lo resuelto por la Ins- 
pección. Por lo expuesto, interpuso recurso de revo- 
catoria contra lo resuelto por el Ministerio de Ha- 
cienda y Crédito Público. Tramitado el recurso con 
audiencia del Ministerio Público, quien pidió que.se 
declarara sin lugar, se dictó la resolución número seis 
mil ochocientos sesenta y tres, de fecha veintiuno de 
mayo de mil novecientos sesenta y nueve, en la que 
se declara sin lugar el recurso, basándose en que el 
impuesto de consumo, a que las diligencias se refie- 
ren, forma parte del precio de la venta, por lo que 
debe incluirse en el valor de la factura para el pago 
del impuesto del timbre fiscal. 


RECURSO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO: 


William Frank Penney Frank, con la representa- 
ción antes dicha y con el auxilio del abogado Julio 
Asensio Wunderlich, se presentó al Tribunal de lo 
Contencioso-Administrativo, interponiendo recurso de 
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esa naturaleza contra lo resuelto por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público. Señaló como lugar para 
recibir notificaciones la oficina de su abogado direc- 
tor, situada en la Trece Calle número dos guión se- 
senta y nueve de la Zona uno de esta ciudad. Des- 
pués de hacer una relación del asunto, hizo un aná- 
lisis del Decreto Ley 58 que creó el impuesto del con- 
sumo sobre los productos derivados del petróleo, pa- 
ra concluir que tal impuesto, por ser pagado por el 
consumidor, no forma parte del precio de la venta, y, 
por tanto, no le afecta la Ley de Papel Sellado y 
Timbres Fiscales y su Reglamento, que disponen que 
este último impuesto se pague sobre todo lo que forme 
parte del precio de la venta; y hace un análisis de 
lo que jurídicamente debe entenderse por precio. Pe- 
didos los antecedentes, se le dio trámite a la deman- 
da referida, con fecha veintitrés de septiembre de mil 
novecientos sesenta y nueve, ordenándose que se le 
diera audiencia al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público y al Ministerio Público, por el término de 
nueve días. 


El tres de noviembre de mil novecientos setenta se 
presentó el Procurador General de la Nación y Jefe 
del Ministerio Público, exponiendo que el recurrente 
había dejado de promover por más de los tres meses 
que señala la ley, por lo que, con base en los artícu- 
los 29 y 50 del Decreto Gubernativo 1881; 1, 2 y 13 
del Decreto 512 y 149 y 154 del Decreto 1762 am- 
bos del Congreso de la República, planteaba el aban- 
dono del recurso, pidiendo que, después de sus trámi- 
tes legales, se declarara con lugar. La resolución en 
donde se le dio audiencia al recurrente le fue noti- 
ficada por cédula fijada en el lugar señalado para 
el efecto, el dos de diciembre de mil novecientos se- 
tenta. Estando abierto a prueba el incidente de aban- 
dono, se presentó el recurrente y expuso: que desde 
el siete de septiembre de mil novecientos setenta, su 
abogado director había quedado separado del asunto, 
en virtud de nombramiento emitido por acuerdo a 
cargo del Ministerio de Relaciones Exteriores y que, 
como dicho acuerdo había sido publicado en el Dia- 
rio Oficial, debió ser del conocimiento de los Magis- 
trados y del Oficial Notificador; que, por lo expues- 
to, el bufete profesional del citado abogado “no po- 
día recibir notificaciones”, y que, en tales circuns- 
tancias, no pudo evacuar la audiencia en el incidente 
de abandono. Pide que se le tenga por notificado de 
la resolución en que se manda a abrir a prueba el 
incidente y hace ver que el personero de la Nación 
no cumplió con el requisito de toda primera solicitud, 
de acuerdo con el artículo 61, inciso 4o. del Decreto 
Ley 107, de citar los fundamentos de derecho en que 
apoya su gestión. Solicita también que se enmiende 
el procedimiento a partir de la resolución en que se 
mandó a dar audiencia en el incidente de abandono 
y que, resolviendo derechamente, se ordene que pre- 
viamente el Ministerio Público cumpla con el requi- 


sito antes mencionado. Tal enmienda se declaró sin 
lugar y se tuvo por notificado al recurrente de la 
resolución en que se mandó a abrir a prueba el in- 
cidente. 


Vencido el término de prueba, en que el Ministerio 
Público pidió que se tuvieran en su favor las cons- 
tancias de autos, y el recurrente, el memorial pre- 
sentado por el Ministerio Público pidiendo el aban- 
dono, el Tribunal dictó resolución el cinco de agosto 
de este año, y en ello considera que, por haber trans- 
currido el tiempo que señala la ley, debe declararse 
el abandono y que, en cuanto a lo argumentado por 
el recurrente de que no se le debió haber notificado 
en la oficina de su abogado director, era el recurrente 
guien de conformidad con la ley, estaba obligado a 
manifestar expresamente al tribunal el cambio de 
abogado director y nueva dirección para notificar; 
que la notificación está hecha de conformidad .con 
la ley y que si el recurrente no hizo uso de la audien- 


cia para oponerse al abandono, esa fase procesal 


precluyó. En esa virtud, declara con lugar el inci- 
dente de abandono y firme la resolución contra la 
que se recurrió. 


Contra esta última resolución interpuso el presen- 
tado recurso de reposición que, tramitado en la for- 
ma legal, fue declarado sin lugar en auto de catorce 
de septiembre de, mil novecientos setenta y uno, con 
base en los argumentos expuestos en la resolución 


_ anterior. 


RECURSO DE CASACION: 


William Frank Penney Frank, con la representa- 
ción antes dicha, se presentó a esta Corte el siete de 
octubre del año anterior, manifestando que interpo- 
nía recurso de casación contra el “auto definitivo de 
fecha cinco de julio del año en curso, en el que se 
declaró con lugar el incidente de abandono interpuesto 
por el Ministerio Público” y, asimismo, contra el auto 
de fecha catorce de septiembre de mil novecientos 
setenta y uno, en el que se declaró sin lugar el re- 
curso de reposición interpuesto. El recurso se intro- 
dujo por motivos de fondo y de forma, señalando co- 
mo casos de procedencia, los contenidos en los in- 
cisos lo., primer sub-caso, del artículo 621 y el inciso 
3o. del artículo 622, ambos del Código Procesal Ci- 
vil y Mercantil, refiriéndose el primero a violación 
de ley y el segundo a quebrantamiento sustancial del 
procedimiento. Estimó como infringidos por el tribu- 
nal sentenciador los artículos 61 inciso 4o., 66 párra- 
fo primero e inciso lo., 67 inciso 4o., 71 y 74 del 
Código Procesal Civil y Mercantil; 21 del Decreto 
Gubernativo 1881, reformado por el artículo 3o. del 
Decreto Presidencial 211 y 50 del Decreto Guberna- 
tivo 1881. Basó su recurso en el artículo 255 de la 
Constitución de la República; en el Decreto número 
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60 de la Junta de Gobierno, en sus artículos lo. y 


2o. y en el artículo 620 del Código Procesal Civil y 
Mercantil, aunque considera que la cita de estas dos 
últimas leyes no es necesaria, por hallarse establecido 
constitucionalmente el recurso de casación para los 
asuntos  contencioso-administrativos. Asimismo, en 
los artículos 619, 621, 624, 628, 630, 631 y 632 del 
Código Procesal Civil y Mercantil, en atención a lo 
que estatuye el artículo 50 del Decreto Guberna- 
tivo 1881. : 


En cuanto a la casación por motivo de forma, 
o sea por quebrantamiento sustancial del procedi- 
miento, expuso que, el siete de septiembre de mil no- 
vecientos setenta, su abogado director, Julio Asensio 
Wunderlich, quedó separado del asunto en virtud de 
haber sido nombrado Embajador de Guatemala en 
Washington, nombramiento que se publicó oportu- 
namente en el Diario Oficial; que, no obstante lo an- 
terior, la providencia del nueve de noviembre del 
mismo año, mediante la cual se dio trámite al inci- 
dente de abandono de la instancia promovido por el 
Ministerio Público, “se notificó el dos de diciembre 
del mismo año al Licenciado Asensio Wunderlich, 
en el lugar que para el efecto había señalado, con 
manifiesta infracción del artículo 74 del Código Pro- 
cesal Civil y Mercantil, que en forma clara y cate- 
górica estatuye que, cuando el Notificador sepa por 
constarle personalmente o por informes que se le 
den que la persona que deba ser notificada se halla 
ausente de la República, se abstendrá de entregar o 
fijar la cédula de notificación, haciéndolo constar en 
autos para que el Tribunal disponga lo que deba ha- 
cerse”; que, en esta forma, se guebrantó sustancial 
mente el procedimiento, porque se omitió notificar a 
la parte interesada la resolución en que se le con- 
cedía audiencia, omisión que influyó en la decisión 
del asunto, porque se coartó a la compañia que re- 
presenta el derecho que le asistía para alegar y pro- 
bar el legitimo impedimento que tuvo para gestionar 
en el recurso contencioso-administrativo, tal como lo 
determina el artículo 591 del Código Procesal Civil 
y Mercantil, en el sentido de que, por haberse au- 
sentado el abogado director y constarle al oficial no- 
tificador, no debió haberse hecho la notificación en 


la forma que se hizo, por tratarse de una notificación 


personal, sino que dicho oficial debió abstenerse de 
notificar. ¡q 


En lo que se refiere al recurso de casación por 
motivo de fondo, el recurrente denuncia violación del 
artículo 21 del Decreto Gubernativo 1881, reformado 
por el artículo 3o. del Decreto Presidencial 211, el 
que: categóricamente estatuye que el abandono del 
recurso de lo contencioso-administrativo sólo puede 
declararse a instancia de parte legítima; que en el 
caso de examen se desatendió este precepto, porque 
no puede tenerse como parte legítima a quien promo- 


vió el abandono; que el artículo 61 del Código Pro- 
cesal Civil y Mercantil enumera los requisitos que 
debe contener la primera solicitud que se presente a 
los tribunales y que el representante del Ministerio 
Público omitió -cumplir con la exigencia contenida en 
el inciso 4o. de dicho artículo, porque no indicó fun- 
damentos de derecho en que apoyaba su solicitud, ni 
citó las leyes aplicables al caso; que, cuando el Tri- 
bunal de lo Contencioso-Administrativo expresa que 
en la audiencia concedida al recurrente pudo haber 
redargiiido el memorial presentado por el Ministerio 
Público y que si no lo hizo en esa oportunidad la 
fase procesal precluyó, tal razonamiento no tiene res- 
paldo legal, porque el Tribunal estaba obligado a 
rechazar de plano una solicitud que no tuviera los 
requisitos de ley; además de que, como ya se mani- 
festó, el recurrente no fue debidamente notificado de 
la providencia respectiva; que, en consecuencia, mien- 
tras el Ministerio Público no presentara su solicitud 
en forma legal, no podía tenérsele como constituido 
en el proceso como parte legítima, y, por esas razo- 
nes, al dar trámite a una solicitud defectuosa que 
debió haber rechazado de plano, el tribunal senten- 
ciador violó el artículo ya citado, lo que no es una 
simple falta procesal, sino una cuestión de fondo; que 
la infracción procesal se cometió al darle trámite a la 
solicitud, y se incurrió en violación de ley al resol- 
ver el asunto sin que estuviera bien acreditado el 
concepto de parte legítima en quien promovió el 
abandono. Ruega que, en su oportunidad, se casen 
“los autos recurridos” y que se deniegue la solicitud 
de abandono. 


CONSIDERANDO: 


= o R 


La sociedad “Texas Petroleum Company” interpo- 
ne el presente recurso de casación contra el auto “de- 
finitivo”” de fecha cinco de julio del año próximo pa 
sado, en el que se declaró con lugar el incidente de 
abandono interpuesto por el Ministerio Público. Tam- 
bién lo interpone contra el auto de fecha catorce de 
septiembre del mismo año, en el que se declaró sin 
lugar el recurso de reposición interpuesto por la mis- 
ma compañía contra el auto anterior. Como el re- 
curso de casación solamente procede contra las sen- 
tencias o autos definitivos y no sería posible inter- 
ponerlo contra dos resoluciones al mismo tiempo, pa- 
ra el debido análisis del recurso es preciso determi- 
nar concretamente cuál de las resoluciones mencio- 
nadas es la que admite el recurso de casación. Esta 
Cámara estima que el recurso de reposición, que pa- 
ra los autos en el recurso contencioso administrativo 
autoriza el artículo 42 del Decreto Gubernativo 1881, 
es un verdadero: fecurso ordinario, tanto porque tien- 
de a reformar la resolución recurrida, que es el fin 
de todo recurso, como por el aspecto de normalidad 
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con que se da dentro del ordenamiento procesal de 
lo contencioso-administrativo, es decir, sin limitación 
alguna, que caracteriza su calidad de ordinario. En 
consecuencia, su interposición es obligatoria para la 
procedencia del recurso de casación, toda vez que 
no puede considerarse como definitiva una resolución 
que todavía admite la interposición de un recurso or- 
dinario cuya resolución viene a substituir a la pri- 
mera, ya sea porque la confirme, la revoque o la mo- 
difique. Esta tesis mo es aplicable a los recursos de 
aclaración y ampliación que proceden contra las sen- 
tencias puesto que, como simples remedios que sola- 
mente tienden a aclarar o a ampliar el fallo y no a 
reformarlo, forman parte de la misma sentencia con- 
tra la cual no cabe otro recurso que el de casación. 
En virtud de lo expuesto, el recurso de casación no 
procede contra el auto de fecha cinco de julio del año 
próximo pasado que declaró con lugar el incidente 
de abandono, por no ser definitivo; pero, habiéndose 
interpuesto también contra el auto de fecha catorce 
de septiembre del mismo año en que se declaró sin 
lugar el recurso de reposición, auto que, en virtud de 
lo considerado, substituye al primero, el defecto téc- 
nico queda subsanado y, por estar en tiempo el re- 
curso, procede hacer el análisis de los motivos en que 
se funda. 


— II — 


Con base en el inciso 3o. del artículo 622 del Có- 
digo Procesal Civil y Mercantil, el presentado inter- 
puso recurso de casación de forma, por quebranta- 
miento sustancial del procedimiento, por haberse omi- 
tido una notificación que debió hacerse personalmen- 
te conforme el artículo 67, en virtud de lo cual se 
le concedió audiencia en el incidente de abandono 
interpuesto por el Ministerio Público. Expresa el re- 
currente que el siete de septiembre de mil novecientos 
setenta su abogado director, Julio Asensio WWunder- 
lich, fue Embajador de 
Washington y que tal nombramiento fue publicado 
oportunamente en el Diario Oficial; que, no obstante 


nombrado Guatemala en 


eso, la providencia a que ya se hizo relación, fue no- 
tificada al Licenciado Asensio Wunderlich en el lu- 
gar que para el efecto había señalado, con infracción 
del artículo 74 del Código Procesal Civil y Mercan- 
tl] pues, constando la ausencia del abogado Asensio 
Wunderlich, el Oficial Notificador se debió haber 
abstenido de notificar, para lo que el tribunal dis- 
pusiera. Aunque la ley hace referencia a la omisión 
de una notificación y mo al caso de una notificación 
gue pueda adolecer de vicios de nulidad para los 
cuales existen recursos de otra naturaleza, en el caso 
de examen cabe hacer las siguientes apreciaciones: 
a) el artículo 74 del Código Procesal Civil y Mercan- 
til que se cita como violado, expresa que, cuando el 
notificador sepa, por constarle personalmente o por 
informes que le den en la casa de la persona que de- 


ba ser notificada, que ésta se halla ausente de la Re- 
pública o hubiere fallecido, se abstendrá de entregar 
o fijar la cédula y pondrá razón en autos, pero en el 
presente caso, la persona que en aquella oportunidad 
tenía que ser notificada era el propio recurrente y no 
su abogado director, Licenciado Julio Asensio Wun- 
derlich; y además la notificación fue hecha en el lu- 
gar señalado por el recurrente; b) como muy bien lo 
expresa el tribunal a-quo, si el abogado director del 
recurrente estaba impedido de seguir siéndolo por 
haber sido designádo para un cargo público, era el 
propio recurrente quien estaba obligado a manifes- 
tarlo al tribunal y señalar nuevo lugar para recibir 
notificaciones, conforme las normas establecidas en 
los artículos 62 y 79 del código citado; y c) la noti- 
ficación fue hecha el dos de diciembre de mil nove- 
cientos setenta, y el nombramiento del Licenciado 
Asensio Wunderlich como Embajador ante el Go- 
bierno de los Estados Unidos, aparece en el periódico 
o'icial del diecisiete del mismo mes, número dieciocho, 
del tomo ciento noventa de dicho órgano de publici- 
dad oficial. De conformidad con lo anteriormente ex- 
puesto, no puede estimarse que se haya violado el 
artículo 74 del Código Procesal Civil y Mercantil y, 
consecuentemente, que se haya producido una infrac- 
ción de procedimiento, por lo que el recurso debe 
desestimarse por este motivo. 


— MU — 


El recurso de casación de fondo por violación de 
ley que interpone el recurrente con fundamento en 
el inciso lo. del artículo 621 del Código Procesal Ci- 
vil y Mercantil, lo hace consistir en que, según ex- 
presa, el tribunal a-quo violó el articulo 21 del De- 
creto Gubernativo 1881, reformado por el artículo 
3o. del Decreto Presidencial 211, que estatuye que 
el abandono del recurso de lo contencioso-administra- 
tivo sólo puede declararse a instancia de parte legí- 
tima; que el Ministerio Público no era parte legítima, 
porque en el memorial en que solicita que se declare 
el abandono no cumplió con los requisitos estableci- 
dos en el artículo 61 del Código Procesal Civil y 
Mercantil para toda primera solicitud, especificamen- 
te por no indicar los fundamentos de derecho en que 
apoyaba su gestión; que el Tribunal debió haber re- 
chazado de plano aquella solicitud, y que, mientras 
el Ministerio Público no se/ presentara en la forma 
legal, no podía tenérsele como cons“ituido en el pro- 
ceso como parte legítima; que la infracción procesal 
se cometió al darle trámite a la solicitud, pero que 
la violación de ley se efectuó al resolverse el asunto 
sin que estuviera bien acreditado el concepto de par- 
te legitima de quien promovió el abandono. Estima 
esta Corte que, como lo expresa claramente la ley, 
el recurso de casación de fondo procede cuando en 
la sentencia o auto! recurrido se ha cometido uno de 
los errores que la misma señala; es decir, el error lla- 
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mado in judicando, o sea en el juicio lógico-jurídico 
realizado por el tribunal a-quo en el momento mismo 
de la decisión. El recurrente afirma que dicho tribu- 
nal violó el artículo 21 del Decreto Gubernativo 
1881, Ley de lo Contencioso-Administrativo, porque 
el Ministerio Público no era parte legítima, en virtud 
de que su primera solicitud no contenía los requisi- 
tos legales, por lo que debió habérsele rechazado de 
plano. En otros términos, hace consistir la violación 
de ley en un acto procesal en el que estima que hubo 
infracción de procedimiento, como es el hecho de 
habérsele dado trámite a una solicitud que carecía 
de los requisitos legales para el efecto. Pero, el acto 
procesal en cuestión solamente podía ser impugnado 
por los medios legales correspondientes de los cuales 
no hizo uso el interesado, y, consecuentemente, la 
presunta invalidez no impugnada ni declarada no pue- 
de afectar la decisión de fondo como lo pretende el 
recurrente, razón por la cual debe desestimarse el re- 
curso de casación interpuesto. 


"POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara de lo Civil, 
con fundamento en lo considerado y en lo que dis- 
ponen los artículos 88, 621, 628, 633 y 635 del Có- 
digo Procesal Civil y Mercantil; 157, 158, 159, 168, 
169 de la Ley del Organismo Judicial y 50 del De- 
creto Gubernativo 1881, DESESTIMA el recurso de 
casación que se examina; condena al recurrente al 
pago de las costas del mismo y de una multa de cin- 
cuenta quetzales, que deberá hacer efectiva dentro 
del término de cinco. días en la Tesorería del Orga- 
nismo Judicial, y la que, en caso de insolvencia, con- 
mutará con diez días de prisión simple. Notifíquese, 
repóngase el papel empleado en la forma de ley, bajo 
apercibimiento de que, si no se hace dentro del tér- 
mino fijado, se le impondrá al recurrente una multa 
de cinco quetzales; y, con certificación de lo resuelto, 
devuélvanse los antecedentes. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.— 
Alberto Herrarte.—Rodrigo Robles Ch.—R. Aycine- 
na Salazar.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


ACLARACION Y AMPLIACION: 


“CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: CAMARA 
CIVIL, Guatemala, veintidós de marzo de mil nove- 
cientos setenta y dos. 


“VISTOS para resolver los recursos de aclaración 
y ampliación interpuestos por “Texas Petroleum Com- 
pany” contra la sentencia dictada por esta Cámara, 
y —=-—-—CONSIDERANDO:—-—-—Los recursos de 
aclaración y ampliación proceden cuando los fallos 
están concebidos en términos obscuros, ambiguos o 


contradictorios, o. cuando se ha dejado de resolver 
sobre algún punto controvertido. El recurrente soli- 
cita la ampliación del fallo porque, según su criterio, 
éste no contiene el número de firmas de los Magistra- 
dos hábiles para conocer en el caso subjudice, pero 
tal argumento no es materia para ser resuelta en es- 
tos recursos. Por otra parte, el fallo en cuestión sí 
tiene el número de firmas de los Magistrados hábiles 
para conocer, por haber sido llamado en primer tér- 
mino para integrar el Tribunal, en virtud de la ex- 
cusa presentada por el Magistrado Vocal Segundo, 
Licenciado Humberto Vizcaino Leal, el Magistrado 
Vocal Primero, Licenciado Eugenio Valentín López 
González, quien ocupó la Presidencia de esta Corte 
en virtud de ausencia de su titular, el Magistrado 
Presidente Licenciado Miguel Ortiz Passarelli, razón 


“por la cual se llamó para integrar Tribunal al Magis- 


trado Vocal Sexto, Licenciado Marco Augusto Reci- 
nos; pero, al hacerse cargo de nuevo de la Presiden- 
cia el Magistrado Presidente, Licenciado Miguel Or- 
tiz Passarelli, el Tribunal quedó integrado de pleno 
derecho con exclusión del Magistrado Marco Augusto 
Recinos. En cuanto a los demás motivos por los cua- 
les se interponen los recursos, su interposición tam- 
bién resulta improcedente, puesto que el fallo no está 
concebido en términos oscuros o contradictorios y se 
determina de manera concreta sobre cuál de los au- 
tos es admisible el recurso de casación, con lo que se 
suprime la ambigiedad de que el recurso pueda ser 
interpuesto contra dos autos al mismo tiempo.—— 
POR TANTO: La Corte Suprema de Justicia, Cá- 
mara Civil, con apoyo en lo considerado y en lo dis- 
puesto por los artículos 596, 597, 634 del Código Pro- 
cesal Civil y Mercantil;-34, 134, 157, 158, 159 de la 
Ley del Organismo Judicial, DECLARA: sin lugar 
los recursos de aclaración y de ampliación interpues- 
tos. Notifíquese y repóngase el papel en la forma de 
ley. 


Ortiz  Passarelli.—López  G.—Herrarte.—Robles 
Ch.—Aycinena Salazar.—Ante mí: M. Alvarez Lo- 


” 


bos”. 


CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO 


Interpuesto por “Consorcio de Autobuses Urbanos 
Unión” 
mil seiscientos veintitrés, dictada por el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público. 


contra la resolución número cero nueve 


DOCTRINA: Para los efectos del recurso de casa- 
ción, se incurre en error de hecho en la aprecia- 
ción de la prueba, cuando se omite la apreciación 
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de los hechos que se relacionan en un instrumento 
xs público que demuestran la equivocación evidente 
del juzgador. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
CIVIL: Guatemala, diecisiete de marzo de mil nove- 
cientos setenta y dos. 


Con sus antecedentes, por recurso de casación, se 
examina la sentencia dictada por el Tribunal de lo 
Contencioso-Administrativo con fecha tres de noviem- 
bre de mil novecientos setenta, en el recurso conten- 
cioso-administrativo interpuesto por el “Consorcio de 


Autobuses Urbanos Unión” contra la resolución -nú- - 


mero cero nueve mil seiscientos veintitrés de dieci- 
siete de julio de mil novecientos sesentinueve, dictada 
por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 


ANTECEDENTES: 


Por resolución múmero tres mil cuatrocientos se- 
senta y tres, dictada con fecha veintiuno de abril de 
mil novecientos sesenta y siete, la Dirección General 
del Impuesto sobre la Renta requirió al “Consorcio 
de Autobuses Urbanos Unión”, su inscripción como 
sujeto de gravamen del impuesto sobre la renta, le 
exigió presentar por aparte las declaraciones juradas 
por los períodos de imposición transcurridos, le ad- 
virtió que por no haberlo hecho en su oportunidad 
había incurrido en sanción que aumentaría con el 
tiempo que transcurriera sin haber cumplido y le fi- 
jó un plazo de treinta días para hacer entrega del 
listado respectivo. Impugnada la resolución, fue con- 
firmada por la misma Dirección, en la que lleva el 
número cinco mil trescientos sesenta y cuatro, de 
cinco de junio de mil novecientos sesenta y siete. Pe- 
dida la revocatoria, oídos el Ministerio Público, la 
Asesoría Jurídica del Ministerio de Hacienda y Cré- 
dito Público, el Departamento de Inspecciones Per- 
manentes de Hacienda y el Consejo Técnico del Mi- 
nisterio de Hacienda y Crédito Público, dicho Minis- 
terio, por resolución número cero nueve mil seiscien- 
tos veintitrés de diecisiete de julio de mil novecien- 
tos sesenta y nueve, declaró sin lugar el recurso de 
revocatoria interpuesto, confirmó Ja resolución im- 
pugnada y, consecuentemente, resolvió que el Con- 
sorcio estaba obligado a registrarse en la Dirección 
General del Impuesto sobre la Renta y a proporcio- 
nar la información que le requiriera. 


RESUMEN DE LA SENTENCIA RECURRIDA 


El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, con 
fecha tres de noviembre del año mil novecientos se- 
tenta, dictó sentencia en el recurso respectivo inter- 
puesto por el “Consorcio de Autobuses Urbanos” y, 


después de hacer una relación de los hechos ajustada 
a las actuaciones y, las consideraciones que creyó 
oportunas, declaró con' lugar el recurso contencioso- 
administrativo y revocó la resolución número nueve 
mil seiscientos veintitrés, dictada por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, el diecisiete de julio de 
mil novecientos sesenta y nueve. 


Consideró el Tribunal que, si bien el consorcio era 
una asociación gremial y que, como tal, constituía 
una persona jurídica, no era una empresa lucrativa, 
porque no tenía utilidades para sí, ni contaba con 
capital propio para el desarrollo de sus actividades y 
su forma de operar era puramente de carácter admi- 
nistrativo de los bienes de los miembros del consor- 
cio, quienes por su propia cuenta tributan, sin que 
estén exceptuados de hacerlo de conformidad con el 
inciso c) del artículo 60. del Decreto Ley 229, y que 
tales circunstancias colocaban al consorcio dentro de 
las excepciones comprendidas en el inciso c) del ar- 
tículo 2o. del Decreto Ley 229. Que, aunque el Mi- 
nisterio de Hacienda y Crédito Público estimaba que 
por estar obligados los consorcios, como personas ju- 
rídicas, a inscribirse en el Registro Civil, no podían 
quedar comprendidos en la excepción anterior y que 
la obligación de inscripción, no determinaba su ex- 
clusión de la excepción relacionada. Que la Inspec- 
ción General de Hacienda había informado, entre 
otras cosas, que el consorcio de Autobuses Urbanos 
“Unión” no era una empresa lucrativa, porque no 
tenía utilidades ni renta para sí, ni contaba con ca- 
pital propio para el desarrollo de sus actividades; 
que, “por su parte cada asociado está inscrito como 
contribuyente individualmente en la Dirección Gene- 
ral del Impuesto sobre la Renta, lleva su propia con- 
tabilidad y de dichos ingresos o dividendos que per- 
cibe, paga sueldos de sus pilotos, planillas, combusti- 
bles y lubricantes, repuestos y reparaciones y demás 
gastos de orden general comunes al negocio... Que 
su opinión con base de lo expuesto había sido que 


el consorcio de Autobuses Urbanos Unión no estaba 


obligado a prestar declaración jurada de renta y sí 
a inscribirse como sujeto de gravamen...” Que tam- 
poco consideró aplicable el articulo 85 del Regla- 
mento del Impuesto sobre la Renta, porque el consor- 
cio no obtiene utilidades o renta de ningún monto 
para sí, sino que únicamente distribuye dividendos 
entre sus miembros. Que de este informe se veía que 
no estaba acreditado que el consorcio sea propietario 
administrador de una línea de transportes urbanos y 
que la explotación de sus líneas, así como su admi- 
nistración, le reportasen un cuantioso ingreso anual y 
constituyera una disponibilidad de la empresa en la 
venta de pasajes, cuyo monto global causare divi- 
dendo extraordinario como asienta el Ministerio de 
Hacienda. De consiguiente, que el recurso contencio- 
so-administrativo deba declararse con lugar, habida 
cuenta que los consorcios están sujetos a lo que dis- 


ponga su escritura constitutiva y sus estatutos debi- 
damente aprobados. 


Contra el fallo relacionado el Ministerio Público 
interpuso los recursos de aclaración y ampliación que 
fueron declarados sin lugar. 


DEL OBJETO DEL JUICIO 


Fueron peticiones de fondo de la entidad interpo- 
nente del recurso contencioso-administrativo: que en 
sentencia se declarase con lugar dicho recurso y, en 
consecuencia, que el consorcio de Autobuses Urbanos 
Unión es una persona jurídica sín fines lucrativos, al 
tenor de la escritura pública de reorganización de la 
misma; que el consorcio de autobuses Urbanos Unión 
no está afecto al pago del impuesto sobre la Renta, 
por carecer de fondos propios, no percibir utilidades 
en concepto de persona jurídica y no tener disponi- 
bilidad de bienes de producción propios; que como 
consecuencia de las declaraciones que se hagan, el 
consorcio de Autobuses Urbanos Unión no puede ser 
afectado por las disposiciones de la Dirección General 
del Impuesto sobre la Renta, confirmadas por el Mi- 
nisterio de Hacienda y Crédito Público, contenidas 
en la resolución nueve mil seiscientos veintitrés del 
citado Ministerio, y' pidió que, en definitiva, se ab- 
suelva al consorcio. 


DEL EXTRACTO DE LAS PRUEBAS 


Por parte del actor se rindieron las siguientes prue- 
bas: a) fotocopia del primer testimonio de la escri- 
tura pública número ochenta y seis, autorizada el 
treinta de julio de mil novecientos cincuenta y seis, 
en esta ciudad Capital, por el Notario Víctor Manuel 
Ferrigno García, constitutiva del consorcio “Empre- 
sa de Autobuses Urbanos Unión”, debidamente ins- 
crita en el Registro Civil; b) certificación contable 
extendida por el Perito Contador Salvador Estrada 
del estado financiero de ingresos y egresos del con- 
sorcio durante el período comprendido del primero 
de julio de mil novecientos sesenta y ocho al treinta 
de junio de mil novecientos sesenta y nueve; y c) 
certificación extendida por el mismo Contador en la 
que hace constar el funcionamiento del consorcio. 

Por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público y del Ministerio Público no se rindió prueba. 


RECURSO DE CASACION 


_Con fecha cuatro de marzo del año próximo pa- 
sado, el Procurador General de la Nación interpuso 
recurso de casación, por motivos de fondo, contra la 
sentencia relacionada, dictada por el Tribunal de lo 
Contencioso-Administrativo el tres de noviembre de 


GACETA DE LOS TRIBUNALES 


191 


mil novecientos setenta. Citó como casos de proce- 
dencia: a) el contenido en el sub=-motivo primero del 
numeral primero del artículo 621 del Decreto Ley 
107, que dice: “habrá lugar a la casación de fondo: 
lo. cuando la sentencia contenga violación de ley...” 
y b) el contenido en el mumeral segundo del artículo 
621 del Decreto Ley 107, en el submotivo que se re- 
fiere al error de hecho en la apreciación de las prue- 
bas, si resultare de documentos o actos auténticos 
que demuestren de modo evidente la equivocación 
del juzgador. Citó como infringidos los artículos 574 
del Código de Comercio, contenido en el Decreto Gu- 
bernativo 2946; lo. y 2o. de la Ley del Impuesto so- 
bre la Renta contenida en el Decreto Ley 229. Citó, 
además, los artículos 255 de la Constitución de la 
República, 619 del Código Procesal Civil y Mer- 
cantil, 50 del Decreto Gubernativo 1881, y se fundó 
en los artículos lo., 30. y 13 del Decreto número 


512 del Congreso de la República, 44, 620, 626, 628 


y 630 del Decreto Ley 107. 


Con relación al primer caso de procedencia, al -ci- 
tar como infringido el artículo 574 del Código de Co- 
mercio, Decreto Gubernativo 2946, vigente, según 
dice, en la época en que ocurrieron los hechos, que 
ordena que en el Registro Mercantil se inscriban, en- 
tre otras sociedades, los consorcios argumentó que 
dicho precepto legal está contenido en el capítulo IX 
del Código de Comercio bajo el título “Registro de 
personas jurídicas de carácter mercantil” e indicó que 
si dentro de dicho precepto se encuentran los con- 
sorcios, artículo 574, es porque la misma ley los con- 
sidera como personas jurídicas de carácter mercantil 
y, que, como tales, indudablemente deben perseguir 
como finalidad el lucro, ya que esta es la caracteris- 
tica principal de todos los entes de carácter mercan-- 
til. Que, al considerar el Tribunal a-quo en el fallo 
impugnado que el hecho de inscribirse el consorcio 
como las otras personas de carácter mercantil no le 
de la calidad de entidad comercial y, como conse- 
cuencia lucrativa, viola el artículo relacionado, por- 
que es ilógico que en un registro mercantil figuren 
entidades que no tengan ese carácter; además, ase- 
guró que estando obligado a resolver de conformidad * 
con dicho artículo, tergiversó su contenido en per- 
juicio de los intereses del Fisco, ya que de no haber 
sido así el resultado del fallo hubiese sido diferente. 
Los artículos lo. y 2o. del Decreto Ley número 229, 
Ley del Impuesto sobre la Renta, los cita como infrin- 
gidos por las siguientes razones: a) el artículo pri- 
mero establece un impuesto anual sobre la renta que 
obtenga toda persona individual o jurídica domicilia- 
da o no en el país, y al considerar el Tribunal a-quo 
que el “Consorcio de Autobuses Urbanos Unión” es 
una persona jurídica, pero que no está sujeta a gra- 
vamen ni a presentar declaración jurada ante la Di- 
rección del Impuesto sobre la Renta, lo viola, porque 
dicho artículo señala con toda claridad la creación 
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de un impuesto anual sobre la renta que obtenga to- 
da persona individual o jurídica; y que por ser el 
consorcio relacionado, por su propia naturaleza, una 
persona jurídica, está obligada a inscribirse en el Re- 
gistro de personas jurídicas de carácter mercantil que 
señala el artículo 574 del Código de Comercio, De- 
creto Gubernativo 2946, y que por lógica se entiende 
que debe inscribirse como sujeto de gravamen y cum- 
plir con las obligaciones que la propia ley del im- 
puesto sobre la renta estipula y que viola el artículo 
2o. de la Ley del Impuesto sobre la Renta, Decreto 
Ley 229, al enumerar todas las entidades, institucio- 
nes y personas que no están afectas a dicho impues- 
to, no incluye a los consorcios dentro de sus excep- 
ciones, y porque el Tribunal a-quo hace extensivas 
dichas excepciones a los consorcios y especificamen- 
te al consorcio de Autobuses Urbanos Unión. 


Con relación al segundo caso de procedencia, error 
de hecho en la apreciación de las pruebas, el recu- 
rrente sostiene que en la cláusula tercera de la es- 
critura constitutiva del consorcio, número ochenta y 
seis de treinta de julio de mil novecientos cincuenta y 
seis, autorizada por el Notario Víctor Manuel Fe- 
rrigno García, que se tuvo como prueba en el re- 
curso contencioso administrativo, se establece que su 
objeto es la explotación del negocio de transporte ur- 
bano...” y que “el total de dinero recaudado por 
la venta de pasajes en las rutas del consorcio... de- 
be distribuirse entre todos los socios...” Concluye 
manifestando que dicho documento debió haber sido 
analizado y, al no hacerlo y fundarse en el informe 
rendido por la Inspección General de Hacienda para 
deducir la conclusión que el consorcio relacionado no 
es una empresa lucrativa, incurrió en la omisión se- 
ñalada que incidió en forma determinante en la re- 
solución que el Tribunal a-quo profirió en el asunto 
y demuestra de modo evidente la equivocación del 
juzgador. 


Tramitado el recurso se señaló día para la vista 
y es el caso de dictar sentencia. 


CONSIDERANDO: 


El artículo 19 del Código Civil establece que las 


personas jurídicas a que se refiere el inciso 4o. del. 


artículo 15 del mismo Código, sustituido por el ar- 
tículo 2o. del Decreto Ley 218, se rigen por lo con- 
venido en su escritura pública constitutiva o sus es- 
tatutos debidamente aprobados por la autoridad co- 
rrespondiente. Entre dichas personas jurídicas figu- 
ran los consorcios y, de consiguiente, la “Empresa de 
Autobuses Urbanos Unión” que, al tenor de su es- 
critura constitutiva tiene esa calidad, se rige por lo 
dispuesto en ella o sea la escritura pública número 
ochenta y seis, autorizada en esta Capital por el No- 
tario Víctor Manuel Ferrigno García, el treinta de 


julio de mil novecientos cincuenta y seis, cuya co- 
pia legalizada del primer testimonio, debidamente ins- 
crito en el registro de personas jurídicas, se tuvo co- 
mo- prueba en el recurso contencioso-administrativo. 
En la cláusula tercera de dicha escritura consta letra 
a), que, el objeto del consorcio es la explotación del 
negocio de transporte urbano de pasajeros en esta 
Capital, pudiendo ampliar sus actividades a cualquier 
otro tipo de transporte, ya sea dentro de la ciudad o 
fuera de ella, bien conforme a las tres rutas once, 
doce y trece que tiene actualmente autorizadas por 
la Municipalidad Capitalina, o bien conforme a las 
gue pueda obtener en el futuro de las autoridades 
respectivas, y, en letra e), que el total de dinero re- 
caudado diariamente por venta de pasajes en las rutas 
del consorcio, ingresa a un fondo común, el cual debe 
distribuirse entre los socios, en proporción al número 
de vehículos que tengan en servicio, debiendo dedu- 
cirse previamente el porcentaje correspondiente al ar- 
bitrio municipal y las cantidades que fueren necesa- 
rías para cubrir los gastos de oficina y de adminis- 
tración del consorcio y cualquier otro que originare 
su explotación. En esa virtud, los ingresos que per- 
cibe el consorcio para sí y que hace suyos como en- 
tidad distinta de sus miembros individualmente con- 
siderados, están determinados en su escritura cons- 
titutiva, sin que contradiga lo antes expuesto el que 
tenga funciones meramente de administración de fon- 
dos no suyos que debe distribuir entre sus miembros 
en proporción al número de vehículos que tengan en 
servicio. Por consiguiente, es el caso de casar el fallo 
por error de hecho en la apreciación de la prueba y 
de dictar el que corresponde, porque el análisis del 
instrumento relacionado, demuestra de modo eviden- 
te la equivocación del juzgador. No es preciso refe- 
rirse al sub-motivo de violación de ley, también ale- 
gado por el recurrente, porque lo ya considerado es 
suficiente para los fines que se expresan. 


CONSIDERANDO: 


La parte actora del recurso contencioso-adminis- 
trativo sostiene la tesis de que el consorcio “Empresa 
de Autobuses Urbanos Unión” se reorganizó con fi- 
nes exclusivamente gremiales y que dicho carácter 
se concreta de manera terminante en su escritura 
constitutiva, para concluir que no está sujeto a la ley 
del impuesto sobre la renta, ya que es una entidad 
que no persigue fines lucrativos, que no tiene ca- 
pital propio y únicamente es administradora de bie- 
nes de sus miembros. 


Pero al respecto, esta Corte estima que como no 
existe una definición legal de los gremios, debe acu- 
dirse a la doctrina y al significado del término en el 
Diccionario de la Lengua de la Real Academia Es- 
pañola, a fin de establecer su naturaleza. La primera 
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tiene los gremios como organizaciones con motivo del 
ejercicio de una profesión u oficio, y el segundo, en- 
tre varias acepciones no aplicables, trae las siguien- 
tes concordes con la doctrina expuesta: “Corporación 
formada por maestros, oficiales Y aprendices de una 
misma profesión u oficio, regida por ordenanzas, o 
estatutos especiales” o “Conjunto de personas que 
tienen un mismo ejercicio, profesión o estado social”. 
Ninguna de las acepciones relacionadas integra el con- 
cepto desarrollado en la escritura constitutiva de la 
“Empresa de Autobuses Urbanos Unión” y sí lo está 
el de consorcio, porque la doctrina a la que es pre- 
ciso acudir para determinar su naturaleza, tiene a 
los consorcios como asociaciones de bienes por opo- 
sición a las asociaciones que califica de personas, y 
asi define el concepto, basándose en la propiedad in- 
mobiliaria de entidades no lucrativas y de administra- 
ción de bienes inmuebles que persiguen ventajas en 
su uso, conservación y mejoramiento. (Enciclopedia 
Jurídica Omeba, Tomo Tercero, página mil veinte, 
edición XIX). En nuestra legislación no existe obs- 
táculo para que estas entidades de administración lo 
sean para bienes muebles, como implica la falta de 
prohibición legal y el hecho de disponer la propia ley 
que los consorcios quedan sujetos a lo que disponga 
su escritura constitutiva o, en su caso, sus estatutos. 
Y, disponiendo la escritura constitutiva en el caso 
sub judice que el consorcio tiene ingresos que hace 
suyos y emplea en su sostenimiento y percibe otros 
ingresos que administra sin fines lucrativos y distri- 
buye entre los miembros de la entidad, el concepto 
asi desarrollado, cabe con más propiedad en el con- 
cepto doctrinario del Consorcio. Ahora bien, por no 
figurar los consorcios entre las entidades exceptuadas 
por la Ley del Impuesto sobre la Renta en su artículo 
segundo y disponer esa misma ley, en su artículo 
primero, la creación de un impuesto sobre la renta 
que obtenga toda persona individual o jurídica, na- 
cional o extranjera, domiciliada o no en el país, que 
provenga, entre otras fuentes, de la explotación de 
bienes, el Consorcio relacionado, en cuanto a los 
ingresos que percibe por la explotación del servicio 
de transporte para su sostenimiento, está afecto a 
la Ley del Impuesto sobre la Renta, y no lo está 
en cuanto a los demás ingresos que no hace suyos 
y únicamente los administra sin fines lucrativos y 
reparte entre los miembros integrantes de la entidad, 
según se desprende de su escritura constitutiva. De 
ahí que, en concordancia deba analizarse la resolu- 
ción número tres mil cuatrocientos sesenta y tres, 
dictada por la Dirección del Impuesto sobre la Ren- 
ta, con fecha veintiuno de abril de mil novecientos 
sesenta y siete, que provocara el Recurso Contencio- 
so Administrativo, cuyo contenido corresponde: a) 
que el Consorcio relacionado está sujeto a la Ley 
del Impuesto sobre la Renta por los ingresos que 
hace suyos y emplea en su mantenimiento, y b) que 
lo está también por los ingresos que el Consorcio 


administra sin fines lucrativos. Ahora bien, no está 
sub-júdice, si el Consorcio debe o no pagar im- 
puesto sobre la renta, lo que se derivará, en su caso, 
del examen comparativo entre los ingresos que el 
Consorcio hace suyos y de sus egresos no deducibles 
y no de los ingresos que meramente administra y 
distribuye entre sus asociados. Consecuentemente, no 
debe hacerse ninguna declaración al respecto. 


CONSIDERANDO: 

Por disponer el artículo 3o. de la Ley del Im- 
puesto sobre la Renta que toda persona jurídica a 
que se refiere el artículo lo. de la misma ley, está 
obligada a inscribirse como sujeto de gravamen en 
la Dirección General del Impuesto sobre la Ren- 
ta, el “Consorcio “Empresa de Autobuses Urbanos 
Unión”, debe cumplir con dicha disposición y pro- 
ceder a inscribirse, y debe también presentar decla- 
ración jurada de la renta obtenida por el respectivo 
periodo de imposición, de conformidad con lo que 
establece la misma ley en su artículo 20, utilizando 
el formulario que elabora la entidad fiscalizadora o 
sea, en el presente caso, el formulario DIR-ciento 
veintidós. Por consiguiente, de conformidad con lo 
considerado, debe declararse que el Consorcio “Em- 
presa de Autobuses Urbanos Unión” está sujeto a 
las disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta por los ingresos que hace suyos y le sirven 
para su sostenimiento y no por los ingresos que 
administra y distribuye entre quienes lo integran. Por 
otra parte, como la resolución administrativa número 


tres mil cuatrocientos sesenta y tres dictada por la - 


Dirección General del Impuesto sobre la Renta, el 
veintiuno de abril de mil novecientos sesenta y siete, 
se refiere a los ingresos brutos anuales percibidos por 
cada uno de los socios que son personas indivi- 
duales distintas de la persona jurídica del Consorcio 
cuya situación se examina, quienes están obligados 
a cumplir, según su propia condición, con las dis- 
posiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
independientemente de la persona jurídica que inte- 
gran, al resolver, debe disponerse lo que corresponda 
con relación a la resolución administrativa en su 
numeral dos, en el sentido de que el Consorcio no 
está obligado, por aparte de la declaración de renta 
que debe presentar por los respectivos períodos de 
imposición, a hacer entrega del listado a que se re- 
fiere dicho numeral, porque, además, refiriéndose a 
su simple inscripción como sujeto de gravamen, di- 
cha exigencia no está comprendida en el formulario 
DIR-ciento veintidós elaborado para el efecto. 

La prevención contenida en el numeral tres de la 
misma resolución administrativa, cuyo texto se exa- 
mina, por la que se advierte al Consorcio que por 
haber omitido la solicitud de inscripción como sujeto 
de gravamen del impuesto sobre la renta, ya incurrió 
en sanción y que la misma aumentará a medida que 


A 
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transcurra el tiempo sin cumplir con tal obligación, 
no es motivo de recurso contencioso administrativo, 
porgue no causa estado ni vulnera un derecho ad- 
ministrativo en favor del reclamante, ya que está 


_formulada en términos de simple advertencia. 


CONSIDERANDO: 


La parte actora del Recurso Contencioso Admi- 
nistrativo, en su petición de fondo, solicita además 
de que se resuelva con lugar el Recurso Contencioso 
Administrativo, que en sentencia se declare: que el 
Consorcio de “Autobuses Urbanos Unión”, es una 


persona jurídica sin fines lucrativos, al tenor de la 


escritura pública de reorganización de la msima; que 
no está afecto al pago del impuesto sobre la renta, 
por carecer de fondos propios, no percibir utilidades 
en concepto de persona jurídica y no tener disponi- 
bilidad de bienes propios: que no puede ser afectado 
por las disposiciones de la Dirección General del 
Impuesto sobre la Renta, confirmadas por el Minis- 
terio de Hacienda y Crédito Público en resolución 
número nueve mil seiscientos veintitrés, absolviéndo- 
sele en definitiva de las obligaciones tributarias que 
forzosamente quieren imponerle las autoridades co- 
rrespondientes. Pero no es materia del Recurso Con- 
tencioso Administrativo hacer tales declaraciones, por 
no estar sub-júdice en la resolución administrativa 
impugnada, ya que en ella no se exige del Consorcio 
el pago de ningún impuesto sobre la renta, sino sólo 
se le impone la obligación de inscribirse y de pre- 
sentar declaración jurada sobre la renta por los pe- 
ríodos de imposición a que se refiere, por lo que 
al resolver de conformidad con lo considerado, de- 
berá declararse sin lugar la demanda en cuanto a 
estos puntos petitorios. 


LEYES APLICADAS: 


Leyes citadas y artículos 255 de la Constitución 
de la República; lo. y 2o. del Decreto número 60 
de la Junta de Gobierno; 60., 11, 12, 41, 50,51 de 
la Ley de lo Contencioso Administrativo; 1, 2, 3, 
16, 20, 21 del Decreto Ley 229; 44, 66, 67, 86, 87, 
88,126, 127/17 TAS LOS AS AO DAD, 
inciso 2o., 626, 628, 630 y 635 del Código Procesal 
Civil y Mercantil, y 143, 163, 164, 169 de la Ley 
del Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, con 
fundamento en lo considerado, en las disposiciones 
legales citadas y en lo preceptuado por los artículos 
157 y 159 del Decreto 1762 del Congreso. de la Re- 
pública, CASA el fallo recurrido, y DECLARA: 1) 
Con lugar el Recurso Contencioso Administrativo y 
de consiguiente, revoca la resolución contra la cual 


se interpuso, número cero nueve mil seiscientos vein- 
titrés de fecha diecisiete de julio de mil novecientos 
sesenta y nueve, dictada por el Ministerio de Ha- 
cienda y Crédito Público, y al conocer sobre el fondo 
del Recurso Contencioso Administrativo y la reso- 
lución número tres mil cuatrocientos sesenta y tres, 
dictada por la Dirección General del Impuesto sobre 
la Renta, con fecha veintiuno de abril de mil nove- 
cientos sesenta y siete, RESUELVE: A) que el Con- 
sorcio Empresa de Autobuses Urbanos Unión” es 
una persona jurídica afecta al impuesto sobre la renta 
por los ingresos que hace suyos y le sirven para su 
sostenimiento, y no por los ingresos que administra 
y distribuye entre sus miembros, de conformidad con 
los términos de su escritura constitutiva; B) que 
es por esos ingresos que hace suyos, que debe 
cumplir con el requisito de inscribirse como- su- 
jeto de gravamen de la Dirección General del 
Impuesto sobre la Renta, de conformidad con la 
ley y el formulario DIR-ciento veintidós y  pre- 
sentar, por los ingresos que hace suyos, las de- 
claraciones juradas por los respectivos periodos de 
imposición, y C) que el Consorcio “Empresa de Au- 
tobuses Urbanos Unión” no está obligado a presen- 


tar el listado a que hacen referencia los numerales 


dos y cuatro de la resolución de mérito, ni tampoco 
debe presentar declaraciones juradas por los ingresos 
que administra y distribuye entre los miembros del 
Consorcio, de conformidad con los términos de su 
escritura constitutiva. 11) No entra a conocer de lo 
dispuesto en el numeral tres de la resolución de la 
Dirección General del Impuesto sobre la Renta ya 
identificada, por no ser materia del Recurso Con- 
tencioso Administrativo. TI) Sin lugar. el Recurso 
Contencioso Administrativo en cuanto a los demás 
puntos petitorios de la demanda. IV) Que no hay 
especial condena en costas. V) Que el Consorcio 
“Empresa de Autobuses Urbanos Unión” está obligado 
a reponer el papel de las actuaciones dentro del tér- 
mino de cinco días, bajo apercibimiento de imponerle 
una multa de cinco quetzales. Notifíquese y con 
certificación de lo resuelto, devuélvanse los antece- 
dentes al Tribunal de origen. 


Miguel Ortiz Passarelli.—H. Vizcaíno L.— Alberto 


Herrarte.—Rodrigo Robles Ch.—R. Aycinena Sala- 
zar.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO 


Interpuesto por: JOHN DAVID CARVER, como 
representante de la “Empresa Eléctrica de Gua- 
temala, Sociedad Anónima”. 
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DOCTRINA: Cuando una ley hace referencia a otra 
para su aplicación, es indispensable la cita de am- 
bas para que pueda hacerse el examen comparativo 
de rigor. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
CIVIL: Guatemala, tres de abril de mil novecientos 
setenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el Recurso de 
Casación interpuesto por John David Carver, como 
representante de la "Empresa Eléctrica de Guatema- 
la, Sociedad Anónima”, contra la sentencia dictada 
por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
el dos de septiembre de mil novecientos setenta y 
uno, en el recurso de igual naturaleza interpuesto 
por la referida sociedad contra las resoluciones nú- 
meros doce mil ochocientos cuarenta y cinco, del 
dos de diciembre de mil novecientos sesenta y seis, 
dictada por la Dirección General del Impuesto sobre 
la Renta, y cinco mil novecientos cuarenta y nueve, 
“del siete de abril” de mil novecientos sesenta y 
siete, dictada por el Ministerio de Hacienda y Cré- 
dito Público, que declaró sin lugar el recurso de re- 
vocatoria interpuesto contra la primera resolución 
mencionada. ; 


RESUMEN DE LA SENTENCIA RECURRIDA: 

Considera el Tribunal que la “Empresa Eléctrica 
de Guatemala, Sociedad Anónima”, al recurrir con- 
tra la resolución de la Dirección General del Im- 
puesto sobre la Renta, expuso que el Decreto Ley 
número 229 tiene atinencia únicamente cuando se 
refiere al impuesto sobre la renta creado por esa 
ley y que, como dicha empresa no estaba afecta a 
ese impuesto, tampoco lo estaba a proporcionar la 
información requerida por la Dirección General del 
Impuesto sobre la Renta; pero que si bien es cierto 
que en los contratos que la sociedad ha celebrado 
con el Estado se le ha fijado una tributación es- 
pecial y distinta de las otras sociedades anónimas, 
también lo es que en los instrumentos celebrados, 
no se exime a la empresa del cumplimiento de las 
leyes de la República; que, en consecuencia, el he- 
cho de que la empresa no esté obligada al pago 
_del impuesto sobre la renta, no quiere decir que no 
esté obligada a cumplir con lo que determina el 
artículo 50. del Reglamento de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, en donde no se le impone ninguna 
tributación, sino solamente la obligación de registrar- 
“se en la Dirección General de dicho impuesto. Por 
lo indicado, estima que la resolución contra la que 
se recurre y que declaró sin lugar el recurso de re- 


vocatoria y confirmó lo resuelto por la Dirección 


General del Impuesto sobre la Renta, se encuentra 
de conformidad con la ley y debe mantenerse, razón 


por la que declara sin lugar el Recurso Contencioso 
Administrativo interpuesto contra la resolución cinco 
mil novecientos cuarenta y nueve, del “veintiocho 
de marzo” de mil novecientos sesenta y siete, dic- 
tada por el Ministerio de Hacienda y Crédico Pú- 
blico y, en consecuencia, confirma dicha resolución. 


DEL OBJETO DEL JUICIO 


El objeto del juicio fue la resolución número cinco 
mil novecientos cuarenta y nueve, del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, dictada el veintiocho 
de marzo de mil novecientos sesenta y siete, aunque 
el recurrente indica que tiene fecha siete de abril 
del mismo año. En dicha resolución el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público estima que “John D. 
Carver”, quién interpuso recurso de revocatoria con- 
tra la resolución número doce mil ochocientos cua- 
renta y cinco de la Dirección General del Impuesto 
sobre la Renta, no acreditó debidamente su persone- 
ría como representante de la “Empresa Eléctrica de 
Guatemala, Sociedad Anónima”, por lo que declaró: 
“sin lugar el recurso de revocatoria y en consecuen- 
cia, confirma la resolución impugnada”. Esta reso- 
lución se originó en virtud de que la Dirección Ge- 
neral del Impuesto sobre la Renta se dirigió al 
Gerente de la compañía solicitándole que, con el 
objeto de complementar y actualizar algunos datos 
relacionados con el Registro de Personas Jurídicas, 
le rogaba proporcionar la información que en for- 
mulario se acompaña, con base en el artículo 31 
del Decreto Ley 229. John David Carver se presentó, 
expresando ser el representante de la Empresa y que, 
como su representada únicamente tributa con base 
en el Decreto 1543 según el contrato celebrado con 
el Gobierno, no estaba sujeta a las disposiciones del 
Decreto Ley 229. La Dirección General del Impuesto 
sobre la Renta dictó entonces la resolución número 
doce mil ochocientos cuarenta y cinco, de fecha dos 
de diciembre de “mil novecientos sesenta y seis, 
en la que expresa, que el hecho de que la compañia 
esté exceptuada del pago de impuestos según el con- 
trato, no es motivo para que se considere exenta 
de otras obligaciones que establece la Ley del Im- 
puesto sobre la Renta, como lo preceptúa el artículo 
5o. del Reglamento, y que, por ser necesaria la in- 
formación solicitada, se le fijaba un plazo de diez 
días para que cumpliera, bajo apercibimiento de 
sancionarla conforme el articulo 44 de la Ley. Con- 
tra esta resolución interpuso el presentado recurso 
de revocatoria, con el resultado ya indicado. 


Contra la resolución del Ministerio de Flacienda 
y Crédito Público que ya se identificó, interpuso 
John David Carver, como representante de la “Em- 
presa Eléctrica de Guatemala, Sociedad Anónima”, 
Recurso Contencioso Administrativo, acompañando 
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esta vez su credencial de representación. Dijo que 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público había 
reconocido su calidad de gerente de la empresa al 
darle el trámite legal al recurso, por lo que resultaba 
ilegal que al resolver lo declarara sin lugar, ba- 
sándose en que el recurrente no había acreditado su 
representación; que, por otra parte, en las diligencias 
previas a usar la vía contencioso administrativa, no 
hay ninguna regulación especial ni necesidad de lle- 
nar los formalismos que se requieren para compa- 
recer ante los tribunales; que, por lo demás, se lle- 
garía a la ilógica conclusión de que no ha existido 
ningún procedimiento administrativo, porque no exis- 
tirían las notificaciones que se le han hecho como 
tal gerente. Pide que se revoque la resolución, por- 
que el artículo 31 del Decreto Ley 229 no es apli- 
cable a la empresa. El Tribunal consideró que, como 
al interponer el recurso de revocatoria el presentado 
no acreditó su representación, debería tenerse por 
consentida la resolución del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público y que, por lo tanto, no procedía 
darle trámite al Recurso Contencioso Administrativo; 
pero, interpuesto Recurso de Casación, esta Corte 
resolvió el veinticinco de enero de mil novecientos 
sesenta y ocho que, como al declararse sin lugar el 
recurso de revocatoria el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público habia confirmado la resolución im- 
pugnada, debe tenerse como conocida la situación 
jurídica planteada al pronunciarse sobre el fondo, 
por lo que con la misma debe tenerse por agotada 
la vía administrativa para que proceda el Recurso 
Contencioso Administrativo, en virtud de lo cual 
anuló el auto en el que no se le dio trámite a dicho 
recurso. 


DE LA PRUEBA RENDIDA: 


Tramitado el recurso con intervención del Minis- 
terio de Hacienda y Crédito Público y del Ministerio 
Público, se tuvieron como pruebas por parte del 
recurrente: a) la documentación existente en el ex- 
pediente administrativo, o sean los actos y resolu- 
ciones de la Administración, y b) fotocopia del 
contrato de concesión vigente entre el Gobierno y 
la “Empresa Eléctrica de Guatemala, Sociedad Anó- 
nima”, que está contenido en los Decretos Legisla- 
tivos 1,192, publicado el cuatro de mayo de mil no- 
vecientos veintidós; 1,252, publicado el veintidós de 
mayo de mil novecientos veintitrés, y 2,260, publi- 
cado el treinta de mayo de mil novecientos treinta 
y ocho. Para mejor fallar fue acompañada copia 
legalizada del referido contrato, en el cual se esta- 
blece que: “en compensación de todos los impuestos, 


cuotas, derechos y contribuciones fiscales, municipa- - 


les o de cualquier otra índole que ahora o que en 
lo futuro se establezcan”, la empresa pagará al Gobier- 
no el dos por ciento de las sumas que efectivamente 
recibiere como precio de la venta de energía eléc- 


IN AN MA 


trica suministrada a sus consumidores, y que, como 
única excepción queda obligada a pagar los impues- 
tos siguientes: a) derechos consulares; b) derechos 
de aduana o arancelarios y rentas consignadas; c) 
impuestos de timbres fiscales en las facturas de ven- 
tas de mercaderías que importe para ese objeto y 
otros; d) impuestos de vialidad establecidos sobre 
gasolina y combustible; e) impuestos establecidos en 
el Decreto Gubernativo 1,543, y f) impuesto terri- 
torial inmobiliario, así como servicios públicos. 


RECURSO DE CASACION: 


Contra la sentencia dictada por el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo John David Carver, en 
su calidad de representante de la “Empresa Eléc- 
trica de Guatemala, Sociedad Anónima”, interpuso 
Recurso de Casación de fondo por violación de ley, 
basándose «en el inciso lo. del artículo 621 del Có- 
digo Procesal Civil y Mercantil y con apoyo en el 
artículo 255 de la Constitución de la República, 
que autoriza el Recurso de Casación contra las sen- 
tencias de lo contencioso Administrativo y en el ar- 
tículo 50 del Decreto Gubernativo 1881. Motiva el 
recurso en la siguiente forma: expresa que las in- 
formaciones solicitadas por la Dirección General del 
Impuesto sobre la Renta y que se relaciona con el 
giro comercial y la contabilidad de la compañía, 
nada tienen que ver con el registro a que se dice 
está obligada, razón por la que se negó a propor- 
cionarlas; que el artículo 2o. del Decreto Ley 229, 
en su inciso h) declara que no están afectos a di- 
cha ley las personas que por ley o por contrato 
aprobado mediante ley, gocen de esa exención; que 
la empresa, conforme el Decreto Legislativo 2260 
está exenta de todo impuesto, excepto los que en 
forma específica determina la modificación del con- 
trato aprobado por esa ley; que esta circunstancia 


la reconocen, tanto la Dirección General del Impues- . 


to sobre la Renta como el Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo, pero basan sus resoluciones en 
que está obligada a cumplir las demás disposiciones 
del Decreto Ley 229; que, si bien lo anterior es 
cierto, no lo es que tenga obligación de proporcionar 
la información solicitada, porque el artículo 5o. del 
Reglamento de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
claramente indica que las personas a que se refiere 
el inciso h) del articulo 2o. de la Ley, “deben regis- 
trarse en la Dirección del Impuesto sobre la Renta, 
acompañando los documentos fehacientes en que conste 
que gozan de esa exención”; que, como se ve, esa dis- 
posición obliga a presentar la documentación que 
compruebe la exención del pago del impuesto, pero 
no toda la información que se requirió a su repre- 
sentada, y que el artículo 31 del Decreto Ley 229 
es aplicable únicamente a personas individuales o 
jurídicas afectas al pago del impuesto. Continúa ex- 
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presando que el Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo, al no estimarlo así, violó los preceptos 
legales citados, porque ha confundido la facultad 
que la Dirección del Impuesto sobre la Renta tiene 
para recabar toda la información que solicitó, con 
la obligación de las personas no afectas al pago del 
impuesto, de registrarse en esa Dirección, para cuyo 
efecto solamente debe presentarse la documentación 
que acredita la exención. Pide, por último, que se 
case el fallo recurrido y se dicte el que en derecho 
procede, revocando la resolución administrativa que 
lo motiva y que se condene en costas a la autoridad 
recurrida. ó 


CONSIDERACIONES: 


El recurrente estima como violados por el Tribu- 
nal sentenciador los artículos 2o., inciso h) y 31 
del Decreto Ley número 229, en relación con el 
articulo 50. del Reglamento de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta. El artículo 2o. del Decreto Ley 229 
en su inciso h) establece que no están afectos a esa 
ley: “las personas que por ley o por contrato apro- 
bado mediante ley, gocen de esa exención; de ma- 
nera que, en el caso de examen, si se estima violado 
el artículo 20. en su inciso h) del decreto mencio- 
nado, debe ser en relación con la ley que concedió 
la exoneración o que aprobó el contrato mediante 
el cual se estableció, para que pueda ser examinado; 
en tal forma que el artículo 2o. en su inciso h) de 
la ley citada, viene a ser una consecuencia lógica 
de la ley que concedió la exención. Por lo tanto, 
si existiese violación de ley, es precisamente la que 
concedió la exención la que en su caso podría con- 
ceptuarse como violada y no exclusivamente la que 
cita el recurrente, que es un resultado o efecto de 
la primera. El recurrente no hace mención a la ley 
que concedió la exención o que aprobó el contrato 
que la contiene, como ley violada en relación con 
la exigencia de la Dirección General del Impuesto 
sobre la Renta sobre determinada información, para 
que el Tribunal pudiera hacer el examen compara- 
tivo de rigor, razón por la cual la cita de las leyes 
que se estiman como violadas resulta incompleta, así 
como el razonamiento mediante el cual se interpone 
este recurso. Es cierto que el recurrente expresa 
en parte de su recurso que la empresa está exenta 
de todo impuesto conforme el Decreto Legislativo 
2260, “excepto los que en forma especifica deter- 
mina la modificación al contrato aprobado por esa 
ley”, pero al respecto cabe indicar: a) que no citó 
el mencionado decreto legislativo como ley violada; 
b) que dicho decreto establece que la compañía que- 
da afecta al impuesto establecido en el Decreto Gu- 
bernativo 1543; c) que el impuesto establecido en 
este decreto fue sustituido por el impuesto sobre la 


renta que establece el Decreto 1559 del Congreso 
de la República derogándose el Decreto Gubernativo 
citado, y d) que el Decreto 1559 del Congreso de 
la República fue sustituido a su vez y derogado por 
el Decreto Ley 229, actual Ley del Impuesto sobre 
la Renta. De manera que, como fácilmente se obser- 
va, sin una cita adecuada de las leyes y sin una 
exposición detallada de las razones por las cuales 
el recurrente estima que la actual Ley del Impuesto 
sobre la Renta no ha sustituido el impuesto estable- 
cido por el Decreto Gubernativo 1543 que la com- 
pañía se obligó a pagar, no puede analizarse tanto 
si le es aplicable el inciso h) del artículo 2o. del 
Decreto Ley 229, como si el Tribunal sentenciador 
lo haya violado por inaplicación, cosa esta última 
que tampoco expresa el recurrente. Por las mismas 
razones, a este Tribunal le está vedado el examen 
de la violación del artículo 31 del Decreto Ley 229, 
citado por el recurrente —en relación con el artículo 
50. del Reglamento de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta— que simplemente expresa que las enti- 
dades fiscalizadoras del impuesto quedan facultadas 
para solicitar a las personas individuales o jurídicas 
y a las oficinas del Estado y entidades autónomas, 
los datos e informes. que sean necesarios para la 
investigación, determinación y fiscalización del im- 
puesto. No pudiéndose suplir las deficiencias en que 
haya incurrido el recurrente, procede desestimar el 
presente recurso. 


LEYES APLICABLES: 


Artículos: 50 del Decreto Gubernativo 1881; 88, 
619, 620, 621, 627, 633, 635 del Código Procesal 
Civil y Mercantil; 157, 158, 159, 168, 169 de la Ley 
del Organismo Judicial. 


RESOLUCION: 


Por tanto: la Corte Suprema “de Justicia, Cámara 
de lo Civil, con apoyo en lo considerado y en las 
leyes citadas, DESESTIMA el Recurso de Casación 
que se examina; condena al recurrente al pago de las 
costas del mismo y a una multa de cincuenta quet- 
zales, que deberá hacer efectiva dentro del término 
de cinco días en la Tesorería del Organismo Judicial 
y la que, en caso de insolvencia, conmutará con diez 
días de prisión simple. Notifíquese, repóngase el 
papel empleado en la forma de ley, bajo apercibi- 
miento de que, si no se hace dentro del término 
fijado, se impondrá al recurrente una multa de cinco 
quetzales; y con certificación de lo resuelto, devuél- 
vanse los antecedentes. 


Miguel Ortiz Passarelli.—H. Vizcaíno L.—Alberto 
Herrarte.—Rodrigo Robles Ch.—R. Aycinena Sala- 
zar.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
CIVIL: Guatemala, treinta y uno de mayo de mil 
novecientos setenta. y dos. 


Se tiene a la vista para resolver los recursos de 
aclaración y ampliación interpuestos por JOHN DA- 
VID CARVER, como representante legal de la “Em- 
presa Eléctrica de Guatemala, Sociedad Anónima”, 
contra la sentencia dictada por este Tribunal el trece 
de abril último, en el Recurso de Casación inter- 
puesto contra la sentencia dictada por el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo el dos de sep- 
tiembre del año recién pasado; y, 


CONSIDERANDO: Según la ley el recurso de 
aclaración procede cuando la resolución judicial está 
concebida en términos obscuros, ambiguos o contra- 
dictorios; y el recurso de ampliación si se dejó sin 
resolver alguno de los puntos sobre los cuales ver- 
sare el proceso. Al examinar la sentencia en cuestión, 
se viene en conocimiento que no se dan los presu- 
puestos legales para que los recursos en cuestión 
puedan prosperar, por lo cual debe hacerse la de- 
claración que procede legalmente. 


Leyes aplicables: Articulos 596, 597, Código Pro- 
cesal Civil y Mercantil; 157, 158, 159 Ley del Or- 


ganismo Judicial. 


POR TANTO: La Corte Suprema de Justicia, 
Cámara Civil, con apoyo en las disposiciones legales 
invocadas, DECLARA: sin lugar los recursos de que 
se ha hecho mérito. Notifíquese y como está man- 
dado con certificación de lo resuelto, devuélvanse los 
antecedentes al Tribunal de su origen. 


Ortiz Passarelli.—Vizcaíno  L.—Recinos.—Robles 
Ch.—Aycinena Salazar.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO 


Interpuesto por Carlos Alberto Rivera Pineda, en 
concepto de representante legal de la sociedad 
“Pajardo Godoy y Compañía Limitada”, contra el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 


DOCTRINA: No puede prosperar el Recurso de Ca- 
sación si mo existe congruencia entre el motivo 
inyocado y los razonamientos en que se funda. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
CIVIL: Guatemala, dieciocho de abril de mil nove- 
cientos setenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el Recurso de - 


Casación interpuesto por Carlos Alberto Rivera Pi- 
neda, en concepto de representante legal de la socie- 
dad “Fajardo Godoy y Compañía Limitada”, pro- 
pietaria de la Empresa 'Avicultores de Mixco 
Asociados, Limitada” —de siglas “AMA”— contra 
la sentencia definitiva dictada por el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, con fecha veintinueve 
de julio de mil novecientos setenta y uno, en el 
recurso de igual naturaleza promovido por la propia 
empresa, contra la resolución número trece mil no- 
vecientos diez, dictada por el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, el diecisiete de septiembre de mil 
novecientos setenta, recurso en el cual fue parte 
también el Ministerio Público. 


RESUMEN DE LA SENTENCIA RECURRIDA: 


La sentencia de fecha veintinueve de julio de mil 
novecientos setenta y uno, dictada por el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, declara sin lugar 
el recurso de igual naturaleza interpuesto por el re- 
presentante legal de la Empresa “Avicultores de 
Mixco Asociados” y, en consecuencia, confirma la 
resolución recurrida, número trece mil novecientos 
diez, dictada por el Ministerio de Hacienda y Cré- 
dito Público, con fecha diecisiete de septiembre de 
mil novecientos setenta. 


En el relato de antecedentes, la sentencia expresa: 
que la Dirección General del Impuesto sobre la Renta 
designó al Inspector “Manolo Arena S.' para que 
practicara revisión a la Empresa “Fajardo y Com- 
pañía Limitada”, por los siguientes ejercicios; “Ju- 
lio/agosto de mil novecientos sesenta y tres, septiem- 
bre/agosto de mil novecientos sesenta y tres/mil 
novecientos sesenta y cuatro; mil novecientos sesenta 
y cuatro/mil novecientos sesenta y cinco: septiem- 
bre mil novecientos sesenta y cinco a junio de mil 
novecientos sesenta y seis; que dicho Inspector sus- 
cribió, en las oficinas de la citada empresa, el acta 
número siete de diecisiete de abril de mil novecientos 
sesenta y nueve, en la cual asentó que, aunque la 
empresa en sus declaraciones incluye como ingresos 
propios la venta de huevos y productos avicolas, él 
comprobó que tales operaciones las hace por con- 
signación de sus socios, operaciones que consisten 
en clasificación, empaque y venta de productos avi- 
colas, servicios que presta dicha empresa y le son 
debidamente remunerados. Indicó los ingresos reales 
propiedad de la empresa durante los ejercicios revi- 
sados y dejó constancia de que, durante los mismos, 
la empresa no satisfizo los impuestos correspondientes 
a timbres fiscales y papel sellado y sobre la renta; 


que el Gerente de la empresa manifestó que, si no 


se han satisfecho los impuestos indicados, se debe 
a que estima que la misma goza de los beneficios 


a a 
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concedidos en el “Decreto número 1331"; y que, en 
hoja separada de fecha dieciocho de abril de mil 
novecientos sesenta y nueve, el propio inspector de- 
talló su liquidación para los efectos de trámite y 
cobro, con un monto total de impuesto omitido de 
tres mil trescientos dos quetzales con treinta y cuatro 
centavos y multa equivalente a esta cantidad, según 
los artículos 16 del Decreto “1153 y 69 de la Cons- 
titución””, por lo que el total a pagar es de seis mil 
seiscientos cuatro quetzales con sesenta y ocho cen- 
tavos; que el Departamento de Auditoría de la Di- 
rección General del Impuesto sobre la Renta, en re- 
solución de veintiocho de abril de mil novecientos 
sesenta y nueve, dio audiencia por cinco días a Fa- 
jardo Godoy y Compañía Limitada, empresa que al 
contestarla acompañó fotostática de la resolución 
número diez mil ochocientos cuarenta y nueve de 
once de agosto de mil novecientos sesenta y nueve 
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con 
la que considera aclarada la situación de la empresa, 
porque en ella se declaró que las producciones y 
transacciones de indole exclusivamente avícola de 
entidades jurídicas o individuales que se dedican a 
la explotación de awes de corral, no están afectas 
al pago del Impuesto de Papel Sellado y Timbres 
y que, por consiguiente, también están facultadas 


para comerciar con los productos de su giro en las 


referidas condiciones de exoneración de impuestos, 
cargas fiscales, arbitrios y tasas municipales y que 
se reconocía que *Avicultores Asociados de Mixco, 
Limitada”, es una entidad avícola y goza de los be- 
neficios de la Ley de Fomento Avícola. Previo dic- 
tamen de la Sección de Revisión y Liquidación, el 
Departamento de Auditoría de la Dirección General 
del Impuesto sobre la Renta dictó la resolución nú- 
mero RL-R cuatrocientos treinta y siete, de treinta 
y uno de octubre de mil novecientos sesenta y nueve, 
por la que mandó que se extendieran las órdenes 
de pago, cada una por tres mil trescientos dos quet- 
zales con treinta y cuatro centavos, en concepto de 
impuesto omitido y por la multa correspondiente. 
Interpuesto recurso de revocatoria contra tal reso- 
lución, la Dirección General del Impuesto sobre la 
Renta envió las diligencias al Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, el cual mandó oír al Ministerio 
Público que opinó que el recurso de revocatoria 
planteado debía rechazarse por improcedente, oOpi- 
nión gue también sustentaron el Consejo Técnico y 
la Asesoría Juridica del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, aclarando el primero que, cuando 
ocurrieron las operaciones que originaron la resolución 
impugnada, la empresa tenía como objeto prin- 
cipal de su actividad, prestar servicios a los avicul- 
tores asociados a base de comisión sobre la clasifi- 
cación, distribución y venta de los productos de los 
socios, actividad comercial muy diferente de las ac- 
tividades avícolas a que se refiere el Decreto 1331 
del Congreso de la República; y que el diez y siete 


de septiembre de mil novecientos setenta el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público dictó la resolución 
número trece mil novecientos diez, que declaró sin 
lugar el recurso de revocatoria interpuesto y confirmó 
la resolución objeto de la impugnación. 


Que el dieciséis de diciembre de mil novecientos 
setenta, el representante legal de “Fajardo Godoy y 
Compañía Limitada” compareció ante el Tribunal 
interponiendo Recurso Contencioso Administrativo 
contra la resolución número trece mil novecientos 
diez del diecisiete de septiembre de mil novecientos 
setenta, del Ministerio de Hacienda y Crédito Pú- 
blico; que expuso las razones que creyó pertinentes, 
ofreció pruebas, citó las leyes en que basó su acción 
y pidió que, en su oportunidad, fuera declarado con 
lugar el Recurso Contencioso Administrativo y que, 
como consecuencia, fueran revocadas las resolucio- 
nes contra las cuales se interpuso el recurso. Tra- 
mitado el recurso se dictó el fallo que, en la parte 
considerativa, después de hacer referencia a la li- 
quidación practicada y a las resoluciones sucesivas 
que dieron lugar al Recurso Contencioso Adminis- 
trativo, estimó que debe confirmarse la resolución 
impugnada que dictó el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público con el número trece mil novecientos 
diez, no por los motivos en ella consignados, sino 
por las siguientes razones: a) prestación de servicios, 
porque en la escritura de constitución de '“Avicul- 
tores de Mixco Asociados, Sociedad de Responsa- 
bilidad Limitada”, otorgada ante el Notario Salvador 
Augusto Saravia Enríquez, el primero de septiembre 
de mil novecientos sesenta, se estipuló que tendrá 
como principal objeto el de prestar servicios debi- 
damente remunerados a los socios, cláusula que se 
mantuvo en las escrituras posteriores de prórroga y 
modificación autorizada porel Notario Ramón Mon- 
tenegro Alegría y en la que autorizó el Notario Al- 
fredo Donado Figueroa el treinta de agosto de mil 
novecientos sesenta y tres, que mantiene en la cláu- 
sula cuarta, como propósito, el de “prestar a los 
socios servicios debidamente remunerados”; b) servi- 
cios prestados por consignación, ya que el Inspector 
nombrado por el Departamento de Auditoría de la 
Dirección General del Impuesto sobre la Renta, com- 
probó que la Empresa incluye en sus declaraciones, 
como ingresos propios, la venta de huevos y pro- 
ductos avícolas, pero que tales operaciones que presta 
a sus asociados, son debidamente remuneradas y que 
este extremo no fue desvanecido; c) que la Ley de 
Fomento Avicola, contenida en el Decreto 1331 del 
Congreso de la República, que define en su primer 
artículo lo que es avicultura y en el segundo la de- 
clara de utilidad nacional y que, en consecuencia, 
gozará de las prerrogativas que indica, entre las 
que aparece, en el inciso d), la exoneración del Im- 
puesto de Papel Sellado y Timbres Fiscales para la 
constitución de sociedades y empresas avícolas, de 
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donde se deduce que, lógicamente, está excluyendo, 
en cuanto al pago de dicho impuesto, a las demás 
operaciones, indiscutiblemente “por los servicios pres- 
tados”; d) que la escritura autorizada por la Notario 
Rosa Elena Calderón Ayala, el diez y seis de junio 
de mil novecientos sesenta y seis, donde se detallan 
las finalidades de la empresa, que convergen a la 
explotación avícola integral, se faccionó con fecha 
posterior a la fecha de la mayoría de los reparos 
formulados, por una parte y, por la otra, la voluntad 
de las partes expresada en tal instrumento, como 
aprecia el Ministerio Público en su dictamen, no 
puede ir más allá de los límites permitidos por a 
ley, y e) que el recurrente adujo: Í, que el Minis- 
terio de Hacienda y Crédito Público había dictado, 
en otro caso, lá resolución número diez mil ocho- 
cientos cuarenta y nueve de once de agosto de mil 
novecientos sesenta y nueve, confirmatoria de la 
número once mil seiscientos sesenta y ocho de vein- 
tidós de julio de mil novecientos sesenta y ocho del 
mismo Ministerio, en la que se declaraba que las 
producciones y transacciones de índole avícola de 
entidades jurídicas o individuales que se dedican a 
la explotación de aves de corral, no están afectas al 
pago de papel sellado y timbres fiscales y que re- 
conoció que “Avicultores de Mixco Asociados, Li- 
mitada'” es una entidad avícola y que goza de los 
beneficios de la Ley de Fomento Avícola; Il, que 
dicho Ministerio no se ajustó a los términos claros 
y precisos de dicha resolución para resolver el caso 
motivo del recurso, aduciendo que sus efectos no 
pueden retrotraerse a fechas anteriores y a la notifi- 


cación de tal resolución. Continúa apreciando el Tri-” 


bunal sentenciador que, al respecto, debe observarse 
que lo resuelto por el indicado Ministerio. sólo en- 
traña una interpretación que hizo en caso de una 
consulta, pero no puede tener aplicación legal para 
resolver un caso concreto, como el que era objeto 
de examen, que debían atenerse a los términos cla- 
ros de la Ley y que, por consiguiente, no podía 
dársele ningún efecto jurídico en cuanto a retroac- 
tividad en su aplicación. Estimó, asimismo, que se 
llegaba a la conclusión de que “Avicultores de Mixco 
Asociados” carece de granjas, que únicamente cuenta 
con las cuotas que cada socio aportó para la cons- 
titución de la sociedad y cuotas diarias por la venta 
de sus productos, sin contar con costos de produc- 
ción, salvo los que en forma individual tienen los 
socios, resumiendo su actividad en dos aspectos: la 
Avícola y la comercial para la consecución del mer- 
cado y que, en cuanto a esta actividad, no le favo- 
rece la prerrogativa de exoneración de impuestos. 


PUNTOS QUE FUERON OBJETO 
DEL JUICIO: 


Con base en el acta fúmero siete, levantada por 
el Inspector Manolo Arenas Santiago el diecisiete de 


abril de mil novecientos sesenta y nueve, la Direc- 
ción General del Impuesto sobre la Renta dictó la 


resolución número RL-guión R cuatrocientos treinta 


y siete, de fecha treinta y uno de octubre de mil 
novecientos sesenta y nueve, por la que mandó que 
se exigiera el pago del impuesto de papel sellado 
y timbres, omitido por la sociedad “Fajardo Godoy 
y Compañía, Limitada”, propietaria de la empresa 
“Avicultores de Mixco Asociados, Limitada”, corres- 
pondientes a los periodos de imposición ya indica- 
dos, con un monto total de tres mil trescientos dos 
quetzales con treinta y cuatro centavos, más la multa 
correspondiente equivalente a la misma cantidad. 
Por resolución número trece mil novecientos diez, 
de diecisiete de septiembre de mil novecientos se- 
tenta, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
declaró sin lugar el recurso de revocatoria y confir- 
mó la resolución recurrida. Contra lo resuelto por 
el Ministerio indicado “Fajardo Godoy y Compañía, 
Limitada”, interpuso el Recurso Contencioso Admi- 
nistrativo en que se dictó la sentencia de fecha vein- 
tinueve de julio de mil novecientos setenta y uno 
arriba resumida. 


“Fajardo, Godoy y Compañía Limitada” sostiene 
que, desde su origen ha sido y es una empresa 
constituida y ajustada a los términos y requisitos exi- 
gidos por el Decreto número 1331 del Congreso de 
la República (Ley de Fomento Avícola) y que, como 
consecuencia, goza de los privilegios y exonerácio- 
nes que la misma ley establece, razón por la cual 
no está afecta al pago del impuesto de papel sellado 
y timbres, situación que fue reconocida por el Mi- 
nisterio de Hacienda y Crédito Público en las reso- 
luciones números once mil seiscientos sesenta y ocho, 
de veintidós de julio de mil novecientos sesenta y 
ocho y diez mil ochocientos cuarenta y nueve de 
once de agosto de mil novecientos cuarenta y nueve, 
confirmatoria de la anterior. 


EXTRACTO DE LAS PRUEBAS Y 
ALEGACIONES DE LAS PARTES: 


“Fajardo, Godoy y Compañía Limitada” rindió 
las siguientes pruebas: a) fotocopia de la resolución 
número once mil seiscientos ochenta y ocho, dictada 
por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público el. 
veintidós de julio de mil novecientos sesenta y ocho, 
en la que declara que las producciones y transac- 
ciones de indole únicamente avícola de entidades ju- 
rídicas e individuales que se dedican a la explotación 
de aves de corral, no están afectas al pago del im- 
puesto de timbres fiscales; b) fotocopia de la reso- 
lución número diez mil ochocientos cuarenta y nueve 
de once de agosto de mil novecientos sesenta y nue- 
ve, proferida por el Ministerio de Hacienda y Cré- 
dito Público que confirma la resolución número once 
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mil seiscientos ochenta y ocho a que se refiere el 
literal anterior y que, además, declara: que tampoco 
están afectas al pago del impuesto sobre la renta 
las actividades y operaciones avícolas mencionadas; 
que, por consiguiente, las explotaciones de entidades 
de naturaleza únicamente avícola, están facultadas 
para “mercadear” los productos de su giro en las 
referidas condiciones de exoneración de impuestos, 
cargas fiscales, arbitrios y tasas municipales: y que 
se reconoce que la empresa “Avicultores de Mixco 
Asociados, Limitada”, es una entidad avícola que 
goza de los beneficios de la Ley de Fomento Aví- 
cola; c) certificación de la resolución número trece 
mil novecientos diez, del diecisiete de septiembre de 
mil novecientos setenta, dictada por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, contra la cual se in- 
terpuso el Recurso Contencioso Administrativo; d) 
el expediente administrativo en que se dictaron di- 
chas resoluciones. En este expediente obran los 
instrumentos en que constan la constitución, modi- 
ficaciones y prórrogas del plazo de vigencia de la 
sociedad recurrente, a saber: A) fotocopia del pri- 
mer testimonio de la escritura pública número se- 
tenta y cinco, autorizada por el Notario Salvador 


Augusto Saravia Enríquez el primero de septiembre . 


de mil novecientos sesenta, mediante la cual se cons- 
tituyó la sociedad “Ayicultores de Mixco Asociados, 
Sociedad de Responsabilidad Limitada”, con razón 
social “Fiedler, Fajardo y Compañía Limitada”, cuyo 
objeto principal, conforme la cláusula primera, es el 
de “prestar servicios debidamente remunerados a 
sus socios, los cuales poseen todos, gallineros o gran- 
jas avícolas” y, puntualiza a continuación tales ser- 
vicios. Al pie consta razón de inscripción en el Libro 
correspondiente de Personas Jurídicas del Registro 
Civil de esta ciudad; B) fotocopia de la escritura nú- 
mero cuarenta y cinco, autorizada por el Notario 
Ramón Montenegro Alegría el veinticinco de agosto 
de mil novecientos sesenta y dos, mediante la cual 
se prorrogó el plazo de la sociedad indicada en el 
literal anterior, se modificó la razón social por la 
de “Fajardo, Godoy y Compañía Limitada” y se mo- 
dificaron otras modalidades de la escritura social, 
sin incluir el objeto de la sociedad; C) fotocopia, 
incluyendo razón del Registro, del testimonio de la 
escritura pública número diectsiete autorizada por 
el Notario Luis Alfredo Donado Figueroa el treinta 
de agosto de mil novecientos sesenta y tres, me- 
diante la cual se prorrogó y reestructuró la sociedad 
“Fajardo, Godoy y Compañía Limitada”, de nombre 
comercial ''Avicultores de Mixco Asociados, Socie- 
dad de Responsabilidad Limitada”. Se consignó en 
la cláusula cuarta que la sociedad, “como siempre, 
tiene como propósito el de prestar a los socios ser- 
vicios debidamente remunerados, los cuales poseen 
todos, gallineros o granjas avícolas”, y a continua- 
ción enumera los respectivos servicios; D) fotoco- 
pia del testimonio inscrito en el Registro Civil de 


la escritura pública número treinta y siete, autori- 
zada por la Notario Rosa Elena Calderón Ayala el 
diecisiete de junio de mil novecientos sesenta y seis, 
por la cual los otorgantes comparecieron “a consti- 
tuir totalmente la Sociedad “Fajardo, Godoy y Com- 
pañía Limitada”, En su cláusula cuarta se consignó 
que “la Sociedad tiene por objeto el desarrollo de 
la Avicultura como Ramo de la Zootecnia que com- 
prende la producción, incubación, crianza, selección, 
explotación y engorde de aves, producción de carne 
y huevos y aprovechamiento de los productos y sub- 
productos; el desarrollo de la Avicultura en General, 
de la Técnica Avicola, de la Economía Avícola y 
de la Avicultura Industrial"; y a continuación enu- 
mera las negociaciones sobre las que versará el giro 
social. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público 


- y el Ministerio Público, no rindieron prueba alguna. 


Alegó el interponente del Recurso Contencioso Ad- 
ministrativo que, en la resolución que fue objeto 
del mismo, el Ministerio de Hacienda y Crédito Pú- 
blico expuso, como único fundamento, que el propio 
Ministerio mediante la resolución número diez mil 
ochocientos cuarenta y nueve, de once de agosto de 
mil novecientos sesenta y nueve, confirmó la número 
once mil seiscientos ochenta y ocho, de veintidós 
de julio de mil novecientos sesenta y ocho, en el sen- 
tido de declarar que las producciones y transacciones 
de índole avícola de entidades jurídicas o individua- 
les que se dedican a la explotación de aves de corral, 
no están afectas al pago del impuesto de papel se- 
llado y timbres y el impuesto sobre la renta y que, 
además, reconoció que, 'Avicultores de Mixco Aso- 
ciados, Limitada”, es una entidad avícola que goza 
de los beneficios de la Ley de Fomento Avícola; 
que no obstante lo anterior, afirma el Ministerio que 
los efectos de la indicada resolución número diez 
mil ochocientos cuarenta y nueve, comenzaron a te- 
ner vigencia a partir del veintiuno de agosto de mil 
novecientos sesenta y nueve, fecha en que fue legal- 
mente notificada, por lo que, según indica el Minis- 


- terio, los efectos de tal resolución no pueden retro- 


traerse a fechas anteriores a su notificación. Después 
de transcribir el Por Tanto de la indicada resolu- 
ción, agrega que la misma no indica que surte efectos 
en determinada fecha o que se aplique a actividades 
de la empresa, posteriores a la fecha de su notifica- 
ción; que tal resolución declara la situación jurídico- 
tributaria de “La Pradera” respecto a las disposicio- 
nes de la Ley de Fomento Avícola, Decreto 1331 
del Congreso de la República; que se trata de una re- 
solución interpretativa de la Ley en función de la ac- 
tividad avícola de la empresa, que desde su funda- 
ción ha venido desarrollando actividades avícolas que 
tutela la indicada ley; que del tenor del citado Decre- 
to, se colige que la mente y el espíritu del legislador 
ha sido proteger y fomentar la agroproducción avico- 
la en el país; que el Ministerio de Hacienda y Crédi- 
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to Público reconoce que la Ley de Fomento Avícola 
creó derechos de exención impositiva a favor de las 
personas individuales y jurídicas que se dedican a 
la producción avicola y a las transacciones de la 
misma indole y que, concretamente, en la citada re- 
solución, el Ministerio declara que “Avicultores de 
Mixco Asociados Limitada” es entidad avícola que 
goza de los beneficios de la indicada ley, induda- 
blemente desde la fecha en que inició sus operacio- 
nes avicolas; y que, por otra parte, tal resolución 
número diez mil ochocientos cuarenta y nueve fue 
notificada y consentida por “Fajardo, Godoy y Com- 
pañía Limitada”, por lo que se encuentra firme y 
con plena vigencia amparando los derechos adquiri- 
dos por la empresa conforme la ley. Que con base 
en lo anterior, la resolución número trece mil nove- 
cientos diez de diecisiete de septiembre de mil nove- 
cientos sesenta y nueve del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, objeto del recurso Contencioso-Ad- 
ministrativo, limita los derechos y causa graves per- 
juicios a la sociedad. El día de la vista, el represen- 
tante de “Fajardo, Godoy y Compañía Limitada”, 
transcribe y comenta algunas disposiciones del Decre- 
to 1331 del Congreso de la República y de la Ley 
del Organismo Judicial y sostiene que la resolución 
número trece mil novecientos diez del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público adolece de nulidad de 
pleno derecho, porque viola e infringe la ley “arro- 
gándose más categoría jerárquica que la propia ley, 
y, por lo mismo, la contradicción a la misma es ma- 
nifiesta y palmaria, toda vez que dicha resolución 
trata de anular la ley”; que a mayor abundamiento, 
el propio Ministerio declaró anteriormente que Avi- 
cultores de Mixco Asociados “AMA”, por su natu- 
raleza y desarrollar actividades avícolas, está exenta 
del pago del impuesto de papel sellado y timbres 
fiscales y que, como entidad avicola, goza de los 
beneficios de la Ley de Fomento Avícola; y que fue 
esta ley la que estableció en su artículo 2o. las exen- 
ciones impositivas a favor de las personas individua- 
les y jurídicas de carácter avícola. 


DEL EXTRACTO DEL RECURSO 
DE CASACION 


El recurrente en escrito recibido el treinta de agos- 
to de mil novecientos setenta y uno, interpuso re- 
curso de casación contra la sentencia dictada por el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo el vein- 
tinueve de julio de mil novecientos setenta y uno, por 
motivos de fondo, submotivos: a) aplicación indebi- 
da de la ley; y b) error de hecho en la apreciación 
de las pruebas. Se basó en el párrafo final del artícu- 
lo 255 de la Constitución de la República, artículos 
lo. y 2o. del Decreto 60 de la Junta de Gobierno y 
en los artículos 620 y 621, incisos lo. y 2o., del Có- 
digo Procesal Civil y Mercantil y citó como infrin- 
gidos los artículos: lo. y párrafos lo. y final del 


artículo 2o. del Decreto 1331 del Congreso de la 
República (Ley de Fomento Avícola); 32, 105, 106 
y párrafo lo. del 109 del Acuerdo Gubernativo de 
veintinueve de junio de mil novecientos sesenta y 
cuatro (Reglamento de la Ley del Impuesto de Papel - 
Sellado y Timbres; 16 del Decreto Legislativo 1153 
(Ley de Contribuciones) 69 de la Constitución de 
la República; 2o. inciso h) y 12 de la Ley del Im- 
puesto Sobre la Renta (Decreto-Ley 229); 1o., 2o., 
3o., 4o., 70. y 9%. de la Ley del Organismo Judicial 
(Decreto 1762 del Congreso de la República); 50 
del Decreto Gubernativo 1881, reformado por el De- 
creto Presidencial 211; y 126, 127 párrafo 3o., 128 
inciso 50., 177 párrafo lo., 178 párrafo lo. y 186 pá- 
rrafos lo. y 2o. del Código Procesal Civil y Mer- 
cantil. 


Al referirse al sub-motivo de aplicación indebida 
de la ley, expone: que la compañía indicada está cons- 
tituida por personas dedicadas a la explotación aví- 
cola, desde la formación de granjas para incubación, 
crianza y engorde de aves de corral, hasta la comer- 
cialización y mercadeo de sus productos y sub-pro- 
ductos: que el desarrollo de la Avicultura en general, 
de la Técnica Avícola, de la Economía Avícola y 
de la Avicultura Industrial, ha venido desarrollándo- 
las “Fajardo, Godoy y Compañía Limitada”, desde 
el veinticinco de agosto de mil novecientos sesenta 
y dos, “como se desprende de la escritura pública ce- 
lebrada en esta ciudad ante el notario Ramón Mon- 
tenegro Alegría”, cuando fue modificada la razón 
social de “Fiedier, Fajardo y Compañía Limitada”, 
razón con la que venía operando la empresa desde 
el primero de septiembre de mil novecientos sesenta, 
fecha en que se constituyó” la sociedad ante el nota- 
rio Salvador Augusto Saravia Enríquez. Transcribe 
el artículo lo. de la Ley de Fomento Avícola y el 
penúltimo párrafo, mencionándolo como párrafo fi- 
nal, del artículo 2o. de la misma ley y agrega: que 
estima aplicadas indebidamente dichas disposiciones, 
porque para el caso particular, las actividades prin- 
cipales de la sociedad han sido “—desde su origen—" 
todos los rubros relacionados con el objeto de la 
misma, que están enmarcados dentro de la indicada 
ley, bajo cuyo amparo surgió 'Fiedler, Fajardo y 
Compañía Limitada”, que posteriormente ha sufrido 
modificaciones en su constitución y razón social, “pe- 
ro en ningún momento, en su objeto y finalidades ha 
dejado de dedicarse a la rama de la Zootecnia, que 
comprende, para sus socios individualmente conside- 
rados, y para la entidad como persona jurídica”, las 
actividades que indica; que, como constancia de lo 
anterior, a manera de consagrar las disposiciones de 
la Ley de Fomento Avicola, el Ministerio de Hacien- 
da y Crédito Público declaró a la empresa bajo la 
protección del Decreto 1331 del Congreso de la Re- 
pública. Agregó el recurrente que esto “significa, sin 
lugar a dudas, que esta entidad está exonerada, en 
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todas sus actividades, del pago de impuestos, cargas 
fiscales, arbitrios y tasas municipales” y que no po- 
drá ser objeto de requerimiento mi del pago de los 
mismos; que, de ahí, que tanto el inspector que prac- 
ticó la inspección de campo como la Dirección Ge- 
neral del Impuesto sobre la Renta en su intervención 
fiscalizadora respecto a la indicada sociedad, infrin- 
gieron la ley en sus operaciones, por aplicación inde- 
bida de las disposiciones citadas. Que asimismo estima 
que fue infringido el artículo 32 del Reglamento de 
la Ley del Impuesto de Papel Sellado y Timbres: 
Decreto Legislativo 1831, cuyo texto señala la obli- 
gación tributaria respecto al pago de tal impuesto 
a las personas que enumera, porque debe observarse 
que dicho artículo se refiere a quienes no hubieren 
estado exonerados por ley específica del pago del 
impuesto, pero que, en el caso de la sociedad indi- 
cada, no es aplicable dicha morma, porque la enti- 
dad surgió al amparo de la Ley de Fomento Avicola 
y, como consecuencia, está exonerada de tales cargas 
tributarias. Con el mismo fundamento considera in- 
fringidos los artículos 105, 106 y párrafo lo. del 
109 del Reglamento mencionado; y que el artículo 
16 del Decreto Legislativo 1153 (Ley de Contribu- 
ciones) relacionándolo con el artículo 69 de la Cons- 
titución de la República, fueron también infringidos 
por aplicación indebida, porque, si no procedía el 
pago del impuesto, con mayor razón es improcedente 
la imposición de multa alguna. Que con igual carac- 
terística de aplicación indebida, fueron infringidos 
los artículos 2o. inciso h' y 12 de la Ley del Impuesto 
Sobre la Renta, que establecen por su orden, excep- 
ciones a dicha ley y excepciones para determinar la 
renta imponible, señalando a las personas que por 
ley gozan de tales beneficios; que al estar compren- 
dida la sociedad dentro de dichas excepciones con- 
forme la Ley de Fomento Avícola, considera que 
fueron infringidos por haber sido ignorados para una 
empresa protegida por dicha ley; y que, en conside- 
ración al caso cuestionado y a la aplicación indebida 
de las normas legales que citó como infringidas, han 
repercutido “en la Ley del Organismo Judicial”, que 
contiene preceptos claros de indudable condición ju- 
rídica y fijan presupuestos que el juzgador debe te- 
ner en cuenta y que el tribunal a-quo ignoró, y citó 
al efecto los artículos lo., 2o., 3o., 4o., 7o. y 9o. de 
dicha ley; que estos artículos fueron infringidos por 
aplicación indebida, ya que el imperio de la ley se 
extiende a todos los habitantes de la República y que 
la infracción consiste en que no se tomó en cuenta, 
a favor de la sociedad, los preceptos legales que am- 
paran sus actividades de carácter eminentemente 
avícola, con relación a la Ley de Fomento Avicola; 
que dejó de estimarse en la sentencia recurrida que, 
contra la observancia de la ley no puede alegarse 
ignorancia, desuso, costumbre o práctica en contra- 
rio, norma que fue infringida por aplicación indebi- 
da, ya que, imperativamente, “tenía que observarse 


la conducta contenida en los citados artículos del 
Decreto 1331 del Congreso de la República”, en re- 
lación a la empresa y el carácter netamente avícola 
de su actividad: que, en la misma situación jurídica, 
cae el artículo 40. de la Ley del Organismo Judicial, 
pues desatendió el tribunal que las disposiciones es- 
peciales de una ley prevalecen sobre las generales de 
la misma, así como el contenido del artículo 7o. de 
la propia Ley del Organismo Judicial, que también 
fue infringido por aplicación indebida, ya que el 
párrafo lo. del artículo 20. de la Ley de Fomento 
Avicola declara a la Avicultura de utilidad nacional, 
lo que significa que el interés de la Avicultura, que 
es interés social prevalece en este caso sobre el in- 
terés particular del Fisco, infracción que se consumó 
al incluir, como sujeto de carga tributaria, a una em- 
presa que por disposición de ley especifica está exen- 
ta y no podrá ser objeto de impuestos, cargas fisca- 
les, arbitrios ni tasas municipales. Y que, finalmente, 
el análisis por aplicación indebida de la ley, incluye 
el artículo 9o. de la Ley del Organismo Judicial, “que 
es aún más contundente en relación a esta litis, ya 
que esta norma expresa que “cuando el sentido de 
la ley es claro, no se desatenderá su tenor literal con 
el pretexto de consultar su espíritu”; que el tribunal 
desatendió el tenor literal de las disposiciones cita- 
das de la Ley de Fomento Avícola, que fue aplicada 
indebidamente al confirmar el recurso de revocatoria 
que por resolución número trece mil novecientos diez 
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, ignoró 
el Decreto 1331 del Congreso de la República y sus 
fines de protección para la Avicultura, e impuso a 
“Fajardo, Godoy y Compañía Limitada”, la obliga- 
toriedad del pago de un impuesto por la venta de 
sus productos avícolas, procesados por esta entidad 
y avicultores individuales dedicados a la industria 
avícola, protegida por dicha ley. 


Al referirse a sub-motivo de error de hecho en 
la apreciación de las pruebas, expresa: que la doc- 
trina sostiene que para que haya error de hecho en 
la apreciación de las pruebas es necesario que la 
impugnación se refiera a afirmaciones de hecho y 
no a su apreciación o valoración y que, mediante 
un simple cotejo con un documento o acto auténtico, 
se ponga de manifiesto, evidentemente, la equivoca- 


ción del juzgador; que, como puede verse de todos los . 


documentos que obran en la pieza administrativa y 
en el expediente Contencioso-Administrativo, “Pajar- 
do Godoy y Compañia Limitada”, desde sus inicios, 
se ha dedicado a la Avicultura como rama de la Zoo- 
tecnia, e indica las actividades que comprende; que 
mantiene el criterio de que, al cotejar las pruebas 
documentales rendidas en juicio con la sentencia, se 
hace manifiesta y “evidente la equivocación del juz- 
gador. Cita y analiza parcialmente los siguientes do- 
cumentos: l' Escritura pública número setenta y cin- 
co de primero de septiembre de mil novecientos se- 
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senta, autorizada por el notario Salvador Augusto 
Saravia Enríquez, que contiene bajo el amparo de la 
Ley de Fomento Avícola, la constitución de la socie- 
dad “Fiedler, Fajardo y Compañía Limitada, con 
nombre comercial “Avicultores de Mixco Asociados, 
Sociedad de Responsabilidad Limitada”, escritura en 
la cual se determinó no sólo como su objeto prestar 
servicios debidamente remunerados a sus socios, sino 
—con especialidad— manejar la distribución y con- 
servación de los productos avícolas de sus socios y 
Escritura 
número cuarenta y cinco que autorizó el Notario Ra- 
món Montenegro Alegría el veinticinco de agosto de 


las demás actividades que puntualiza; II) 


mil novecientos sesenta y dos, por la que se prorrogó 
el plazo de la sociedad y se modificó la razón social 
por “Fajardo, Godoy y Compañía Limitada”, man- 
teniéndose el objeto netamente avícola que originó 
su constitución; TIT) 


seis autorizada por el mismo notario el tres de no- 


Escritura número cincuente y 


viembre de mil novecientos sesenta y dos, por la que 
se introdujeron modificaciones a la sociedad; pero 
se mantuvo inalterable el objeto de su constitución; 
IV) Escritura número diecisiete autorizada por el 
notario Luis Alfredo Donado Figueroa el treinta de 
agosto de mil novecientos sesenta y tres, por la que 
se prorrogó el plazo, se hicieron otrás modificacio- 
nes y se destacó de manera especial que el objeto de 
la sociedad era el desarrollo de la avicultura y man- 
tenerse bajo el amparo de la Ley de Fomento Avíco- 
la; VW) Escritura número treinta y siete autorizada 
por la notario Rosa Elena Calderón Ayala el dieci- 
siete de junio de mil novecientos sesenta y seis, que, 
al reorganizar la sociedad, dispone su constitución 
total y al referirse a su objeto, dispone que será el 
desarrollo de la avicultura como rama de la Zootec- 
nia que comprende la producción, incubación, crian- 
za, selección, explotación y engorde de aves, pro- 
ducción de carne y huevos y «aprovechamiento de los 
productos y subproductos, el desarrollo de la avicul- 
tura en general, de la técnica avícola, de la econo- 
mía avícola y de la avicultura industrial; VI) Escri- 
tura número noventa y siete autorizada por el mis- 
mo notario el treinta de agosto de mil novecientos 
sesenta y ocho, que contiene las modificaciones que 
indica, aclarando que el objeto principal de la so- 
ciedad se mantuvo inalterable y bajo el amparo de 
la Ley de Fomento Avícola; VII) Resolución núme- 
ro once mil seiscientos sesenta y ocho del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público, de fecha veintidós de 
julio de mil novecientos sesenta y ocho, en la que 
se consideró la situación respecto al pago del im- 
puesto del timbre en un contrato de “Fajardo, Godoy 
y Compañía Limitada”, se recordó la providencia 
que indica de la Dirección General del Impuesto so- 
bre la Renta, que resolvió que las actividades avíco- 
las no están afectas al impuesto sobre la renta y en 
la que se declara: que las producciones y transaccio- 
nes de indole únicamente avícola, de entidades jurí- 


dicas o individuales que se dedican a la explotación 
de aves de corral, no están afectas al impuesto de 
timbres fiscales: y VIII) Resolución número diez mil 
ochocientos cuarenta y nueve de once de agosto de 
mil novecientos sesenta y nueve, por la que el Mi- 
nisterio de Hacienda y Crédito Público, al analizas 
la naturaleza de las actividades de '“Avicultores de 
Mixco, Asociados, Limitada”, confirmó la resolución 
a que se refiere el numeral anterior, hizo las otras 
declaraciones que indica y reconoció que la expresada 
empresa, es una entidad avícola, que góza de los be- 
neficios de la Ley de Fomento Avícola. Al razonar, 
agrega: Que las escrituras y resoluciones citadas se 
ajustan a lo que disponen los párrafos lo. y 2o. del 
artículo 186 del Código Procesal Civil y Mercantil, 
por lo que producen fe y constituyen plena prueba 
conforme los artículos 125, 127 párrafo 3o., 128 in- 
ciso 50., 177 párrafo lo., 178 párrafo lo. y 186 pá- 
rrafos lo. y 2o. del Código citado, aplicable por la 
supletor'edad contenida en el articulo 50 de la Ley 
de lo Contencioso-Administrativo; y que “al negar 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo valor 
probatorio a los documentos y resoluciones supradi- 
chos, ha incurrido en error de hecho en la aprecia- 
ción de las pruebas, con lo que se demuestra de 
modo evidente la equivocación del Juzgador” “y por- 
que, además, dichos documentos fueron considerados 
equivocadamente en la sentencia”. 


Verificada la vista es el caso de resolver. 


CONSIDERACIONES 


E 


Con base en el articulo 621, inciso 2o., del Código 
Procesal Civil y Mercantil, sostiene el recurrente que 
el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo incurrió 
en error de hecho en la apreciación de las pruebas y 
menciona como documentos erróneamente apreciados 
los relacionados en la sintesis del recurso de casa- 
ción. Expresa el recurrente: por una parte, que “para 
que haya error de hecho en la apreciación de las 
pruebas es necesario que concurran dos elementos: 
a) que la impugnación se refiera a afirmaciones de 
hecho y no a su apreciación o valoración; b) que 
mediante un simple cotejo con un documento o acto 
auténtico, se ponga de manifiesto evidentemente la 
equivocación del juzgador”; y, por la otra, al hacer 
la exposición del respectivo razonamiento, que las 
escrituras públicas y resoluciones citadas se ajustan 
a las disposiciones del artículo 186, párrafos lo. y 
2o. del Código Procesal Civil y Mercantil que pro- 
ducen fe y constituyen plena prueba conforme los 
artículos 126, 127 párrafo 3o., 128 inciso 5o0., 177 
párrafo lo., 178 párrafo lo. y 186 párrafos lo. y 2o., 
todos del Código citado, el cual debe aplicarse por 


E 


A > 
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la supletoriedad contenida en el artículo 50 de la Ley 
de lo Contencioso-Administrativo; y, termina soste- 
niendo, que, “al negar el Tribunal de lo Contencioso- 
Administrativo valor probatorio a los documentos y 
resoluciones supredichos, ha incurrido en error de 
hecho en la apreciación de las pruebas, con lo que 
se demuestra de modo evidente la equivocación del 
Juzgador” y porque, además, dichos documentos fue- 
ron considerados equivocadamente en la sentencia 
contra la cual se recurre”. 

Esta Cámara ha sostenido reiteradamente que, pa- 
ra que pueda hacerse el análisis que corresponde, es 
imprescindible que exista congruencia entre el moti- 
vo de casación invocado y los razonamientos en que 
se funda. En el caso que se examina, los argumentos 
básicos del recurrente contradicen la premisa sentada 
por él mismo al hacer el planteamiento, no sólo por- 
que no se contraen a hechos consignados en los do- 
cumentos señalados, que demuestren de modo eviden- 
te la equivocación del juzgador, sino porque los fun- 
damentos de su impugnación se refieren a error de 
derecho en que se incurre al hacer, por parte del tri- 
bunal, equivocada valoración de los documentos, lo 
que podría ser valedero en un planteamiento de error 
de derecho en la apreciación de las pruebas, pero no 
en el error de hecho aducido por el recurrente. Como 
consecuencia y por la imposibilidad técnica de hacer 
el estudio que corresponde, debe desestimarse el re- 
curso por el sub-motivo que fue objeto de examen. 


IS 


El recurrente aduce también como caso de casa- 
ción de fondo, que el Tribunal de lo Contencioso Ad- 
ministrativo incurrió en aplicación indebida de la ley, 
sub-motivo que establece el artículo 621, inciso lo. 
del Código Procesal Civil y Mercantil y señala co- 
mo infringidas, especificamente. aplicadas indebida- 
mente, las siguientes disposiciones legales: artículo lo. 
y párrafos lo. y final del articulo 2o. de la Ley de 
Fomento Avícola, contenida en el Decreto 1331 del 
Congreso de la República; artículos 32, 105 y 106 
del Reglamento de la Ley del Impuesto de Papel Se- 
llado y Timbres, contenido en el Acuerdo Guberna- 
tivo de veintinueve de junio de mil novecientos se- 
senta y cuatro, relacionados con el Decreto Legisla- 
tivo 1831 que contiene la atada ley que reglamenta; 
artículo 16 del Decreto Legislativo 1153 (Ley de 
Contribuciones) y el artículo 69 de la Constitución 
de la República; artículo 2o. inciso h) y artículo 12 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta (Decreto Ley 
229); y artículos lo., 2o., 3o., 4o., 70. y 9o. de la 
Ley del Organismo Judicial. 


Como principal argumento, expresa el recurrente 
que la empresa “Fajardo, Godoy y Compañía Limi- 
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tada”, constituida inicialmente como “Fiedler, Fajar- 
do y Compañía Limitada” según escritura de fecha 
primero de septiembre de mil novecientos sesenta au- 
torizada por el notario Salvador Augusto Saravia 
Enríquez, ha tenido como actividades principales, 
desde su origen, todos los rubros relacionados con el 
objeto de la sociedad, enmarcados dentro de la Ley 
de Fomento Avícola y que, “en ningún momento, en 
su objeto y finalidades ha dejado de dedicarse a la 
rama de la Zootecnia que comprende, para sus socios 
individualmente considerados y para la entidad como 
persona jurídica, la producción, incubación, crianza, 
selección y engorde de aves, producción de carne y 
huevos y especialmente, el aprovechamiento de sus 
productos; actividad esta última que incluye la se- 
lección, empaque y comercialización (venta) de los 
huevos... ; que el Ministerio de hacienda y Crédi- 
to Público se pronunció declarando a la empresa in- 
dicada bajo la protección del Decreto 1331 del Con- 
greso de la República, lo que significa, sin lugar a 
dudas, que dicha entidad está exonerada, en todas 
sus actividades, del pago de impuestos, cargas fisca- 
les, arbitrios y tasas municipales y que, como con- 
secuencia, no podrá ser objeto de requerimiento ni 
del pago de los mismos. 


Con base en el planteamiento, procede analizar si 
“Fajardo, Godoy y Compañía Limitada”, de acuer- 
do con su organización y fines, está comprendida 
dentro de las entidades a que alude el Decreto 1331 
del Congreso de la República, a efecto de establecer 
si el Tribunal a-quo hizo o no recta aplicación de las 
disposiciones de dicha ley, señaladas por el recurren- 
te; ya que, del resultado de este análisis, se despren- 
derá si el Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
aplicó o no debidamente también las demás leyes ci- 
tadas como infringidas. 


En la escritura número setenta y cinco, autorizada 
por el Notario Salvador Augusto Saravia Enriquez 
el primero de septiembre de mil novecientos sesenta, 
mediante la cual se constituyó la sociedad inicial 
“Avicultores de Mixco Asociados, Sociedad de Res- 
ponsabilidad Limitada” —con razón o firma social 
“Fiedler, Fajardo y Compañía Limitada” —, se con- 
signó en la cláusula primera que tal sociedad “ten- 
drá como principal objeto el de prestar servicios de- 
bidamente remunerados a sus socios, los cuales po- 
seen todos, gallineros o granjas avicolas, entre ellos 
lo siguiente”... y, a continuación, enumera tales 
servicios y termina agregando, en el literal e): “to- 
das aquellas actividades licitas que tengan relación 
directa o indirecta o derivadas de las actividades 
principales de la sociedad, ya antes detalladas, asi 
como facilitar el goce-de las exoneraciones y venta- 
jas que la Ley de Fomento Avicola concede en los 
negocios de los socios y de la sociedad”. 
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De conformidad con el referido instrumento cons- 
titutivo de la sociedad, las actividades que dieron 
origen al cobro del impuesto de papel sellado y tim- 
bres, fueron realizadas por la misma en concepto de 
servicios remunerados, que prestó a sus integrantes, 
como poseedores de gallineros o de granjas avicolas. 
Este objetivo se mantuvo en las sucesivas prórrogas 
y modificaciones de la Compañía otorgadas con pos- 
terioridad, a partir de la escritura número cuarenta y 
cinco, autorizada por el Notario Ramón Montenegro 
Alegría el veinticinco de agosto de mil novecientos 
sesenta y dos, en la cual, entre otros puntos que no 
afectaron los fines de la sociedad, se acordó la sus- 
titución de la razón o firma social por la de “Fajardo, 
Godoy y Compañía Limitada”. En escritura pública 
número treinta y siete, autorizada por la notario Rosa 
Elena Calderón Ayala el diecisiete de junio de mil 
novecientos sesenta y seis, se hizo una reestructura- 
ción de la Compañía y se suprimió como objetivo 
social la prestación de servicios remunerados a los 
socios. El testimonio de esta escritura fue inscrito en 
el Registro Civil el veintinueve de junio de mil nove- 
cientos sesenta y seis. 


Al examinar los períodos a que se refiere el cobro 
del impuesto de papel sellado y timbres, conforme el 
acta de diecisiete de abril de mil novecientos sesenta 
y nueve, levantada por el Inspector de la Dirección 
General del Impuesto sobre la Renta, Manolo Arenas 
Santiago, se ve, de acuerdo con lo anterior, que la 
sociedad “Avicultores de Mixco Asociados, Sociedad 
de Responsabilidad Limitada”, se regía por las nor- 
mas contenidas en los instrumentos que fueron otor- 
gados con anterioridad a la escritura pública autori- 
zada por la notario Rosa Elena Calderón Ayala el 
diecisiete de junio de mil novecientos sesenta y seis; 
y. conforme su primera organización, los fines de la 
sociedad y sus objetivos se contraían a la prestación 
de servicios: a los socios, por los cuales éstos, de 
acuerdo con la propia escritura social, han estado 
obligados a pagar las debidas retribuciones. 


Se deduce de lo expuesto: a) que las actividades 
de la sociedad “Fajardo, Godoy y Compañía Limi- 
tada”, a que se contrae la referida acta y el corres- 
pondiente cobro de impuestos, no han sido especifi- 
camente avícolas: y b) que los ingresos que ha per- 
cibido la sociedad en tal concepto, tienen el carácter 
de retribución por los servicios prestados a los so- 
cios. En consecuencia, el impuesto a que alude la 
citada acta levantada por el Inspector de la Direc- 
ción General del Impuesto sobre la Renta, que dio 
origen a las resoluciones número cuatrocientos treinta 
y siete, proferida por dicha Dirección el treinta y uno 
de octubre de mil novecientos sesenta y nueve y nú- 
mero trece mil doscientos diez, del diecisiete de sep- 
tiembre de mil novecientos setenta, mediante la cual 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público declaró 


sin lugar el recurso de revocatoria interpuesto con- 
tra aquella, no recae sobre actividades avícolas pro- 
piamente, sino sobre los ingresos obtenidos por la so- 
ciedad en carácter de remuneración de servicios que 
pagaron los socios poseedores de gallineros o granjas 
avícolas, a quienes les fueron prestados, imgresos que 
no están exonerados del Impuesto de Papel Sellado 
y Timbres. 


De todo lo expuesto se llega a la conclusión de 
gue, al declarar sin lugar el recurso centencioso-ad- 
ministrativo y confirmar la resolución número trece 
mil novecientos diez, dictada por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público el diecisiete de septiem- 
bre de mil novecientos setenta, el tribunal a-quo no 
incurrió en el sub-motivo de aplicación indebida del 
artículo lo. y de los párrafos lo. y final del artículo 
2o. del Decreto 1331 del Congreso de la República, 
porque la prestación de servicios remunerados no es- 
tá incluida entre las actividades señaladas en el pri- 
mer artículo citado y, en cuanto a los párrafos que 
señala del segundo artículo, por la misma razón, no 
son aplicables al caso que dio origen a la indicada 
resolución del Ministerio de Hacienda y Crédito Pú- 
blico. 


— MM — 


El recurrente estima también infringidas por apli- 
cación indebida, las siguientes disposiciones: articulos 
32, 105, 106 y párrafo lo. del 109 del Acuerdo Gu- 
bernativo de veintinueve de junio de mil novecientos 
sesenta y cuatro, que contiene el Reglamento de la 
Ley del Impuesto de Papel Sellado y Timbres; ar- 
tículo 69 de la Constitución de la República; artícu- 
los 2o. inciso h) y 12 de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta contenida en el Decreto Ley 229; y artículos 
lo., 2o., 3o., 4o., 70. y 9o., de la Ley del Organismo 
Judicial. Cabe considerar al respecto que todos los 
argumentos del recurrente se basan en que la empresa 
que representa, en los períodos a que se contraen los 
cobros respectivos, estaba exonerada del impuesto de 
papel sellado y timbres de acuerdo con la Ley de 
Fomento Avicola (Decreto 1331 del Congreso de 
la República), lo que no es cierto como se ha esti- 
mado en las anteriores consideraciones. Aparte de 
ello, en cuanto al artículo 69 de la Constitución de 
la República, no es posible examinarlo especifica- 
mente porque tal disposición constitucional contiene 
varias normas y el recurrente no cumplió con seña- 
lar la que estima infringida y, en lo que respecta a 
los articulos puntualizados de la Ley del Organismo 
Judicial, contienen principios generales que esta Cá- 
mara estima no fueron desatendidos, en lo proceden- 
te, por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
al proferir la sentencia recurrida. Es decir, siendo la 
base del planteamiento la supuesta exoneración de 
que, en concepto del recurrente, gozaba la empresa 


| 
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que representa, se deduce ineludiblemente que no pu- 
dieron ser aplicados indebidamente los demás artícu- 
los citados, razón por la cual también debe desesti- 
marse el recurso por el sub-motivo objeto de examen. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, con 
fundamento en lo considerado y en lo que disponen 


los artículos 88, 621, 628, 630, 633, 635 Código Pro- 


cesal Civil y Mercantil; 157, 158, 159, 168 y 169 Ley 


del Organismo Judicial y 50 del Decreto Gubernati- 
vo 1881, DESESTIMA el recurso de casación inter- 
puesto; condena al recurrente a las costas del mismo 
y a una multa de cincuenta quetzales, que deberá 
hacer efectiva dentro del término de cinco días en la 
Tesorería del Organismo Judicial, multa que, en caso 
de insolvencia, conmutará con diez días de prisión 
simple. Notifíquese, repóngase el papel empleado en 
la forma de ley, bajo apercibimiento de que, si no se 
hace dentro del término fijado, se impondrá al recu- 
rrente una multa de cinco quetzales; y con certifica- 
ción de lo resuelto, devuélvanse Jos antecedentes. 


Miguel Ortiz Passarelli.—H. Vizcaíno L.—Rodrigo 
Robles Ch.—R. Aycinena Salazar.—A. Bustamante 
R,—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Proceso contra Misael Castro Corado por el delito 
de Homicidio. 


DOCTRINA: Es improcedente el recurso de casa- 
“ción si no se cita expresamente la ley que creó el 
caso de procedencia. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, ocho de febrero de mil nove- 
cientos setenta y dos. 


Por virtud de recurso de casación interpuesto por 
MISAEL CASTRO CORADO, se ve la sentencia 
del dos de septiembre del año pasado pronunciada por 
la Sala Quinta de la Corte de Apelaciones, en el pro- 
ceso que al mencionado se le instruyó ante el Juzga- 
do Primero de Primera Instancia de Jutiapa por el 
delito de homicidio. El fallo de mérito se dictó por 
virtud de consulta del pronunciado en primer grado. 

En su respectiva declaración aparece Castro Cora- 
do con los siguientes datos de identidad: de veinti- 
cinco años de edad, soltero, labrador, originario y ve- 
cino del municipio de Jerez, departamento de Jutiapa, 
departamento de Jutiapa, guatemalteco y sin apodo 
conocido, 


DEL HECHO DEL PROCESO 


En el proceso se imputó a Misael Castro Corado 
el hecho de que el día domingo treinta y uno de 
mayo de mil novecientos setenta, como a las veinti- 
dós horas, hizo un disparo de arma de fuego en con- 
tra de su concubinaria Tomasa Torres Hurtado, 
mientras ésta dormía, a consecuencia del cual falle- 
ció poco tiempo después. 


DEL EXTRACTO DE LAS PRUEBAS Y DE LAS 
ALEGACIONES DE LAS PARTES 


Durante el término de prueba, fueron repregunta- 
dos los testigos de cargo Adelfo Arévalo, Antonio 
Peñate Flores, Cecilio Olmos Folgar, Aniceto de Je- 
sús Flores Peñate, Antolín Melgar Flores y Pedro 
Campos Sarceño y se recibieron las declaraciones de 
Juan Ramos Peñate, José Antonio González Vásquez, 
Antonio Godoy Castro, Felipe Campos, José Miguel 
Cermeño, Felipe de Jesús Nájera Corado, Rafael Zea 
Rodríguez, Adán Rodríguez Campos, Raúl Valen- 
zuela y Valenzuela y Victor Manuel Peñate Torres. 
Todo a propuesta de la defensa. 


Acusó el Ministerio Público, quien al alegar esti- 
mó probado el hecho. motivo de la causa con la de- 
claración de la ofendida, sindicando a su propio ma- 
rido; con los partes policiales, el informe de Gregorio 
Melgar y Melgar como Alcalde Municipal de Jerez: 
el oficio del Juez de Paz de ese mismo lugar; el ofi- 
cio del Administrador del Hospital y el informe mé- 
dico forense y terminó pidiendo la condena del pro- 
cesado. 


El defensor, licenciado Darío González Poza, se li- 
mitó a pedir señalamiento de día y hora para la vis- 
ta, sin haber presentado su defensa. 


RESUMEN DE LA SENTENCIA RECURRIDA 


Estimó la Sala que los hechos de autos aparecen 
relatados correctamente en las resultas de la senten- 
cia de primer grado y consideró que la culpabilidad 
de Castro Corado quedó establecida con los hechos 
e indicios que describe y que llevan al tribunal una 
presunción juris tantum grave y precisa, señalándolos 
asi: la sindicación de la ofendida, en el momento en 
que se constituyó el juez respectivo; el dicho de Fran- 
cisco Antonio Peñate López sobre accidentes inme- 
diatamente después del suceso; la declaración de 
Adelfo Arévalo, quien encontró un sombrero y ves- 
tigios de fuga; el haber localizado en el lugar del 
hecho un petate de la cama con una perforación de 
bala, lo que da certeza a la declaración de la ofen- 
dida y el de que en su indagatoria el reo negó, pero 
indicó que vivió con la occisa, que nunca se separó 
de ella, que no se había dado cuenta de cuándo fue 
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lesionada y que había huido porque los familiares ha- 
bían dicho que él había sido el autor, siendo ilógico 
que sabiendo herida a su conviviente, en vez de pres- 
tarle ayuda, haya huído a El Salvador, según el in- 
forme del alcalde municipal. Con esa base, calificó 
el delito como homicidio y le impuso al reo la pena 
de diez-años de prisión correccional, aumentada en 
un tercio, por la concurrencia de la circunstancia 
agravante de haber ejecutado el hecho con ofensa y 
desprecio del respeto que por su sexo merecía la 
ofendida; pena que a su vez rebajó en un tercio en 
aplicación del decreto 30-71 del Congreso de la Re- 
pública. En su parte resolutiva improbó (sic) la sen- 
tencia de primera instancia y le infligió la sanción 
líquida de ocho años, diez meses y veinte días de 
prisión correccional, con las accesorias y declaracio- 
nes del caso. 


DEL RECURSO DE CASACION 
Interpuso el recurso el propio reo, por infracción 
de ley, señalando como caso de procedencia el inciso 
80. del artículo 676 del Código de Procedimientos 
Penales, asegurando que los hechos básicos de los 
cuales la Sala dedujo sus presunciones no están pro- 
bados de conformidad con la ley. 


Hizo concisa relación de los antecedentes y for- 
mal impugnación de la sentencia de segundo grado, 
expresando: que el dicho de la supuesta ofendida no 
basta por sí, ni concatenado con otros hechos, para 
extraer conclusiones presuntivas de culpabilidad, 
usando para ese efecto los argumentos que consideró 
conveniente, especialmente en cuanto a que lo dicho 
por la ofendida no se probó; que la declaración de 
Peñate López no es suficiente por tratarse de un 
solo testigo, aparte de que se contradice con la pro- 
pia ofendida en cuanto a la fecha del suceso; que 
se demuestra evidentemente la equivocación del juz- 
gador con el acta de la declaración de ella, con el 
parte policial y con la declaración del mencionado 
Peñate López. Insiste en señalar que la Sala admitió 
que la comisión del hecho ocurrió tanto el treinta co- 
mo el treinta y uno de mayo, al aceptar como bue- 
nos los dichos de la occisa y del testigo Francisco 
Antonio Peñate López, lo cual es imposible física, 
jurídica y lógicamente. Al analizar la declaración de 
Adolfo Arévalo, dice que no es concreta porque in- 
dica solamente que halló indicios de fuga, pero no 
que fuera el reo quien los hubiera dejado, ni menos 
qué clase de vestigios fueron y que, además, se con- 
tradice al ser repreguntado. En lo relativo al petate 
que presentó una perforación de bala, el interponen- 
te sostiene igual argumentación en el sentido de que 
ello no indica que el autor hubiere sido él mismo; es 
decir que puede deducirse de tal actuación la muerte 
violenta de la occisa y la escena o teatro de los he- 
chos, pero de ningún modo su culpabilidad. 


Concluyó insistiendo en que no existe plena prue- 
ba, ni de que se cometió el delito, ni de que el pro- 
cesado es el autor del mismo y en que el tribunal de 
segunda instancia, al fundar la presuntiva (sic) en 
hechos que no están debidamente probados, incurrió 
en error de derecho en la apreciación de la prueba. 
Señaló las leyes que estimó pertinentes y pidió que 
“se case el fallo recurrido, revocando la resolución 
impugnada en virtud de haber incurrido la Sala sen- 
tenciadora en el error denunciado”. 


CONSIDERANDO, 


El recurrente señaló como caso de procedencia, el 
contenido en el artículo 676, inciso 80., del Código 
de Procedimientos Penales: pero como dicho artículo 
fue adicionado por el artículo lo. del Decreto 487 
del Congreso de la República, que creó precisamente 
dicho inciso, es indudable que la cita, en esa forma, 
resulta imprecisa al no señalarse expresamente la 
última ley referida; y como por la naturaleza limita- 
da del recurso de casación no pueden suplirse los 
errores u omisiones en que incurran los interponentes, 
no le es dable a esta Corte entrar a analizar el fon- 
do del asunto, debiéndose, de consiguiente, resolver 
la improcedencia del presente recurso. 


LEYES APLICABLES 


Artículos 675, 676, 687 y 690 del Código de Pro- 
cedimientos Penales; lo. del Decreto 487 del Con- 
greso de la República; 157, 158, 159 de la Ley del 
Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Cáma- 
ra de lo Penal, declara IMPROCEDENTE este re- 
curso e impone al interponente del mismo, un arresto 
de quince días que podrá conmutar a razón de cin- 
cuenta centavos de quetzal por dia. Notifíquese, li- 
brese los despachos necesarios y con certificación 
de lo resuelto, devuélvanse los antecedentes. 


Miguel Ortiz Passarelli. —Eugenio V. López.—H. 
Hurtado A.—M. A. Recinos.—Ric. Marroquín M.— 
Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Proceso contra Carmen de Jesús Marroquín Pérez, 
Tomás de Jesús Hernández, Isidro López Chajón, 
Miguel de Jesús López Martínez, Juan Antonio Re- 
yes Juárez, Julio Roque Aquino Mayén y Cecilio 
Vásquez Reyes, por el delito de homicidio, 


DOCTRINA: Es improcedente el recurso de casación 
si no se cita expresamente la ley que creó el caso 
de procedencia. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, ocho de febrero de mil -nove- 
cientos setenta y dos. 


Por virtud de recurso extraordinario de casación, 
interpuesto por Cecilio Vásquez Reyes, se ve la sen- 
tencia del once de agosto del año pasado, pronun- 
ciada por la Sala Quinta de la Corte de Apelaciones 
en el proceso que por homicidio se instruyó contra 
Carmen de Jesús Marroquín Pérez, Tomás de Jesús 
Hernández, Isidro López Chajón, Miguel de Jesús Ló- 
pez Martínez, Juan Antonio Reyes Juárez, Julio Ro- 
que Aquino Mayén y el interponente. 


Dicha sentencia se pronunció por virtud de apela- 
ción que se interpusiera contra el fallo de primer gra- 
do dictado por el Juzgado de Primera Instancia de 
Santa Rosa el veintiséis de abril del citado año. 

En sus respectivas declaraciones los encausados 
aparecen con los siguientes datos de identidad, res- 
pectivamente: veintisiete años de edad, casado, jor- 
nalero, originario y vecino del cantón Las Nueces, 
municipio de San Rafael Las Flores, departamento de 
Santa Rosa; veintiséis años de edad, soltero, jorn2- 
lero, originario y vecino del mismo lugar; diecinueve 
años de edad, soltero, jornalero, originario de la finca 
La Concepción, municipio de Cuilapa y vecino de 
San Rafael Las Flores; diecinueve años de edad, sol- 
tero, agricultor, originario y vecino de San Rafael 
Las Flores; treinta y dos años de edad, soltero, ori- 
ginario y vecino de San Rafael Las Flores; veinti- 
siete años de edad, soltero, originario y vecino del 
mismo lugar; y treinta y cinco años de edad, casado, 
originario y vecino del propio San Rafael Las Flores; 
lodos guatemaltecos y sin apodo conocido. El oficio 
u ocupación de los tres últimos no se indicó. 


DE LOS HECHOS DEL JUICIO: 


El juicio se abrió imputando a los encausados el 
hecho de que el día ocho para amanecer nueve de 
diciembre de mil novecientos setenta, en San Ra- 
fael Las Flores, departamento de Santa Rosa, oca- 
sionaron, con piedras, varias lesiones a Carlos An- 
tonio Pivaral Morales, causándole la muerte. 


DEL EXTRACTO DE LAS PRUEBAS Y DE 
LAS ALEGACIONES DE LAS PARTES: 


En el sumario aparecen los medios de investiga- 
ción que figuran en el proceso y durante el término 
de prueba se recibieron las declaraciones de Camila 
Cabrera, Juana de Jesús Cabrera y Juan Alberto 
Solares, los tres sin otros apellidos, a propuesta del 
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acusador Felicito Pivaral Morales y sobre lo que 
les constaba de los hechos pesquisados. 
Ninguna de las partes presentó alegato final. 


RESUMEN DE LA SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala estimó que los hechos de autos aparecen 
correctamente relatados en las resultas de la sen- 
tencia de primera instancia y esta Corte considera 
que no es necesario rectificarlas o adicionarlas. 


Confirmó el fallo de primer grado en cuanto a 
la absolución de Tomás de Jesús Hernández, Isidro 
López Chajón, Juan Antonio Reyes y Julio Roque 
Aquino Mayén y la revocó en lo que hace a Carmen 
de Jesús Marroquín Pérez, Miguel de Jesús López 
Martínez y Cecilio Vásquez Reyes, a quienes de- 
claró autores de homicidio perpetrado en la persona 
de Carlos Antonio Pivaral Morales, imponiéndoles 
tres años y cuatro meses de prisión correccional a 
cada uno, con las penas accesorias y declaraciones 
que menciona en su sentencia. Consideró que en con- 
tra de los absueltos únicamente aparece la sindica- 
ción del padre de la víctima, Felícito Pivaral Mo- 
rales y que la responsabilidad de los condenados 
quedó establecida con las declaraciones de Camila 
y Juana de Jesús Cabrera, con la inspección ocular 
practicada por el Juez instructor de las primeras di- 
ligencias; con la declaración de Ofelia Marina Her- 
nández Nova; con el parte policial de consignación 
en el que se expresa que Asención Cabrera Ramírez 
y Juan Antonio Juárez Reyes confesaron haberse 
dado cuenta de que Miguel López, Carmelo Marro- 
quín y Cecilio Vásquez Reyes fueron los causantes 
de la muerte y con la declaración indagatoria de 
Carmen de Jesús Marroquin Pérez y la de Cecilio 
Vásquez Reyes, quienes aceptaron haber salido con 
el occiso de la cantina de la señora Hernández Nova. 
Calificó el hecho como homicidio atenuado porque 
no consta quién ejecutó las acciones violentas que 
produjeron la muerte y señaló, como pena original, 
la de cinco años de prisión correccional, que reba- 
jada por aplicación del Decreto 30-71 del Congreso 
de la República, deja la líquida ya indicada. 


DEL RECURSO DE CASACION: 


El reo Cecilio Vásquez Reyes interpuso el recurso 
con base en el caso de procedencia contenido en 
el inciso 80. del artículo 676 del Código de Proce- 
dimientos Penales; citó las leyes que estimó infrin- 
gidas; refirió los antecedentes que creyó pertinentes 
y en su impugnación dijo que la Sala dejó de es- 
timar la prueba testimonial que rindiera él y el otro 
reo Carmen de Jesús Marroquín Pérez; que tampoco 
cumplió con la ley porque la sentencia no se ajusta 
a los incisos 2o. y 3o. del artículo 168 de la Ley 
del Organismo Judicial ni al 169 de. la propia ley, 
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ya que no contiene el extracto de las pruebas. Que 
existe error de hecho porque el Tribunal senten- 
ciador dejó de estimar la prueba testimonial de des- 
cargo. Formuló su petitorio solicitando que se casara 
la ejecutoria y que se fallara sobre lo principal, 
absolviéndolo del cargo por falta absoluta de prueba. 


CONSIDERANDO: 


Citó el recurrente, como caso de procedencia, el 
contenido en el inciso 80. del artículo 676 del Código 
de Procedimientos Penales, sin hacer referencia con- 
creta al artículo lo. del Decreto 487 del Congreso 
de la República, que adicionó dicha ley, creando 
precisamente dicho inciso. En esa forma, como rei- 
teradamente lo ha considerado esta Corte, la cita 
resulta imprecisa, extremo que no le permite analizar 
el fondo del asunto, ya que no es factible, por la 
naturaleza esencialmente técnica de la casación, su- 
plir las omisiones o errores en que incurra el in- 
terponente. De consiguiente, debe resolverse la im- 
procedencia del presente recurso. 


LEYES APLICABLES: 


Artículos 675, 676, 687 y 690 del Código de Pro- 
cedimientos Penales; lo. del Decreto 487 del Con- 
greso de la República; 157, 158, 159 de la Ley del 


Organismo Judicial. 
POR TANTO: 


La CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Cámara 
de lo Penal, declara IMPROCEDENTE este recurso 
e impone al interponente del mismo, un arresto de 
quince días que podrá conmutar a razón de cincuen- 
ta centavos de quetzal por día, Notifíquese, líbrese 
los despachos necesarios y con certificación de lo 
resuelto, devuélvanse los antecedentes. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.— 
H. Hurtado A.—M. A. Recinos.—Ric. Marroquín M. 
—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Proceso contra Teódulo Pac Cayax, por complicidad 
en el delito de contrabando a la Hacienda Pública 
en el ramo de alcoholes, bebidas alcohólicas y fer- 
mentadas. 


DOCTRINA: No procede el Recurso de Casación 
cuando sus motivaciones no se presentan con la 
claridad y precisión indispensables, 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, diez de febrero de mil nove- 
cientos setenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el Recurso de 
Casación interpuesto por Teódulo Pac Cayax, con- 
tra la sentencia dictada por la Sala Séptima de la 
Corte de Apelaciones, el veintidós de julio del año 
pasado, en el proceso que se le siguió, en el Juzgado 
Primero de Primera Instancia del Departamento de 
Quezaltenango, por complicidad en el delito de 
contrabando a la Hacienda Pública en el ramo de 
alcoholes, bebidas alcohólicas y fermentadas. 

El encausado, según las actuaciones, es de treinta 
y dos años de edad, soltero, agricultor, originario 
de Chimaltenango, sin apodo conocido. 


OBJETO DEL PROCESO! 


Se formuló cargo al enjuiciado porgue el día cinco 
de junio de mil novecientos setenta, como a las cero 
horas con treinta minutos aproximadamente, sin ha- 
ber llenado los requisitos legales y reglamentarios 
llevaba a bordo de la ambulancia de la Cruz Roja 
de la ciudad de Quezaltenango, del departamento 
de ese nombre, la cantidad de ciento veintitrés ga- 
lones de aguardiente clandestino. 


RESUMEN DE LAS PRUEBAS RENDIDAS: 


En la fase sumarial fue indagado Carlos Alfonso 
Luarca Sánchez, quien manifestó: que el día cinco 
de junio del año pasado conducía una ambulancia 
de la Cruz Roja, de Salcajá para Quezaltenango, 
llevando a un enfermo llamado Andrés Cuyux y 
a su acompañante José Íxcoy, recogidos en la Villa 
Chiquilajá; que se dio cuenta que en la camioneta 
se llevaba licor clandestino, hasta cuando la policía 
le hizo el alto y registró el vehículo, encontrando en 
un maletín de Catalino Soc González, aguardiente 
clandestino, tapado con una chamarra; Catalino Soc 
confiesa que solicitó a Carlos Alfonso Luarca Sán- 
chez una ambulancia de la Cruz Roja, para trasla- 
dar a un enfermo de San José Chiquilajá a Que- 
zaltenango, ocasión que aprovechó para llevar tres 
“vidrios” conteniendo licor, que incautó la policía 
al hacer el registro y agrega que es primera vez 
que se dedicaba a la venta de aguardiente clandes- 
tino; Teódulo Pac Cayax, el recurrente, niega tener 
participación en los hechos que dieron origen al 
proceso y asegura que acompañaba al piloto de la 
ambulancia de la Cruz Roja de Quezaltenango, quien 
le pagaba por los servicios que le prestaba en viajes, 
como el que hicieron en la ambulancia el cinco de 
junio de mil novecientos setenta; José Ixcoy Cuyux 
expresa que él también viajaba en la ambulancia re- 
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lacionada, la noche de autos y que cuando subió 
a ella, en la aldea Chiquilajá, ya se encontraban 
adentro del vehículo los tres tambos con licor que 
encontró la policia cuando les hizo alto: que le ha- 
bia preguntado a Catarino Soc González sobre el 
contenido de los tambos pero éste le respondió que 
era leche; Andrés Cuyux López, también procesado, 
explica: que a él lo subieron “pasado el puente de 
Chiquilajá” y “como le acababa de dar “el ataque” 
de que padece, ignora quién llamó a la ambulancia 
y niega tener conocimiento de que en ella se con- 
dujera el licor clandestino que incautó la policía; 
el Capitán de la Policia Nacional Ricardo Jiménez 
Donado, expuso: que el dia seis del corriente, des- 
pués de la media noche, en compañía del Inspector 
de Policia Hipólito Ramos Valdés y agentes José 
Roberto Hernández y Oscar Mateo Valdez Calvillo, 
d cuando hacian un registro de vehículos en la Calzada 

de la Independencia, de Quezaltenango, a la altura 

de la finca El Bosque, donde hay una carretera 
| que aparta para la aldea de Chiquilajá, a eso de las 
cero horas y treinta minutos, venía de la aldea ci- 
tada una ambulancia de la Cruz Roja y al ser re- 
gistrada se constató que en su interior venían cinco 
hombres, simulando uno de ellos estar enfermo; que 
les llamó la atención un fuerte olor a licor que se 
percibia'en el vehículo, por lo que lo registraron 
y descubrieron en su interior tres tambos con licor 
clandestino, procediendo a su incautación y a la 
detención de tales personas; en la misma forma se 
producen los agentes de la Policía Nacional Oscar 
Mateo Valdez Calvillo y José Roberto Hernández; 
el agente de la guardia confidencial del Departa- 
mento de Quezaltenango Eladio Antonio Pivaral Me- 
dina, dijo: que había tenido noticias confidenciales 
respecto a que en una ambulancia se transportaba 
aguardiente clandestino, por lo que al observar que 
la ambulancia de la Cruz Roja se dirigía hacia Sal- 
cajá, el día jueves para amanecer viernes, del cuatro 
al cinco de junio del año pasado, esperaron su re- 
greso en la carretera que de Chiquilajá lleva a Que- 
zaltenango, la detuvieron y en su interior encon- 


; 
traron tres tambos grandes de plástico conteniendo 
| 


€ 


licor; que al ser preguntado el chofer de la ambu- 
lancia manifestó que nada sabía de los tambos, por 
lo que incautaron el licor y llevaron a los que ocu- 
paban la ambulancia a la detención. Durante el tér- 
mino de prueba no se rindió ninguna. 


ALEGACIONES DE LAS PARTES: 


El Ministerio Público pidió que, al dictarse sen- 
tencia, se profiriera la condena correspondiente por 
los delitos de contrabando a la Hacienda Pública en 
el ramo de Alcoholes y solicitó la práctica de dili- 
gencias para mejor fallar, con el fin de establecer 
los extremos indispensables que deben servir de base 
para formular el fallo respectivo. Los defensores ale- 


garon lo que creyeron pertinente en pro de sus pa- 
trocinados y el de Teódulo Pac Cayax solicitó su 
absolución. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


El Juez Primero de Primera Instancia del departa- 


_mento de Quezaltenango, dictó sentencia el cinco 


de junio de mil novecientos setenta y uno, conde- 
nando a Catarino Soc González por los delitos de 
contrabando a la Hacienda Pública en el ramo de 
alcoholes, bebidas alcohólicas y fermentadas y ab- 
solviendo del cargo a Carlos Alfonso Luarca Sán- 
chez y Teódulo Pac Cayax y de la instancia a 
José Ixcoy Cuyux y a Andrés Cuyux López. 


El veintidós de julio de mil novecientos setenta y 
uno dictó sentencia la Sala Séptima de la Corte de 
Apelaciones al conocer del fallo estimando correcta 
la parte narrativa de la sentencia de primera instan- 
cia, la aprobó con modifaciones, y, en cuanto al 
recurrente Teódulo Pac Cayux, declaró que es cóm- 
plice del delito de contrabando a la Hacienda Pú- 
blica en el bebidas alcohólicas 
y fermentadas y le impuso la pena de dos años, 
dos meses y veinte días de prisión correccional in- 
conmutables y las penas accesorias correspondientes, 
con aplicación del Decreto número 30-71 del Con- 
greso de la República. 


ramo de alcoholes, 


Estimó que su responsabilidad como ayudante de 
la ambulancia a que el proceso se refiere, se en- 
cuentra bien establecida con las declaraciones de 
Ricardo Jiménez Donado, Oscar Mateo Valdez Cal- 
villo, José Roberto Hernández y Eladio Antonio Pi- 
varal Medina, quienes realizaron su captura y la 
de los demás procesados; pero que los hechos que 
se le imputaron constituyen complicidad en la co- 
misión del delito, porque cooperó en la ejecución del 
hecho con actos similares y fundamentales en su 
perpetración. 


RECURSO DE CASACION: 


Teódulo Pac Cayax interpuso recurso de casación 
por infracción de ley, contra la sentencia de la Sala 
Séptima de la Corte de Apelaciones que se ha re- 
lacionado. 


Señala como casos de procedencia los contenidos 
en los incisos lo. y 80. del artículo 676 del Código 
de Procedimientos Penales (adicionado por el articu- 
lo lo. del Decreto número 487 del Congreso de la 
República). 


En cuanto a la complicidad que se le imputa, ase- 


gura que los hechos, que efectivamente aparecen 
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probados en el proceso, establecen que se transitaba 
con aguardiente clandestino, pero no que el recu- 
rrente haya cooperado para ello, ya que no podía 
disponer por si del vehículo y sólo se concretaba 
a hacerle compañía al chofer de la ambulancia para 
ayudarle en tareas mecánicas; que no aparece pro- 
bada su cooperación para transportar. aguardiente 
clandestino; que los trabajos que efectuó el día de 
autos, fueron lícitos; que aun cuando existió la co- 
misión de un delito, el recurrente no aparece como 
cómplice y en último caso, estaría exento de res- 
ponsabilidad según lo determinado por el artículo 21 
del Código Penal en su inciso lo. porque se en- 
contraba en cumplimiento de un deber y en el ejer- 
cicio de un derecho como es trabajar. 


Estima el recurrente que la Sala toma como base 
para condenarlo, los hechos que, a su juicio, demues- 
tran la culpabilidad de los autores del delito, ha- 
ciendo un análisis muy particular de las deposiciones 
de los agentes captores Ricardo Jiménez Donado, 
Oscar Mateo Calvillo, José Roberto Hernández y 
Eladio Pivaral Medina, con el agregado de que el 
último en forma particular dice haber tenido no- 
ticias confidenciales de que en una ambulancia se 
transportaba aguardiente clandestino; que, a su cri- 
terio, ese aspecto de la Sala es equivocado, pues 
con la denuncia y captura de un delincuente, aquel 
supuesto no es suficiente para condenar a una per- 
sona; que, según lo dice la Sala, el volumen del 
objeto de delito no pudo pasar desapercibido a las 
demás personas que, como los autores, viajaban en 
la ambulancia, sin mencionar al recurrente; que la 
Sala no tomó en cuenta a los testigos de descargo 
que propuso, por no haber sido mencionados por el 
procesado Luarca Sánchez. Considera que la Sala 
infringió el artículo 568 del Código de Procedimientos 
Penales porque si bien es cierto que aparece la pre- 
existencia del delito, no hay prueba suficiente para 
condenársele y, por esa razón, también fue infringido 
el artículo 571 del Código de Procedimientos Pe- 
nales, y como no se le dio validez a las declara- 
ciones de los testigos Francisco Javier Rodas y Ro- 
berto de León, por el sólo hecho de que no fueron 
mencionados por el reo Luarca Sánchez en su in- 
dagatoria, estima que la Sala ha violado el artículo 
586, inciso 4o. (sin indicar de qué Código), “ya que 
se hizo caso omiso por parte de la Sala Séptima de 
darle validez a los testigos apuntados, no obstante 
que sus declaraciones fueron claras, precisas, sin du- 
das ni reticencias, sobre la sustancia del hecho, o 
en el caso bajo análisis sus circunstancias esenciales. 
Los testigos indicados demuestran plenamente que 
los servicios de la ambulancia fueron requeridos y 
por lo mismo queda comprobada la inocencia del 
chofer de la misma y como consecuencia, del re- 
currente. 


Asegura que la Sala infringió el artículo 609 del 
Código de Procedimientos Penales, pues la declara- 
ción indagatoria de Catalino González es clara y 
precisa y hace prueba de conformidad con el artículo 
citado, porque llena los requisitos legales, asegura 
que era la primera vez que “hacía aguardiente clan- 
destino” y que el chofer, el ayudante y el enfermo 
nada tuvieron que ver en tal asunto: que esa con- 
fesión exonera a los demás encartados de toda res- 
ponsabilidad y, al no estimarlo así, la Sala cometió 
la infracción del citado artículo. Que el error de 
hecho, resultante de documento auténtico que demues- 
tra de modo evidente la equivocación del juzgador, 
consiste en que la Sala sentenciadora da validez al 
dicho de uno de los guardias captores, Eladio An- 
tonio Pivaral Medina, “que dijo que ya tenía co- 
nocimiento de que en una ambulancia se transportaba 
aguardiente clandestino, y sin embargo lo niega, des- 
de el momento en que no la menciona, el oficio fir- 
mado por el Jefe de la Policia Nacional de Que- 
zaltenango, de fecha diecisiete de junio de mil 
novecientos setenta que obra a folio treinta y cinco ” 
(35) del proceso, que dice que la unidad de la Cruz 
Roja fue capturada con todo y sus ocupantes con 
el cuerpo del delito” y, como se le negó validez 
plena a tal documento, se ha incurrido en el error 
denunciado. 

Efectuada la vista procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


Alega el recurrente que la Sala Séptima de la 
Corte de Apelaciones cometió infracción de los ar- 
tículos 3o., 40. y 568 del Código de Procedimientos 
Penales y de los artículos lo. y 10 del Código Pe- 
nal, en relación al caso de procedencia contenido 
en el inciso lo. del artículo 676 del Código de Pro- 
cedimientos Penales; pero los argumentos que vierte, 
para explicar su actuación en la oportunidad en que 
los sucesos se desarrollaron, no son suficientes para 
estimar como correcta la impugnación, porque la ley 
establece, para hacer viable el Recurso de Casación 
en casos como el presente, que en sentencia se cali- 
fique y sancione cualquier acto como delito, no 
siéndolo, y en el caso de examen es obvio que, 
conforme a los hechos probados apreciados por la 
Sala, lo imputado al recurrente como ayudante de 
la ambulancia en que se transportaba aguardiente 
de fabricación clandestina es constitutivo de delito, 
por lo que el tribunal de segunda instancia no ha 
cometido la infracción que se le atribuye. 


Il 


Asegura también el recurrente que se violaron por 
la Sala sentenciadora los artículos 568, 571, 575, 
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586, inciso 4o., 602, inciso 2o. y 609 del Código 
de Procedimientos Penales, en relación con el inciso 
80. del artículo 676 del Código de Procedimientos 
Penales, adicionado por el artículo lo. del Decreto 
del Congreso número 487; pero a esta Corte no le 
es posible hacer el estudio comparativo correspon- 
diente porque la extensa exposición del recurrente, 
al referirse a esta motivación de su recurso e in- 
vocar errores de derecho y de hecho en la apre- 
ciación de la prueba, no contiene la precisión y cla- 
ridad que son indispensables para su examen. 


100 


La impugnación que hace el recurrente, a la sen- 
tencia de la Sala Séptima de la Corte de Apelaciones, 
asegurando que cometió error de hecho en la apre- 
ciación de la prueba, por no dar validez plena al 
oficio firmado por el Jefe de la Policia Nacional de 
Quezaltenango, que corre a folio treinta y cinco del 
proceso, no constituye el error que se señala, porque 
el contenido de tal oficio no demuestra evidentemente, 
como la ley requiere, la equivocación del juzgador. 


LEYES APLICABLES: 


Artículos 673, 686, 690 del Código de Procedi- 
mientos Penales; 38, inciso 2o., 157, 159, 169 Ley 
del Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, de- 
clara improcedente el presente Recurso de Casación 
e impone al recurrente un arresto de quince días que 
podrá conmutar a razón de un quetzal diario. Noti- 
fiquese y, con certificación de lo resuelto, devuél- 
vanse los antecedentes. 


Miguel Ortiz Passarelli. —Eugenio V. López G.— 
H. Hurtado A.—M. A. Recinos.—Ric. Marroquín M. 
—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Proceso contra JUAN SOSA NATARENO, por el 
delito de Estafa. 


DOCTRINA: Es improcedente el Recurso de casa- 
ción, si la sentencia calificó correctamente la in- 
fracción penal imputada, y si la cuantía para la 
conmuta se fijó dentro de los límites establecidos 
por la ley, 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, veinticuatro de febrero de mil 
novecientos setenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el Recurso de 
Casación interpuesto por JUAN SOSA NATARE- 
NO, contra la sentencia de fecha dos de septiembre 
del corriente año, proferida por la Sala Séptima de 
la Corte de Apelaciones, en el proceso que por el 
delito de estafa se le siguió en el departamento del 
Quiché. Las generales del recurrente son: de cuarenta 
y Cuatro años de edad, soltero, chofer, con instruc- 
ción, guatemalteco, vecino de San Andrés Sajcabajá, 
del departamento del Quiché; hijo de Avelino Sosa 
y Simona Natareno; mo consta que tenga apodo co- 
nocido. Actuó como acusadora Carmelina Barrios 
Flores viuda de Salazar, y como defensor el abogado 
Carlos Octavio de León Toledo. 


MOTIVO DEL PROCESO: 


El hecho imputado al procesado, consiste en haber 
recibido de la acusadora la suma de ciento setenta 
y siete quetzales, cuatro centavos, para cancelar una 
cuenta que tenía con el almacén de los señores Ro- 
dríguez Ledesma, Sucesores, en la ciudad del Qui- 
ché, pero no cumplió con su cometido, y se apropió 
de la suma en cuestión. 


EXTRACTO DE LAS PRUEBAS RENDIDAS 
Y ALEGACIONES DE LAS PARTES: 


El enjuiciado aceptó el hecho de haber recibido 
la suma cuestionada y su destino específico, pero 
que hacía como un año'antes de su interrogatorio, 
un día sábado por estar cerrados los negocios y no 
haber podido efectuar el pago, se conducía de re- 
greso de la ciudad, en una camioneta conducida por 
un joven de nombre Willy, ya fallecido, y que al 
pasar un río se atascaron y la corriente sumergió 
el vehículo en el río. Que por tal circunstancia per- 
dió el dinero de la acusadora y el de su propiedad, 
que llevaba en una bolsa de nylon dentro de la 
guantera del vehículo. 


Con fecha veintiséis de octubre de mil novecientos 
setenta, se levantó una acta en la Gobernación De- 
partamental del Quiché, por medio de la cual el sin- 
dicado reconoció la deuda a favor de su acusadora, 
y se obligó a cancelarla mediante abonos de cinco 
quetzales mensuales. Jorge Arnoldo y Rodolfo Ro- 
dríguez Echeverría, dueños del almacén “Ricardo 
Rodríguez Ledesma y Sucesores”, testimoniaron sobre 
la deuda que les tenía la acusadora, por virtud de 
mercaderías obtenidas al crédito; que cuando la requi- 
rieron el pago, ella les manifestó haber mandado can- , 
celar la cuenta con el acusado, 
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En el curso del procedimiento se le embargó al 
sindicado un vehículo de su propiedad, para asegurar 
las resultas del proceso, por haberse seguido conjun- 
tamente la acción civil proveniente del delito. Los 
testigos Eulalio Urizar Méndez, Jesús de León Ro- 
sales, Vicente de León Rosales y Luisa Dolores Ra- 
mos Quiñónez, declararon en forma contradictoria 
sobre el accidente del vehículo; o testigos afirmaron 
que el reo después del accidente metió el dinero en 
una bolsa nylon y luego la puso en la guantera del 
vehículo accidentado, cuya circunstancia fue califi- 
cada por los tribunales de instancia como inverosímil 
y contradictoria, pues el sindicado aseguró que el 
dinero ya lo llevaba dentro de la guantera. 


La Sala, al dictar sentencia, confirmó la de primer 
grado, con la modificación de que la pena imponible 
es de dos años de prisión correccional, es decir, no 
aceptó la agravación de la pena por haber sido 
condenado anteriormente el reo por delito de hurto 
de semovientes, pues la compensó con la atenuante 
de su confesión y la revocó en cuanto a abrir pro- 
cedimiento por falso testimonio contra los testigos 
que declararon en favor del sindicado, por conside- 
rar que las contradicciones en que incurrieron no 
ameritaba tal cosa. 


RECURSO DE CASACION: 


No conforme el procesado Sosa Natareno con el 
fallo de la Sala, interpuso el presente recurso de 
casación, por estimar infringidos los artículos lo., 
47 y 419, inciso 50. del Código Penal; 201, 568, 
602, inciso 3o.; 603, 604, 609, inciso lo. del Código 
de Procedimientos Penales, y como caso de proce- 
dencia los contenidos en los incisos lo. y 80., ar- 
tículo 676 del mismo cuerpo legal, adicionado el 
último por el inciso lo. del Decreto 487 del Con- 
greso. 


Los motivos primordiales de impugnación, radican 
que en el concepto del recurrente se estiman pro- 
bados, calificados y penados como delito hechos que 
no lo son, pues hay error de hecho y de derecho 
en la apreciación de la prueba, toda vez que en 
el hecho que se juzga no concurrió el engaño que 
tipifica la estafa; porque la certificación de la Go- 
bernación Departamental del Quiché no carecía de 
validez, pues el convenio donde reconoció la deuda, 
si se celebró ante autoridad incompetente, después 
fue ratificado en el proceso. Que, además, en el 
fallo de primer grado se le exoneró la reposición 
de papel empleado, lo cual implica aceptar la po- 
breza del reo, pero en cambio se le fijó la conmuta 
de las dos terceras partes de la pena a razón de 
tres quetzales por día, con violación del artículo 47 
del Código Penal, reformado por el artículo 2o. del 
Decreto 231 del Congreso de la República; terminó 


pidiendo se case la sentencia, se le absuelva ilimi- 
tadamente, o en su caso, que se modifique la sen- 
tencia, fijándole diez centavos por día en la con- 
muta de los dos tercios de la pena. 


Señaló día para la vista, y efectuada ésta, pro- 
cede resolver legalmente; y 


CONSIDERANDO: 


El primer caso de impugnación del fallo recurrido, 
consiste en que los hechos que se estiman probados 
se califican y penan como constitutivos de delito, 
no siéndolo, carece totalmente del fundamento, pues 
el delito de estafa se encuentra correctamente tipi- 
ficado al haberse establecido que el procesado JUAN 
SOSA NATARENO, recibió de la parte ofendida 
el dinero para entregarlo a tercera persona, y no 
probó legalmente el extremo con el cual calificó su 
confesión de haber perdido ese dinero en un acci- 
dente, toda vez que el tribunal sentenciador desca- 
lificó la prueba testimonial por imprecisa y contra- 
dictoria. Por ello, los hechos que da por probados 
la sentencia, sí son constitutivos del delito de estafa. 
En cuanto al segundo caso, o sea el de haberse 
incurrido, según lo asegura el recurrente, en errores 
de hecho y de derecho en la apreciación de la prue- 
ba, al referirse a las certificaciones extendidas por 
la Gobernación departamental del Quiché, cabe con- 
siderar que es un defecto de técnica alegar con 
idénticos motivos sobre ambos errores que son com- 
pletamente diferentes, y también, no señalar concre- 
tamente, la incidencia de la comisión respecto al error 
de hecho en el fallo, pues habiéndose suscrito tales 
documentos con posterioridad a la infracción, por 
tratarse de un delito público, ningún arreglo podía 
afectar la responsabilidad penal: por otra parte, la 
sentencia si analizó esos documentos cuando dice 
literalmente: “No se hace mérito alguno, porque el 
acto celebrado por las partes en la mencionada de- 
pendencia, no puede surtir efecto alguno, desde luego 
que no fue celebrado ante autoridad competente”. Y, 
finalmente, tampoco pudo violarse el artículo 47 del 
Código Penal, puesto que si bien la conmuta se 
fijó en el grado máximo, no se excedió del límite fi- 
jado por la ley, en consecuencia, el caso no se aco- 
moda a ninguno de los que la ley admite para que 
proceda el Recurso de Casación, por lo cual debe 
rechazarse éste en el caso de examen, al no haberse 
infringido los artículos: lo., 47, 419, inciso 50. del 
Código Penal; 201, 568, 602, inciso 3o., 603, 604, 
609, inciso: lo. del Código de Procedimientos Pe- 
nales. 


LEYES APLICABLES: 


Artículos 673, 676, inciso lo. y 80. (lo, Decreto 
487 del Congreso de la República, 686, 690, 694 de 


APRA, a nl Ml da sE NE MAA sl dí Ss 
pi 
GACETA DE LOS TRIBUNALES SE) 


Procedimientos Penales; 157, 159, 169 Ley del Or- 
ganismo Judicial. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, con 
fundamento en lo considerado, DECLARA: impro- 
cedente el Recurso de Casación interpuesto por JUAN 
SOSA NATARENO, a quien impone un arresto de 
quince días conmutables a razón de diez centavos 
de quetzal diarios. Notifíquese y con certificación 
de lo resuelto, devuélvase el proceso al tribunal de 
su origen. Ñ 

Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.— 
H. Hurtado A.—M. A. Recinos.—Ric. Marroquín M. 
—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Proceso comtra Julio García Aquino por el delito 
de homicidio. 


DOCTRINA: Es improcedente el Recurso de Casa- 
ción cuando se señalan como infringidas leyes que 
han sido derogadas o se hacen las citas correspon- 
dientes con imprecisión. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, diez de abril de mil novecientos 
setenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el Recurso de 
Casación interpuesto por Francisco Javier Zamora 
Mirón, contra la sentencia dictada por la Sala Cuar- 
ta de la Corte de Apelaciones, el siete de septiembre 
de mil novecientos setenta y uno, en el proceso se- 
“guido en el Juzgado Tercero de Primera Instancia 
de lo Penal de este departamento, contra Julio Gar- 
cía Aquino, por el delito de homicidio. 

El reo, según las constancias procesales, es de 
treinta y dos años de edad, soltero, labrador, origi- 
nario del municipio de Fraijanes de este departa- 
mento, no tiene apodo conocido. Acusaron: Francisco 
Javier Zamora Mirón y el Ministerio Público. 


HECHOS MOTIVO DEL PROCESO: 


Al abrirse el juicio se señaló, al procesado, el car- 
go de haber disparado un revólver contra Francisco 
Javier Zamora, causándole la muerte, el día ocho 
de noviembre de mil novecientos setenta, a eso de 
las veinte horas y treinta minutos, en el kilómetro 
veintiocho y medio, más o menos, de la carretera 
que conduce a El Salvador. 


RESUMEN DE LAS PRUEBAS Y 
ALEGACIONES DE LAS PARTES: 


Al ser indagado el reo expresó que cuando los he- 
chos ocurrieron trabajaba como despachador de ga- 
solina en la gasolinera Texaco “La Cuchilla”, situa- 
da en el entronque de la carretera interamericana 
y la que conduce a Santa Elena Barillas; que es- 
taba sólo en la gasolinera; que no es cierto que haya 
tenido alguna discusión con Francisco Javier Za- 
mora; que una herida que presentaba en el labio 
superior, se la ocasionaron “en el agarre que tuvo con 
los muchachos mencionados” (se refiere a Juan Ar- 
noldo de Jesús Zamora Franco, Alberto Morgan 
Canizales, Walter García Gutiérrez y César Augusto 
Pérez Piril) y que es cierto que tuvo una dificultad 
con las personas ya nombradas el ocho de noviembre 
de mil novecientos setenta, en horas de la noche, 
la que ocurrió en la gasolinera donde trabaja; que 
los hechos ocurrieron así: que el grupo, que ha in- 
dicado, pasó a la gasolinera para que les despa- 
chara dos quetzales de gasolina y que cuando les 
cobró no le quisieron pagar; como les exigiera el 
pago, lo agarraron a bofetadas entre todos, por lo 
que sacó su revólver para tratar de amedrentarlos; 
que se le fueron encima, se agarraron, trataron de 
quitarle el arma y entonces se le fueron los tiros; 
que después de los disparos siguieron luchando para 
quitarle el arma, viéndose obligado a morder a uno 
de ellos y cuando lo desposeyeron de la pistola, se 
montaron en el carro y se fueron para Cuilapa. Al- 
berto Morgan Canizales, expuso: que un día do- 
mingo, Francisco Javier Zamora, el declarante y otros 
amigos fueron a una fiesta a la aldea San Nicolás, 
de la jurisdicción de Villa Canales, de este depar- 
tamento y cuando regresaban a sus casas, en el ki- 
lómetro veintiocho y medio de la carretera que va 
para El Salvador, los señores Elmo Carías, Arnoldo 
de Jesús Zamora, Walter Carías, César Augusto 
Pérez Piril, Francisco Javier Zamora y el declarante, 
se les descompuso el carro que tripulaban y que 
guiaba Francisco Javier Zamora y, mientras lo com- 
ponían, fueron atacados por tres hombres, luego uno 
de ellos les disparó, acertándole a Francisco Javier 
Zamora, quien cayó herido; que se defendieron y 
desarmaron al agresor que, con los otros, huyó y 
entonces el dicente y sus compañeros llevaron al 
herido a una gasolinera de la Gulf que se encuentra 
en Vista Hermosa, de la zona quince de esta ciu- 
dad, de donde lograron que los Bomberos Volun- 
tarios condujeran al lesionado al Instituto Guate- 
malteco de Seguridad Social, donde falleció. Elmo 
Carías Gutiérrez, César Augusto Pérez Piril, Walter 
Carías Gutiérrez y Juan Arnoldo de Jesús Zamora 
Franco declararon en términos parecidos. Los agen- 
tes captores Fredy Renán Escobar Rabanales, Ri- 
goberto Morán Hernández, Miguel Santos Monte- 
rroso, Joel Román Morales sólo saben de lo ocurrido 


100 GACETA DE LOS TRIBUNALES 


por referencias y por las explicaciones que les dio 
el encartado. Durante el término de prueba depu- 
sieron los testigos Rubén Cabrera González, Basilio 
López Bran, Tránsito Estupe Cruz, Gerónimo de 
Paz Zamora, conforme interrogatorio, nada aclaran 
en relación con los hechos imputados al encausado; 
Carlos Manolo Monterroso Samayoa y Jerónimo de 
Paz Zamora que formaban parte del grupo que se 
dijo insultado y amenazado, por los tres individuos, 
entre los que se encontraba el enjuiciado. La defensa 
alegó que el encartado es inocente por tratarse de 
un caso fortuito y pidió su absolución, en tanto que 
la acusación particular estimó probada la culpabili- 
dad del enjuiciado y solicitó una sentencia conde- 
natoria. 


El Juez Tercero de Primera Instancia del Ramo 
Penal dictó sentencia el veintiuno de julio del año 
pasado, declaró que Julio García Aquino es autor 
responsable del delito de homicidio y haciéndole apli- 
cación de lo dispuesto por el Decreto número 30-71 
del Congreso de la República, le impuso SEIS AÑOS 
OCHO MESES DE PRISION CORRECCIONAL 
INCONMUTABLES. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


En virtud de recurso de apelación conoció la Sala 
Cuarta de la Corte de Apelaciones, el siete de sep- 
tiembre de este año, de la sentencia dictada por el 
Juez Tercero de Primera Instancia de lo Penal de- 
partamental, que se relacionó. Rectificó alguno de 
los conceptos contenidos en la parte histórica del 
fallo quedando así correcta, a juicio de esta Corte, 
la parte narrativa correspondiente y estimó que ha 
quedado demostrada la culpabilidad de Julio Garcia 
Aquino en la muerte violenta de Francisco Javier 
Zamora Samayoa; que el medio eficaz para tal de- 
mostración es la aceptación que hace el procesado 
de hechos que le perjudican, confesión que “siendo 
disculpante” no llegó a tener demostración jurídica 
procesal; que los testigos Alberto Morgan Canizales, 
Elmo Carías Gutiérrez, César Augusto Pérez Piril, 
Walter García Gutiérrez, y Juan Arnoldo de Jesús 
Zamora Franco, resultan expresamente ofendidos al 
indicar que formaban el grupo que fue agredido por 
García Aquino; que es aceptable la condena del 
procesado pero que como es la “confesión calificada 
y no corroborada” en sus extremos el medio de prue- 
ba para la sanción, debe, por tal atenuante, reba- 
jarse la pena en un tercio y a su vez hacerse apli- 
cación del Decreto número 30-71 del Congreso de 
la República. Confirmó la sentencia apelada con la 
modificación de que la pena que corresponde al reo 
es la de cuatro años, cinco meses diez dias de pri- 
sión correccional, conmutables en sus dos terceras 
partes a razón de un quetzal por día y la adicionó 


en el sentido de que sobre la suspensión de los de- 
rechos políticos correspondientes, deberá darse aviso 
del Registro Electoral del distrito respectivo. 


RECURSO DE CASACION: 


Francisco Javier Zamora Mirón, con el auxilio del 
Licenciado Gonzalo Menéndez de la Riva, interpuso 
Recurso de Casación, por infracción de ley, contra 
la sentencia dictada por la Sala Cuarta de la Corte 
de Apelaciones a que se refiere el punto anterior. 


Citó como casos de procedencia los contenidos en 
los incisos 50. y 80. del artículo 676 del Código 
de Procedimientos Penales, adicionado por el artículo 
lo. del Decreto número 487 del Congreso de la Re- 
pública. 


Dice el recurrente que denuncia error de derecho 
en la apreciación de la prueba, pues estima que la 
Sala sentenciadora incurrió en tal vicio al conside- 
rar que la confesión del procesado es la única prueba 
de su delincuencia; que el error es evidente por 
cuanto que con las declaraciones de los testigos pre- 
senciales Rubén Cabrera González, Basilio Bran 
López y Tránsito Estupe, que pasaron por el lugar 
de los hechos, quedó plenamente demostrado que el 
occiso fue agredido por Julio García Aquino y las 
declaraciones de Manolo Monterroso Samayoa y Ge- 
rónimo de Paz Zamora, presenciales y contestes, que 
iban en compañía del ofendido, que reparaban “una 
llanta entre los kilómetros veintiocho y veintinueve 
de la carretera, vieron que Julio García Aquino 
disparó contra el hijo del recurrente, dándole muerte. 


Que al no darle a la prueba indicada el valor 
probatorio que tiene, se incurrió en error de derecho 
en la apreciación de tal prueba, infringiendo los 
artículos 573 en sus cuatro incisos y 586 del Có- 
digo de Procedimientos Penales, reformado este último 
por el artículo lo. del Decreto Ley 147, en sus in- 
cisos lo., 2o., 30., 4o., 50. y 6o0.; que este error 
imcide en el fallo, porque al descartar la Sala sen: 
tenciadora el mérito de la prueba testimonial, aplicó 
la circunstancia atenuante prevista en el inciso Yo. 
artículo 22 del Código Penal, lo que.no hubiera 
ocurrido al apreciarse el valor de tales declara- 
ciones. 


También denuncia el recurrente, error de derecho 
en la calificación de los hechos, con base en el inciso 
50. del artículo 676 del Código de Procedimientos 
Penales, por estimar que la Sala sentenciadora omitió 
considerar la circunstancia agravante contenida en 
el inciso 12 del artículo 23 del Código Penal, pues 
con todas las constancias procesales de la indiga- 
toria del procesado y demás pruebas aportadas al 
proceso, se evidencia que el hecho se cometió en 
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lugar despoblado y de noche y tal omisión, como 
lo indicó, infringe el artículo 23, inciso 12 del Código 
Penal. 


Terminó pidiendo que se case el fallo recurrido y 
se dicte la sentencia procedente en derecho. 


Efectuada la vista procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


Asegura el recurrente que la Sala sentenciadora 
incurrió en error de derecho en la apreciación de la 
prueba, al considerar que la confesión del enjuiciado 
es la única evidencia de su delincuencia, error que 


estima demostrado. Asevera que las declaraciones de 


Rubén Cabrera González, Basilio Bran López y 
Tránsito Estupe establecieron que el occiso fue 
agredido por el procesado, y que también se probó 
la culpabilidad del encartado con las declaraciones 
de Manolo Monterroso Samayoa y Gerónimo de Paz 
Zamora; pero al citar las leyes que, a su juicio, 
se infringieron por el Tribunal de Segunda Instancia, 
señala los artículos 573 en sus cuatro incisos y 586 
del Código de Procedimientos Penales, reformado 
este último por el artículo lo. del Decreto Ley 147, 
en sus incisos lo. 2o., 3o., 4o., 50. y 60., lo que 
no permite entrar a conocer del fondo del recurso 
interpuesto, porque el artículo 573 del Código de 
Procedimientos Penales fue sustituido por el artículo 
93 del Decreto del Congreso número 63-70, que el 
recurrente no citó y el artículo 586 del Código de 
Procedimientos Penales fue derogado por el artículo 
95 del Decreto del Congreso número 63-70, ya ci- 
tado, haciendo imprecisa la cita de la primera ley 
e inexacta la segunda, defectos que a esta Corte 
no le es dable subsanar. 


II 


Se aduce también, por el recurrente, error de de- 
recho por estimar que la Sala omitió considerar la 
concurrencia de la circunstancia agravante de ha- 
berse cometido el hecho de noche y en despoblado 
y señala como violado el artículo 23, inciso 12 del 
Código Penal; pero al respecto debe tenerse pre- 
sente que la calificación de esta circunstancia queda 
sujeta a la apreciación de los hechos que la Sala 
tuvo como probados, de acuerdo con el caso citado 
y la naturaleza y condiciones del delito, para de- 
terminar si el despoblado o la nocturnidad fueron 
buscados de propósito por el delincuente para la 
mejor realización de sus intenciones y como el Tri- 
bunal de Segunda Instancia no tuvo probados tales 
extremos al analizar los hechos, es obvio que no 
cometió la infracción que se le atribuye. 


LEYES APLICABLES: 


Artículos 93, 95, Decreto número 63-70; 23, inciso 
12, Código Penal; 673, 674, 686, 690, Código de 
Procedimientos Penales; 5. 38, 157, 158, 159, 169, 
176, inciso 13, Ley del Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, de- 
clara: improcedente el presente recurso, impone al 
recurrente un arresto de quince días que podrá con- 
mutar a razón de un quetzal diario. Notifíquese y, 
con certificación, devuélvanse los antecedentes. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.— 
H. Hurtado A.—M. A. Recinos.—Ric. Marroquín M. 
—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Proceso contra Eduardo José Cofiño Kepfer y Dou- 
glas Gregory Steele Grote, por delito contra la 
salud. 


DOCTRINA: No se tipifican como delito las accio- 
nes u omisiones que no están expresamente penadas 
por ley anterior a su perpetración. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, diez de abril de mil novecientos 
setenta y dos. 


Se tienen a la vista para resolver los recursos 
de casación interpuestos por Eduardo José Cofiño 
Kepfer y Douglas Gregory Steele Grote, contra la 
sentencia dictada por la Sala Décima de la Corte 
de Apelaciones, el veinticinco de noviembre del año 
pasado, en el proceso que se instruyó contra ellos, 
en el Juzgado de Sanidad de esta ciudad, por delito 
contra la salud. 


Los procesados, de conformidad con las constan- 
cias procesales, son: Eduardo José Cofiño Kepfer, de 
dieciocho años de edad, soltero, estudiante, origina- 
rio y vecino de esta ciudad, sin apodo conocido y 
Douglas Gregory Steele Grote, de veintiún años 
de edad, soltero, estudiante, originario y vecino de 
esta ciudad, sin apodo conocido. 


HECHOS OBJETO DEL PROCESO 


Al abrirse el juicio penal se señalaron los hechos 
siguientes: 1) con relación a Steele Grote, el de ha- 
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ber “sido detenido el día tres de junio de mil nove- 
cientos setenta, a las diez horas, en el parque de la 
Antigua Guatemala y al registrar el automóvil en 
que se conducía, le incautaron una caja de cartón 
en la que llevaba cuatro plantas de marihuana en 
pilón, para ser cultivada en la finca Retana, y una 
bolsa que contenía semillas de marihuana y mari- 
huana seca; que las plantas de marihuana las cultivó 
en su casa de habitación, en esta ciudad, donde fue- 
ron arrancadas nueve matas más de un arriate del 
jardín, que fueron plantadas con el fin de cultivar ma- 
rihuana y obtener grandes cantidades de esa hierba; 
II) en cuanto a Cofiño Kepfer: que fue detenido 
el día tres de junio del año pasado, a las diez horas, 
en el parque de la Antigua Guatemala, cuando con- 
ducía un vehículo, incautándole cuatro plantas de 
marihuana en pilón, ya referidas. 


RESUMEN DE LAS PRUEBAS RENDIDAS: 


Los procesados negaron la comisión de los hechos 
que se les imputaron y durante la fase sumarial 
declararon los agentes de la Policía Nacional Ma- 
cario Antonio Recinos Recinos, Carlos Alfonso 


Sagastume Martínez y Santiago de Jesús Lemus - 


Roca, que capturaron a los encausados, incautaron 
las plantas de marihuana en pilón que los mismos 
conducían, así como las semillas y marihuana seca 
que se ha relacionado y al constituirse en el jardín 
de la casa de Steele Grote referida, en esta ciudad, 
arrancaron nueve matas de marihuana que estaban 
sembradas en el jardin de dicho inmueble. Se prac- 
ticó reconocimiento judicial por ei Juez de Sanidad 
para establecer la situación del lugar donde se arran- 
caron las matas de marihuana que refirieron los 
agentes de la Policia Nacional; declararon algunas 
personas con respecto a los buenos antecedentes de 
los procesados y se obtuvo informe del Jefe del De- 
partamento de Toxicología y Química Analítica 
Aplicada de la Facultad de Ciencias Químicas y 
Farmacia, en relación con los efectos incautados, 
que establece que, efectivamente, es marihuana y 
pesa doscientos treinta gramos. 


Durante el término de prueba se rindieron las 
siguientes: repreguntas dirigidas a los agentes de la 
Policía Nacional Macario Antonio Recinos Recinos, 
Carlos Alfonso Sagastume; una nueva inspección 
ocular en la casa de Steele Grote, en virtud de la 
cual se constató que en el jardin de la casa no fue 
encontrada mata alguna de marihuana. Se agregaron 
documentos para establecer los buenos antecedentes 
de los procesados. 


Los defensores de los enjuiciados alegaron con la 
amplitud que lo creyeron necesario en favor de sus 
patrocinados y terminaron pidiendo su absolución 
irrestricta, 


El Ministerio Público formuló su acusación, opor- 
tunidad en la que pidió la práctica de algunas dili- 
gencias y no presentó alegación alguna. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


El veinticinco de noviembre de mil novecientos 
setenta y uno, conoció la Sala Décima de la Corte 
de Apelaciones, en virtud de Recurso de Apelación, 
de la sentencia dictada por el Juez de Sanidad el 
treinta de septiembre de mil novecientos setenta y 
uno que condena a Douglas Gregory Steele Grote, 
como autor responsable del delito contra la salud 
—cultivo de marihuana—, a diez años de prisión 
correccional y a Eduardo José Cofiño Kepfer, como 
cómplice del mismo delito, a seis años y ocho me- 
ses de prisión correccional e hizo las demás decla- 
raciones legales correspondientes. Esta Corte en- 
cuentra correcta la parte narrativa de esa sentencia. 
El Tribunal estimó que, como elementos de con- 
vicción que evidencian la participación de los ca- 
pitulados Douglas Gregory Steele Grote y Eduardo 
José Cofiño Kepfer en el hecho que se les atribuye, 
aparecen: a) las declaraciones rendidas por los de- 
tectives de la Policia Nacional Macario Antonio Re- 
cinos Recinos, Carlos Alfonso Sagastume Martínez 
y Santiago de Jesús Lemus Roca, quienes efectua- 
ron la captura de los procesados y, al deponer, ex- 
plican la forma en que encontraron en el asiento 
de atrás del vehículo, las matas de marihuana a que 
el proceso se refiere y una bolsita de plástico con- 
teniendo semillas y polvo de marihuana y, asimismo, 
que recogieron en el jardin de la casa de Steele 
Grote, en esta ciudad, nueve plantas de marihuana 
que tenían una altura de un metro, aproximada- 
mente; b) el reconocimiento judicial practicado por 
el Juez de Sanidad, en que se hizo constar la si- 
tuación del arriate, en el jardín de la casa de Steele 
Grote, donde estuvieron sembradas las matas de ma- 
rihuana que refieren los agentes de la Policía, nom- 
brados en el punto anterior; c) dictamen del De- 
partamento de Toxicología y Química Analítica 
Aplicada, de la Facultad de Ciencias Químicas y 
Farmacia relacionado con la marihuana incautada. 
Apreció que la defensa, al rebatir la prueba de 
cargo, expone que los enjuiciados Steele Grote y 
Cofiño negaron haber cometido hecho delictivo al- 
guno y que no existe prueba legal de su culpabilidad, 
pues las declaraciones de los que capturaron a los 
incriminados carecen de valor probatorio; pero que 
al verificar el análisis de la prueba. testifical de 
cargo, se concluye que las declaraciones de los agen- 
tes nombrados tienen valor legal, toda vez que Ma- 
cario Antonio Recinos Recinos y Carlos Alfonso 
Sagastume Martínez son contestes en la substancia 
del hecho y que no son varios y contradictorios como 
la defensa arguye y que, según las reglas de la sana 
crítica, la impugnación en cuanto a la inidoneidad de 
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los testigos no son valederas, por no ser las circuns- 
tancias alegadas por la defensa suficientes para res- 
tar fuerza probatoria de los testimonios mencionados, 
y que la prueba de descargo se originó del dicho 
de testigos que declararon con un interrogatorio muy 
sugestivo, que resta valor probatorio a sus dichos, 
ya que la ley requiere que el testigo declare por 
sí mismo sobre los hechos que les consta y no por 
inducción de tercera persona. Que es procedente pro- 
nunciar en contra de los encartados un fallo de 
condena, como responsables de delito contra la sa- 
lud, que debe calificarse como cultivo de marihuana, 
y en cuanto al grado de responsabilidad de los dos 
enjuiciados, estima que Steele Grote es autor y que 
Cofiño Kepfer debe quedar comprendido en el grado 
de complicidad, en la comisión del delito que les 


fuera imputado y, como consecuencia, confirma la 


sentencia de primera instancia. 


RECURSO DE CASACION: 


Douglas Gregory Steele Grote y Eduardo José 
Cofiño Kepfer interpusieron, separadamente, Recurso 
de Casación por infracción de ley. 


Coinciden en algunas motivaciones de sus recut- 
sos cuando con apoyo en el caso de procedencia 
contenido en el inciso 80. del artículo 676 del Có- 
digo de Procedimientos Penales, adicionado por el 
artículo lo. del Decreto 487 del Congreso de la 
República, aseguran que la Sala sentenciadora co- 
metió error de hecho en la apreciación de la prueba, 
el que hacen consistir en que el tribunal se apoyó 
en las reglas de la sana crítica para conceder valor 
probatorio a las declaraciones de los agentes de 
la Policia Nacional y desestimar la impugnación, en 
relación a dicha prueba, que hiciera la defensa. 


Estima que como las reglas de la sana crítica no 
se hayan consignadas en ningún precepto jurídico, 
sino que deben tenerse en cuenta por el juzgador 
con arreglo a la crítica experimental del testimonio, 
es que la impugnación que presentan, en relación a 
la apreciación de la prueba que hizo la Sala sen- 
tenciadora, constituye error de hecho. 


Arguyen que las apreciaciones del Tribunal con 
respecto a las reglas, que no dice en qué consisten, 
no son suficientes para la correcta valoración de los 
testigos y examinan, para el mejor resultado de sus 
alegaciones, el dicho de los testigos de cargo en que 
la Sala fundamentó la prueba. 


Douglas Gregory Steele Grote, con base en el 


inciso 80. del artículo 676 del Código de Procedi- 


“mientos Penales, adicionado por el artículo lo. del 
Decreto número 487 del Congreso de la República, 
denuncia error de derecho en la apreciación de la 


prueba, pues asegura que sobre el hecho de haber 
cultivado marihuana que se le imputa, no está pro- 
bado que él las haya plantado en el jardín de su 
casa y la ley expresamente descarta, en tales casos, 
que se llegue a tal determinación mediante presun- 
ción. El interponente no señaló la prueba a que el 
error se refiere e indicó como violados los artículos 
50. del Decreto número 92-70 del Congreso de la 
República y 568 del Código de Procedimientos Pe- 
nales. 


El recurrente Steele Grote, con apoyo en el inciso 
3o. del artículo 676 del Código de Procedimientos 
Penales, también señala error de derecho en la cali- 
ficación de los hechos que se declaran probados 
en sentencia, pues estima que no se ha probado el 
cultivo de la droga a que los autos se refieren, en 
forma tal que hasta la tentativa de cultivo queda 
excluida, pues no existe ningún principio de ejecu- 
ción del acto de cultivar. Cree que lo que se da 
por probado mo es más que una tenencia de mari- 
huana o su transporte, por lo cual debió hacerse 
la calificación con el tipo delictivo contenido en el 
inciso e) del artículo 50. del Decreto número 92-70 
gue reformó el artículo 87 del Código de Sanidad. 
Que al no hacerse la calificación correctamente, se 
incurrió en error de derecho y se infringió el ar- 
tículo 87 del Código de Sanidad, reformado por el 
artículo 50. del Decreto número 92-70 del Congreso 
de la República en su inciso e) y en el sub-inciso 
2), ley que estima violada. 


El recurrente Cofiño Kepfer, con muy pocas di- 
lerencias y con base en el inciso 3o. del artículo 
676 del Código de Procedimientos Penales, impugna 
el fallo de la Sala Décima de la Corte de Apela- 
ciones, por estimar que no hizo la calificación co- 
rrecta de los hechos que, a su juicio, constituyen 
tenencia de marihuana, violando en tal forma el 
artículo 87 del Código de Sanidad reformado por 
el artículo 50. del Decreto número 92-70 del Con- 
areso de la República en su inciso a) y en el sub- 
inciso 2). 


El mismo recurrente asevera, con fundamento en 
el inciso 4o. del artículo 676 del Código de Pro- 
cedimientos Penales, que el Tribunal de alzada co- 
metió error de derecho al determinar la participa- 
ción de los procesados, pues se les condenó por 
complicidad en el delito de cultivo de marihuana; 
pero, de conformidad con los hechos probados, estos 
consisten en la simple tenencia de matas de ma- 
rihuana, y que para que existiera complicidad, se 
requeriría que hubiera cooperado en el cutlivo de 
esa hierba con el autor, por actos anteriores oO si- 
multáneos y que la tenencia, transporte o portación 
de ella, en forma alguna constituye complicidad en 
su cultivo. 
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El procesado Cofiño Kepfer también denuncia 
error de derecho en la apreciación de la prueba, 
amparado por el inciso 80. del artículo 676 del Có- 
digo de Procedimientos Penales, adicionado por el 
artículo lo. del Decreto número 487 del Congreso 
de la República y lo relaciona con la circunstancia 
de que cualquier deducción que se pretendiera hacer 
en relación con su persona, por habérsele imputado 
a Steel Grote el cultivo de marihuana, tendría que 
ser sólo sobre la base de presunciones, excluidas 
por disposición expresa de la ley, y que la prueba 
de tal cooperación no existe. "Termina citando como 
violado el artículo 568 del Código de Procedimien- 
tos Penales. 


Verificada la vista procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


Los dos recurrentes refutan el fallo de la Sala 
Décima de la Corte de Apelaciones, asegurando que 
cometió error de hecho al apreciar los testimonios 
de los agentes de la Policía Nacional Macario An- 
tonio Recinos Recinos, Carlos Alfonso Sagastume 
Martínez y Santiago de Jesús Lemus Roca, porque, 
a su juicio, se apoyó en las reglas de la sana crítica 
para conceder valor probatorio a tales declaraciones 
y desestimó la impugnación que, a esa prueba, hizo 
la defensa. 

La objeción presentada por los recurrentes no 
puede prosperar porque cuando se cometen viola- 
ciones a los principios de la sana crítica en la apre- 
ciación de la prueba, se tipificaria en su caso, el 
error de derecho en tal apreciación y de ninguna 
manera el error de hecho que se pretende, razón 
por la que no puede hacerse el examen comparativo 
que se invoca, ya que esta Corte no puede subsanar 
las equivocaciones de los litigantes. 


I 


Los recurrentes alegan, asimismo, error de derecho 
en la apreciación de la prueba y expresan que no 
están probados plenamente los hechos que se les 
imputaron, que cualquier deducción que se haga en 
tal sentido tendrá que ser a base de presunciones 
descartadas, en casos como el presente, por disposi- 
ción expresa de la ley; pero sólo se concretaron a 
indicar que se ha cometido el error que denuncian, 
y no cumplieron con señalar e identificar cada una 
de las pruebas con respecto a las cuales estiman 
errónea la apreciación que aducen y, en tales con- 
diciones, la falta de precisión que tal circunstancia 
constituye, veda a esta Corte hacer el análisis co- 
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rrespondiente en relación con las leyes que para 
este efecto fueron citadas como violadas. 


MI 


Apoyados en el inciso 3o. del artículo 676 del 
Código de Procedimientos Penales, que contiene el 
caso de procedencia correspondiente, ambos recu- 
rrentes alegan que la Sala Décima de la Corte de 
Apelaciones incurrió en error de derecho en la ca- 
lificaciós de los hechos que dio por probados. Con 
tales antecedentes, es obligatorio hacer el estudio 
comparativo, con base exclusiva en tales hechos. 


Se ve en el fallo recurrido que el Tribunal de 
segunda instancia, al valorar las pruebas rendidas, 
tuvo como probados los siguientes hechos: a) que 
los procesados fueron aprehendidos frente al parque 
de la Antigua Guatemala, por habérseles incautado, 
dentro del vehículo que tripulaban, cuatro matas de 
marihuana que llevaban en pilón, una bolsa de plás- 
tico gue contenía semillas de marihuana y marihuana 
en polvo, y b) haberse encontrado, por los agentes de 
la Policía Nacional que declararon en el proceso, nueve 
matas de marihuana que tenían un metro, más o 
menos, de altura, sembradas en el jardín interior de 
la casa de Douglas Gregory Steele Grote. Estos 
hechos le sirvieron de fundamento legal para con- 
denar a los enjuiciados por el delito contra la salud 
que calificó como cultivo de marihuana, al apoyarse 
en el inciso a) del artículo 87 del Código de Sa- 
nidad, reformado por el inciso 50. del Decreto nú- 
mero 92-70 del Congreso de la República, que pena 
el cultivo de hongos de las plantas que pueden dar 
origen a las drogas prohibidas. 

Al respecto, cabe estimar: la Constitución de la 
República en su artículo 49, norma que, por su 
mayor jerarquía es obligatoria, sin excepción, en los 
procesos judiciales y el Código Penal en su artículc 
lo. establecen que no son punibles las acciones tv 
como delitos c 
su perpetración, 
acciones u omi- 
como delitos o 


omisiones que no estén calificadas 
faltas y penadas por ley anterior a 
es decir, que son punibles todas las 
siones que la ley tipifica y pena 
faltas cometidos durante la vigencia de la respectiva 
norma juridica. Dos elementos son necesarios para 
la tipificación del delito: que la acción u omisión 
sea calificada como tal y que se pene a los infrac- 
tores, pues si falta alguno de ellos el delito no se 
tipifica. Consecuentemente, si la ley define el delite 
como infracción voluntaria de la ley penal, pero 
cmite en su codificación, determinar la pena que 
corresponde imponer a los infractores, se llega al 
caso de lo que doctrinariamente se define como “ley 
en blanco”, que es el delito sin pena o la inexis- 
tencia del delito mismo, en cuyo caso el juzgador, 
aunque sabe de la existencia de la actividad de- 
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lictiva, le está vedado tipificar los hechos probados 
como acción voluntaria penada por la ley. 


El Código de Sanidad, reformado por el Decreto 
número 92-70 del Congreso de la República, esta- 
blece: a) que, entre otras substancias peligrosas, el 
cannabis —marihuana— en cualquiera de sus for- 
mas, constituye una droga que afecta la salud or- 
gánica o psíquica, individual o colectivamente; b) 
que queda terminantemente prohibido la siembra, el 
cultivo y la cosecha del cannabis, y c) que el cultivo 
de plantas en hongos que puedan dar origen a cual- 
quiera de las drogas prohibidas, será castigado con 
la pena de diez años de prisión correccional. 


Ahora bien: con estos fundamentos cabe analizar 
el sentido de las normas del Código de Sanidad, 
cuyo contenido se expresó anteriormente, con re- 
lación al caso de procedencia invocado por los re- 
currentes y a los hechos que tuvo como probados 
el Tribunal de segundo grado, y concluir, jurídi- 

- camente, si se cometió error de derecho en la cali- 
ficación de la actividad por la que se condenó a 
los enjuiciados, tipificada por el Tribunal de segundo 
grado como cultivo punible de marihuana. 


El artículo 50. del Decreto número 92-70 del Con- 
greso de la República que reforma el artículo 87 
del Código de Sanidad, en forma clara determina 
que las acciones especificadas en el artículo 80 del 
Código de Sanidad, reformado por el artículo 3o. 
del decreto del Congreso de la República que se 
viene mencionando, constituyen, en cada caso el de- 
lito que se desprende de la actividad o comisión 

_ respectiva y señala las penas que para cada uno de 
ellos corresponde. Toca al juzgador, consecuente- 
mente, examinar si en aquella norma está incluida 
¿la siembra, el cultivo y la cosecha de la marihuana, 
para hacer la calificación del hecho punible y de- 
terminar la existencia de la pena que corresponde 
imponer a quienes cometan las infracciones conte- 
nidas en la citada ley. 


Aquella norma se refiere y pena, exclusivamente, 
el cultivo de plantas en hongo —plantas talofitas 
de reproducción preferentemente asexual por esporas 
que son los corpúsculos o microorganismos que se 
reproducen en una bacteria (acepciones del Diccio- 
nario de la Real Academia Española) — que pueden 
dar origen a cualquiera de las drogas prohibidas, 
como son los tipos LSD, Peyotl, mescalina y otros 
de los denominados hongos alucinógenos, dentro de 
los cuales no se encuentra el cannabis o marihuana 
que es “una planta de tallo herbáceo, de la familia 
de la cannabináceas” (elementos de botánica gene- 
ral de Ulises Rojas) que se cultiva por siembra de 
semilla y, por lo tanto, la droga que produce no 
se cultiva en hongo. 


Es cierto que el cultivo de la marihuana está ti- 
pificado como delito contra la salud, según se apun- 
ta en el primer párrafo del artículo 87 del Código 
de Sanidad, reformado por el artículo 50. del De- 
creto número 92-70 del Congreso de la República, 
pero al determinarse en esta ley las penas que de- 
ben sufrir los infractores a la prohibición del cultivo 
de las plantas que indica el inciso a) del mismo 
articulo, sólo sanciona el cultivo de las plantas en 
hongos (que se reproducen por esporas) y no a las 
que devienen por la siembra y germinación de semi- 
llas, por lo cual debe aceptarse, obligatoriamente, 
que en esa norma no se incluyó, como acción de- 
lictiva punible, el cultivo de la marihuana, desde 
luego que esta planta no es una seta alucinante, 
como ya se indicó anteriormente. 


Esta omisión en la ley hace estimar a esta Cámara 
que el cultivo de la marihuana no es punible por 
falta de pena legal *y, en este caso —ya que no 
hay delito sin pena—, no es dable calificar la ac- 
tividad como hecho delictuoso e imponer a los en- 
juiciados sanciones que no están preestablecidas en 
las leyes punitivas. Sin embargo, las actividades de- 
lictivas de los enjuiciados, por no haber pena para 
el cultivo de marihuana, no quedan impunes, porque 
incurrieron en una infracción a la ley que regula 
la materia —Código de Sanidad—, reformado por 
el Decreto número 92-70 del Congreso de la Repú- 
blica que tipifica como delito y lo pena en el in- 
ciso e) y sub-inciso 2) del mismo artículo citado, 
al establecer que los hechos realizados por los reos 
—que el Tribunal sentenciador de segundo grado 
tuvo como probados—, constituyen el delito contra 
la salud de tenencia y transporte de marihuana. 


Por todo lo anterior se concluye que la Sala Dé- 
cima de la Corte de Apelaciones cometió violación 
de las leyes antes analizadas al calificar errónea- 
mente el delito cometido e imponer a los infractores 
vna pena inexistente, motivos suficientes para de- 
clarar con lugar el presente recurso y, al casar y 
anular parcialmente el fallo recurrido, conocer úni- 
camente de la situación jurídica de los interponentes, 
sin que sea necesario el examen de los demás errores 
denunciados por los recurrentes. 


IV 


En cuanto a la calificación de los hechos que se 
tienen como probados, ya que el Recurso de Ca- 
sación en relación con los errores de hecho y de 
derecho en la apreciación de la prueba no prosperó, 
debe estimarse que constituyen delito contra la sa- 
lud, por la tenencia y portación de cannabis, del 
que los procesados Douglas Gregory Steele Grote 
y Eduardo José Cofiño Kepfer son autores respon- 
sables: transgresión por la que se les impone la 
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pena de dos años de prisión correccional sin alte- 
ración alguna por no concurrir ninguna circunstan- 
cia modificativa, conmutable en una tercera parte, 
habida cuenta de que la cannabis incautada pesa 
más de veintiocho gramos y un decigramo y menos 
de cuatrocientos sesenta gramos, según el informe 
del Departamento de Toxicología de Química Ana- 
lítica Aplicada de la Facultad de Ciencias Quími- 
cas y Farmacia de la Universidad de San Carlos. 


LEYES APLICADAS: 


Artículo 2o., incisos g) y h); 30, inciso a); 50., 
incisos a) y d) y sub-inciso 2) del Decreto número 
92-70 que reformaron los artículos 79, 80 y 87 del 
Código de Sanidad; 674, 676, inciso 3o., 686, 687 
del Código de Procedimientos Penales; 156, 157, 158, 
159, 169, Ley del Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, casa 
y anula parcialmente la sentencia recurrida en cuan- 
to se refiere a la calificación del delito imputado 
a los interponentes y la pena principal que les im- 
puso y resolviendo sobre el particular, declara: que 
Douglas Gregory Steele Grote y Eduardo José Co- 
fiño Kepfer, son autores responsables de delito con- 
tra la salud por tenencia y portación de marihuana 
(cannabis), por los que les impone la pena de DOS 
AÑOS DE PRISION CORRECCIONAL, conmuta- 
bles en una tercera parte en la forma que establece 
la sentencia recurrida, cuyas demás disposiciones y 
penas accesorias quedan en todo su vigor. Notifí- 
quese y, con certificación de lo resuelto, devuélvanse 
los antecedentes. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.— 
H. Hurtado A.—M. A. Recinos.—Ric. Marroquín M. 
—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


El defensor de Eduardo José Cofiño Kepfer, proce- 
sado por tenencia de cannabis, solicita la amplia- 
ción de la sentencia dictada en casación. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, veintiséis de abril de mil nove- 
cientos setenta y dos. 


Recházase de plano la ampliación solicitada, por 
extemporánea. Artículos 647 del Código de Proce- 
dimientos Penales; 142, inciso 4o., 157, 158, 159, 
Ley del Organismo Judicial. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.— 
H. Hurtado A.—M. A, Recinos.—Ric. Marroquín M. 
—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


El defensor de Douglas Gregory Steele Grote, proce- 
sado por tenencia de cannabis, solicita la amplia- 
ción de la sentencia dictada en casación. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, veintiséis de abril de mil no- 
vecientos setenta y dos. 


Recházase de plano la ampliación solicitada, por 
extemporánea. Artículos 647 del Código de Proce- 
dimientos Penales: 142, inciso 4o., 157, 158, 159 
Ley del Organismo Judicial. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.— 
H. Hurtado A.—M. A, Recinos.—Ric. Marroquín M. 
—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Proceso contra César Augusto Díaz Herrera y Eula- 
lio Avila Rodríguez, por el delito de homicidio. 


DOCTRINA: Es improcedente el recurso de casación 
si, fundándolo en los incisos 530. y 60. del artículo 
676 del Código de Procedimientos Penales, mo se 
impugnan los hechos que la Sala tuvo como pro- 
bados y que le sirvieron de antecedente para dedu- 
cir prueba presuncional, 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, trece de abril de mil novecien- 
tos setenta y dos. 


Por virtud de recurso extraordinario de casación, 
interpuesto por Bruno Emilio Villatoro López, se ve 
la sentencia del veintinueve de julio del año pasado, 
pronunciada por la Sala Octava de la Corte de Ape- 
laciones en el proceso que por HOMICIDIO se ins- 
truyó contra César Augusto Díaz Herrera y Eula- 
lio Avila Rodríguez, fallo que confirmó, con modi- 
ficación en cuanto a la pena, el pronunciado el quin- 
ce de enero del mismo año por el Juzgado de Prime- 
ra Instancia de Huehuetenango. 


En sus declaraciones los reos aparecen, respecti- 
vamente, con los siguientes datos de identificación: 
cuarenta años de edad, casado, agricultor, guatemal- 
teco, originario de San Pedro Necta y vecino de la 
Democracia; y treinticuatro años de edad, soltero, 
agricultor, guatemalteco, originario de Malacatanci- 
to y vecino de Chajul; los indicados municipios del 
departamento de Huehuetenango. Sin sobrenombres 
conocidos. 


Actuó como acusador particular el presentado y el 
Ministerio Público como acusador oficial y en la 
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E a a 


defensa el licenciado Francisco Javier Castillo, por 
el primero de los reos y el licenciado Julio Heberto 
Sosa Morales por el segundo. 


DE LOS HECHOS INVESTIGADOS 


Se formuló cargos a los procesados porque el do- 
mingo dos de noviembre de mil novecientos sesen- 
tinueve, en el camino que conduce al lugar llamado 
La Hamaca, aldea Ixcán Grande, Santa Cruz Ba- 
rillas, departamento de Huehuetenango, con arma 
blanca lesionaron a José Tránsito Villatoro López, 
causándole la muerte. 


DEPJEXTRACTO DE PRUEBAS Y DE LAS 
ALEGACIONES DE LAS PARTES. 


Se abrió a prueba el juicio. El acusador Bruno 
Emilio Villatoro López, re-preguntó a los procesa- 
dos y la defensa ofreció las declaraciones de Mar- 
cos Pérez Díaz, Eligio Sales Vásquez, Rosario Re- 
cinos Galindo, Moisés Palacios Argueta y Ezequiel 
López Martínez, en favor de los buenos anteceden- 
tes de Díaz Herrera, excepto el primero que se refi- 
rió a accidentes del suceso; en favor de Avila Ro- 
dríguez, certificaciones de que no existía cuestión 
pendiente entre él y el occiso y de que los señores 
Juan Tomás, Alberto Jiménez, Marcos Pérez Díaz y 
Augusto Pérez Díaz, son mozos colonos de la finca 
Ixcán Grande, propiedad de Díaz Herrera, siendo 
simple trabajador de la misma persona el señor Ma- 
nuel Tomás; memorial con varias firmas, debidamen- 
te ratificado, sobre su buena conducta; declaracio- 
nes de Domingo Ramos y Ramos, Hilario García 
Cruz y Nemecio Ramos Hernández, sobre amistad 
del propio Avila Rodríguez, con el fallecido e ins- 
pección ocular en el lugar del hecho. 


El Ministerio Público pidió sentencia condenato- 
ria, por estimar probada la culpabilidad de los pro- 
cesados, porque acompañaban al occiso en la ocasión 
de autos y porque, en lo referente a Díaz Herrera, 
obran presunciones humanas como la discordia con 
el mismo fallecido por cuestión de linderos y la sin- 
dicación directa que le hicieran, y que se aprecia- 
ran las agravantes de superioridad, nocturnidad y 
despoblado. 


El acusador particular expuso los hechos y los 
móviles de los mismos; señaló la existencia de pre- 
meditación, explicando los extremos que, a su: jui- 
cio, la integran; analizó la prueba de cargo consis- 
tente en la inspección ocular, en las declaraciones de 
Trinidad Ordóñez y María Juan, en la de la esposa 
del occiso y trató de desvanecer la coartada de los 
reos, indicando que la prueba que rindieron era debil 
e inconsistente. Pidió la estimación de las agravantes 


de alevosía y premeditación y la calificación del 
hecho como asesinato. 


El Licenciado Castillo Villatoro, dijo que no ha- 
bía prueba en contra de su defendido, imputando 
la responsabilidad de la muerte investigada a Avi- 
la Rodríguez, porque éste apareció todo ensangren- 
tado y ambos estaban en el monte cuando se aten- 
dió al herido. 


El Licenciado Sosa Morales, pidió también, sen- 
tencia absolutoria por falta de prueba; dijo que el 
hecho de que su defendido hubiera sido encontrado 
todo ensangrentado, está dervirtuado con la decla- 
ración de la viuda del occiso quien aseguró que 
Díaz Herrera, el co-encausado, había sido el autor, 
aún cuando después trató de cambiar afirmando que 
Eulalio Baudilio, había aparecido ensangrentado en 
el monte, lo que la hace contradictoria. Que Trini- 
dad Ordóñez y María Juan, dijeron que Avila Ro- 
driguez, había ayudado a transportar al herido y que 
quizá por eso apareció manchado de sangre; que 
Díaz Herrera había pedido a la víctima una lima 
para afilar un cuchillo, por lo que se deduce que el 
único que portaba arma blanca era él. Hizo referen- 
cia a la ampliación de la indagatoria de Díaz Herre- 
ra ya que había sido establecida la amistad de su 
defendido con el finado, mientras que Díaz Herre- 
ra había tenido antecedentes con Villatoro López 
por la muerte de una perra y por cuestión de tie- 
rras. Insistió en referirse a los testigos Ordóñez y 
Juan y terminó formulando su petición en el sentido 
de que se pronunciara sentencia en la forma antes 
dicha. 


RESUMEN DE LA SENTENCIA RECURRIDA 


La Sala, en su fallo, comenzó haciendo referencia 
a las resultas del de primer grado, las que no con- 
sideró necesario repetir. En su parte considerativa 
estimó probados los siguientes hechos: l.— que el 
día de autos, desde la mañana, estuvieron juntos los 
reos y la víctima, habiendo ido de cacería; que lue- 
go por la tarde estuvieron libando licor y continua- 
ron juntos hasta el momento del suceso; Il. que so- 
lamente los incriminados acompañaban a la víctima 
cuando fue herida, habiéndole prestado auxilio Tri- 
nidad Ordóñez y María Juan, quienes refirieron que 
el ofendido les expuso que Diaz Herrera y Avila 
Rodríguez lo habían lesionado, apareciendo al rato 
el último todo ensangrentado; III. que a las dieciocho 
horas del propio día fueron vistos, por Ordóñez 
Raymundo y María Juan, los dos inculpados y el 
señor Villatoro, el occiso, camino al potrero del últi- 
mo y que dos horas más tarde fue encontrado, mor- 
talmente herido, por las mismas personas Ordóñez 
y Juan; IV. sindicación directa e inmediata de la 
compañera de hogar del occiso y no existir otra 
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persona acusada; y V. que Villatoro López murió 
por heridas punzo-cortantes y que en el sitio respec- 
tivo había señales de riña. La prueba la dedujo de 
las declaraciones de los reos, de la de los testigos 
citados, de la inspección ocular practicada en el 
sitio de lo sucedido y del informe de la autopsia. 
Desestimó los testigos ofrecidos por los procesa- 
dos y concluyó afirmando que, unidos los hechos 
probados entre sí, generan presunciones sobre las 
cuales asienta su fallo, calificando el heho como ho- 
micidio y afirmando que de lo actuado no puede de- 
terminarse que concurrieron las circunstancias que 
la ley señala para tipificar el delito de asesinato. 
Analizó, por último, la aplicación del decreto 30-71 
del Congreso de la República, y en su parte reso- 
lutiva, al confirmar la sentencia de primera instan- 
cia, impuso la pena antes indicada, de seis años y 
ocho meses de prisión correccional. 


DEL RECURSO DE CASACION 


El acusador particular interpuso el recurso por 
infracción de ley. Señaló los antecedentes, citó co- 
mo casos de procedencia los contenidos en los in- 
cisos 3o. y 50. del artículo 676 del Código de Proce- 
dimientos Penales; analizó el error de derecho en 
cuanto a la calificación del delito, primer caso de 
procedencia, porque, según aseguró, se trata de ase- 
sinato al concurrir alevosía y premeditación cono- 
cida. 


Consideró probado que el hecho fue cometido gn 
horas de la noche y en despoblado y que los pro- 
cesados obraron con superioridad. Indicó que de los 
hechos que la Sala estima probados, se deduce que 
concurrieron las circunstancias agravantes de ale- 
vosía, premeditación conocida, nocturnidad y despo- 
blado, las cuales no tomó en consideración la Sala, 
habiendo cometido error de derecho en la califica- 
ción de los hechos en concepto de circunstancias 
agravantes, segundo caso de procedencia. 


Se detuvo en el análisis de los extremos que, a 
su juicio, determinaban cuatro circunstancias modi- 
ficativas de responsabilidad penal y, concretamente, 
dijo que interponía el recurso porque: lo. la Sala 
cometió error de derecho al calificar el delito como 
homicidio, siendo asesinato, ya que los hechos, que 
estima probados, generan este último delito; y 20. 
porque cometió igual clase de error en la califica- 
ción de los hechos en concepto de circunstancias 
agravantes, es decir, que no obstante estar probados 
hechos determinantes que dan vida al asesinato, sos- 
tuvo que no existían. 


Citó las leyes que consideró infringidas y formuló 
petición para que se declare con lugar el recurso, se 


case y anule la sentencia recurrida y se condene a 
los reos, como autores del delito de asesinato, im- 
poniéndoles veinte años de prisión correccional. 


CONSIDERANDO: 


De acuerdo con los términos del memorial de inter- 
posición del recurso, por los casos de procedencia 
que menciona, los hechos tenidos como probados por 
la Sala sentenciadora, no fueron impugnados por 
el interesado, a pesar de lo cual pretende que se 
resuelva la casación del fallo con base en las conclu- 
siones del propio tribunal y que de ellas se deduz- 
ca la concurrencia de las circunstancias agravantes 
de alevosía, premeditación conocida, nocturnidad y 
despoblado. 

Ahora bien, es obvio que al haberse censurado el 
fallo en esa forma, en tratándose de estimativa pro- 
batoria, no puede esta Corte hacer'el análisis que 
se pretende, porque dada la naturaleza del recurso, 
si no fueron impugnados los hechos tenidos como 
probados por la Sala mediante caso de procedencia 
por error en apreciación de la prueba y si tales he- 
chos le sirvieron de base para la presuncional de 
cargo, no puede, como ya se dijo, entrarse a con- 
siderar si la Sala cometió o no los errores que indica 
el interponente, ya que por tratarse de un proceso 
deductivo del tribunal de segundo grado, no es po- 
sible su análisis en casación, como lo ha resuelto 
reiteradamente este mismo Tribunal. En ese sentido, 
el recurso debe desestimarse. 


LBMES: 


Artículos 675, 676, 687 y 690 del Código de Pro- 
cedimientos Penales 157, 158, 159 de la Ley del 
Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Cámara 
de lo Penal, declara: IMPROCEDENTE este recur- 
so e impone al interponente del mismo, quince días 
de arresto conmutables a razón de cincuenta centa- 
vos de quetzal por día. Notifíquese, librense los 
despachos que fueren necesarios y con certificación 
de lo resuelto, devuélvanse los autos. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio “V.  López.— 


H. Hurtado A.—M. A. Recinos.—Ric. Marroquín M. 
Ante mi: M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Proceso contra Héctor Alejandro Portillo Ortiz e 
Isabel Reyna Morán Muñoz, por los delitos de 
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Homicidio y Atentado a los Agentes de la Auto- 
ridad. 


DOCTRINA: Es improcedente el recurso de casa- 
ción si mo se cita con precisión la ley que creó 
el caso de procedencia. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, veinte de abril de mil nove- 
cientos setenta y dos. 


Por virtud de recurso extraordinario de casación, 
interpuesto por Héctor Alejandro Portillo Ortiz e 
Isabel Reyna Morán Muñoz, se ve la sentencia del 
dos de octubre del año pasado, pronunciada por la 
Sala Quinta de la Corte de Apelaciones, en el pro- 
ceso instruido contra los interponentes por el delito 
de homicidio y atentado a los agentes de la autori- 
dad, en la cual revocó la de primer grado dictada por 
el Juzgado de Primera Instancia de Santa Rosa, en 
su punto primero y condenó a los dos mencionados 
solamente como autores responsables de homicidio. 


En sus declaraciones los reos aparecen, respectiva- 
mente: de treintiún años de edad, casado, guatemal- 
teco, agricultor, originario y vecino de Laguna Pe- 
reira, Santa Rosa de Lima, departamento de Santa 
Rosa y de veinticinco años de edad, soltero, agricul- 
tor, originario y vecino del mismo lugar del anterior; 
ambos guatemaltecos y sin apodo conocido. 


Actuaron como acusadores Domingo Melgar San- 
tos y el Ministerio Público y en la defensa el Licen- 
ciado Gilberto Jiménez Gutiérrez. 


DE LOS HECHOS DEL JUICIO 


Se abrió juicio en contra de los procesados, por- 
que el nueve de diciembre de mil novecientos seten- 
ta, entre las veintiuna y veintidós horas, acompañados 
de Ramón Moreira Amaya, Israel Morán Muñoz, 
Rodolfo Alberto Ureliano, Alberto o Aureliano Mo- 
reira Amaya e Isabel Morán Muñoz, en la aldea 
Cerro Gordo, municipio de Santa Rosa de Lima, :de- 
partamento de Santa Rosa, con ocasión de la fiesta 
del lugar, hicieron varios disparos de arma de fuego 
contra el alcalde auxiliar Rosalio Melgar Solares y 
alguaciles Dionisio Hernández, Isabel del Cid, Ro- 
mán Solares y Abelino Melgar Solares, quienes cela- 
ban el orden público, sabiendo que eran autoridades 
y que, al acertarle varios balazos, produjeron la 
muerte de Melgar Solares. 


DEL EXTRACTO DE LAS PRUEBAS Y DE 
LAS ALEGACIONES DE LAS PARTES. 


Durante el término respectivo declaró Pedro Cal- 
derón Morales, quien dijo que nada le constaba de 


los sucesos; Adrián Gudiel Ruano, Juan Pineda Chi- 
che, Julio Soto Juárez, el primero y el tercero que 
les constaba que el agredido y lesionado había sido 
el reo, el segundo que nada le constaba; Víctor Ma- 
nuel Samayoa del Cid, que cuando llegó al sitio del 
hecho ya éste había acontecido y que la gente decía 
que había sido Ramón Moreira Amaya el que había 
matado a Melgar Solares; Sinforoso Véliz Rivera, 
en similares términos que el anterior e Isabel de Je- 
sús Cifuentes, que Moreira Amaya, Ramón y Alber- 
to Portillo Ortiz y Morán Muñoz salian huyendo del 
lugar y que ellos habian disparado. 


Posteriormente fue detenido Isabel Reina Morán 
Muñoz, sin que sobre su situación se hubieren pro- 
nunciado las partes. Vencido el término respectivo 
ninguna de las partes alegó. 


RESUMEN DE LA SENTENCIA RECURRIDA 


La Sala sentenciadora se pronunció sobre la re- 
lación de hechos del fallo del juez y entró a consi- 
derar que sobre la culpabilidad de los procesados, 
cabía “examinar y ponderar” la prueba que se re- 
cogió así: Rosalio Melgar Solares, alcalde auxiliar, 
alguacil Dionisio Hernández González, Isabel de Je- 
sús Cifuentes, Ramón Solares González, Lorenzo 
Melgar Donis y Luis Melgar Pineda, como integran- 
tes del auxilio, se produjeron en el sentido de que 
fueron objeto de disparos de arma de fuego en for- 
ma repentina y a corta distancia, cayendo muerto 
Andrés Abelino Melgar Solares; y en casa de Matías 
Muñoz viuda de Alegría, encontraron las bestias de 
los sindicados, como a doscientos metros de los he- 
chos; que analizando las circunstancias del hecho les 
da crédito, porque no fueron tachados y no aparecen 
damnificados directamente; que Gilberto Mercedes 
Aguilar López y Agustín Angel Navarro Ardiano, 
agentes policiales, dijeron que buscaban a los cuatro 
mencionados como autores de homicidio, que hicie- 
ron alto a un camión y que al registrarlo encontraron 
en la cabina a Héctor Hernández Ortiz, indicando 
éste que el preso estaba lesionado de un brazo; que 
Julio Morán Pivaral expresó que su hijo Isabel sa- 
lió a caballo y ya no volvió y Toribio Portillo Do- 
nis que el caballo era propiedad de su hijo Héctor 
Alejandro, el cual había sido recogido de casa de la 
señora viuda de Alegría, dato importante porque 
concuerda con los testigos anteriores; y el hecho de 
haberse ausentado del lugar a raíz de cometido el 
delito ya que fueron perseguidos inmediatamente. 
De tales hechos “rígidos”, debidamente probados, 
llega, en el “proceso lógico de deducción”, al con- 
vencimiento de la culpabilidad de los procesados, 
tomando como base los principios de la sana críti- 
ca, la hermenéutica jurídica y las reglas que son 
aplicables al sistema probatorio vigente. Califica el 
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hecho, impone las penas respectivas; aplica el decre- 
to 30-71 del Congreso de la República y termina 
desestimando a los testigos de descargo del reo Por- 
tillo Ortiz, Félix Pivaral Rodríguez y compañeros 
y Esteban Solares y Margarito Zepeda Salazar, 
porque quedan nulificados con la prueba de cargo 
aceptada. 


Con relación al atentado a los agentes de la auto- 
ridad, no hay prueba, dice, porque sólo aparece los 
dichos de los agentes y porque no concurren los 
elementos integrantes de esa figura delictiva. 


En su parte resolutiva revoca la absolución de 
los reos y los declara autores responsables de ho- 
micidio cometido en la persona de Abelino Melgar 
Solares, imponiéndoles las penas principales y acce- 
sorias que estimó del caso e hizo las declaraciones 
pertinentes. 


DEL RECURSO DE CASACION 


Los propios reos interpusieron el recurso señalan- 
do como caso de procedencia el inciso 80. del artícu- 
lo 676 del Código de Procedimientos Penales, “adi- 
cionado por el artículo 30. del Decreto 487 del Con- 
greso de la República”. Hicieron relación a los obli- 
gados antecedentes de su interposición e indicaron 
como leyes infringidas los artículos 146, 340 y 570 
del Código de Procedimientos Penales (el último re- 
formado por el 92 del Decreto 63-70 del Congreso 
de la República), 144 fracción la. 160 y 195 del 
Código Procesal Civil y Mercantil; 50, 77 y párrafo 
lo. del artículo 246 de la Constitución de la Repú- 
blica. 


Al impugnar el fallo recurrido, aseguran que la 
Sala hace consideraciones  sui-géneris calificando 
los hechos como “rígidos”, tomando como normas 
“los principios de la sana crítica, la hermenéutica ju- 
rídica y las reglas que le son aplicables del sistema 
jurídico vigente” y que esas normas las dejó en lo 
más profundo de su conciencia; hace concretas refe- 
rencias a lo que significa la sana crítica, en sus di- 
versos aspectos y afirmó que el juez debe decidir 
con arreglo a ella, no siéndole libre razonar a volun- 
tad, discrecionalmente, arbitrariamente, pues eso se- 
ría libre convicción. Insisten en el señalamiento de la 
operación lógica y de la obligada apreciación de los 
principios respectivos que nunca podrán ser desoidos 
por el juez. Indican, que en esos vicios incurrió la 
Sala en su análisis de prueba y que igual defecto tie- 
ne su fallo con respecto a la prueba de descargo al 
decir que ha quedado “nulificada” por la de cargo, 
con lo que parecen indicar que la anterior sólo sirve 
cuando no existe la segunda. Señalan contradicciones 
en cuanto al examen de los testigos y censuran el fa- 
llo al afirmar que la Sala sentenciadora no indica 


cuáles son “las demás constancias de autos”, ni que 
hechos tiene probados con las mismas. 

Con esas referencias, analizan los errores de hecho 
que hacen consistir: a) en que el informe médico fo- 
rense de la autopsia fue tomado en cuenta parcial- 
mente, omitiendo que el occiso presentaba sólo tres 
impactos, siendo cuatro los sindicados, ni que sean 
de arma veintidós, lo que permite deducir que sólo 
una arma disparó, omisión que repercutió relevante- 
mente en el fallo, que hubiere sido absolutorio por 
no determinarse quien de los cuatro disparó, ello sin 
perjucio que no quedó probado que los cuatro hayan 
estado en el lugar de los hechos. b) en la omisión 
total del informe médico forense del cinco de julio 
del año pasado, sobre lesiones del reo Portillo Ortiz. 
Si se hubiera tomado en consideración dicho infor- 
me, no constando la reserva sostenida, se hubiere lle- 
gado a la conclusión de que fue lesionado en sitio 
distinto al de autos, error que incidió en el fallo, 
ya que de no haber incurrido en él, no se hubiera 
declarado que el presentado Portillo Ortiz disparó; 
c) en haber omitido los siguientes documentos: par- 
cialmente el acta de inspección ocular; totalmente la 
razón que aparece del parte policial donde se pone 
a disposición de la autoridad al mismo presentado, 
al día siguiente del hecho; la resolución recaida en 
el parte del doce de diciembre, mandando tomar. de- 
claracign al propio Portillo; parcialmente el acta 
donde consta la indagatoria de éste y el auto de 
prisión dictado en su contra el dieciocho siguiente 
y las notificaciones que de esta resolución se le 
hicieran. 


Dicen que también se omitió tomar en cuenta las 
declaraciones que constan en las actas del once de 
diciembre, folio dieciocho, de los agentes Gilberto 
Mercedes Aguilar y Agustin Navarro Ardiano que 
relatan la forma, el lugar y la fecha de la deten- 
ción de Portillo Ortiz. 


Que de todo lo anterior se deduce que Portillo 
fue capturado el diez, o sea al día siguiente del he- 
cho, y en un lugar cercano a su residencia; que si 
el tribunal hubiera tomado en cuenta todo esto, no 
hubiera dado como probado el hecho de haberse 
ausentado del lugar, sobre todo que lo único que 
consta es que no estaba en la aldea Cerro Gordo 
que no es su domicilio y como de ese hecho deduce 
su culpabilidad, se incurrió en un error de hecho 
que incidió en el fallo, pues sirvió de antecedente pa- 
ra deducir la presunción que condujo a la condena. 


Señalan error de igual naturaleza al negar la Sala 
valor probatorio a las declaraciones de Esteban So- 
lares y Margarito Zapeta Salazar o Zepeda Sala- 
zar, como dice el fallo, y a las de Félix Pivaral Ro- 
dríguez y compañeros”, sobre los cuales termina 
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insistiendo en su argumento de que fueron desestima- 
dos por la prueba de cargo analizada, “amén de que 
son tendenciosos” y tendencioso significa “que ma- 
nifiesta tendencia o la incluye hacia determinados fi- 
nes o doctrinas”, sin expresar cuáles son esos fines. 
Menciona la sentencia de la Corte Suprema de Jus- 
ticia del diecinueve de junio de mil novecientos se- 
senticinco en la que asentó como doctrina: “incu- 
rre en error de hecho el tribunal sentenciador que 
sin analizar un medio de prueba lo desecha aducien- 
do simplemente que es ineficaz la que aportó la 
parte contraria”. 

En el desarrollo de su impugnación concretan un 
nuevo error de hecho, porque la Sala omitió apreciar 
el escrito del catorce de diciembre de mil novecien- 
tos setenta, presentado por el acusador, en el que 
solicitó la captura «de los tres restantes sindicados 
porque “diambulan'” en el municipio de Santa Rosa 
de Lima, cuando Isabel Reyna Morán no se ocultó 
y estuvo siempre en su residencia en Laguna de Pe- 
reira; es decir, la Sala no pudo tener como probado 
que Reyna Morán se hubiera ocultado para burlar 
la acción de la justicia. Dicen que omitió tomar en 
cuenta o apreciar las declaraciones de Víctor Manuel 
Samayoa y Sinforoso Véliz Rivera, quienes afirman 
que el autor de la muerte había sido Ramón Morei- 
ra Amaya. 

Al referirse a los errores de derecho, motivo tam- 
bién de su recurso, aseguran que el tribunal senten- 
ciador cometió el primero al darle valor probatorio 
a los partes policiales; el segundo, al darle valor pro- 
batorio a las declaraciones de los miembros del auxi- 
lio Rosalio Melgar Rosales, Dionisio Hernández, 
Isabel de Jesús Cifuentes, Román Solares, José Luis 
Melgar Pineda y Lorenzo Melgar Donis, al decir 
que “al parecer” andaban juntos, siendo que “al pa- 
recer”” es una suposición o conjetura; el tercero, con- 
tra el inciso lo. del artículo 570 del Código de Pro- 
cedimientos Penales, 142 fracción segunda, 160 y 161 
del Código Procesal Civil y Mercantil, al darle valor 
a las declaraciones de los ofendidos Rosalio Melgar 
Solares, Dionisio Hernández, Isabel de Jesús Cifuen- 
tes, Román Solares, José Luis Melgar Pineda y Lo- 
renzo Melgar Donis, siendo que por su calidad de 
tales no pueden ser testigos. 

Citan los otros artículos que estiman infringidos; 
argumentan que no pueden tomarse en cuenta las 
declaraciones de estos testigos porque no fueron to- 
mados con las formalidades de ley e indican los vi- 
cios formales de que, a su juicio, adolecen. 

Formulan su petitorio solicitando la casación de la 
sentencia y la resolución sobre lo principal, absol- 
viéndoseles de los cargos que se les formularon 
(sic.). 

CONSIDERANDO: 


En el memorial de interposición del recurso, los 
interesados señalaron como caso de procedencia el 


contenido en el inciso 80. del artículo 676 del Có- 
digo de Procedimientos Penales y, concretamente, 
entre paréntesis, se lee: "(adicionado por el artículo 
3o. del Decreto 487 del Congreso de la República)”. 

Es obvio que en esas circunstancias hay manifies- 
ta imprecisión en la cita de ley que impide el estudio 
de fondo del asunto: a) porque el inciso 80. citado, 
fue especificamente creado por el artículo lo. del De- 
creto 487 del Congreso de la República; b) porque 
el inciso 30. a que se refieren los interesados, adicio- 
na el 682 del Código citado que contiene los requi- 
sitos que deben observarse en la interposición del 
recurso y mo el caso de procedencia; y c) porque en 
contravención al segundo párrafo del artículo 101 
de la Ley del Organismo Judicial, el ordinal “30.” 
de la cita indicada —renglón 49 del folio primero 
vuelto— aparece con raspaduras o borraduras, al 
grado que no puede aceptarse legalmente la identifi- 
cación de la ley respectiva. 

En tratándose de un recurso eminentemente técni- 
co, los interponentes debieron observar fielmente los 
principios que impulsan el recurso de casación, sin 
que sea dable a esta Corte enmendar o suplir los 
errores o deficiencias en que incurran, por cuyos 
motivos este recurso debe ser desestimado. 


PENES: 


Citadas y articulos 675, 676, 687, 690 del Códi- 
go de Procedimientos Penales; lo. del Decreto 487 
del Congreso de la República; 157, 158 y 159 de la 
Ley del Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Cáma- 
ra de lo Penal, declara IMPROCEDENTE este re- 
curso e impone a cada uno de los interponentes, 
arresto de quince días que podrán conmutar a razón 
de cincuenta centavos de quetzal por día. Notifique- 
se, líbrese los despachos necesarios y con certifica- 
ción de lo resuelto, vuelvan los antecedentes al tri- 
bunal de su procedencia. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.— 


H. Hurtado A.—M. A. Recinos.—Ric. Marroquín 
M. Ante mi: M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Proceso contra JOSE ENRIQUE MEJIA IBARRA; 
por los delitos de Homicidio y Hurto de semovientes. 


DOCTRINA: Cuando se invocan los motivos de pro- 
cedencia contenidos en los incisos 20. y 4o. del 
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artículo 676 de Procedimientos Penales, es obli- 
gatorio respetar los hechos que el fallo recurrido da 
por probados. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: CAMARA 
PENAL; Guatemala, veintiocho de Abril de mil no- 


vecientos setenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso de ca- 
sación, interpuesto por ROLAND OSSAYE REING- 
NARD, que impugna la sentencia proferida por la Sa- 
la Quinta de la Corte de Apelaciones con fecha die- 
cinueve de Junio de mil novecientos setenta y uno, en 
el proceso que por los delitos de Homicidio y Hurto 
de Semovientes, se instruyó en el Juzgado de Prime- 
ra Instancia de Santa Rosa, contra de JOSE ENRI- 
QUE MEJIA IBARRA, de treinta y siete años de 
edad, destazador, casado, con instrucción, guatemal- 
teco, hijo de Ignacio Mejía Ibañez y Adriana Ibarra 
Navarro; sin apodo conocido; y, por el delito de hurto 
de semovientes se enjuició también en la misma cuer- 
da a JOSE TOMAS GUTIERREZ GUZMAN y 
SANTIAGO SANTOS VALENZUELA, respectiva- 
mente de: treinta y cuarenticinco años, jornalero y 
agricultor; casado y soltero; guatemaltecos; hijos de 
José Angel Gutiérrez y Hercilia Guzmán y de Satur- 
nino Santos y Felisa Valenzuela; ambos sin apodo 
conocido; y quienes fueron exonerados en el curso del 
procedimiento. Acusaron el Ministerio Público y el 
interponente Ossaye Reingnard. 


DE LOS HECHOS MOTIVO DEL PROCESO: 


A Mejía Ibarra, se le dedujo cargo porque el día 
dieciséis de julio de mil novecientos sesenta y ocho, 
como entre las dieciséis y diecisiete horas, en la fin- 
ca Palmira, municipio de Pueblo Nuevo Viñas depar- 
tamento de Santa Rosa, sin motivo alguno, disparó 
repetidas veces su pistola contra Hilario Florián Rish- 
tum, ocasionándole la muerte. Al mismo Mejía Ibarra 
y a los otros procesados Gutiérrez Guzmán y Santos 
Valenzuela, se les dedujo cargos por múltiples delitos 
de hurto de semovientes, cometidos en la jurisdicción 
de Pueblo Nuevo Viñas, ante cuyo Juez de Paz y, 
por denuncia de la Policía Judicial, se inició el pro- 
ceso respectivo el cinco de mayo de mil novecientos 
sesenta y nueve. 

En el proceso por hurto de semovientes se mani- 
festó ofendido y acusador el señor Roland Ossaye 
Reingnard, propietario de la finca “Argelia”, quien 
dijo que le hurtaron una de sus mejores vacas. Nin- 
guna otra persona acusó a los sindicados. 


EXTRACTO DE LAS PRUEBAS Y 
ALEGACIONES DE LAS PARTES: 


Con respecto al delito de hurto de semovientes, la 
policía judicial adjuntó confesiones escritas de los tres 


sindicados sobre haber cometido múltiples delitos con- 
tra diferentes ofendidos; los reos judicialmente ne- 


garon los hechos, manifestando que fueron coacciona- 


dos para aceptarlos. El ofendido Ossaye Reingnard. 
para justificar su propiedad y la preexistencia del 
semoviente, adjuntó un contrato de compraventa de 
doce cabezas de ganado, entre las cuales no apareció 
identificada la vaca de seis años de edad, que asegu- 
ró le fue hurtada por los sindicados. Prestaron testi- 
monio de referencia, Francisco Revolorio Corado, Ma- 
ría Antonia Chocón Chiguichón de Velásquez, José 
Revolorio Barrientos y Víctor Manuel Flores Monte- 
rroso, dependientes del propietario de la finca. Fue- 
ron examinados igualmente, en relación a la confe- 
sión extrajudicial, el teniente de policia Manuel An- 
tonio Noguera Berganza y el agente Juan Antonio Li- 
ma López, quienes afifmaron que los sindicados confe- 
saron ante ellos, sin apremio, ser los autores de los 
hurtos de semovientes. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


En la fecha ya indicada, la Sala Quinta de la Cor- 
te de Apelaciones dictó sentencia, en la cual revocó 
el fallo apelado, declarando a José Enrique Mejia 
Ibarra autor del homicidio cometido en la persona de 
Hilario Florián Rishtum, por cuya infracción hechas 
las consideraciones legales de rigor, le impuso la pena 
de cuatro años, cinco meses y diez dias de prisión co- 
rreccional, más las accesorias del caso; la revocó en 
cuanto a la condena de Mejía Ibarra por el delito de 
hurto de semovientes, a quien absolvió por falta de 
prueba; y la confirmó en cuanto a la absolución de los 
otros dos sindicados por el mismo delito. 


RECURSO DE CASACION: 


No conforme Ossaye Reingnard con ese pronuncia- 
miento y, refiriéndose únicamente al delito de hurto 
de semovientes interpuso el presente recurso por in- 
fracción de ley, invocando al efecto tres casos de 
procedencia contenidos: en el inciso 2o. del artículo 
676 de Procedimientos Penales, por no calificar ni 
penar como delito, siéndolo, los hechos probados en 
el proceso; en el inciso 4o. del mismo artículo por 
error de derecho en determinar la participación de los 
procesados en los hechos que se declaran probados en 
la sentencia, y, finalmente, por errores de hecho y 
de derecho en la estimación probatria, según lo admi- 
te el inciso 80, de la ley citada adicionada por el 
artículo lo. del Decreto 487 del Congreso de la Re- 
pública. 


Analizó en detalle la sentencia recurrida y citó las 
leyes que a su juicio fueron infringidas. Efectuada la 
vista es el caso de fallar con arreglo a derecho, y, 


CONSIDERANDO: 


== 


- Los testigos Francisco Revolorio Corado, José Re- 
volorio Barrientos, Víctor Manuel Flores Monterro- 
so, María Antonia Chochón Chiguichón de Velásquez 
y Manuel Antonio Martínez Rodríguez, fueron correc- 
tamente descalificados por la Sala sentenciadora, por- 
que ninguno de ellos inculpó directamente al acusa- 
do José Enrique Mejía Ibarra de ser el autor del de- 
lito de hurto de semovientes, y aunque la Chigui- 
chón de Velásquez declaró que había comprado la 
cabeza de un semoviente vacuno al inculpado y Mar- 
tinez Rodríguez, el cuero de semoviente de la misma 
clase, tales hechos por sí mismos, no pueden perjudi- 
car al reo, porque el Tribunal no estimó probada la 
propiedad y preexistencia del objeto del delito, por 
consiguiente no existe, en tal caso, identidad entre 
las partes del animal que fueron incautadas y el semo- 
viente desaparecido. Además, tales testigos por haber 
declarado en favor del propietario de la finca habi- 
tada por ellos, señor Ossaye Reingnard, carecen de la 
imparcialidad necesaria, por la relación de dependen- 
cia que les unía. En tal situación no se violaron los 
artículos: 570 inciso lo., 571, 572, 574, 575, 581 inci- 
so to., 582, 586 incisos 4o. y 50. del Código de Pro- 
cedimientos Penales. 


—1— 


El recurrente impugna la sentencia además por error 
de hecho y señala como violados los artículos: 570 
inciso lo, 571, 573 en todos sus incisos, 581 inciso 
40., 582, 586 inciso 4o. del Código de Procedimientos 
Penales, en relación con las actas notariales que con- 
tienen las declaraciones prestadas ante notario por 
Nicolás Vásquez Diéguez, Felipe Revolorio Ramí- 
rez, Valentin Secaida Hernández, Gabriel Ruiz Sán- 
chez, Cornelio Hernández Pérez, Sebastián Revolo- 
rio Hernández, Eugenio Yumán Ruiz, Felipe Revolo- 
rio Lorenzana, Carlos Augusto Lantour Fuentes, Jo- 
sé Danilo Bustamante Gavidia, Manuel Antonio No- 
guera Berganza y Juan Antonio Lima López, por no 
haberlas apreciado como declaraciones de testigos. 
Empero, dichos documentos, bajo concepto alguno 
pueden ser equiparados a declaraciones de testigos, 
pues, para que tengan valor legal las declaraciones 
de éstos, deben prestarlas en la oportunidad y forma 
que la ley previene y ante juez competente, pues el 
hecho de ratificar judicialmente el contenido de tales 
actas no subsana el defecto legal de su origen. 


El impugnante señala además errores de hecho en 
la sentencia que en realidad no existen, en relación a 
los siguientes pasajes del proceso: en la valoración 
indagatoria del procesado; del documento de trece de 


y 
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Junio de mil novecientos sesenta y ocho, relativo a 
la- compraventa de ganado a favor del acusador; de 
las confesiones extrajudiciales atribuidas a los reos, 
y de la nota de remisión que hizo el Juez de Paz de 
Pueblo Nuevo Viñas, de un cuero y dos cuernos de 
un semoviente vacuno, por las circunstancias siguien- 
tes: a) que el sindicado Mejía Ibarra en su declaración 
sostuvo su inocencia en el delito que se le imputó, ante 
juez competente y atribuyó la acusación a dificultades 
con el acusador por un camino; b) en el documento 
de compraventa del ganado, no aparece identificada 
sin lugar a dudas la vaca que se dijo hurtada; c) la 
nota del Juez de Paz de pueblo Nuevo Viñas, no de- 
muestra de modo evidente la equivocación en que 
incurrió el juzgado, pues, como ya se dijo, los res- 
tos del semoviente que fueron remitidos, no guardan 
relación de identidad con el que se dijo desapareci- 
do, y por lo mismo, ese documento y las declaracio- 
nes de Bustamante Gavidia y Lantour Fuentes, en re- 
lación a ese asunto, se encuentra en la misma situa- 
ción; y, d) finalmente, las confesiones extrajudiciales 
atribuidas a los reos, cuando se prestan de conformi- 
dad con la ley, solamente inducen gran sospecha de 
culpabilidad. De lo anterior se deduce que aunque se 
invocan errores de hecho en la apreciación de los ele- 
mentos de prueba mencionados, se alega como si se 
trataran de errores de derecho, tanto, es así que con- 
tra la manera usual de impugnación, el recurrente se- 
ñala las leyes que a su juicio se infringieron por erro- 
res de “hecho”, lo cual es absolutamente imposible, 
y por ello no amerita que se señale en cada caso las 
leyes que a su juicio fueron violadas. Por otra parte, 
tales elementos probatorios, no inciden en la culpa- 
bilidad del incriminado, con sólo tener presente, co- 
mo ya se dijo, que el Tribunal sentenciador no estimó 
probada la propiedad y preexistencia de los semo- 
vientes hurtados, requisito sine cuanon para la vida 
de los delitos contra la propiedad. Razones todas que 
hacen inadmisible la violación de los artículos: 570 
inciso 3o., 571, 572, 602 inciso 7o., 603 y 605 del 
Código de Procedimientos Penales. 


—IM— 


En conclusión, y, dada la técnica del recurso de 
casación, cuando este se funda en los casos de proce- 
dencia contenidos en los incisos 2o. y 4o. del artículo 
676 del Código de Procedimientos Penales, resulta 
obligatorio que se respeten los hechos que la Sala 
sentenciadora declaró probados en su sentencia, pero 
el recurrente no ciñe su argumentación a tales hechos, 
sino que más bien se refiere a estimación proba- 
toria, y por tal camino se comprueba, que, en parte 
alguna de su sentencia, la Sala admite hechos que no 
se califiquen o no se ponen como delito de hurto 
de semovientes, siéndolo, sino más bien, no dar por 
probada la infracción, lo cual es asunto completamen- 
te distinto; y, en el segundo caso, tampoco acepta que 
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Mejía Ibarra haya participado en hechos que cons- 
tituyan el delito en cuestión, pues literalmente asen- 
tó que: “La responsabilidad de dichos prevenidos en 
los hechos motivo de la investigación, no llegó a 
quedar plenamente evidenciada en las actuaciones”. 
Por todo ello, es imposible que el fallo viole los 
artículos: 11, 12, 16 inciso lo., 30 inciso lo., 34, 401 
inciso lo., 404 inciso 2o. del Código Penal sic) re- 
formado por el artículo 50. del Decreto 231 del 
Congreso de la República, tal como lo cita el inte- 
resado, pero, en realidad, esta última ley reformó 
el artículo 403 y no el 404 del Código Penal. Por 
lo expuesto, se concluye que el recurso carece de sus- 
tento legal, y así debe resolverse. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, con 
fundamento en lo considerada, leyes citadas y lo dis- 
puesto por los Artículos: 673, 686, 690, 694 de Pro- 
cedimientos Penales; 157, 159 y 169 Ley del Organis- 
mo Judicial DECLARA: sin lugar el recurso de ca- 


sación de mérito e impone al recurrente ROLANDO 


OSSAYE REINGARD, un arresto de quince días 
conmutable a razón de dos quetzales diarios. NOTIÍ- 
FIQUESE y con certificación de lo resuelto, devuél- 
vase el proceso al tribunal de su procedencia. 


Miguel Ortiz Passarelli. —Eugenio López G.—Ro- 
drigo Robles Ch.—M. A. Recinos.—Ric. Marroquín 
M.—Ante mí: M, Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Proceso contra José Juan González del Cid, por el 
delito de lesiones graves. 


DOCTRINA: Solamente son revisables por recurso 
de casación las sentencias fundadas en prueba con- 
jetural, cuando se impugna la prueba de los he- 
chos en que se basan las presunciones deducidas 
por el tribunal de instancia, 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, once de mayo de mil novecien- 
tos setenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso de ca- 
sación, que contra la sentencia de fecha dos de no- 
viembre de mil novecientos setenta y uno, proferida 
por la Sala Quinta de la Corte de Apelaciones, inter- 
puso el procesado JOSE JUAN GONZALEZ DEL 
CID, quien es de treinta y seis años edad, casado, 
agricultor, originario y vecino de Samororo, del mu- 
nicipio de Mataquescuintla departamento de Jalapa; 


hijo de Mercedes González y Juana del Cid, con 
instrucción, sin apodo conocido. Acusó Rosalío Villa- 
grán Monterroso; intervino el representante del Minis- 
terio Público, y el procesado fue asistido por su res- 
pectivo defensor. En la sentencia recurrida se condenó 
al reo a sufrir la pena de cinco años de prisión 
correccional, más las accesorias del caso, por el deli- 
to de lesiones graves. 


DEL MOTIVO DEL PROCESO: 


Al sindicado José Juan González del Cid, se le abrió 
juicio porque el día domingo veinticinco de abril de 
mil novecientos setenta y uno, como a las veintiuna 
horas, en ocasión en que Armando Villagrán Juárez 
se dirigía a su casa de habitación en la aldea Sa- 
mororo, municipio de Mataquescuintla, departamen- 
to de Jalapa, lo esperó en un portón de la casa de 
habitación de Adrián Juárez, en la carretera que con- 
duce a la capital del país, y al tener cerca al ofen- 
dido le hizo un disparo de revólver, lesionándolo 
gravemente, 


EXTRACTO DE LAS PRUEBAS Y 
ALEGACIONES DE LAS PARTES: 


El Ofendido Villagrán Juárez, sindicó de inme- 
diato al reo como autor de las lesiones que sufrió, 
tanto en su declaración judicial, como ante los co- 
misionados militares Emiliano Alvarez Navichoque 
y Ruperto Juárez González, quienes acudieron al lu- 
gar de los hechos. Adrián Juárez González declaró, 
igualmente, haber ayudado a conducir al herido, pe- 
ro que este no le dijo quien lo habia lesionado. El 
testigo Salvador Dávila Alvarez, sin precisar la fe- 
cha, dijo haber visto cuando el sindicado iba tras el 
ofendido, y después de intimidarlo para que se pa- 
rara, le hizo un disparo de resultas de lo cual cayó 
aquél al suelo: que le acompañaba su sobrino Jus- 
tiniano Dávila Chajón, quien, al ser interrogado, dijo 
que el hecho fue el veintinueve de abril: que el reo 
caminaba en sentido contrario al del ofendido y que 
al encontrarse le hizo dos disparos de revólver, le- 
sionándolo. 


El informe médico legal comprobó trescientos se- 
senta y cinco días de tratamiento quirúrgico y pará- 
lisis definitiva y total de los miembros inferiores del 
lesionado, como impedimento vitalicio. 


El primero de junio siguiente, el reo se presentó 
voluntariamente a la policia y, al ser interrogado, 
negó los cargos, manifestando que estuvo, el día y 
hora de los hechos, en la aldea El Copante, munici- 
pio de San Rafael Las Flores, departamento de Santa 
Rosa. Los testigos Fidel Gómez Muñoz, Jorge Zabala 
Gómez, Lucio Martínez González, Santiago Sumalé 
Raimundo y Fermín Bautista López Morataya, decla- 


AREA EAN 
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raron haber visto al reo en el lugar indicado por éste, 
en la fecha de la comisión del delito. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


En la fecha indicada, la Sala Quinta de la Corte 
de Apelaciones dictó la sentencia recurrida, revocando 


“la sentencia de primer grado que decretó la absolu- 
“ción del procesado por falta de pruebas. Para el efec- 


to, el tribunal sentenciador tomó en cuenta: la sindi- 
cación del ofendido tanto ante la autoridad, como 
ante los comisionados militares que luego le asistie- 
ron; las declaraciones de los testigos Salvador Dávi- 
la Alvarez y Justiniano Dávila Chajón, que si bien 
acusan contradicciones, manifestaron que el ofendido 
fue el herido; el hecho de que el procesado, aún sien- 
do de la misma aldea, no se presentó sino un mes 
después del suceso, cuando debió hacerlo de inme- 
diato para dilucidar su situación, al presumirse que 
tuvo pronto conocimiento de la sindicación que se 
le hizo por ser vecino de la misma aldea; que la 
prueba testimonial de descargo es del todo inacepta- 
ble por haberse producido en forma estereotipada, y 
resultar sospechoso que todos hayan visto al proce- 
sado en la fecha exacta del suceso en lugar dife- 
rente de su acaecimiento, y finalmente, no haber 
sido sindicada ninguna otra persona fuera del reo 
José Juan González del Cid. Que las circunstancias 
señaladas, enlazadas dentro de un proceso lógico, lle- 
van a la conclusión de la responsabilidad del sindi- 
cado. 


RECURSO DE CASACION: 


Se invocó como caso de procedencia el contenido 
en el inciso 80. del artículo 676-del Código de 
Procedimientos Penales, adicionado por el artículo 
lo. del Decreto 487 del Congreso de la República, 
o sea, por error de derecho “al fundamentar su fa- 
llo”, pues considera que “las presunciones no son 


. graves, precisas, ni son dignas de ser aceptadas por 


personas de buen criterio, mi el hecho probado en 
que se funda, no es parte ni antecedente o conse- 
cuencia del que se tuvo por probado en la sentencia, 
gue siendo varias las presunciones analizadas, no 
son concordantes, ni tienen el enlace entre sí ni con 
el hecho probado. “Citó como leyes infringidas los 
artículos: 568, 587, 589, 595, 596 y 597 de Procedi- 
mientos Penales. 


Efectuada la vista, procede resolver, y, 
CONSIDERANDO:- 
Cuando la convicción de culpabilidad contenida 
en la sentencia, se funda en prueba conjetural, por 


reiterada jurisprudencia mantenida por esta Corte, 
es forzoso respetar el criterio del tribunal sentencia- 


dor, puesto que es el resultado de un proceso lógi- 
co subjetivo que no puede ser objeto de ningún 
control legal. Como se ve de la transcripción lite- 
ral de la impugnación, no se alega sobre la prueba 
de los hechos en que se basan las presunciones, sino 
que se impugnan estas, y en tal situación, al Tribu- 
nal le es imposible hacer el estudio comparativo que 
exige el recurso por las razones apuntadas, y como 
consecuencia, también le está vedado analizar si se 
incurrió o no en el error de derecho que fundamenta 
el recurso, ni comprobar si fueron violados los ar- 
tículos: 568, 587, 589, 595, 596 y 597 de Proce- 
dimientos Penales, los cuales, por otra parte, excep- 
tuando a los dos primeros, fueron suprimidos por 
el Decreto 63-70 del Congreso de la República que 
entró en vigor desde el mes de octubre de mil 
novecientos setenta. 


LEYES APLICABLES: 


Artículo 92, 93 Decreto 63-70 del Congreso de la 
República; 127 Decreto Ley 107; 587, 686, 690 del 
Código de Procedimientos Penales; 157, 159, 169 Ley 
del Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, con 
fundamento en lo considerado, leyes invocadas, DE- 
CLARA: improcedente el recurso de casación inter- 
puesto por JOSE JUAN GONZALEZ DEL CID, a 
quien impone un arresto de quince días conmutables 
a razón de un quetzal diario. Notifíquese y con certi- 
ficación de lo resuelto, devuélvase el proceso al tri- 
bunal de su origen. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V.—López G.— 
H. Hurtado A.—M. A, Recinos.—Ric. Marroquín M. 
Ante mí: Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Proceso contra Hipólito Santiago Mazariegos Gál- 
“yez, por el delito de homicidio. 


DOCTRINA: Procede el Recurso de Casación cuan- 
do un fallo condenatorio se basa en presunciones 
deducidas de hechos que no han quedado debida- 
mente probados. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, doce de mayo de mil nove- 
cientos setenta y dos. 
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Se tiene a la vista para resolver el Recurso de 
Casación interpuesto por Hipólito Santiago Maza- 
riegos Gálvez, contra la sentencia dictada por la Sala 
Quinta de la Corte de Apelaciones el once de agosto 
del año pasado, en el proceso que se le siguió por 
el delito de homicidio. 


Según las actuaciones, el procesado es de veinti- 
séis años de edad, soltero, agricultor, originario de 
la: aldea Cushapa, del municipio de San Luis Jilo- 
tepeque, del departamento de Jalapa y vecino de 
esta capital, sin apodo conocido, 


PUNTOS OBJETO DEL PROCESO: 


Se abrió juicio imputando al procesado el hecho si- 
guiente: la noche del día cuatro de abril de mil 
novecientos setenta y uno, a eso de las veintidós 
horas con treinta minutos, en momentos en que se 
encontraba en el interior de la cantina “El Taco- 
nazo”, de la población de San Luis Jilotepeque, del 
departamento de Jalapa, riñó con Julián Vásquez 
Santiago a quien, con el revólver que portaba, le 
hizo un disparo, causándole la muerte. 


RESUMEN DE LAS PRUEBAS RENDIDAS Y 
AEEGACION DE LAS PARTES: 


Durante el sumario se recibieron las siguientes de- 
claraciones: a) de Porfirio Valdez Sanchinel, quien 
explica: que la señora Etelvina Ventura llegó a su 
casa, en el barrio El Centro, de la población de 
San Luis Jilotepeque, para avisarle que en el in- 
terior de la cantina El Taconazo, habían dado muer- 
te a un hombre, por lo que avisó a la Policia Na- 
cional; b) de Marco Antonio Folgar, quien dice: que 
el día cuatro de abril del año pasado, como a las 
diez y media de la noche, en momentos en que ha- 
cía cuentas del dinero “que había hecho en la can- 
tina”, en el interior de ese establecimiento Hipólito 
Santiago Gálvez estaba haciendo “lío” con un in- 
dividuo desconocido, que oyó un tiro y ese indi- 
viduo cayó y quien lo mató fue el mencionado Hi- 
pólito Santiago Gálvez, ya que era el que tenía el 
arma; que cuando vio a Hipólito Santiago Gálvez 
éste estaba recogiendo el arma, dándose en seguida 
a la fuga; después supo que el muerto se llamaba 
Julio Vásquez; no sabe quiénes estaban en la can- 
tina y que la dificultad comenzó porque Julio Vás- 
guez, el muerto, había marcado una canción que 
no le gustó a Hipólito y por ello riñeron, produ- 
ciéndose el disparo después de esta riña; que le fue 
a avisar a su mujer Etelvina Ventura y le indicó 
que fuera a dar parte a don Porfirio Valdez; c) de 
Etelvina Ventura quien manifesta que estaba acos- 
tada la noche del cuatro de abril de este año, cuando 


llegó Marco Antonio Folgar y le dijo que se le- 
vantara y que le fuera a dar parte a don Porfirio 
Valdez de que habían matado en la cantina que 
está a cargo de Folgar, a un individuo, sindicando 
a Hipólito Santiago Gálvez como el hechor, que oyó 
un disparo pero que ella no vio nada; que antes 
de acostarse había visto a Hipólito Santiago Gálvez 
que portaba un revólver y que andaba acompañado 
de Angel Gálvez; d) del Agente de la Policía Na- 
cional Alejandro Quiná Chachah, quien dijo que el 
domingo, cuatro de abril del año pasado, a las vein- 
tidós horas y treinta y cinco minutos, se presentó 
a la Policía Nacional Porfirio Valdez y les dijo: que 
en la cantina El Taconazo estaba: herido un indi- 
viduo y que el hechor era Hipólito Santiago Maza- 
riegos Gálvez, por lo que fueron al lugar donde 
se hallaba el herido, a quien encontraron moribun- 
do; le preguntaron al cantinero quién había sido el 
autor de esa muerte y éste contestó que Hipólito. 
Santiago Mazariegos Gálvez, a quien capturaron esa 
misma noche en casa de Anita López cuando estaba 
acostado, y e) del agente de la Policia Nacional José 
de la Cruz Casimiro Palma, quien dijo que el día 
cuatro de abril del año pasado, a las veintitrés ho- 
ras y cuarenta y cinco minutos, capturaron en su 
casa de habitación al individuo Angel Gálvez Ab- 
sún porque, según versiones obtenidas del cantinero 
Marco Antonio Folgar, este individuo andaba junto 
con Hipólito Santiago Mazariegos Gálvez en mo- 
mentos en que había dado muerte, en la cantina El 
Taconazo, a Julio Vásquez Santiago. 


Durante el término de prueba se repreguntó a Mar- 
co Antonio Folgar y expresó que como se encon- 
traba contando dinero la noche del suceso no se 
dio cuenta de la forma en que los hechos se desarro- 
llaron y como está desengañado de que Hipólitc 
Santiago Mazariegos Gálvez no fue el hechor, asegura 
que esta persona no es responsable de la muerte del 
señor Julio Vásquez. En esta fase del proceso también 
declararon: Espectación Abzún, José Víctor López 
y Justo Guzmán González, conforme interrogatorio 
presentado para el efecto, con el objeto de establecer 
que el dia de autos en la roche, vieron al procesado 
Mazariegos Gálvez, en la casa de Anita López. 

El Ministerio Público intervino como acusador ofi- 
cial y ninguna de las partes alegó. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


Al conocer la Sala Quinta de la Corte de Ape- 
laciones, en virtud de recurso de apelación, de la 
sentencia respectiva apreció como correcta la parte 
narrativa de la misma y estimó que quedó demos- 
trada la culpabilidad del procesado Hipólito San- 
tiago Mazariegos Gálvez como autor de la muerte de 
Julio Vásquez Santiago, con los testimonios: de Marco 
Antonio Folgar, cuya retractación es inoperante por 


haber sido consecuencia de un interrogatorio capcioso 
y confuso, ratificando en el fondo su anterior decla- 
ración; de Etelvina Ventura y de los agentes de la 
Policía Nacional Alejandro Quiná Chachah y José 
de la Cruz, asentando que “de los hechos estable- 
cidos y debidamente comprobados, de acuerdo con 
las reglas de la sana crítica, los principios de la 
hermenéutica jurídica y demás normas de prueba del 
sistema, se llega al convencimiento de la culpabili- 
dal del procesado Hipólito Santiago Mazariegos Gál- 
vez, como autor de la muerte de Julio Vásquez San- 
tiago, en el proceso lógico de deducción; ya que 
la prueba sintomática es convincente en ese sentido”. 
Y terminó confirmando la sentencia de primera ins- 
tancia. 


RECURSO DE CASACION: 


Hipólito Mazariegos Gálvez interpuso Recurso de 
Casación, por infracción de ley, contra la sentencia 
dictada por la Sala Quinta de la Corte de Apela- 
ciones ya relacionada. 


Señala como caso de procedencia el previsto por 
el inciso 80. del artículo 676 del Código de Proce- 
dimientos Penales que fuera adicionado por el ar- 
tículo lo. del Decreto número 487 del Congreso de 
la República. 


Asegura que la Sala Quinta de la Corte de Ape- 
laciones incurrió en error de derecho en la aprecia- 
ción de la prueba por las razones siguientes: la Sala 
sentenciadora dice en su fallo, que la responsabili- 
dal del recurrente se encuentra establecida con las 
pruebas que analiza en los apartados a), b) y c) 
del primer considerando. E 


En el apartado a) estima como prueba “la depo- 
nencia” de Marco Antonio Folgar, pero es el caso 
que esta declaración no produce prueba alguna por- 
que en su primera versión dijo que oyó un disparo, 
cayó un individuo y cuando volvió a ver notó que 
el recurrente estaba recogiendo el arma y que se 
dio a la fuga, pero que esta declaración fue retrac- 
tada por el mismo testigo en la diligencia de re- 
preguntas, es decir: existen dos declaraciones con- 
tradictorias y por consiguiente sin ningún mérito 
probatorio: que faltando la idoneidad del testigo, la 
Sala sentenciadora, que la estima con validez en 
el apartado a) de referencia, infringió los artículos 
- 151, 161 y 162 del Código Procesal Civil y Mer- 
cantil, aplicable según las disposiciones del articulo 
93 del Decreto número 63-70 del Congreso de la 
República. 


Que en segundo término existe el apartado b) re- 
ferente a la declaración de Etelvina Ventura, quien 
claramente dijo que cuando ocurrió el hecho estaba 
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en su cuarto dormida y al salir, por aviso de su 
concubinario y entrar a la cantina, sólo vio a un 
individuo tirado y que no se dio cuenta de más. 
Asegura el recurrente que la Sala al dar validez 
a este testimonio, infringió el artículo 161 del Có- 
digo Procesal Civil y Mercantil aplicable conforme 
al artículo 93 del Decreto número 63-70 del Con- 
greso de la República, el que también cita como 
violado a este respecto. ; 


Que en el apartado c) de la consideración que 
hace el Tribunal sentenciador, se refiere a la de- 
claración del agente de la Policía Nacional, Alejan- 
dro Quiná Chachah, quien nada vio, sino que de la 
muerte de un individuo en la cantina el Taconazo 
recibió parte de Porfirio Valdez, y después de in- 
formarse en la cantina, por haber sindicación contra 
el recurrente, lo buscaron en casa de Anita López, 
en la que habita, encontrándolo acostado. Que esta 
declaración por sí sola nada prueba y por consi- 
guiente no puede servir de base a ninguna presun- 
ción, por no ser hecho probado y al darle valor 
probatorio la Sala violó el artículo 161 del Código 
Procesal Civil y Mercantil aplicable según el ar- 
tículo 93 del Decreto número 63-70 del Congreso 
de la República. 


Que «la Sala asienta en su fallo “gue de esos he- 
chos que quedan establecidos y debidamente pro- 
bados, se llega al convencimiento de la culpabilidad 
del procesado” “en el proceso lógico de deducción”, 
por lo que el recurrente asegura que el error de de- 
recho en la apreciación de la prueba de presunciones 
es evidente, pues el artículo 195 del Código Procesal 
Civil y Mercantil, aplicable conforme el artículo 93 
del Decreto 63-70 del Congreso de la República, 
literalmente preceptúa: “la presunción humana sólo 
produce prueba, si es consecuencia directa, precisa 
y lógicamente deducida de un hecho comprobado”; 
sigue manifestando que en este caso ningún hecho 
está comprobado y como lo expuso antes en los 
tres apartados que refirió, ninguna de las declaracio- 
nes que sirvieron de base al Tribunal sentenciador 


para formar presunción, prueba hecho alguno, y se 


extiende tan ampliamente como lo creyó necesario 
en relación con la motivación del Recurso de Ca- 
sación por el motivo indicado. 


El recurrente también impugnó la sentencia in- 
vocando error de hecho en la apreciación de la 
prueba, porque la Sala, en el fallo motivo del re- 
curso, dice: que las declaraciones de Espectación 
Absún y compañeros son tendenciosas, por lo que 
ningún valor se les concede; que a solicitud del 
recurrente se recibieron las declaraciones de Espec- 
tación Absún, José Víctor López y Justo German 
González, todas las cuales son contestes en cuanto 
a que se encontraba, en el momento de ocurrir los 
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hechos, en lugar distinto de aguel donde resultó 
muerto Julio o Julián Vásquez Santiago; que fue 
capturado en casa de Anita López y que a esa casa 
lo vieron entrar los testigos nombrados; que nada 
hay que tienda a demostrar que esos dichos son 
tendenciosos y la Sala no apreció ni analizó la prue- 
ba testimonial aludida. 


Termina indicando que resulta evidente que ha 
sido condenado sin existir plena prueba de haber 
cometido un delito por lo que el Tribunal senten- 
ciador infringió el artículo 568 del Código de Pro- 
cedimientos Penales. 


Efectuada la vista procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


La prueba presuncional es el resultado de un pro- 
ceso lógico deductivo a gue llega el juzgador, des- 
pués del examen de hechos conocidos de los que 
induce la certeza de la responsabilidad imputable a 
quien ha sido sometido a procedimiento; pero sólo 
produce prueba cuando es consecuencia directa y 
precisa de hechos legalmente comprobados, además, 
graves y concordantes, indispensables para ser el 
fundamento efectivo de una determinación judicial. 
Cuando tales extremos se complementan por la re- 
lación de causalidad necesaria entre ellos y el hecho 
desconocido motivo de la deducción, la prueba es 
plena. Al examinar, detenidamente, la sentencia con- 
tra la que se recurre, se llega a la conclusión de que no 
existen hechos comprobados, en la forma que la ley exi- 
ge, para fundamentar un fallo en prueba de presuncio- 
nes, pues las declaraciones de Marco Antonio Folgar, 
que no es categórico en sus” exposiciones; lo de- 
puesto por Etelvina Ventura, testigo de referencia, 
y las deposiciones de los Agentes de la Policía Na- 
cional a quienes no les consta la comisión del delito, 
no demuestran la existencia de hecho de los que 
pueda llegarse, de conformidad con los postulados 
legales, a la convicción, en virtud de prueba con- 
jetural, de que el encartado es responsable de la 
comisión del delito a que el proceso se refiere. La 
Sala Quinta de la Corte de Apelaciones, en tal caso, 
violó los artículos 161, 162 y 195 del Código de 
Enjuiciamiento Civil y Mercantil, que son aplicables 
según el artículo 93 del Decreto número 63-70 del 
Congreso de la República, y el artículo 568 del Có- 
digo de Procedimientos Penales, por lo que procede 
casar la sentencia recurrida y dictar la que en de- 
recho corresponde, conforme la jurisprudencia de esta 
Corte que permite el estudio de las sentencias fun- 
damentadas en prueba de presunciones, cuando estas 
no se originan de hechos debidamente probados. 


TI 


Hubo mérito para el procesamiento de Hipólito 
Santiago Mazariegos, con motivo de la muerte vio- 
lenta de Julio Vásquez Santiago, cuya partida de 
defunción e informe médico legal de la autopsia prac- 
ticada en su cadáver corren agregados al proceso. 
Pero no aparece, en todo lo actuado, la prueba que 
la ley exige para la procedencia de un fallo de 
condena, porque, por una parte, no se cuenta con 
prueba directa vertida contra el encartado y, por la 
otra, las declaraciones rendidas por Marco Antonio 
Folgar, que se encontraba atendiendo la cantina don- 
de fue muerto Julio Vásquez Santiago, no son con- 
cluyentes y decisivas, máxime si se toma en cuenta 
las explicaciones dadas al ser repreguntado; lo ex- 
puesto por Etelvina Ventura, se contrae a lo que 
su concubinario Marco Antonio Folgar le dijera, es 
decir que resulta testigo referencial y los agentes de 
la policia Nacional Alejandro Quiná Chachah y José 
de la Cruz, a quienes no les consta la forma en que 
los acontecimientos se desarrollaron, no evidencian 
hechos de los que pueda deducirse la prueba in- 
dispensable para condenar. En estas condiciones no 
llegó a demostrarse, conforme a las reglas de la 
sana crítica, que el encausado sea el culpable del 
homicidio a que el proceso se refiere, por lo que 
debe absolverse por falta de prueba, ya que si bien 
es cierto que se ha establecido la existencia de un 
hecho delictivo, con todo lo que consta en lo ac- 
tuado no se llegó a la convicción de que el enjui- 
ciado sea el responsable de él. 


LEYES “APLICABLES: 


Artículos 130, 161, 162, 195, Código de Enjuicia- 
miento Civil y Mercantil; 92, 93, 106, Decreto nú- 
mero 63-70 del Congreso de la República; 568, 674, 
686, 687, Código de Procedimientos Penales; 38, 157, 
159, 169 y 170, Ley del Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, casa 
y anula la sentencia recurrida y resolviendo sobre 
lo principal, declara: ' absuelto por falta de prueba 
a Hipólito Santiago Mazariegos Gálvez del delito 
de homicidio y ordena su inmediata libertad. Noti- 
fiquese y, con certificación de lo resuelto, devuél- 
vanse los antecedentes. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.— 
H. Hurtado A.—M. A. Recinos.—Ric. Marroquín M. 
—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 
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CRIMINAL 


Proceso contra Otto Julio de León Vásquez y Ce- 
lestino Corado Cabrera, por los delitos de plagio 


y robo. 


DOCTRINA: Es improcedente el Recurso de Ca- 
sación si no se citan con precisión las leyes que 
contienen el caso de procedencia. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, dieciséis de mayo de mil no- 
vecientos setenta y dos. 

En virtud de recurso de casación interpuesto por 
OTTO JULIO DE LEON VASQUEZ y CELES- 
TINO CORADO CABRERA, se ve la sentencia del 
catorce de diciembre del año pasado, pronunciada 
por la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones en 
el proceso que por los delitos de plagio y robo se 
les siguió ante el Juzgado Primero de Primera Instan- 
cia de lo Penal de este Departamento, juzgado que 
dictó sentencia absolutoria el trece de septiembre del 
mismo año. 


Los reos aparecen en sus declaraciones, respecti- 
vamente, de veintitrés años de edad, soltero, agricul- 
tor, originario del municipio de El Adelanto, depar- 
tamento de Jutiapa y de treintitrés años de edad. ca- 
sado, carpintero, originario de San Marcos: ambos 
vecinos de esta Capital. 


Acusó el Ministerio Público y defendió a los pro- 
cesados el licenciado Oscar Manuel Toralla Luarca. 


DE LOS HECHOS DEL PROCESO 


A los reos se les formularon cargos porque el vier- 
es dos de octubre de mil novecientos setenta, des- 
pués de las quince horas con quince minutos, con 
ánimo de lucro y empleando intimidación con. armas 
de fuego en esta Ciudad, se apoderaron del automó- 
vil que tripulaba Rocael Alvarado Pereira, su pro- 
pietario y porque lo obligaron a que-se introdujera 
en el interior del baúl para secuestrarlo con el pro- 
pósito de lograr rescate. 


DEL EXTRACTO DE LAS PRUEBAS Y DE 
LAS ALEGACIONES DE LAS PARTES 


Se abrió a prueba el juicio. Benjamín Revolorio 
Corado, Lázaro Asencio Ortega, Julieta Rosalina 
Arreaga Rios y Guillermo David Centeno Díaz, 
propuestos por los encausados, declararon situando 
a éstos en lugar distinto al de los hechos. 


RESUMEN DE LA SENTENCIA RECURRIDA 


La Sala estimó correctas las resultas “del fallo de 
primer grado y en ese aspecto igual pronunciamiento 
hace esta Cámara. Consideró que con las declaracio- 
nes de los taxistas Salomón Calderón y Calderón, 
German Bernardino Jerez Juárez y José Humberto 
Barrios, quedó probado que el día de autos un indivi- 
duo moreno de pelo negro “algo quebrado” solicitó al 
ofendido un servicio en su taxi; con las de Marta 
Norberta López Gómez, Zoila Delfina Ramírez —sin 
otro apellido— y María Petrona Castellanos Porres, 
que en la misma fecha estaba un vehículo rojo con 
el baúl abierto y que dos hombres —a quienes no 
vieron las facciones— metían a otro dentro de dicho 
baúl; que en forma rápida se subieron al vehículo y 
lo arrancaron velozmente, siendo como las dieciséis 
horas menos quince minutos, momento en que iban 
por la décima avenida en busca de un electricista; y 
con las de los captores Juan Monroy Barahona, Gon- 
zalo Reyes Gálvez, Feliciano Cojón Acajabón y te- 
niente Leonel Alfredo Rosales García Salas que, efec- 
tivamente, la víctima cuando lo conducían secues- 
trado hacia señas por virtud de las cuales intercepta- 
ron al vehículo y detuvieron a sus tripulantes a quie- 
nes encontraron dos revólveres calibre treintiocho. 
Que en el parte de consignación aparece que los pro- 
cesados confesaron y que tal confesión extrajudicial 
induce gran sospecha que, unida a lo anterior, cons- 
tituye la plena prueba requerida por la ley para con- 
s'derarlos como autores responsables. Califica los he- 
chos como tentativa de plagio o secuestro y como ro- 
bo frustrado, asienta que debe imponérseles la pena 
que corresponde y que debe desaprobarse el fallo de 
primer grado. 


En cuanto a la prueba de descargo, desestimó a 
los testigos mencionados y dejó abierto procedimien- 
to en su contra por falso testimonio, después de ana- 
lizar los motivos que, para ese efecto, tomó en cuen- 
ta. En relación a los extremos que los reos preten- 
d'eron usar para demostrar su inocencia, dice la Sala 
que no expresaron la verdad, pues de autos se des- 
prende que a Corado Cabrera si le incautaron arma 
de fuego, habiendo afirmado él que no y que si efec- 
tivamente hubieran estado con los testigos de descar- 
go la tarde del suceso, en el momento en que se les 
preguntó cómo probaban su inocencia, con ocasión de 
su declaración indagatoria, los hubieran propuesto y 
no hasta el período de prueba. 


En el último considerando estima la existencia de 
concurso ideal de delitos, porque el robo del vehículo 
fue medio para el plagio; señala la pena original y 
la que corresponde al concurso y en su parte reso- 
lutiva les impone como autores de robo frustrado y 
plagio tentado, a,cada uno de los reos la pena liqui- 
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DIAS DE PRISION CORRECCIONAL, con las ac- 


cesorias y declaraciones del caso. 
DEL RECURSO DE CASACION 


Los recurrentes indicaron como caso de proceden- 
cia el inciso 80. del artículo 676 (no indican de qué 
ley), por error de derecho en la apreciación de la 
prueba, disposición que transcriben literalmente. Ci- 
tan como artículos infringidos: 586, incisos 4o., 50. 
y 6o., 568, 573, 574 y 583 del Código de Procedi- 
mientos Penales. Al explicar en qué consiste el error, 
analizan las declaraciones de Marta Norberta López 
Gómez de López, Zoila Delfina Ramírez y María 
Petrona Castellanos, declaraciones que, a juicio de 
ellos, no constituyen prueba porque son contradicto- 
rias y porque deponen sobre hechos que no pudieron 
observar a cuadra y media de distancia, como dicen 
las dos primeras, o a doscientos metros más o me- 
nos, como dice la última; y que, en cuanto a las de 
descargo, al no darles valor infringió la ley, porque 
el hecho de haber citado con precisión el mes, el día 
y la hora en que ocurrieron los sucesos por ellos re- 
latados, siendo conformes en cuanto a personas, lejos 
de suponerles falsedad, demuestran su veracidad, 
quedando en “mejores circunstancias que los de car- 
go; y que la circunstancia de no haberlos mencio- 
nado al ser indagados, se debió al estado psíquico 
que presentaban al ser preguntados sobre hechos que 
no habían cometido y que, en cuanto al tiempo exis- 
tente entre las declaraciones y los acontecimientos re- 
latados, humanamente sí es posible recordarlos. 


Con base en sus argumentaciones, formularon pe- 
titorio en el sentido de que se declare procedente el 
recurso interpuesto, que se case la sentencia recu- 
rrida y que al resolver se les absuelva de los car- 
gos formulados. Y 


CONSIDERANDO: 


En el memorial de interposición del recurso, los in- 
teresados indicaron textualmente: “Fundamos la pro- 
cedencia del presente recurso de casación en el ar- 
tículo 676, inciso 80., que preceptúa: Ñ 
Ahora bien, es obvio que en la cita de ley, para el 
caso de procedencia, hay manifiesta imprecisión: a) 
porque los recurrentes mencionaron el artículo y cl 


inciso, pero no el cuerpo legal a que pertenecen, y 
b) porque, además, si por la transcripción literal que 
de tal inciso hacen, pudiera entenderse que se refieren 
al Código de Procedimientos Penales, debieron citar el 
artículo lo. del Decreto 487 del Congreso de la Repú- 
blica, que creó precisamente ese inciso. La técnica del 
Recurso de Casación obliga a los interponentes a ob- 
servar fielmente los principios del caso, sin que sea da- 
ble a esta Corte enmendar o suplir los errores u omisio- 


nes en que incurran, por cuyas circunstancias no 
puede hacer el estudio comparativo sobre la impug- 
nación planteada, debiendo desestimarse el de es- 
tudio. 


LEXMES: 


Artículos citados y 675, 676, 687, 690 del Código 
de Procedimientos Penales; 157, 158, 159 de la Ley 
del Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


La CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Cámara 
de lo Penal, declara IMPROCEDENTE este recur- 
so e impone a cada uno de los interponentes del 
mismo, un arresto de quince días que podrán con- 
mutar a razón de cincuenta centavos de quetzal por 
día. Notifíquese y, con certificación de lo resuelto, 
vuelvan los antecedentes al tribunal de su proce- 
dencia. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.— 
H. Hurtado A.—M. A. Recinos.—Ric. Marroquín M. 
—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Proceso contra Santos López Flores, por el delito 
de homicidio. 


DOCTRINA: Conforme las reglas de la sana crítica, 
deben tenerse como idóneos a los testigos que 
declaren, con uniformidad, sobre los actos exte- 
riores de ejecución, típicos del delito. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, veinticinco de mayo de mil 
novecientos setenta y dos. 


Por Recurso de Casación interpuesto por Santos 
López Flores, se we la sentencia del veintitrés de 
septiembre del año pasado pronunciada por la Sala 
Sexta de la Corte de Apelaciones en el proceso que 
se le instruyó por homicidio, apareciendo como ofen- 
dido César Napoleón Lemus Monroy. Dicho fallo 
fue dictado por virtud de consulta del Tribunal Mi- 
litar de la Brigada Capitán Rafael Carrera, de la 
sentencia del veintitrés de abril del mismo año. 


En su declaración el reo aparece de cuarenta y 
siete años de edad, casado, guatemalteco, agricultor, 
originario y vecino de la aldea Shusho Abajo, de la 
cabecera departamental de Chiquimula. 
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Actuó como acusador particular Rafael Enrique 
Lemus Monroy y en la defensa el Licenciado Ma- 
riano Santizo Diaz. 


DE LOS HECHOS DEL JUICIO: 


Se abrió juicio en contra del interponente porque 
el primero de enero del mil novecientos setenta y 


uno, a las cuatro horas, en la avenida central y 


octava calle de la zona cuatro, de la ciudad de Chi- 
quimula, con arma de fuego dio muerte a César 
Napoleón Lemus Monroy. 


DEL EXTRACTO DE LAS PRUEBAS Y DE 
LAS ALEGACIONES DE LAS PARTES: 


Se abrió a prueba el juicio habiéndose recibido 
las declaraciones de Isauro Paiz Solórzano, Fidel 
Esquivel Díaz, Fernando Morales Chegién, Carlos 
Humberto Alvarez Brenes y Edmundo Pinto Cor- 
dero; los tres ¡primeros situando al procesado .en 


“lugar distinto al del hecho y los dos últimos sobre 


buenos antecedentes. La defensa repreguntó a los 


- testigos José Antonio Ortega Cruz, José Adán Cerri- 


tos García, Víctor Manuel Ortega Gómez y Juan 


- Ramón España Ruiz, y, a su solicitud, se practicó 


reconocimiento judicial en el sitio del suceso, ha- 
ciéndose constar en el acta respectiva los detalles 
que se estimaron convenientes. 

Ninguna de las partes presentó alegato de buena 
prueba. y 


RESUMEN DE LA SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala sentenciadora hizo breve referencia a las 
resultas de primera instancia, las que no consideró 
necesario rectificar e inmediatamente hizo sus con- 
sideraciones, señalando en ellas el hecho del prozeso 
y su realidad y, sobre la culpabilidad del encausado, 
se pronunció teniéndola por establecida con las de- 
claraciones presenciales y contestes” de Miguel 
Morataya y Morataya, José Antonio Ortega Cruz, 
José Adán Cerritos García, Víctor Manuel Ortega 


- Gómez, Juan Ramón España Ruiz, José Ruiz Cordero y 


José Guillermo Ruiz Grijalva, “siete en total”, quie- 
nes dijeron que el día de autos se encontraban con 
el ofendido en el lugar del hecho y que vieron cuan- 
do el reo le disparó. lesionándole una pierna, mien- 


tras la víctima se había retirado un poco para una 


necesidad fisiológica, habiendo fallecido al poco rato 
y que el hechor se había ido tranquilamente ame- 
nazándolos de que si lo seguian, los mataba. Que 


tales testigos fueron repreguntados sin resultado de- 


terminante, a juicio del propio tribunal, y tampoco 
los sitúa como interesados porque la simple adver- 


tencia de que no lo siguieron no es suficiente para 
el efecto; que en su descargo “el reo produjo” los 
testimonios de Isauro Paiz Solórzano, Fidel Esquivel 
Diaz y Fernando Morales Chegiién, quienes, con- 
forme interrogatorio, dijeron que el reo estuvo en 
lugar distinto al del suceso, pero que tales testigos 
no desvirtúan los dichos de los siete testigos analiza- 
dos y, por último, en cuanto al reconocimiento judicial 
practicado en el lugar de los hechos y a la infor 
mación sobre alumbrado público en el propio lugar, 
de tales extremos, dice, que no se desprende “'in- 


_dicio alguno” que contrarreste la fuerza probatoria 


de los testigos de cargo, fuera de que tanto las re- 
preguntas a dichos testigos como el reconocimiento 
judicial, no fueron mencionados en el memorial con 
el que evacuó la audiencia respectiva ni fueron ofre- 
cidas pruebas, dejándose de señalar, además, las au- 


.diencias para ello. 


Estimó la “conveniencia jurídica” de desaprobar 
el fallo de primer grado y, al hacerlo, tipifica el 
delito como homicidio y señala la pena principal 
de trece años y cuatro meses de prisión correccional 
y las accesorias del caso. 


RECURSO DE CASACION: 


El reo Santos López Flores interpuso el recurso 
por infracción de ley, fundado en el caso de pro- 
cedencia contenido en el inciso 80. del artículo 676 
del Código de Procedimientos Penales, “reformado” 
por el artículo lo. del Decreto 487 del Congreso 
de la República. Hizo referencia a los antecedentes 
del hecho, a la sentencia recurrida e hizo consistir 
el ERROR DE DERECHO en la apreciación de 
la prueba —motivo de su impugnación— en que los 
testigos Miguel Morataya y Morataya, José Antonio 
Ortega Cruz, José Adán Cerritos Garcia, Víctor Ma- 
nuel Ortega Gómez y Juan Ramón España Ruiz, 
declararon dos veces por virtud de que se instru- 
yeron dos procesos, uno en el Tribunal Militar y 
otro en el Tribunal Ordinario, contradiciéndose en 
ambos en la forma que el interponente señala. Ana- 
liza cada una de tales contradicciones, con detalle, 
testigo por testigo, como antecedentes para afirmar: 
“He sintetizado, señores magistrados, todas y cada 
una de las declaraciones de estos testigos apuntados 
para que con facilidad salte a la vista las contra- 
dicciones en que incurren por una parte, y por la 
otra su deseo manifiesto y reiterado de hacerse apa- 
recer, todos, a las cuatro horas en punto, en el 
bordo de la Hierba Mala, cual si hubieren sido 
citados con toda precisión, para dar cuenta del he- 
cho que iba a ocurrir y del posible responsable del 
mismo, en este caso, yo. Según versión de cada uno 
de ellos y por distintas rutas, se hicieron presentes 
con toda exactitud a la hora indicada en el teatro 
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de los hechos, de suerte que haciendo un análisis 
detenido de todas y cada una de estas declaraciones, 
a las mismas no puede concederse ningún crédito, 
para que pueda darse la plena prueba que la ley 
exige para fundar una sentencia condenatoria, máxi- 
me si se toman en cuenta otros aspectos, como lo 
es el de que todos afirman que yo los amenacé si 
me seguían, lo que los hace aparecer como ofendidos 
en un delito de amenazas y de ahí que su dicho 
no sea conteste, carezca de idoneidad y también de 
imparcialidad y como consecuencia debieron recha- 
zarse en el momento de dictar sentencia, y como 
así no se hizo, la Honorable Sala sentenciadora in- 
fringió el artículo 566... el 568... el 570, inciso 
lo. reformado por el 9o. del Decreto 63-70 del 
Congreso...; 
tos Penales”. Especificó también como violados los 
artículos 126, 127, 142 y 161 del Código Procesal 
Civil y Mercantil. Incluyó dentro de su impugnación 
el análisss de las declaraciones de Jesús Ruiz Cor- 
dero y José Guillermo Ruiz Grijalva, con respecto 
al primero por no haber sido identificado convenien- 
temente, infringiéndose el artículo 344, último párrafo 
del Código de Procedimientos Penales, reformado por 
el 49 del Decreto 63-70 del Congreso de la Repú- 
blica gue ordena establecer convenientemente la 
identidad del testigo y con relación al segundo por 
contradictorio, por inidóneo y parcial “de manera 
gue al concederle todo valor probatorio a esta de- 
claración se infringen todos los artículos que men- 
cioné... y, finalmente, hace constar que probó con 
las declaraciones de Isauro Paiz Solórzano, Miguel 


Esquivel Díaz y Fernando Morales Chegién, que 


el día y hora de autos estuvo en casa de sus padres 
y que tales testigos sí reúnen las calidades nece- 
sarias, de manera que mo quedando un solo testigo 
de cargo, ellos son suficientes para deducir su ino- 
cencia y como tampoco lo hizo así la Sala, infringió 
el artículo 576 del Código de Procedimientos Pe- 
nales citado, segundo párrafo. 


Formuló su petición en el sentido de que se ca- 
sara y anulara el fallo recurrido y que, al resolver, 
se le absuelve por falta de plena prueba. 


CONSIDERANDO: 


El recurso se interpuso por error de derecho en 
la apreciación de la prueba y el interesado refutó 
la sentencia del caso porque la Sala dio valor a 
las declaraciones de Miguel Morataya y Morataya, 
José Antonio Ortega Cruz, José Adán Cerritos Gar- 
cia, Victor Manuel Ortega Gómez, Juan Ramón Es- 
paña Ruiz, Jesús Ruiz Cordero y José Ruiz Grijalva, 
al asegurar que se trata de testigos con tachas, con- 
forme la exposición que hizo al respecto y que 
ya quedó indicada dentro del rubro: “RECURSO 
DE CASACION”. 


el 571..., del Código de Procedimien-. 


En efecto: Miguel Morataya y Morataya, José 
Antonio Ortega Cruz, José Adán Cerritos García, 
Victor Manuel Ortega Gómez y Juan Ramón Es- 
paña Ruiz, declararon ante el Tribunal Militar de 
Zacapa y ante el Juzgado Primero de Primera Ins- 
tancia de Chiquimula y, si bien en algunos detalles 
ofrecen contradicciones, éstas se refieren a hechos 
anteriores al deceso que provocó el juicio y, en 
cambio, en cuanto a los actos exteriores de ejecución 


que dan tipicidad al delito, sí son coincidentes. En 


igual situación se encuentra el testigo José Guillermo 
Ruiz Grijalva; y en lo relativo a Jesús Ruiz Cor- 
dero, aungue su declaración se recibió sin el requi- 
s'to formal de su identificación, se trataría, en todo 
ceso, de una incidencia que no es decisoria para la 
conclusión final de culpabilidad. 


La Sala explica que la advertencia que hiciera 
el reo a los testigos de que no lo siguieran porque 
los mataba, en la forma que ellos mismos relatan, 
no es suficiente para tenerlos como interesados en: 
el caso.. A este respecto, se estima que se trata de 
un suceso accesorio, sin repercusión en la cuestión 
principal y que, de consiguiente, por la forma en 
que según los mismos testigos aconteció el hecho, 


realmente no puede suponerse que de la simple ex- 


presión hecha al momento, pueda haberles resultado 
el interés a que el interponente se refiere, sobre todo 
porque la actitud amenazante del victimario en ese 
sentido, estaría confirmando su responsabilidad como 
autor del disparo que causó la muerte de César Na- 
poleón Lemus Monroy. 


El estudio de fondo que hace esta Cámara con- 
fronta, también, los principios en que descansa la 
valoración de la prueba en materia procesal penal, 
por virtud de los cuales acepta la Sala como buenos 
a los relacionados testigos, en forma razonada y 
crítica, conforme su experiencia en casos como el 
presente, en que los hechos se establecen con prueba 
testifical, la relación o vinculación causal entre todos 
los aspectos y circunstancias en que, de acuerdo con 
las constancias de autos, se desenvolvió el hecho 
fatal y la lógica en su proyección sobre lo que apa- 
rece en el proceso. De consiguiente, ninguna de las 
tachas en que el recurrente hizo consistir su desa- 
cuerdo con el fallo de segundo grado, puede crear 
la inidoneidad de los testigos de cargo y, en esa 
virtud, no existe el error de derecho señalado y la 
Sala no infringió los artículos 566, 568, 570, inciso 
lo. (92 del Decreto 63-70 del Congreso de la Re- 
pública) 571, 573 (93 del citado Decreto 63-70 del 
Congreso de la República) 344, último párrafo (re- 
formado por el artículo 49 del mismo Decreto) del 
Código de Procedimientos Penales, ni los - artículos 
126, 127, 142 y 161 del Código Procesal Civil y 
Mercantil. En razón de lo expuesto, el recurso de 
mérito debe declararse sin lugar. 
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LEYES (APLICABLES: 


Artículos 675, 676, 687 y 690 del Código de Pro- 


' cedimientos Penales, 157, 158 y 159 de la Ley del 


Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


La CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Cámara 
de lo Penal, declara: IMPROCEDENTE este recurso 
e impone al interponente del mismo, quince días de 
arresto, conmmutables a razón de cincuenta centavos 
de quetzal por día. Notifíquese, librense los despa- 
chos del caso y con certificación de lo resuelto, 
devuélvanse los autos. 


Miguel Ortiz Passarelli. —Eugenio V. López G.— 
H. Hurtado A.—Ric. Marroquín M.—H. Pellecer 
Robles.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Proceso contra Macedonio Urizar Cabrera, por el 
delito de abusos contra particulares. 


DOCTRINA: Es inaceptable el Recurso de Casación 
si no se citan, con precisión, las leyes que contie- 
nen el caso de procedencia. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, veintinueve de mayo de mil 
novecientos setenta y dos. - 

En virtud de Recurso de Casación interpuesto por 
Macedonio Urizar Cabrera, se ve la sentencia del 
diecisiete de marzo del año que corre, pronunciada 
por la Sala Séptima de la Corte de Apelaciones, en 
el proceso instruido contra el presentado por el delito 
de abusos contra particulares. El juicio se instruyó 
ante el Juzgado de Primera Instancia del departa- 
mento de El Quiché, tribunal que dictó sentencia 
condenatoria de primer grado, el veintisiete de enero 
de este mismo año. 

El reo aparece, en su primera declaración, de se- 
tenta y tres años de edad, soltero, agricultor, ori- 
ginario y vecino de Chinique, departamento de El 
Quiché. 


¿No hubo acusador. Defendió el Licenciado Mario 
Efraín Herrera Flores. 


DE LOS HECHOS DEL PROCESO: 


Se abrió juicio porque el veintinueve de mayo 
del año pasado, el procesado como Juez de Paz de 


Chinique, departamento de El Quiché, en forma ar- 
bitraria ordenó la detención de Agustín López Pa- 
checo y posteriormente ordenó al Comisario Muni- 
cipal, Rómulo López Berreondo, la hechura de un 
parte falso atribuyendo, al propio reo, los delitos 
de atentados a los agentes de la autoridad y daños, 
habiéndolo indagado hasta el tres de junio siguiente. 


DELSEXTRAGTOSDE. LAS PRUEBAS, Y DE 
LAS ALEGACIONES DE LAS PARTES: 


No se abrió a prueba el proceso. 


El defensor alegó que en el juicio se ven clara- 
mente las respectivas fechas en que se detuvo y tomó 
declaración indagatoria a su defendido, por lo que 
éste tendrá que sufrir la sanción que determina la 
ley; pero tratándose de un delincuente primario, se 
le debe dejar en suspenso el cumplimiento de la 
pena. 


RESUMEN DE LA SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala, al conocer en consulta, después del re- 
lato obligado de los antecedentes, considero que el 
fallo de primera instancia está arreglado a derecho, 
porque la culpabilidad de Macedonio Urizar Cabre- 
ra aparece probada: con lo actuado en las diligen- 
cias de antejuicio, contenidas en la certificación que 
forma parte del sumario, pues consta que Agustín 
López Pacheco fue preso el veintinueve de mayo 
del año anterior e indagado hasta el tres de junio 
siguiente; con las declaraciones de los testigos que 
cita el Juez sentenciador de primer grado y con las 
de Abelardo Muñoz Ulrizar, Teodoro Noriega y Se- 
bastián Tiniguar Ortiz, “sin perjuicio de la confe- 
sión del capitulado”. Que se tipifica el delito “de 
abusos contra particulares, sancionado con tres años 
de prisión correccional y no de un año, que debe 
cumplir en Granja Penal y no en cárcel local, como 
dice el Juez, con cuyas modificaciones aprobó la 
sentencia consultada. 


DEL RECURSO DE CASACION: 


El reo interpuso el recurso, citando como caso 
de procedencia el contenido en el inciso 80. del ar- 
tículo 676 del Código de Procedimientos Penales, 
por ERROR DE HECHO en la apreciación de la 


prueba. 


Hizo, en su alegato, las consideraciones que estimó 
pertinentes y concretamente: que la Sala tuvo por 
probada su culpabilidad con lo actuado en las dili- 
gencias de antejuicio, pero que en la certificación 
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que las contiene no aparece la que lo originó, por 
lo que cometió ERROR DE DERECHO; que, por 
otra parte, el documento tenido como prueba, es 
incompleto, porque faltan en él hechos de mucha 
importancia “como lo son los requeridos en las de- 
claraciones de los testigos”, y que al darle valor 
a un documento incompleto violó los artículos 570, 
inciso 3o., 568, 344, ampliado por el 49 del “Dto. 
Ley 63-70" y el 180 del “Dto. Ley 107”. Continúa 
manifestando: “El error de HECHO consiste en con- 
cederle valor probatorio a un documento incompleto, 
que acepta como prueba"; que los testigos de cargo 
fueron tomadas en contra de lo dispuesto por el 
articulo 344 del Código Procesal Penal, ampliado 
por el artículo 94 del Decreto del Congreso 63-70, 
con lo que fueron violados los artículos que indica. 
Luego afirma: “Tal ERROR DE DERECHO re- 
sulta de- la certificación que contiene pasajes del 
procedimiento penal que por el delito de atentado 
a los agentes de la autoridad se siguió contra Agus- 
tín López Pacheco...'. En cuanto a las declaracio- 
nes de los testigos Abelardo Muñoz Uríizar, Teo- 
doro Noriega, Sebastián Tiniguar Ortiz, Sebastián 
Mejía- Chitic y Miguel Osorio, indica que no tienen 
valor porque los testigos no aparecen debidamente 
identificados y, en su forma, no fueron examinados 
de acuerdo con la ley; y Mejía Chitic y Osorio 
tienen interés en el asunto, como co-reos del pre- 
sentado. 


Termina sus alegaciones expresando que la Sala 
cometió ERROR DE DERECHO en la apreciación 
de la prueba, error que resulta del documento autén- 
tico “arriba indicado”; y formuló su petición pidien- 
do la casación del fallo recurrido y el pronuncia- 


miento del que corresponde. 


CONSIDERANDO: 


En su memorial de interposición del recurso, el 
interesado dijo textualmente: “Procede el presente 
recurso, con base en lo determinado por el artículo 
676, inciso 80. del Código de Procedimientos Pe- 
nales” y, más adelante de su memorial, volvió a 
referirse a dicha norma en la misma forma. Ahora 
bien, hay indudable imprecisión en la cita de ley, 
la cual contempla el caso de procedencia usado por 
el interponente, porque olvidó referir el artículo lo. 
del Decreto 487 del Congreso de la República, que 
creó precisamente el inciso 80: del artículo 676 ci- 
tado y, en tal situación, no puede esta Corte, con- 
forme la técnica de la casación, suplir las omisiones 
en que incurrió el litigante ni entrar al análisis de 
fondo de la impugnación, por lo que el recurso 
debe declararse sin lugar, 


LEYES: 
Artículos citados y 675, 676, 690 del Código de 
Procedimientos Penales; 157, 158 y 159 de la Ley 


del Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


J 
ISA EE, E 


La CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Cámara 
de lo Penal DECLARA IMPROCEDENTE el re- 
curso de estudio e impone al interponente del mis- 
mo, un arresto de quince días que podrá conmutar 
a razón de cincuenta centavos de quetzal por día. 
Notifíquese, líbranse los despachos necesarios y con 
certificación de lo resuelto devuélvanse los anteceden- 
tes. : 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.— 
H. Hurtado A.—Ric. Marroquín M.—H. Pellecer 
Robles. —Ante mí: M. Alvarez Lobos. 
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Proceso contra Victoriano Sarceño Corado y Emi- 
liano Corado, por el delito de asesinato. a 


DOCTRINA: No procede el Recurso de Casación 
si se alega violación de leyes que no están en 
vigor Oo que no tienen aplicación a las motivacio- 
nes del mismo. 

1 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, cinco de junio de mil nove- 
cientos setenta y dos. 

Se tiene a la vista para resolver, el Recurso de 
Casación interpuesto por Victoriano Sarceño Corado 
y Emiliano Corado, sin otro apellido, contra la sen- 
tencia dictada por” la Sala Quinta de la Corte de 
Apelaciones, el veinte de septiembre del año pasado, 
en el proceso que se les siguió en el Juzgado Pri- 
mero de Primera Instancia del departamento de Ju- 
tiapa, por el delito de asesinato. 


es de treinta años de edad, casado, labrador, sin 
instrucción, hijo de Gregorio Sarceño y Salomé Co- 
rado, vecino de Jalpatagua, del departamento de Ju- 
tiapa, con residencia en la aldea El'Coco, no tiene 
apodo conocido; y Emiliano Corado es de veinti- 
ocho años de edad, casado, sin instrucción, labrador, 
vecino de Jalpatagua del departamento de Jutiapa, 
con residencia en el Cantón Montecristo, hijo de 
Arturo Corado y de Encarnación Corado, sin apodo 
conocido. Los dos son guatemaltecos, 


| 
: 
Según las actuaciones, Victoriano Sarceño Corado 
| 


nal Aids. SS 


1 
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La acusación corrió a cargo de Guadalupe Lemus 
Ramos y del Ministerio Público. 


OBJELO*DEL PROCESO: 


Al abrirse el juicio Penal correspondiente, se se- 
naló a los encartados los hechos justiciables siguien- 
tes: que el día viernes diecinueve de marzo del año 
pasado, a eso de las dos horas, cuando Calixto 
Pérez Godoy y su familia dormían en su casa de 
habitación, ubicada en la aldea Santa Rosita, del 
municipio de Jutiapa, acompañados de otros indi- 
viduos, llegaron diciéndole: “Calixto, levantate, vos 
sos empleado, danos auxillo” y en forma sorpresiva, 
sin esperar que se vistiera, penetraron, revólver en 
mano, al lugar donde Calixto Pérez Godoy se en- 
contraba durmiento y le dispararon directamente a 
su persona, de tal manera que le dieron muerte ins- 
tantánea. E 


RESUMEN DE LAS PRUEBAS RENDIDAS Y 
ALEGACIONES DE LAS PARTES: 


El juicio se abrió a prueba, período durante el 


cual se practicaron las diligencias siguientes: repre- 


guntas dirigidas por la defensa a los testigos de car- 
go Guadalupe Lemus Ramos y sus menores hijos, 
Encarnación y Ethelvina Pérez Lemus, encaminadas 
a establecer extremos tendientes a desvirtuar lo que 
aseguraron antes en sus declaraciones con respecto 
a la identidad de los procesados. 

De las partes, sólo la acusadora presentó un breve 
alegato de buena prueba. 


RESUMEN DE LA SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Quinta de la Corte de Apelaciones, en 
fallo de veinte de septiembre del mismo año, co- 
noció de la sentencia de primera instancia que ab- 
solvió a los procesados en virtud de consulta; apre- 
ció como correctas las resultas de la sentencia de 
primera instancia. 

Consideró que los procesados Victoriano Sarceño 
Corado y Emiilano Corado fueron sometidos a pro- 
cedimiento, sindicados de que el día diecinueve de 
marzo del año pasado, cuando Calixto Pérez y su 
familia dormía en su casa, llegaron y, después de 
decirle a este señor que se levantara y cuando él 
se vestía, penetraron en forma violenta a la casa 
y ¡dispararon sus armas de fuego, dándole muerte 
instantánea; que en la indagatoria y en la formu- 
lación de cargos no aceptaron tal hecho; que la exis- 
tencia del delito que motivara la pesquiza quedó 
debidamente probada en autos, y, en cuanto a la 
participación de los procesados en criterio del Tri- 
bunal y acorde con el sistema de valoración de la 
sana crítica, también la estima probada con los si- 
guientes elementos de convicción que obran en au- 


tos: a) declaración de Guadalupe Lemus Ramos 
concubina del occiso, quien se produce en el sen- 
tido de que el día y hora de autos, cuando dormían 
dentro de su casa de habitación, fueron despertados 
por las voces de un hombre que desde afuera decía: 
“Calixto, Calixto, levantate, vos sos empleado, danos 
auxilio”, que Calixto les dijo que se iba a vestir, 
que esperaran y a continuación separaron los palos 
en forma vertical que servían de puerta, penetraron 
violentamente y que, como la declarante ya había 
prendido luz, pudo conocer que se trataba de Vic- 
toriano Sarceño Corado y Emiliano Corado y Co- 
rado, quienes al penetrar a la casa se dirigieron 
hacia Calixto, a quien le hicieron varios disparos 
directamente al cuerpo, con las armas de fuego que 
portaban; que su esposo cayó muerto y los indivi- 
duos nombrados todavía la amenazaron con matarla, 
y b) declaraciones de los menores Guadalupe Pérez 
Lemus y Ethelvina de los mismos apellidos, que de- 
ponen en términos parecidos a los vertidos por En- 
carnación Lemus Ramos, de quien, así como el oc- 
ciso, son hijos. Que a lo anterior debe agregarse 
que, si bien los testigos Angelino Pérez, Alejandro 
García Ordóñez y Serapio Garcia Ordóñez, expre- 
saron que en el momento de constituirse en el lugar 
del hecho, la concubina del occiso les había dicho 
que ignoraba quiénes habían matado a Calixto, lo 
cierto es que el Comisionado Militar Aureliano Gar- 
cía, expresó que, al constituirse en el lugar de los 
hechos pudo darse cuenta de que la concubina del 
occiso aseguraba que los autores habían sido Victo- 
riano Sarceño Corado y Emiliano Corado y Corado; 
que debe tenerse presente también, que se estableció 
la presencia del boquete hecho en la puerta formada 
por varas de maicillo y que la viuda informó que, 
por ese boquete entraron los responsables del delito, 
coincidiendo con el dicho de los testigos de cargo 
que quedan mencionados, que, por otra parte, los 
procesados fueron capturados en lugares diferentes 
del suceso y, si bien propusieron prueba de descargo 
en el sentido de que a la hora de los acontecimientos 
se encontraban pescando en el Río Paz; a estas de- 
claraciones no se les puede dar el crédito probatorio 
pretendido, por razón de que a simple vista salta 
el marcado interés de los testigos de querer esta- 
blecer una coartada a favor de los procesados. Ca- 
lifica el hecho como homicidio y aprecia la agra- 
vante de haberse empleado medios que debilitaron 
la defensa o abusar de superioridad en términos 
que el ofendido no pudo defenderse con posibilida- 
des de repeler la ofensa, por lo que les impuso la 
pena correspondiente al homicidio, aumentada en una 
tercera parte por la agravante referida y haciendo 
aplicación de las disposiciones del Decreto del Con- 
greso número 30-71 les aplicó en definitiva la pena 
de OCHO AÑOS, DIEZ MESES Y VEINTE DIAS 
DE PRISION CORRECCIONAL INCONMUTA- 
BLES. 
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RECURSO DE CASACION: 


Contra la sentencia de la Sala Quinta de la Corte 
de Apelaciones, que se ha relacionado, interpusieron 
Recurso de Casación, por infracción de ley, los reos 
Victoriano Sarceño Corado y Emiliano Corado, sin 
otro apellido. 


Se acogen ambos al caso de procedencia referido 
en el artículo lo. del Decreto del Congreso de la 
República número 487, contenido en el inciso 80. 
del artículo 676 del Código de Procedimientos Pe- 
nales. 


Dicen los recurrentes: “El presente recurso lo in- 
terponemos contra la sentencia dictada por la Sala 
Quinta de la Corte de Apelaciones, de fecha veinte 
de septiembre de mil novecientos setenta y uno, por 
infracción de ley, con lo cual se cometió error de 
derecho, derivándose ésto de documentos y actos 
auténticos que demuestran de modo evidente la equi- 
vocación del juzgador”. : 


Hacen una extensa exposición de las deposiciones 
- que obran en el proceso. 


Al referirse a la sentencia de segunda instancia 
aseguran que es evidente el error de derecho en la 
apreciación de la prueba, el que se cometió por la 
Sala sentenciadora, al dar valor a la declaración de 
Guadalupe Lemus Ramos, concubina del occiso, y 
por esa circunstancia su pariente legal, quedando 
colocada en el caso del enemigo mortal a que se 
refiere el inciso lo. del artículo 591 del Código de 
Procedimientos Penales y que también queda com- 
prendida en el inciso 80. del mismo artículo, ley que 
si bien está derogada por el Decreto 63-70 del Con- 
greso de la República, protege sus derechos: que en 
estos casos de testigos inidóneos se encuentran en 
la excepción que establece el artículo 582 del Código 
de Procedimientos Penales, que también fue dero- 
gado. 


En cuanto a las pruebas que la Sala deduce, dicen 
los interponentes, que no están debidamente proba- 
das o carecen de toda importancia para los fines 
de su pronunciamiento. 


Sigue relacionando la prueba recibida por la Sala 
sentenciadora y asegura que “es manifiesto el prurito 
de condenar”, cayendo en los pronunciados errores 
de derecho expuestos, con violación de los artículos 
587, 567, 568, 571, 572, 2o. párrafo del Código de 


Procedimientos Penales. 


Al referirse el recurrente a la apreciación de los 
testimonios de Guadalupe Lemus Ramos y Encar- 
nación Pérez, aseguran que la Sala ha violado el 


d Ls Pe) 


artículo 587 del Código de Procedimientos Penales, 
pues aseguran que, ante tales pruebas, no puede 
sostenerse una presunción basada en esas declara- 
ciones. 


Siguen los recurrentes exponiendo las motivaciones 
de su recurso e indican que se violaron: el artículo 
52 de la Constitución de la República, pues se les 
niega la oportunidad de defenderse, el artículo 568 
del Código de Procedimientos Penales, porque no se 
ha demostrado que los procesados hayan cometido 
el hecho motivo del proceso y el artículo 573 del 
mismo cuerpo de leyes por no darle eficacia a sus 
testigos. 


Efectuada la vista procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


Los recurrentes, al impugnar el fallo dictado por 
la Sala Quinta de la Corte de Apelaciones, descui- 
daron la observancia de los requisitos técnicos que 
el Recurso de Casación exige, al aludir a leyes de- 
rogadas, refiriéndose a artículos del Código de Pro- 


cedimientos Penales, que fueron sustituidos por el 


Decreto número 63-70 del Congreso de la República, 
citar disposiciones legales que no son adecuadas 
para evidenciar los errores que invocan y, finalmen- 
te, al alegar que se ha violado el artículo 52 de la 
Constitución de la República, aseveración que resulta 
descartada porque tal artículo no tiene ninguna re- 
lación con el caso de procedencia. Además, los pre- 
sentados confunden los errores que denuncian al 
indicar que el Recurso de Casación lo interponen 
“contra la sentencia dictada por la Sala de Apela- 
ciones, de fecha veinte de septiembre de mil no- 
vecientos setenta y uno, por infracción de ley, con 
lo cual se cometió error de derecho, derivándose 
ésto de documentos y actos auténticos que demues- 
tran de modo evidente la equivocación del juzgador” 
alegación textual en la que se ve que los interpo- 
nentes han denunciado error de derecho en la apre- 
ciación de la prueba, pero se refieren a elementos 
propios del recurso de hecho. . 


Esta corte, por las circunstancias indicadas, no 
puede hacer el estudio comparativo correspondiente, 
porque le está vedado suplir los errores cometidos 
al formularse el presente Recurso de Casación que, 
por las razones apuntadas, resulta improcedente. 


LEYES APLICABLES: 


Artículos 674, 686, 690 del Código de Procedi- 
mientos Penales; 38, inciso 2o,, 157, 158, 159, 169 
Ley del Organismo Judicial. 
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POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, de- 
clara: improcedente el presente recurso e impone a 
los recurrentes un arresto de quince días, conmuta- 
bles a razón de cincuenta centavos diarios. Notifi- 
guese y, con certificación de lo resuelto, devuél- 
vanse los antecedentes. 


q 

3 Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.— 

| A. Bustamante R.—Ric. Marroquín M.—H. Pellecer 

j Robles.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 

4 

] 

; 
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y Proceso contra Egidio Abraham Monzón Oliva, por 

: el delito de lesiones. 

q DOCTRINA: Los testigos que, en sus declaraciones, 
N discordaren en el tiempo en cuanto a la comisión 

de un hecho, serán apreciadas como presunción o 

Da indicio al prudente arbitrio judicial, siempre que 

en su contra no se hubiere verificado tacha de 

falsedad. 

> 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
; PENAL: Guatemala, diecinueve de junio de mil no- 
vecientos setenta y dos. 

Se tiene a la vista para resolver, el Recurso de 
Casación interpuesto por Egidio Abraham Monzón 
Oliva, contra la sentencia dictada por la Sala Ter- 
cera de la Corte de Apelaciones, el quince de junio 
de mil novecientos setenta y uno, en el proceso que 
por el delito de lesiones se siguió contra él y com- 
pañeros, en el Juzgado Segundo de Primera Instancia 
de lo Penal de este departamento. Acusaron: Esteban 
Pérez Ochoa y el Ministerio Público y actuó como 
defensor el Licenciado Carlos Humberto Rosales 
Martinez. 

El procesado aparece en las actuaciones con los 

datos siguientes: veinte años de edad, soltero, con 
instrucción, agricultor, de este vecindario y domici- 
lio, con residencia en la aldea Las Canoas, no tiene 
apodo conocido. 


PUNTOS OBJETO DEL PROCESO: 


Se formuló cargo al enjuiciado porque: el día diez 
de agosto de mil novecientos sesenta y nueve, entre 
4 las diecinueve horas y las diecinueve horas con 


treinta minutos, en el atrio de la iglesia de Las 
Canoas, de esta jurisdicción municipal, con machete 
a le ocasionó al señor Peliciano Pérez Ortiz, ampu- 
tación del antebrazo izquierdo y fractura de la tabla 


derecha del cráneo, en la región parietal derecha, 
hecho que cometió cuando se hacia acompañar de 
su padre Egidio Monzón Pérez y de su hermano 
Héctor Ambrosio Monzón Oliva. 


EXTRACTO DE LAS PRUEBAS Y 
ALEGACIONES DE LAS PARTES: 


El encartado se concretó a negar los hechos que 
se le atribuyen y aseguró que el día y hora de 
autos se encontraba en esta ciudad, con motivo de 
la feria de agosto. 


Durante el término de prueba, ninguna se rindió 
por la parte acusadora. El defensor pidió que se tu- 
vieran como tales las declaraciones, vertidas durante 
el sumario, por Juan José Reyes Villagrán, Victor 
Rodríguez, Ramón Flores Alvarez, Luis Humberto 
Arias López y Juan Aguilar Coj, quienes aseguraron 
haber visto «al procesado en la feria de Jocotenango, 
precisamente el dia y hora en que los hechos acae- 
cieron. Los partes alegaron lo que creyeron perti- 
nente en pro de sus pretensiones y, para mejor fallar, 
se practicaron algunas diligencias encaminadas al es- 
clarecimiento de los hechos. 


' 
SENTENCIA RECURRIDA: 

En' virtud de recurso de apelación conoció l1 S la 
Tercera de la Corte de Apelaciones el quince de julio 
de mil novecientos setenta y uno y en su fallo con- 
firmó la sentencia proferida por el Juez Segundo de 
Primera Instancia Penal de este departamento, el 
veintiocho de septiembre de mil novecientos setenta, 
en la que impuso a Egidio Abraham Monzón Oliva, 
como autor responsable del delito de lesiones gra- 
ves, cinco años de prisión correccional conmutables 
en sus dos terceras partes, a razón de veinticinco 
centavos de quetzal diarios, con las demás penas 
accesorias correspondientes. Nada dijo en cuanto a 
la: parte narrativa de la sentencia de primera ins- 
tancia, que esta Corte encuentra correcta. Estimó 
que contra Egidio Abraham Monzón Oliva aparecen 
las declaraciones testimoniales de Santiago de Jesús 
Hernández Dávila y José Isidro Siqué Escobar, quie- 
nes manifestaron haberse dado cuenta, personalmente, 
de que el día y hora que el procesado indica, Egidio 
Monzón Oliva le dio un machetazo a Feliciano Pé- 
rez Ortiz, en la mano izquierda y lo hirió en la 
cabeza, huyendo en seguida en un vehículo de su 
propiedad, en el que habían llegado al casamiento 
que se celebraba en la aldea Las Canoas, en casa 
de Francisco Sigue Ceballos, y que si bien es cierto 
que estos testigos, en su primera declaración, dijeron 
que los hechos habian sucedido el once de agosto 
de mil novecientos sesenta y nueve, al declarar du- 
rante el término señalado para mejor fallar, mani- 
festaron que los sucesos acaecieron el diez de agosto 
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del año indicado, lo que está corroborado con las 
demás declaraciones vertidas durante la tramitación 
del proceso. Además de estas deposiciones, se cuen- 
ta con el dicho de Carlos Augusto Solórzano Arce- 
yuz quien vio, el día de autos al costado de la igle- 
sia de la aldea de que se ha hecho referencia a unas 
personas desconocidas que hirieron a otro descono- 
cido; el de Calixto Morales Sique quien vio que dis- 
cutían el ofendido Pérez Ortiz, Egidio Monzón Pé- 
rez y los hijos de éste; Egidio y Héctor Monzón Oli- 
va; la declaración de Maximiliano Camas Chacón 
quien vio a Egidio Monzón Oliva en la fiesta que 
se celebraba en Las Canoas, el día y hora de la co- 
misión del delito y presenció, también, cuando el pri- 
mero dio un planazo, con una daga que portaba, al 
ofendido; que aparte de la prueba que queda estudia- 
da. suficiente para proferir un fallo de condena con- 
tra Egidio Abraham Monzón Oliva, aparecen las 
declaraciones de Froilán Pérez Morales, Isabel Mon- 
zón Ortiz, Evaristo Paz Muralles, Román Sique Es- 
cobar y José Luis Paz Estrada, las que aunque pro- 
vienen de personas con algún parentesco con el ofen- 
dido o con los procesados, siendo miembros de la au- 
toridad todos ellos, dan fe de haber estado cuidando 
el orden en el casamiento que se celebraba en la casa 
de Francisco Sique Ceballos, y de que en ella estu- 
vieron ese día tanto el ofendido como los procesados. 
Con la prueba analizada, dice el Tribunal de Segun- 
da Instancia, encuentra correcta la condena de Egi- 
dio Abraham Monzón Oliva, a quien, al confirmar la 
sentencia y aplicarle las disposiciones del Decreto 
número 30-71 del Congreso de la República, le im- 
pone TRES AÑOS CUATRO MESES DE PRI- 
SION CORRECCIONAL, conmutables en sus dos 
terceras partes a razón de un quetzal diario y deja 
abierto procedimiento contra las personas que consi- 
dera que declararon falsamente. 


RECURSO DE CASACION 


Contra la sentencia relacionada en el punto ante- 
rior, interpuso el reo Egidio Abraham Monzón Oliva 
recurso de casación por infracción de ley. Aseguró 
que la Sala sentenciadora cometió error de derecho 
en la apreciación de la prueba, por haberle dado va- 
lor probatorio a las declaraciones de los testigos San- 
tiago de Jesús Hernández Dávila y José Isidro Sique 
Escobar, a pesar de que las mismas son contradicto- 
rías, principalmente en cuanto al tiempo en que suce- 
dió el hecho; que, al recibirles sus segundas declara- 
ciones, no se tomó en cuenta el tiempo corrido entre 
las fechas de dichos testimonios y la de acaecimiento 
de los hechos y que además, las últimas testificacio- 
nes de tales personas, fueron recibidas durante el 
término para mejor fallar, sin citación de la parte 
contraria. Denuncia el mismo error, en cuanto se re- 
fiere a las deposiciones de Carlos Augusto Solórza- 
no Arceyuz, porque no indicó el nombre de las per- 


x 


sonas a quienes vio herir y ser herida: de Calixto 
Morales Sique, porque no le consta cuando se pro- 
dujeron las lesiones a que el proceso se refiere, y de 
Maximiliano Camas Chacón, porque se refiere a una 
daga, instrumento este último que sólo él menciona. 


Alegó que la Sala volvió a cometer el error de- 
nunciado, al apreciar los testimonios de Froilán Pé- 
rez Morales, Ismael Monzón Ortiz, Evaristo Pérez 
Muralles, Román Sique Escobar y José Luis Paz 
Estrada, puesto que se les da valor probatorio sobre 
lo que declaran, a pesar de tener parentesco dentro 
de los grados de ley con las partes del proceso y por- 
que sus declaraciones no versan sobre los hechos su- 
jetos a prueba, imputados al recurrente en la confe- 
sión con cargos. 


Señala como violados los artículos 560, 568, 571, 
573 en sus cuatro incisos, 580 inciso 2o., 583 inciso 
lo. del Código de Procedimientos Penales y 586 en 
su última parte, del mismo Código de Procedimien- 
tos mencionado, reformado por el Decreto Ley. nú- 
mero 147. 


El recurrente aseveró que la Sala Tercera de la 
Corte de Apelaciones cometió error de hecho en la 
apreciación de la prueba, al dejar de analizar y va- 
lorar las declaraciones de Juan José Reyes Villagrán, 
Santiago de Jesús Reyes Villagrán, Víctor Rodrí- 
guez, Ramón Flores Alvarez, Luis Humberto Arias 
López y Juan Manuel Aguilar Coy, que demuestran 
de modo evidente la equivocación del juzgador, ya 
que de tomarse en cuenta tales deposiciones, inelu- 
diblemente, se hubiera tenido que llegar a la conclu- 
sión de que el recurrente no tuvo ninguna participa- 
ción en el hecho delictivo que se le imputó. 


Terminó comentando algunos errores en cuanto a 
la redacción de la sentencia y argumentó en la forma 
que creyó pertinente en pro de la procedencia del 
recurso. * 


Efectuada la vista procede resolver. 
CONSIDERANDO: 
e 
Fundándose en el caso de procedencia contenido en 


el articulo 676 inciso 80. del Código de Procedimientos 
Penales creado por el artículo lo. del Decreto núme- 


ro 487 del Congreso de la República, aduce el recu-. 


rrente, que la Sala Tercera de la Corte de Apelacio- 
nes incurrió en error de derecho, en la apreciación de 
la prueba, al dar valor probatorio a las declaraciones 
de Jesús Hernández Dávila y José Isidro Sique Esco- 
bar, a pesar de que las mismas son contradictorias, 
principalmente en lo que se refiere al tiempo en que 
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aseguran que el hecho sucedió. Efectivamente: los tes- 
tigos nombrados declararon cuando el proceso se en- 
contraba en sumario, que presenciaron el desarrollo 
de los sucesos que dieron como resultado las les'ones 
sufridas por Feliciano Pérez Ortiz, delito que, según 
sus aseveraciones, se perpetró el dia once de agosto 
de mil novecientos sesenta y nueve. Estas declaracio- 
nes tendrían todo el valor probatorio indispensable pa- 
ra servir de base a un fallo de condena, si no hubie- 
ran incurrido en error en cuanto a la fecha de los acon- 
tecimientos pues en autos quedó establecido que Fe- 
liciano Pérez Ortiz fue lesionado el diez de agosto del 
año indicado. Los testigos de cargo nombrados, al am- 
pliar sus declaraciones en diligencias para mejor fa- 
llar ordenadas por el tribunal de segunda instancia, 
trataron de corregir el yerro en que incurrieron, mani- 
festando que la fecha exacta no era la señalada por 
ellos en su primera declaración, sino el diez de agosto 
de mil novecientos sesenta y nueve, dando lugar con 


tal aclaración, a la contradicción que el recurrente in-- 


voca. La Sala, al dar valor a los testimonios de los 
testigos nombrados, infringió lo dispuesto por los ar- 
tículos 573 inciso 4o. y 583 inciso lo. del Código de 
Procedimientos Penales y ese error hace procedente la 
casación parcial del fallo contra el que se recurre para 
dictar el que en derecho corresponde, sin que sea nece- 
sario el estudio de los demás errores que denuncian en 
el escrito de interposición del recurso. 


¡YEN 


Los testigos de cargo, Jesús Hernández Dávila y 
José Isidro Sigué Escobar, discordaron esencialmente 
al ser ampliadas sus declaraciones, en diligencias 
practicadas para mejor fallar, en cuanto al tiempo 
de acaecimiento de los sucesos se refiere; sus dichos, 
por ese motivo, a pesar de sus explicaciones con- 
cretas del hecho que diera origen al proceso, no 
constituyen la prueba directa que la ley exige para 
condenar; pero origina presunción, según la ley, toda 
vez que no fueron tachados de falsedad y que, ade- 
más, existen los siguientes hechos probados: a) la 
presencia del encartado en el lugar de los hechos, 
el día y hora de autos, cuando se celebraba un 
matrimonio, en la aldea Las Canoas, de esta juris- 
dicción: municipal, como se establece con las decla- 
raciones de Calixto Morales Sique y Maximiliano 
Camas, a quienes les consta la discusión surgida en 
aquella oportunidad, entre los encausados y el ofendi- 
do; b) las declaraciones de los miembros del auxilio 
del lugar, encargados de vigilar el orden en la fiesta 
que se desarrollaba en Las Canoas, cuyos dichos 
demuestran, también, que el procesado estuvo en 
aquella aldea el día y hora en que el delito se con- 


— sumó, porque si bien es cierto que el interponente 


se refiere al parentesco de los miembros de tal auxi- 
lio con el procesado o el ofendido, no lo es menor 
que esa afirmación no hace perder su valor pro- 


batorio al testimonio de tales testigos, ya que no se 
refieren a la ejecución del delito mismo, sino a una 
circunstancia negada por el reo como es la de no 
haber estado en Las Canoas cuando los hechos ocu- 
rrieron; además, en cuanto al parentesto es el caso 
de no tomar en cuenta esa alegación, porque Froilán 
Pérez Morales es primo del padre del encausado 
y primo del ofendido; Isabel Monzón Ortiz, primo 
del ofendido, Ramón Sique Escobar, sobrino de Egi- 
dio Monzón Pérez, primo de Héctor Ambrosio y de 
Egidio Monzón Oliva y sobrino de Feliciano Pérez, 
relaciones que no están probadas, y con respecto 
a las cuales no se verificó tacha legal alguna; Eva- 
risto Paz Muralles es compadre de Egidio Monzón 
Pérez y José Luis Estrada Pérez, su padrino, los dos 
en consecuencia, no son sus parientes. De tal modo 
gue no aparece la demostración del parentesto que 
la ley exige para restar valor probatorio a lo ase- 
verado por estos testigos. Los hechos probados que 
se relacionaron a los que se agrega el informe médico 
legal, de las heridas del ofendido, son graves, pre- 
cisos, concordantes y suficientes para deducir la 
presunción humana de que el procesado es autor 
responsable de lesiones que le causó a Feliciano Pé- 
rez Ortiz, en la fecha y circunstancias que el proceso 
contiene, hecho delictivo por el que debe impo- 
nérsele la pena de cinco años de prisión correccional 
señalada por el artículo 309, inciso 2o. del Código 
Penal, habida cuenta de que la víctima perdió cl 
tercio inferior del antebrazo y la mano izquierda, 
sufriendo impedimento funcional y de que no con- 
curren circunstancias modificativas de la responsa- 
bilidad del reo. 

La sanción indicada se rebaja en una tercera par- 
te, de conformidad con el artículo lo. del Decreto 
número 30-71 del Congreso de la República, porque 
el reo es delincuente primario, ha observado buena 
conducta durante: su reclusión, no consta que haya 
sido beneficiado, anteriormente, por parecidas dispo- 
siciones y su caso no está comprendido dentro de 
los excluidos por la ley mencionada. 


HE 


El procesado alegó que los testigos Juan José 
Reyes Villagrán, Santiago de Jesús Reyes Villagrán, 
Victor Rodríguez, Ramón Flores Alvarez, Luis Hum- 
berto Arias López y Juan Manuel Aguilar Coy, de- 
clararon que el dia diez de agosto de mil novecientos 
sesenta y nueve, en horas de la tarde, más o menos 
las mismas en que ocurrieron los hechos en Las 
Canoas, vieron a Egidio Monzón Pérez acompañado 
de sus hijos Héctor y Egidio Monzón Oliva, en la 
feria de Jocotenango, que se celebraba en esta 
ciudad; “pero estos dichos quedan enervados con lo 
depuesto por Calixto Morales Sique, Maximiliano 
Camas, Froilán Pérez Morales, Isabel Monzón Or- 
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tiz, Evaristo Paz Morales, Ramón Sigue Escobar y 
José Luis Paz Estrada, más en número, digno de 
crédito y quienes, enfáticamente, dijeron que el en- 
cartado se encontraba en la aldea Las Canoas el 
día y hora en que fue herido Feliciano Pérez Ortiz. 


LEYES APLICABLES: 


Artículos 567, 568, 570, 571, 573, incisos lo., 2o., 
3o., 40.; 586 reformado por el artículo lo. del De- 
creto Ley 147; 587, 588, inciso lo., 589, 595, 596, 
597, 598, 674, inciso lo., 686, 690, Código de Pro- 
cedimientos Penales; 156, 157, 158, 159, 169, Ley 
del Organismo Judicial. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, casa 
y anula parcialmente la sentencia recurrida en lo 
que concierne al procesado Egidio Abraham Mon- 
zón Oliva y, resolviendo sobre lo principal, declara: 
que Egidio Abraham Monzón Oliva es autor res- 
ponsable del delito de lesiones graves inferidas a 
Feliciano Pérez Ortiz, delito por el que le impone, 
hecha la rebaja considerada, la pena líquida de tres 
años, cuatro meses de prisión correccional, conmu- 
table en sus dos terceras partes a razón de vein- 
ticinco centavos de quetzal diarios que, con abono 
de la prisión sufrida desde la fecha de su detención, 
deberá cumplir en el Centro Penintenciario que de- 
signe la Presidencia del Organismo Judicial: lo sus- 
pende en el ejercicio de sus derechos políticos du- 
rante el tiempo que dure la condena; lo obliga al 
pago o afianzamiento de las responsabilidades civiles 
provenientes del delito y por su notoria pobreza lo 
exonera de la reposición del papel empleado en la 
causa al de sello correspondiente. Notifíguese y, con 
certificación de lo resuelto, devuélvanse los ante- 
cedentes. 


Miguel Ortiz Passarelli. —Eugenio V. López G.— 
A. Bustamante R.—Ric. Marroquín M.—H. Pellecer 
Robles.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Proceso contra José Manuel de León Barrios, por 
el delito de estafa. 


DOCTRINA: Incurre en el delito de estafa quien, 
con ánimo de lucro y perjuicio patrimonial, defrau- 
da a otro en la calidad y substancia de la cosa 
que le entrega en virtud de título obligatorio. 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: Guatemala, veintidós de junio de mil no- 
vecientos setenta y dos. 


Se tiene a la vista, para resolver, el recurso de 
casación interpuesto por el procesado JOSE MA- 
NUEL DE LEON BARRIOS, contra la sentencia 
de diez y ocho de enero del corriente año, proferida 
por la Sala Octava de la Corte de Apelaciones, 
en el proceso que se le siguió por el delito de es- 
tafa. El recurrente es de: cincuenta y tres años, ca- 
sado, constructor, guatemalteco, vecino de la ciudad 
de Retalhuleu; hijo de Felipe de León y Rafaela 
Barrios; sin apodo conocido. Acusaron el Ministerio 
Público y Cándido Gonón Sarat, ejerciendo la acción 
popular. 


OBJETO DEL PROCESO: 


El seis de noviembre de mil novecientos setenta, 
Gonón Sarat y otros vecinos del municipio de La 
Esperanza, departamento de Quezaltenango, ante el 
Juez Segundo de Primera Instancia de aquel depar- 
tamento, acusaron al ex-alcalde del lugar, Ramón 
Huinac García, por los delitos de hurto y fraude; 
porque este señor sin llenar los requisitos legales 
ni supervigilar los intereses del pueblo, sin licitar 
el negocio, contrató con de León Barrios la hechura 
de un puente que serviría para enlazar a ese mu- 
nicipio con los de San Miguel Siguilá y Cajolá, 
y anticipadamente a la recepción conforme al con- 
trato de la obra, le pagó al constructor la suma de 
doce mil quetzales, que el Gobierno de la República 
donó a la Municipalidad para tal objeto. Que el 
puente estuvo tan mal construido que se destruyó 
con las lluvias. Se acompañó la documentación res- 
pectiva y especialmente copia legalizada de la es- 
critura conteniendo el contrato, que autorizó el No- 
tario Guillermo Alfonso Rodriguez Serrano. 


Inspeccionado el puente, se constató su mal estado, 
especialmente la pista de concreto que se estaba 
hundiendo y presentaba varias rajaduras. El experto 
Benedicto Limatuj Íxcot valuó el puente en cinco 
mil quin'entos quetzales. 


DEL EXTRACTO DE LAS PRUEBAS Y 
ALEGACIONES DE LAS PARTES: 


El acusado Ramón Huinac García confesó que 
terminó de pagar el valor de la obra, endosando al 
constructor el segundo cheque del Ministerio de 
Hacienda por seis mil quetzales, no obstante que 
el constructor “Ya no se asomó a realizar la obra 
ni a concluirla de conformidad con el contrato”, pues 
dejó un sólo albañil, y por ese motivo la Corpo- 
ración Municipal quería enjuiciarlo. Que el puente 
no tenía las medidas contratadas. Que en relación 


a unas piedras “lavanderas”, que le acusaron se llevó 
a Su Casa, no era cierto, sino que un concejal las 
guardó, pero ya las devolvió, dicho edil las llevó 
a su propia casa, pues no había lugar para con- 
servarlas. 


El puente fue totalmente destruido por las lluvias 
en el mes de junio de mil novecientos setenta y uno; 
los ingenieros del INFOM que lo examinaron, lo 
encontraron mal localizado, sin acceso, mano de obra 
mala y el costo no era de doce mil quetzales, sino 
únicamente de tres mil ciento cuarenta y cinco quet- 
zales. Obran en el proceso fotocopias de los dos 
cheques por seis mil quetzales cada uno, cobrados 
por el constructor, emitidos por la Tesorería Na- 
cional. 


Indagado el sindicado De León Barrios, dijo que 
tenía experiencia como constructor; que por enemis- 
tades entre el pueblo, una noche le fueron a cortar 
las columnas y muros levantados, y por haber hecho 
por segunda vez el trabajo, calculó que no le al- 
canzaría el precio del mismo, por lo cual redujo un 
poco las medidas contratadas; que como lo indicó, 
lo destruyeron de noche el primer puente, por lo 
cual se vio obligado a construirlo de nuevo; que 
no podía especificar los materiales empleados por 
no tener los papeles a la mano; que no presentó 
presupuesto detallado sino en globo; y que sí “cobró 
el valor de los dos cheques que el Alcalde le en- 
dosó; que no puso en conocimiento de la Munici- 
palidad la destrucción del primer puente. Ofreció 
probar su inocencia con las planillas de mano de 
obra y documentos sobre el material empleado. 


El Ministerio Público, al evacuar audiencia final, 
estimó probada la culpabilidad de De León Barrios, 
pues en la inspección ocular respectiva se estableció 
la destrucción del puente por las corrientes de agua, 
en vista de no haberse calculado el muro según 
dictamen del Ingeniero Roche; y que el enjuiciado 
confesó haber reducido las medidas de la obra, por- 
que le fueron cortados los muros del primer puente, 
Que igualmente quedó establecida la culpabilidad del 
Alcalde, pues omitió la licitación pública de la obra; 
no exigió ninguna garantía al constructor; que el 
artículo 70 del Código Municipal impone al Alcalde 
la obligación de inspeccionar, dirigir y activar en 
lo económico y administrativo, las obras municipales, 
con lo cual no cumplió y además pagó la totalidad 
de la obra con los segundos seis mil quetzales, sin 
recibirla satisfactoriamente, caracterizándose los de- 
litos de estafa y fraude, respectivamente. El sindi- 
cado de León Barrios presentó constancias de ter- 
ceras personas satisfechas por las obras que les 
construyó; se recibieron numerosas declaraciones tes- 
timoniales. El Ingeniero Civil Humberto Roche Cruz, 
emitió dictamen valuando los materiales empleados 
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en el puente en mil ochocientos quetzales y la mano 
de obra en cuatrocientos ochenta quetzales y afirmó 
que el trabajo fue malo por defectuosa construcción. 
Adjuntó tres fotografías del puente semidestruido. El 
experto Abraham López Nimatuj, propuesto por el 
sindicado de León, valoró el total de la obra en 
cuatro mil seiscientos diecisiete quetzales. 


La Zona Vial número cinco adjuntó presupuesto 
formulado por el Ingeniero Carlos Carrillo Durán, 
cuyo monto o valor total del citado puente, fijó en 
doce mil setecientos veintisiete quetzales y fracción. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala sentenciadora consideró que la conducta 
observada por el ex-alcalde Ramón Huinac García, 
integraba el delito de fraude contra los bienes mu- 
nicipales, que gozan de las mismas garantías y pri- 
vilegios que los bienes del Estado, al haber empleado 
habilidad, disimulo o “maña” en el asunto, por ha- 
ber evadido la licitación del contrato, la autoriza- 
ción municipal respectiva, y porque no cumplió con 
su función de alcalde de velar por los intereses mu- 
nicipales, toda vez que constándole, por confesión 
propia, que el constructor abandonó la obra y sin 
que ésta estuviera terminada y recibida satisfacto- 
riamente por la Municipalidad, hizo el segundo pago 
de seis mil quetzales. Que no era válido el argu- 
mento de la defensa de que se trataba solamente 
de responsabilidad civil, por no haberse concertado 
con el otro reo ni haber obtenido ningún beneficio 
en el asunto, pues en tal caso hubiera incurrido en 
otra infracción penal. Que en aplicación de la rebaja 
contenida en el Decreto 30-71 del Congreso de la 
República, la pena quedaría en dos años y ocho 
meses de prisión correccional, confirmando el fallo 
de primer grado con esa modificación. 


En lo que se refiere a José Manuel de León Ba- 
rrios, consideró principalmente la Sala que el pro- 
cesado admitió haber construido un primer puente 
que botaron unos vecinos, pero no dio parte a la 
autoridad, y considerando que el resto del dinero no 
le alcanzaría, redujo las dimensiones del segundo 
puente; descalificó la información testimonial ren- 
dida en su favor por los motivos que indica; que 
el reo confesó haber usado material inadecuado y 
no cumplió con las especificaciones del contrato, 
pues conforme al dictamen del experto Ingeniero 
Humberto Roche Cruz, se constató que el muro de 
contención lo hizo con ladrillo, que las vigas o vi- 
guetas están destruidas, y que lo invertido en ma- 
teriales fue de mil ochocientos quetzales y en mano 
de obra cuatrocientos ochenta quetzales; que la ca- 
lidad del trabajo fue mala, el concreto muy pobre 
y que no se empleó en la proporción determinada, 
por todo lo cual el puente se derrumbó. Que el 
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Ingeniero Manuel Bestrerrechea constató defectos en 
la construcción, y que el puente no costaba doce 
mil quetzales sino tres mil ciento cuarenta y cinco 
quetzales, según el detalle que suministró. Que el 


mismo experto del reo Abraham López Nimatuj, 


estimó los materiales en dos mil novecientos treimta 
y cuatro quetzales y la mano de obra en mil seis- 
cientos ochenta y tres quetzales, pero que la calidad 
de la obra era “Mediana”. Con la prueba anali- 
zada y los hechos confesados por el procesado que 
le perjudican, concluyó la. Sala estimando que el 
reo defraudó en la substancia y calidad de la obra 
a la Municipalidad de La Esperanza, y. al tomar 
como base el monto del contrato, con la rebaja del 
Decreto 30-71 del Congreso de la República, le im- 
puso la pena de diez años de prisión correccional, 
rebajada en un tercio, quedándole la pena líquida 
de seis años y ocho meses de prisión correccional, 
confirmando así el fallo recurrido. 


RECURSO DE CASACION: 


Inconforme el procesado de León Barrios con el 
pronunciamiento anterior, introdujo el presente  re- 
curso de casación, citando como violados los articu- 
los siguientes: 148, párrafo primero del Código Pe- 
nal, por aplicación indebida y 568 de Procedimientos 
Penales por violación de ley; que aunque en el error 
de hecho no es necesario citar leyes; invocaba como 
violados por tal motivo Jos artículos 127, párrafo 


tercero, 141 y 139, Decreto Ley 107; 573 de Proce-. 


dimientos Penales reformado por el Decreto 63-70 
del Congreso de la República. 


El error de hecho consiste, a su juicio, en la apre- 
ciación de la prueba, señalando la escritura pública 
ante el Notario Guillermo Alfonso Rodríguez Se- 
rrano y el escrito que contiene la querella y las actas 
de ratificación, como actos auténticos para demostrar 
la evidente. equivocación del juzgador. Que en el 
hecho denunciado no concurrió defraudación o en- 
gaño, pues la Municipalidad y los querellantes co- 
nocieron siempre las condiciones de la construcción, 
sus dimensiones, material y técnicas empleadas. Sin 
la debida claridad argumenta que la Sala omitió 
valorar el libelo de la querella y el acta de ratifi- 
cación, infringiendo los artículos: 127, 139 y 141 
del Decreto Ley 107 y 573 del Código de Proce- 
dimientos Penales reformado por el artículo 93 del 
Decreto número 63-70 del Congreso de la República. 
Que igualmente cometió error de hecho la Sala al 
omitir la valoración de la parte favorable al enjui- 
ciado, de la escritura pública que contiene el con- 
trato, pero el recurrente no señaló concretamente 
cuáles son las estipulaciones que lo liberan de res- 
ponsabilidad penal; que se omitió aplicarle el articulo 
186 del Decreto Ley 107, pues si bien, de la es- 
critura pública en cuestión, se constata la obligación 


de su parte de construir un puente con hierro, ce- 
mento y piedra, no se estipuló “la cantidad de uno 
y otro materiales” ni fueron “especificados los mé- 
todos de construcción”, todo lo cual quedó librado 
a su modesto criterio y capacidad de constructor 
empirico, pues jamás engañó suplantando calidad, 
título, cargo ni encargo oficial. Que no le es impu- 
table que el contrato no se haya licitado; que no 
faltó a sus obligaciones, pues no se determinó las 
cantidades representativas de la mano de obra o 
materiales a emplear. 


Que se infringió el artículo 418 del Código Penal, 
pues en manera alguna usó de engaño en su con- 
ducta con la Municipalidad; que, además, es nece- 
sario que el supuesto engañado no haya tenido oca- 
sión de comprobar la falsedad que se le atribuyó 
para lograr el lucro imputado; que la construcción 
contratada fue un puente, no un túnel, acueducto 
subterráneo u otra obra oculta, sino que la Muni- 


" cipalidad y vecinos querellantes siempre supieron 


de las dimensiones, técnica y materiales empleados 
en la construcción; que, en su opinión, los hechos 


- que la Sala estimá como probados, fueron calificados 


y penados como delito, no siéndolo: que de mante- 
nerse el criterio de la Sala, se perpetuaria la inse- 
guridad juridica de todo contrato con la Adminis- 
tración Pública, y que después todos esos contratos 
serían calificados como estafas, simplemente por un 
cambio de gobierno. Terminó pidiendo que se casara 
el fallo recurrido y que se le absolviera en forma 
ilimitada. Efectuada la vista, procede resolver, y 


CONSIDERANDO: 


En el caso sub-causae, toda vez que el recurso 
se fundó en los casos de procedencia contenidos en 
los incisos lo. y 60. del artículo 676 del Código de 
Procedimientos Penales, para hacer el estudio com- 
parativo del caso, deben respetarse los hechos que 
la Sala sentenciadora tuvo por probados en los dos 
primeros casos, y en cuanto al error de hecho en 
la apreciación de la prueba conforme al inciso 80. 
del mismo artículo (lo., Decreto 487 del Congreso 
de la República), analizan la que fue apreciada en 
el fallo. Por tal camino, se observa que en lo que 
se refiere al procesado José Manuel de León Barrios, 
de su propia confesión, testimonio de la escritura 
pública del contrato de obra e inspecciones oculares 
respectivas, se prueba que modificó a su arbitrio las 
medidas del puente contratado y no usó el material 
adecuado, por haber tenido que construir dos veces 
la obra, pues la primera aseguró que se la destru- 
yeron, sin haber probado tal extremo, y finalmente, 
que la obra se destruyó por las corrientes de agua 
de lluvia. Los hechos anteriores admitió la Sala sen- 
tenciadora, están reforzados con los reconocimientos 
judiciales practicados por el Juez de Paz de San 


A e A, al 


A 


E 
] 


Juan Ostuncalco y Segundo de Primera Instancia 
de Quezaltenango, este último asistido del experto 
Ingeniero Humberto Roche Cruz, quien encontró que 
el muro de contención fue construido con ladrillo 
de barro y las vigas o viguetas estaban destruidas 
y que los materiales invertidos ascendían a un mil 
ochocientos quetzales y la mano de obra a cuatro- 
cientos ochenta quetzales; que la obra fue de baja 
calidad y no se usó el concreto en la proporción 
adecuada, por lo cual hubo fallas en el diseño y la 
construcción del puente, y que, el propio: experto 
de parte del enjuiciado, dictaminó un total de cuatro 
mil seiscientos diecisiete quetzales por materiales y 
mano de obra, siendo en opinión de este experto 
“mediana” la calidad de la misma, de todo lo cual 
la Sala concluyó que el procesado “defraudó en la 
substancia y calidad de la obra a la Municipalidad 
de La Esperanza”, en relación a la suma de doce 
mil quetzales, cuantía del dinero de que se apropió 
el procesado. Alega el recurrente que en la senten- 
cia recurrida, existe error de hecho en la apreciación 
de la prueba, argumentando que la obra estuvo a 
la vista de la municipalidad y vecinos y por lo 
tanto les constaba las dimensiones y calidad de la 
misma, de donde no hubo defraudación y engaño, 
empero tal argumentación contradice lo confesado 
por el propio injuiciado, de haber variado las di- 
mensiones de la obra, y la realidad de los hechos, 
porque a pesar de haber hecho suyos los doce mil 
quetzales valor de la obra contratada, ésta resultó 
absolutamente inadecuada en relación al precio y 
a los materiales empleados. Argumenta igualmente, 
que se incurrió en error de hecho por no haberse 
apreciado la escritura pública que contiene el con- 
trato “en las estipulaciones que lo liberan de res- 
ponsabilidad penal”, pero sobre no haber concretado 
tal motivo, tales cláusulas liberatorias no existen 
en el contrato, y la conducta criminosa se juzga en 
relación a hechos posteriores a dicha escritura. Ale- 
ga igualmente, que no puede existir el delito que 
se le imputa, por no haberse especificado en la 
escritura la cantidad de hierro, cemento y otros ma- 
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teriales a emplearse en el puente, pero tal argu- 
mento podría ser objeto de consideración, si no fuera 
porque los expertos consideraron inadecuado el di- 
seño, la ejecución y los materiales empleados, así 
como el valor de tales materiales y de la mano de 
obra, muy por debajo del precio contratado, cuya 
conducta ilegal se confirma con la elocuencia del 
puente derrumbado. Al analizar los hechos anterio- 
res, esta Corte estima que no puede negarse la con- 
currencia del engaño en la calidad y substancia de 
la obra, el ánimo de lucro y el perjuicio patrimonial, 
como elementos integrantes del delito de estafa; que 
además, es inadmisible que el fallo recurrido haya 
calificado y penado como constitutivos de delito, 
hechos que no lo son, puesto que el delito está per- 
fectamente tipificado, y menos la pena impuesta no 
corresponda a la calificación aceptada del delito, 
toda vez que la suma defraudada excede de cinco 
mil quetzales. En conclusión, no se violaron las le- 
yes citadas como tales o sean los artículos 418 del 
Código Penal; 568 y 573 del Código de Procedi- 
mientos Penales, reformado el último por el artículo: 
93, Decreto 63-70 del Congreso de la República; 127, 
párrafo 3o., 139 y 141, Decreto Ley 107. 


POR TANTO: , 


La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, con 
fundamento en las leyes invocadas y en lo precep- 
tuado por los artículos: 673, 690, 694 del Código 
de Procedimientos Penales; 157, 159, 169 Ley del 
Organismo Judicial DECLARA: improcedente el 
recurso de casación interpuesto por JOSE MANUEL 
DE LEON BARRIOS, a quien, impone un arresto 
de quince días conmutables a razón de un quetzal 
diario. Notifíquese y con certificación de lo resuelto, 
devuélvanse los antecedentes a donde corresponde. 


Miguel Ortiz Passarelli.—Eugenio V. López G.— 
A. Bustamante R.—M. A. Recinos.—Ric. Marroquín. 
M.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 
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RESOLUCIONES DICTADAS POR LOS TRIBUNALES DE 
JUSTICIA DE LA REPUBLICA, DURANTE EL SEMESTRE 
DE ENERO A JUNIO DE 1972 


RAMO CIVIL 


Tribunales Decretos Autos Sentencias Totales 
Sala Primera Corte Apelaciones, Guatemala ......... 903 308 105 1.316 
Sala Segunda Corte Apelaciones, Guatemala ......... 865 272 304 1.441 
Sala Sexta Corte Apelaciones, ¡Zacapa ... e... ....1 e 341 24 11 37€ 
Sala Séptima Corte Apelaciones, Quezaltenango ..... 3.249, 129 67 3.445 
Sala Octava Corte Apelaciones, Quezaltenango ...... 868 91 91 1.050 
Sala Novena Corte Apelaciones, Antigua ............ 782 82 20 884 
Juzgado lo. de la. Instancia, Guatemala ............ 4713 4097 EZ 5.322 
Juzgado. 20. de la. Instancia, Guatemala ............ 3.078 1.216 36 4.330 
Juzgado 30. de la. Instancia, Guatemala ............ 4.248 471 159 4.878 
Juzgado 4o. de la. Instancia, Guatemala ............ 3.839 136 45 4.020 
Juzgado. 50. de la. Instancia, Guatemala a a EN 289 110 3.913 
Juzgado 60. de la. Instancia, Guatemala ............ 2.926 758 402 4.086 
Juzgado 7o. de la. Instancia, Guatemala ...........- 1238 148 E: 1.424 
Juzgado, Lo de Fama Guate 2.609 297 : PE 3.089 
Juzgado. 2o+ de Bana Guatemala 1.211 284 96 1.591 
Juzgado 30. de Eamilia “Guatemala 1.352 129 106 1.587 
Juzgado to. de Familia, Guatemala 1.260 205 93 1.558 
Contencioso Administrativo, Guatemala ............. 632 286 27 945 
Juzgado de la. Instancia, Alta Verapaz ............. 1.165 196 z 1.370 
Juzgado de la. Instancia, Baja Verapaz ............. 1.086 979 8 2.073 
Juzgado de Familia, Baja Verapaz ........oo....... 198 173 8 37 
Juzgado de la. Instancia, Chimaltenango ............. 1.918 164 15 2.097 
Juzgado ae Rania, Chimaltenango 84 10 7 101 
Juzgado lo. de la. Instancia, Chiquimula ............ 621 71 16 708 
Juzgado 2o. de la. Instancia, Chiquimula ...+........ 378 18 4 400 
JieagadoMde Fania Cura 190 78 14 282 
Juzgado loides las instancia) Escuintla 11295 70 27 1.392 
Juzgados 20: dela instancia) Escutia 776 262 6 1.044 
Juzgado leds rRamilia Escutia AN 483 114 23 570 
Jizqador Zo de Rania Est oa 369 30 18 417 
juzgado denle instancia E lBrogreso Io in 541 48 17 606 
Jnagador desarma El ro ares ea 212 22 11 245 
Juzgado lo. de la. Instancia, Huehuetenango ......... 955 93 sl 1.069 q 
Juzgado 2o. de la. Instancia, Huehuetenango ......... 358 198 5 561 
Juzgado lo. de Familia, Huehuetenango ............ 488 348 22 4898 
Juzgado 2o. de Familia, Huehuetenango ............ 20 157 13 381 
Juzgado 20.Mde las Slostancian Mza aia 169 cap 12 258 
Juzgado deban Ma 243 77 3 11 331 
Juzgado de. La lastancia. Talaia 771 59 20 850 
Juzgado lo. dela tlosteñcia uta 648 508 29 1.185 
Juzgado 20 de la lnstancia ta 733 399 17 1.149 
Juzgado dela. «Instancia Peter A 196 78 SA 277 
Juzgado de. Ramilia Pet 175 84 8 267 


Juzgado lo. de la. Instancia, Quezaltenango ......... 638 95 4 737 


Juzgado 100. de la. Instancia, Guatemala ........... 
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Tribunales Decretos Autos Sentencias Totales 
Juzgado 2o. de la. Instancia, Quezaltenango ......... 1.543 485 3 2.031 
Juzgado de Familia, Quezaltenango ................. 1.598 648 87 2.333 
Juzgado de la. Instancia, Coatepeque ............... 3.974 107 6 4.087 
Juzgado: de Familia, Coatepeque ...........0ooo.omo.o. 1.954 195 5 2.154 
Juzgado de la. Instancia, Quiché ....... IAN 2.148 259 15 2,422 
radar de Bamilia Chiche a on 503 92 8 603 
Juzgado de la. Instancia, Retalhuleu ................ 2.279 176 10 2.465 
Juzgado de Familia, Retalbuleu ...i¿ooomme cinc... 404 110 21 535 
Juzgado de la. Instancia, Sacatepéquez ............. 647 223 11 881 
Juzgado de Familia, Sacatepéquez" .........o......o.. 178 78 14 270 
Juzgado lo. de la. Instancia, San Marcos ............ 792 116 4 912 
Juzgado 2o. de la. Instancia, San Marcos ............ 696 118 6 820 
iMegado' “tos de Hamilia, Sañ Marcos Lo. 308 10 36 354 
Juzgado 20. de Familia, San Marcos ............... 482 46 $ 536 
Juzgado lo. de la. Instancia, Santa Rosa ............ 442 158 2 602 
Juzgado 2o. de la. Instancia, Santa Rosa ............ 275 84 4 363 
Jtegadolo. de Eamilía, Sánta Rosa” casacas usos 274 128 2 404 
Juzgado Zo. de Familia, Santa Rósa .........0....... 83 51 6 140 
Juzgado de la. Instancia, Sololá ..... E AO 927 113 13 1.053 
Juzgado 2o. de la. Instancia, Suchitepéquez .......... 1.445 576 10 2.031 
Juzgado de Familia, ¡Suchitepéquez o... ..oocooomonsao 616 145 29 790 
Juzgado de la. Instancia, Totonicapán .............. 531 116 7 654 
Juzgado” de Familia Hotomicapan raro 272 45 35 352 
Juzgado: dela "Instancia, Zatapaluic. ones e 775 588 12 1.375 
Orla, 75.620 14.697 DLE 93.029 

RAMO PENAL 
Tribunales Decretos Autos Sentencias Totales 
Sala Tercera Corte Apelaciones, Guatemala ......... : 315 227 354 896 
Sala Cuarta Corte Apelaciones, Guatemala .........- 243 153 362 758 
Sala Quinta Corte Apelaciones, Jalapa ............. 509 179 250 938 
Sala Sexta Corte Apelaciones, Zacapa ............- 509 102 275 886 
Sala Séptima Corte Apelaciones, Quezaltenango ..... 3.566 247 432 4.245 
Sala Octava Corte Apelaciones, Quezaltenango ...... 1,099 167 375 1.641 
Sala Novena Corte Apelaciones, Antigua ........... 2.346 204 388 2.938 
Sala Décima Corte Apelaciones, Guatemala ......... 837 234 341 1.412 
Juzgado lo. de la. Instancia, Guatemala ............ 1.306 964 16 2.286 
Juzgado 2o. de la. Instancia, Guatemala ............ 7.705 5.877 121 13.703 
Juzgado 30. de la. Instancia, Guatemala ............ 7.ITT 896 148 8.821 
Juzgado 4o. de la. Instancia, Guatemala ............ 1.473 783 18 2.274 
Juzgado 50. de la. Instancia, Guatemala ............ 4.727 894 42 5.663 
Juzgado 60. de la. Instancia, Guatemala ............ 13.667 2.368 63 16.098 
-Juzgado 7o. de la. Instancia, Guatemala ............ 1.865 173 34 2.072 
Juzgado 80. de la. Instancia, Guatemala ............ 1.596 1.485 32 3.113 
Juzgado 9o. de la. Instancia, Guatemala ............ 1.765 971 22 2.758 
¡len (24 910 24 2.051 
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Tribunales Decretos Autos Sentencias Totales 
Auditoría de Guerra, Guatemala ini... ...... 183 628 44 855 
Juzgado de la. Instancia, Alta Verapaz ............ 1.821 610 101 AID 
Juzgado de la. Instancia, Baja Verapaz ............. 5.833 518 39 6.390 
Juzgado de la. Instancia, Chimaltenango ............ 2.503 375 38 2.916 
Juzgado lo. de la. Instancia, Chiquimula ............ DION 1.652 62 5.071 
Juzgado 2o. de la. Instancia, Chiquimula ............ 832 617 53 1.502 
Juzgado lo. de la. Instancia, Escuintla .............. 1.605 1.227 168 3.000 
Juzgado 2o. de la. Instancia, Escuintla .............. 2.630 742 ie! 31108 
Juzgado: de Tlaplustancia POE ie e 13.437 6.937 41 20.415 
Juzgado lo. de la. Instancia, Huehuetenango ........ 2.081 935 94 3.110 
Juzgado 2o. de la. Instancia, Huehuetenango ......... 804 493 14 1.341 
Juzgado lozdetlas Tastancia sb 9.032 2.607 76 117 
Juzgado dela instaicia Jalapa 5.286 - 629 58 5.973 
Juzgado Llop de la” lostancias Juiapa o id 858 305 62 1223 
Juzgado 20. deta. Instanciasutiapa a e ia 1.467 590 48 2.105 
Juzgado de «Las Instancia Detener e ae 1.225 906 40 2.171 
Juzgado lo. de la. Instancia, Quezaltenango ......... 6.019 331 100 6.450 
Juzgado 2o. de la. Instancia, Quezaltenango ......... 2.178 848 76 3.102 
Juzgado de la. Instancia, Coatepeque ............o.o.. 17.653 618 65 18.336 
Juzgado; de “La. lastanicia Chucho 3.102 1.101 108 4.311 
Juzgado. de La.) Instancia, “Retalhulen e 1.325 524 77 1.926 
Juzgado de la. Instancia, Sacatepéquez .......ooo.oo... 3.187 314 34 3.535 
Juzgado lo. de la. Instancia, San Marcos ........... 2.336 567 62 2.965 
Juzgado 2o. de la. Instancia, San Marcos ........... 3.059 225 52 3.336 
Juzgado lo. de la. Instancia, Santa Rosa ..........- 4.356 688 57 5.101 
Juzgado 2o. de la. Instancia, Santa Rosa ............ 1.880 444 Í 58 2.382 
Juzgado“ desdlaostancia Sola io 2.606 456 37 3.099 
luzgado lo. de la. Instancia, Suchitepéquez ......... 3.100 818 , 111 4.029 
Juzgado de la. Instancia, Totonicapán .............. 2.407 806 100 319 
Juzgado de la. Instancia, Zacapa ....... e 794 624 31 1.449 
Juzgados. de lránsito, ¿Guatemala oe rs 8.998 2.883 1.037 12.918 
Juzgado» 20 de WPransito, ¡Guatemala 0. da 3.542 2.409 122 6.073 
Juzgado 3o. de Tránsito, Guatemala” ....oooooooooo... 191 : 298 55) 524 
Juzgado de Sanidad, Guatemala ....0on.ani 1.096 194 48 1.338 
Tribunal de Menores, Guatemala .................. 4.316 115 27, 4.478 
ota 177.521 50.868 6.633 235.022 
RESUMEN 
Decretos Autos Sentencias Totales 
TOTAE RAMO” PENAL ese E in. 177.521 50.868 6.633 235.022 
TOTAL RAMONA o NE 75.620 14.697 2.712 93.029 


Mota... 253.141 65.565 9.345 328.051 
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RAMO DE TRABAJO 


Tribunales Decretos Autos Sentencias Totales 
Sala Primera Trab. y Prev. Soc., Guatemala ......... 412 34 65 511 
Sala Segunda Trab. y Prev. Soc., Guatemala ........ 424 69 80 573 
Juzgado lo. Trab. y Prev. Soc., Guatemala ......... 1.693 249 44 1.986 
Juzgado 2o. Trab. y Prev. Soc., Guatemala .......... 1.319 247 85 1.651 
Juzgado 30. Trab. y Prev. Soc., Guatemala ......... 1.230 Ue 47 1.602 
Juzgado 4o. Trab. y Prev. Soc., Guatemala ......... 1.280 77 48 1,405 
Juzgado Trab. y Prev. Soc. 2a. Zona, Escuintla ...... 1.329 86 40 1,455 
Juzgado Trab. y Prev. Soc. 3a. Zona, Mazatenango .. 623 48 18 689 
Juzgado Trab. y Prev. Soc. 4a. Zona, Quezaltenango .. 510 235 29 774 
Juzgado Trab. y Prev. Soc. 5a. Zona, Cobán ........ 27 13 2 42 
Juzgado Trab. y Prev. Soc. 6a. Zona, Puerto Barrios .. 497 137 19 653 
Juzgado Trab. y Prev. Soc. 7a. Zona, Jalapa ........ 30 2 0 32 
Juzgado Trab. y Prev. Soc. 8a. Zona, Sta. Cruz Quiché 239 26 Z 267 
Juzgado Trab. y Prev. Soc. 9a. Zona, Flores ........ 51 20 4 ZO 

ota 9.664 1.568 483 11.715 


RAMO DE CUENTAS Y ECONOMICO COACTIVO 


Tribunales Decretos Autos Sentencias Totales 
Tribunal de 2a. Instancia de Cuentas, Guatemala ..... 486 45 69 600 
Juzgado Primero.de Cuentas, Guatemala ............ 587 140 110 837 
Juzgado Segundo de Cuentas, Guatemala .......... bs 274 328 48 650 
Juzgado Tercero de Cuentas, Guatemala ............ 801 53 42 896 
Juzgado Primero Económico Coactivo, Guatemala .... 1.990 404 87 2.571 
Juzgado Segundo Económico Coactivo, Guatemala .... 1.336 Ys] 122 ZERO 
Juzgado Tercero Económico Coactivo, Guatemala .... 1.520 50 81 IA 

olaa 6.994 1.925 559 9.478 


RAMO DEL SERVICIO MEDICO FORENSE 


Taba des Informes Autopsias Exhuma- 

emitidos practicadas - ciones Totales 
Medico” ¡Borense Capital do ee dto ios 6.059 684 3 6.746 
Medico. Eorenses ¡Amatitlan La daa > e e 330 34 0 364 
Médico Forense, Cobán, Alta Verapaz .............. 185 38 0 223 
¡Medico Forense; ¡Coatepequela toas avaro 20 rales 164 23 0 187 
Medico Borense, Chimaltenango Nooo ras 511 114 0 625 
Medico Forense, Ghiquimula ¿0 ios ana en ao ao ae e 58 9 0 67 
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Tales Informes Autopsias Exhuma- 
emitidos practicadas - ciones Totales 

Médico Horense; Escuiitla a da 310 Pr) ( 3 + 399 
Médico Forense, Huehuetenango ....... o... .....o.... ELA 61 0 402 
Médico: Forense” Imabal ai EA 397 - 43 0 440 
Médico Forense; Jalapar os cta a 193 61 0 254 
Médico! Forense. Jnblapar eo e ns EA qa" 69 2 
Médico Forense, Quezaltenango .............o.oooo.o.. 307 68 1 376 
Médico Forense, Quiché ........ A NS 316 21 0 337 
Médico Eorense Retalluli o 325 46 0 371 
Médico Forense, Salamá, Baja Verapaz ............. 335 39 0 374 
Médico Forense, Sacatepéquez ....0ooooooomoocmmo ooo. 569 70 Bor 645 
Médico Forense Santa Rosa lot IN 201 18 0 219 
Médico Forense, San Marcos .......o...o... A : 307 29 1 397 
Medico Forense Sole o AA y 312 SJ, 0 371 
Médico Forense, Suchitepéquez, Mazatenango ......... 371 35 1 407 
Médico "Forense, Potonicapan od A 204 11 0 SA 
Médico Forense; Macapas. mit OSO 250 23 A eE 
Médico Forense, Tiquisate ............. e MR ZA 28 0 275 

Portal 12.695 1.605 19 14.319 
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MAGISTRADO: Lic. Francisco Zetina Pacheco 
MAGISTRADO SUPLENTE: Lic. Roberto Franco Pérez 
MAGISTRADO SUPLENTE: Lic. Jorge Efraín Monterroso Salvatierra 
SECRETARIO: Lic. Carlos Enrigue de León Córdova 


E A IO IRE NI II ES, 


PRESIDENTE: Lic. Hugo Pellecer Robles 
MAGISTRADO: Lic. Carlos Escobedo Mencos 
MAGISTRADO: Lic. Wilfredo Valenzuela Oliva 
MAGISTRADO SUPLENTE: Lic. Carmen Yolanda Chavarría de Ponce 
MAGISTRADO SUPLENTE: Lic. Benjamín Garoz Villatoro 
SECRETARIO: Lic. Raúl Alfredo Pimentel Afre 


Sala Quinta de la Corte de Apelaciones, con sede en Jalapa: 


PRESIDENTE: Lic. Arturo Centeno Menéndez 
MAGISTRADO: Lic. Ronán A. Roca Menéndez 
MAGISTRADO: Lic. Juan José Rodas 
MAGISTRADO SUPLENTE: Lic. Alfredo Valle Calvo 
MAGISTRADO SUPLENTE: ME: ; 
SECRETARIO: "Sr. Fernando Trabanino 


Sala Sexta de la Corte de Apelaciones, con sede en Zacapa: | 


PRESIDENTE: Lic. José Antonio Villacorta h. 
MAGISTRADO: Lic. Jorge Luis Godínez G. 
MAGISTRADO: Lic. Harold Wolley Nuila 
MAGISTRADO SUPLENTE: Lic. Roberto Salvador Cuéllar Estrada 
MAGISTRADO SUPLENTE: Lic. Jorge Augusto Delgadillo Madrid ; 
SECRETARIO: Sr. Enrique Cordón Vargas y 


Sala Séptima de la Corte de Apelaciones, con sede en Quezaltenango: 


PRESIDENTE: Lic. Horacio Mijangos Morales 
MAGISTRADO: Lic. Hugo González Caravantes 
MAGISTRADO: Lic. Mario Raúl Delgadillo de Paz 
MAGISTRADO SUPLENTE: Lic. Guillermo Rodríguez Serrano 
MAGISTRADO SUPLENTE: le: S 


SECRETARIO: : Lic. Manuel Velarde Santizo 
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Sala Octava de la Corte de Apelaciones, con sede en Quezaltenango: 


PRESIDENTE: 
MAGISTRADO: 
MAGISTRADO: 
MAGISTRADO SUPLENTE: 
MAGISTRADO SUPLENTE: 
SECRETARIO: 


Lic. Humberto Velásquez Aguirre 
Lic. José María Barrios Martínez 
Lic. Roberto Kleé Fleischman 
Lic. Misael Arroyo. Espina 

Lic. Héctor Napoleón Alfaro G. 
Lic. Osberto Augusto Maldonado 


Sala Novena de la Corte de Apelaciones, con sede en 


Antigua Guatemala: 


PRESIDENTE: 
MAGISTRADO: 
MAGISTRADO: 
MAGISTRADO SUPLENTE; 
MAGISTRADO SUPLENTE: 
SECRETARIO: 


Lic. J. Francisco Rendón Cervantes 
Lic. Roberto de la Hoz Zepeda 
Lic. Alberto Arévalo Andrade 

Lic. Carlos A. Carbonel D. 

Lic. Humberto Lewin 

Sr. Manuel Aceituno Ronquillo 


Sala Décima de la Corte de Apelaciones, con sede en esta capital: 


PRESIDENTE: 
MAGISTRADO: 
MAGISTRADO: 
MAGISTRADO SUPLENTE: 
MAGISTRADO SUPLENTE: 
SECRETARIO: 


Lic. Evaristo García Merlos 

Lic. Carlos Guzmán Estrada 
Lic. Oscar Najarro Ponce 

Lic. Manfredo Marroquín Guerra 
Lic. Enrique Pellecer Hernández 
Lic. César Homero Méndez 


JUECES DE PRIMERA INSTANCIA 


Departamento de Guatemala 


Ramo Civil: 


PRIMERO: 
SEGUNDO: 
TERCERO; 
CUARTO: 
QUINTO: 
SEXTO; 
SEPTIMO: 


Ramo Penal: 


PRIMERO: 
SEGUNDO: 
TERCERO; 
CUARTO: 
QUINTO: 
SEXTO: 
SEPTIMO: 
OCTAVO: 
NOVENO; 
DECIMO: 


Lic. Guillermo Corzo Guzmán 

Lic. Ada Luisa Morales Landa 

Lic. Benjamín Garoz Villatoro 

Lic. Alcides A. Lobos Hernández 
Lic. Jorge Augusto Delgadillo Madrid 
Lic. Urbano Gramajo Castilla 

Lic. Carlos Gracias Arriola 


Lic. Mariano Toaspern Quintero 
Lic. Tomás Franco Chegiién 

Lic. César Augusto Villalta Pérez 
Lic. Manfredo Marroquín Guerra 
Lic. Enrique Pellecer Hernández 
Lic. Vicente Rosales Rojas 

Lic. Manuel Arturo García Gómez 
Lic. Javier Román Hinestroza L. 
Lic. David Osorio Rivas 

Lic. Gustavo de León Asturias 


a 
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Tribunal para Menores: 


JUEZ: 


Lic. Jorge E. Monterroso Salvatierra 


JUECES DE PAZ DE LA CAPITAL 


Ramo Civil: 


PRIMERO: 
SEGUNDO: 
TERCERO: 
CUARTO: 
QUINTO: 
SEXTO; 


Ramo Criminal: 


PRIMERO: 
SEGUNDO: 
TERCERO: - 
CUARTO: 
QUINTO: 

SEXTO: 

SEPTIMO: 
OCTAVO; 
NOVENO: 

CIVIL Y PENAL: 
DECIMO: 

CIVIL Y PENAL: 
UNDECIMO: 
DUODECIMO: 
DECIMO TERCERO: 
DECIMO CUARTO: 


JUECES DE FAMILIA DEL DEPARTAMENTO DE GUATEMALA 


Lic. Ana María Vargas Dubón de Ortiz 


PRIMERO: 
SEGUNDO: 
TERCERO: 
CUARTO: 


JUECES DE PRIMERA INSTANCIA DEPARTAMENTALES 


ALTA VERAPAZ: 

BAJA VERAPAZ: 
COATEPEQUE: 
CHIMALTENANGO: 
PRIMERO DE CHIQUIMULA: 
SEGUNDO DE CHIQUIMULA: 
EL PROGRESO: 

PRIMERO DE ESCUINTLA: 
SEGUNDO DE ESCUINTLA: 


Lic 
Lic 
e 


Lic. 
1 
118; 
Ele: 
Lic. 
Lic. 
Pie; 
Lic. 
¡5 


. Roberto Anchissi Cáceres 

. Luis Schlessinger Biguria 

. Mario Arnoldo Reyes Gamboa - 
. Carlos Enrique Reinoso Gil 

. Oswaldo Meneses Escobar 

. Acisclo Valladares Molina 


. Luis Alberto López Moncrieff 

. Fernando Antonio Bonilla Martínez 
. Oscar Humberto Rivas García 

. Madlio Carías Recinos 

. Juan José Cabrera Meza 


Ramón Antonio Táger López 


. Hugo Gustavo González García 
. Felipe A. Castillo de León 


. Juan de Dios Reyes Leal 


. Nery Saúl Dighero Herrera 

. Donaldo Manuel García Peláez 
r. Roberto Enrique Quiñónez Díaz 
. Marco Antonio Ramos Gálvez 

. Sergio Leal Espinoza 


. Francisco Vásquez Castillo 
. Héctor Rafael Pinto Mejía 
. Héctor Edmundo Zea Ruano 


Julio Augusto Reyes 

Luis Francisco Paniagua 

Hiram Ordóñez 

Ricardo Alvarez González 

Ramiro de Jesús Guerra Figueroa 
Francisco Armando López Barrios 
Maximiliano Valdez Guillermo 
Guillermo Héctor Morales H. 
Guillermo Enrique Romero Peralta 
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PRIMERO DE 

HUEHUETENANGO: Lic. José Víctor Taracena Alba 
SEGUNDO DE 

HUEHUETENANGO: Lic. Héctor González Pineda 
PRIMERO DE IZABAL: Lic. Alberto Gálvez Diaz 


JUEZ SEGUNDO DE la. INS- 
y TANCIA Y FAMILIA DE IZA- 
BAL Y JUEZ DE TRABAJO Y 
PREVISION SOCIAL DE LA 


, SEXTA ZONA ECONOMICA: Lic. Antonio Eliseo Ocaña Zarco 

E: JALAPA: Lic. Alfredo Valle Calvo 

pS PRIMERO DE JUTIAPA: Lic. Roberto Franco Pérez 

Eo SEGUNDO DE JUTIAPA: Lic. Miguel Angel Garcia E. 

2 PETEN: Lic. Jorge Isaac Oregel Córdova 

be PRIMERO DE 

A QUEZALTENANGO: Lic, Lionel Enrique Ríos Martínez 
Ebo SEGUNDO DE 

] QUEZALTENANGO: Lic. Fernando Hurtado Prem 

> DE FAMILIA DE 

; QUEZALTENANGO: Lic. Héctor Napoleón Alfaro García 
3 QUICHE: Lic. Byron Díaz Orellana 
RETALHULEU: Lic. Luis Arturo Méndez E. 

, SACATEPEQUEZ: Lic. Carlos Arnulfo Rodríguez y Rodríguez 
de. PRIMERO DE SAN MARCOS: Lic. Adalberto Herrera Palacios 


SEGUNDO DE SAN MARCOS: — Lic. José Emilio Rolando Ordóñez Cifuentes 
PRIMERO DE SANTA ROSA: Lic. Juan Francisco Pérez García 
SEGUNDO DE SANTA ROSA: — Lic. Henio Arno López Armas 

PRIMERO DE 

SUCHITEPEQUEZ: Lic. Víctor Manuel] Orellana Estrada 

JUEZ SEGUNDO DE la. INS- 

TANCIA Y FAMILIA DE SU- 

CRIMEBEQUEZ: Y. JUEZ DE 

TRABAJO Y PREVISION SO- 

CIAL DE LA TERCERA ZONA 


ECONOMICA: Lic. Juan Carlos Ocaña Mijangos 
] SOLOLA: Lic. José Arturo Sierra González 
2% : TOTONICAPAN: Lic. Jorge Hernández Bonne 
ZACAPA: Lic. Fausto Elí Maldonado Rosales 


TRIBUNALES DE TRABAJO Y PREVISION SOCIAL 


Sala Primera de Trabajo y Previsión Social: 


PRESIDENTE: Lic. Servio Tulio Aquino Barillas 
MAGISTRADO: Lic. Romeo Sandoval Carrillo 

l - MAGISTRADO: Lic. María Luisa Juárez C. 

. MAGISTRADO SUPLENTE: Lic. Luis Gonzalo Zea Ruano 

, gn , MAGISTRADO SUPLENTE: Lic. Alfonso Molina Flores 

; SECRETARIO: Br. J. Augusto López Moncrieff 

3 Sala Segunda de Trabajo y Previsión Social: 

” PRESIDENTE: Lic. Luis René Sandoval Martínez 
MAGISTRADO: Lic. Esperanza de León Martínez 


MAGISTRADO: Lic. Arnulfo Maldonado Echeverría 
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MAGISTRADO SUPLENTE: Lic. Augusto Valdez Castellanos 
MAGISTRADO SUPLENTE: Lic. Jorge Bonilla López 
SECRETARIO: Br. Carlos Alfonso Alvarez Lobos-Villatoro 


ZONAS ECONOMICAS DE TRABAJO Y PREVISION SOCIAL 


Número Uno (sede en esta capital) 


JUEZ PRIMERO: Lic. Apolo Eduardo Mazariegos G. 
JUEZ SEGUNDO Lic. Juan José Rodas Martínez 
JUEZ TERCERO: Lic. Mario Santiago Pérez Pineda 
JUEZ CUARTO: Lic. Consuelo Ruiz Scheel 


Jurisdicción: Guatemala, Chimaltenango, El Progreso, Sacatepéquez, Santa Rosa. 


Número Dos (sede Escuintla, Cabecera) 


JUEZ: Lic. Víctor Manuel Coyoy Mejía 


Jurisdicción: Escuintla. 


Número Tres (sede Mazatenango) 


JUEZ: ; Lic. Juan Carlos Ocaña Mijangos 
Jurisdicción: Retalhuleu, Suchitepéquez. " 


Número Cuatro (sede Quezaltenango, Cabecera) 


JUEZ: Lic. Joaquín Záenz Ortega 
Jurisdicción: Quezaltenango, San Marcos, Totonicapán. 


Número Cinco (sede Cobán) 


JUEZ; Lic. Julio Augusto Reyes 
Jurisdicción: Alta Verapaz, Baja Verapaz. 


Número Seis (sede Puerto Barrios) 


JUEZ: Lic. Antonio Eliseo Ocaña Zarco 
Jurisdicción: Chiquimula, Izabal y Zacapa. ' 


Número Siete (sede Jalapa, Cabecera) 


JUEZ: Lic. Alfredo Valle Calvo 


Jurisdicción: Jalapa, Jutiapa. 


Número Ocho (sede Santa Cruz del Quiché) 


JUEZ; Lic. Byron Díaz Orellana 
Jurisdicción: Huehuetenango, Quiché Sololá, 


Número Nueve (sede Flores) 


JUEZ: Lic. Jorge Isaac Orégel Córdova 


Jurisdicción: Petén. 
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TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 


PRESIDENTE: Lic. José Juan Alvarez Rivera 
MAGISTRADO: Lic. Valentin Gramajo Castilla 
MAGISTRADO: Lic. Julio García Castillo 
MAGISTRADO SUPLENTE: Lic. Salvador Chicas Carrillo 
MAGISTRADO SUPLENTE: Lic. Oscar Erasmo Taracena Godínez 
SECRETARIO: Lic. Víctor Valerio Guerrero 


TRIBUNAL DE CONFLICTOS DE JURISDICCION 


PRESIDENTE: Lic. Alberto Lobos Leiva 
MAGISTRADO: Lic. Roberto Martínez Recinos 
MAGISTRADO: Lic. Vicente Cano Ponce 
MAGISTRADO SUPLENTE: Lic. Jorge Jiménez Cajas 
MAGISTRADO SUPLENTE: Lic. Ramiro Aragón Ordóñez 
SECRETARIO: Lic. Miguel Alvarez Lobos 


MAGISTRADOS DEL TRIBUNAL DE SEGUNDA 
INSTANCIA DE CUENTAS 


PRESIDENTE: Lic. Virgilio Alvarez Castro 

MAGISTRADO: Lic. Carlos Andrés Corzantes Mi. 
MAGISTRADO: Lic. Francisco Fonseca Penedo 
MAGISTRADO SUPLENTE: Lic. Amílcar Morales Cardona 
MAGISTRADO SUPLENTE: Lic. Ernesto Vásquez Avilés 

SECRETARIO: Contador Federico Guillermo Sáenz de Tejada 


JUECES DE LOS TRIBUNALES DE CUENTAS 


PRIMERO: > Lic. José Adán Gamboa Paz 
SEGUNDO: Lic. Rogelio Vargas Solórzano 
TERCERO: Lic. José Francisco López Granados 


JUECES DE LO ECONOMICO COACTIVO 


PRIMERO: Lic. Tácito Orozco González 
SEGUNDO: Lic. Rufino Adolfo Pardo Gallardo 
TERCERO: Lic. Carlos E. de León Cabrera 


JUEZ DE SANIDAD 


Lic. Marciano Castillo Rodas 


JUECES DE TRANSITO 


PRIMERO: Br. Gerardo Alberto Hurtado Flores 
SEGUNDO: Br. Alberto Juan Andoe Arathoon Pérez 
TERCERO: Contador; Luis Arturo Morales Cardona 
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JUECES SUPLENTES DE PRIMERA INSTANCIA 


Lic. Carlos Humberto Cuyún Medina 


Lic. Carlos Rivera Barillas 


SERVICIO MEDICO FORENSE 


Dr. 
Dr. 
Dr. 
Dr. 
Dr. 
Dr. 


Jefe del Departamento Médico: 
Jefe de Casos Hospitalarios: - 
Médico Auxiliar: 

Médico Auxiliar: 

Médico Auxiliar: 

Médico Auxiliar: 


MEDICOS 


Médico Forense de Alta Verapaz: 
Médico Forense de Amatitlán: 
Médico Forense de Baja Verapaz: 
Médico Forense de Coatepeque: 
Médico Forense de Chimaltenango: 
Médico Forense de Chiquimula: 
Médico Forense de Escuintla: 
Médico 
Médico Forense de Izabal: 

Médico Forense de Jalapa: 

Médico Forense de Jutiapa: 
Médico Forense de Quezaltenango: 
Médico Forense de El Quiché: 
Médico Forense de Retalhuleu: 
Médico Forense de Sacatepéquez: 
Médico Forense de San Marcos: 
Médico Forense de Suchitepéquez: 
Médico Forense de Santa Rosa: 
Médico Forense de Totonicapán: 
Médico Forense de Zacapa: 
Médico Forense de Tiquisate: 


MEDICO FORENSE AD-HONOREM 


Jurisdicción: Malacatán, Rodeo, San Pablo del 


Departamento de San Marcos: 


ARCHIVO GENERAL DE PROTOCOLOS 


DIRECTOR: 


PATRONATO DE CARCELES Y LIBERADOS 


DIRECTOR: 


Forense de Huehuetenango: 


FORENSES DEPARTAMENTALES 


Dr. 
1, 
Dr. 
Dr. 
Dr. 
Dr. 
Dr. 
Dr. 
Dr. 
Dr. 
Dr. 
Dr. 
Dr. 
Dr. 
Dr. 
Dr. 
Dr. 
DE 
Dr. 
Dr. 
Dr. 


Dr. 


Lic. Manuel Herrera Fuentes 


Arturo Carrillo 

Alfredo Gil Gálvez 

Isaías Ponciano G. 

Fausto Aguilar R. 
Abel Girón Ortiz , o 
Julio Roberto Barrios Flores 


Julio César López E. 

José Orlando Quiroz R. 
Guillermo Rubén Arriola B. 
Jorge Alberto León Soto 
Emilio Mendizábal Ferrigno 
Carlos Mauricio Guzmán 
Manuel Lisandro Montenegro 
Víctor Gustavo Ríos G. 
Angel M. Vásquez C. 
Silvano [Antonio Carías R. 
René Chicas Carrillo 

Luis Alberto Ramírez A. 
Hipólito Dardón Letona 
Héctor A. Acevedo 

Juan Pablo Chávez García 
Moisés Villagrán M. 
Rubén Alfonso de León Reyna 
Ricardo A. Palomo R. 
Germán Aguilar R. 

J. Armando Andrino G. 
Ramiro Augusto Cordón A. 


id 


Rodolfo Girón Martínez 


Lic. Vicente Sagastume Pérez 
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JUNTA CENTRAL DE PRISIONES 


PRESIDENTE: Lic. Vicente Sagastume Pérez 


JUNTAS REGIONALES DE PRISIONES 


QUEZALTENANGO , 

PRESIDENTE: Lic. Oscar Horacio Bonilla 
ESCUINTLA 

PRESIDENTE: Lic. Adrián Vega Ruano 
PUERTO BARRIOS 

PRESIDENTE: E Lic. Guillermo Alvarez del Cid 


DEPARTAMENTO DE ESTADISTICA JUDICIAL 


DIRECTOR: Sr. Mario Héctor Palomo Bolaños 


ARCHIVO GENERAL DE TRIBUNALES 


DIRECTOR: Sr. Mario Rodolfo Lima 


TESORERIA DEL ORGANISMO JUDICIAL 


TESORERO: Contadora Dora Julia Cóbar de Del Valle 


- INSTITUTO JUDICIAL 


PRESIDENTE: Lic. Humberto Vizcaíno Leal 
VICEPRESIDENTE: Lic. Hernán Hurtado Aguilar 
VOCALES: (Magistrados de Salas de la Corte de Apelaciones) 


Lic. Luis Alfonso Juárez y Aragón 
Lic. Hugo Pellecer Robles 


JUECES DE PRIMERA INSTANCIA 


Lic. César Augusto Villalta Pérez 
Lic. Alcides Augusto Lobos Hernández 


Lic 


Lic 


Lic 


REPRESENTANTE DEL CONGRESO DE LA REPUBLICA 


. Ernesto Zamora Centeno 


REPRESENTANTE DEL MINISTERIO DE GOBERNACION 


. Carlos Rodríguez Aragón 


REPRESENTANTE DEL MINISTERIO PUBLICO 


. Leocadio de la Roca Pérez, 


AS O Ss A ES AN e A 


, 
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ABOGADOS EN EL EJERCICIO PROFESIONAL 


Lic. Arnoldo Reyes Morales 
Lic. Ricardo Sagastume Vidaurre 
SECRETARIO: : Br. Rodolfo Colmenares Arandi 


JURISDICCION DE LOS TRIBUNALES 


Salas de la Corte de Apelaciones 


Sala Primera (Guatemala) 


Juzgado Lo: dela. Instancia de lo Ci A Guatemala 
Juzgado. 30; delas Instancia de lo Cul Guatemala 
Juzgado So de Mas lustancia de Ll A Guatemala 


Los Asuntos Civiles y de Familia de los Juzgados de la. Instancia de los 
departamentos de: 


Alta Verapaz 

Baja Verapaz 

lo. de Escuintla 
Petén 

2o. de Suchitepéquez 


Los Asuntos Civiles del Juzgado de Sanidad de Guatemala. 
Y los asuntos civiles de SANIDAD de los Juzgados de la. Instancia de 
los departamentos de: 


Alta Verapaz 

Baja Verapaz 

lo. de Escuintla 

20. de Suchitepéquez 


Sala Segunda (Guatemala) 


Juzgados Zo: dex ila, lostancia delo CA O a Guatemala 
Juzgado do. de Ta: Instancia dedo ion Guatemala 
Juzgado (6os de Vaiiastacia dio o oe Guatemala 
Juzgado 70: Ade la asta ao e Guatemala 
Juzgado. lo, de-Familia: Yi A A Y Sd Guatemala 
Juzgado-2o; de “Hamilla aras alar AM A tara ateo Guatemala 
Juzgado! 30. de Baila O, ao OEA E Guatemala 
Juzgado 4o:de Familia. E DELE Eo ERE Guatemala 


Y los Asuntos Civiles y los Asuntos Civiles de Sanidad del Juzgado 2o. de 
la. Instancia de: 
Escuintla 


Sala Tercera (Guatemala) 


Juzgado? lo dela instancia" delo Criminal O Guatemala 
Juzgado 20. de la. Instancia de lo" Cummal a Guatemala 
Juzgado. 7/0 de la nstancia dedo Coma OA Guatemala 


Y los asuntos penales de los Juzgados de la. Instancia de: 


Baja Verapaz 
Petén 
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27 
Tribunal Militar de la Base de Poptún “General Luis García León”. 
Los asuntos penales de Sanidad de los Departamentos de: 
Baja Verapaz 
Petén 
Sala Cuarta (Guatemala) - 
en Juzgado 30. de Ja. Instancia de lo Croma Guatemala 
> > Timgado Ho de a Instancia de Cm Guatemala 
A Jnagador do: de “lar lustancia ue lo Comm O Guatemala 
f Los asuntos penales del Juzgado de la. Instancia de: 
Alta Verapaz 
Les, . . Tribunal Militar de la Zona Central “General Justo Rufino Barrios”. 
A: Y los asuntos penales de SANIDAD del Juzgado de la. Instancia de: 
A Alta Verapaz y 


NS Sala Quinta (Jalapa) 


Conocerá de los asuntos civiles, penales y de familia de: 
x Juzgado lo. de la. Instancia de Jutiapa 
2. Juzgado 2o. de la. Instancia de Jutiapa 
Juzgado lo. de la. Instancia de Santa Rosa 
Juzgado 2o. de la. Instancia de Santa Rosa 
Juzgado de la. Instancia de Jalapa 


Tribunal Militar de la Zona de Jutiapa “General Aguilar Santa María”. 
Y los asuntos civiles y penales de SANIDAD de: 


Juzgado de la. Instancia de Jalapa 
Juzgado lo. de la. Instancia de Jutiapa 
Juzgado 2o. de la. Instancia de Jutiapa 
Juzgado lo. de la. Instancia de Santa Rosa 
Juzgado 2o. de la. Instancia de Santa Rosa 


Sala Sexta (Zacapa) 3 z 


Conocerá de los asuntos civiles, penales y de familia de: 

Juzgado lo. de la. Instancia de Chiquimula 

Juzgado 2o. de la. Instancia de Chiquimula 

Juzgado lo. de la. Instancia de Izabal (Asuntos Penales) 

Juzgado 2o. de la. Instancia de Izabal (Asuntos Civiles y Familia) 

Juzgado de la. Instancia de El Progreso 

Juzgado de la. Instancia de Zacapa 

Tribunal Militar de la Zona de Zacapa “Capitán General Rafael Carrera” y 
La Base Militar de Puerto Barrios 


Los asuntos civiles y penales de SANIDAD de: 


Juzgado lo. de la. Instancia de Chiquimula 

Juzgado 2o. de la. Instancia de Chiquimula 

Juzgado lo. de la. Instancia de Izabal (Asuntos Penales) 
Juzgado 2o. de la. Instancia de Izabal (Asuntos Civiles) 
Juzgado de la. Instancia de El Progreso 

Juzgado de la. Instancia de Zacapa 
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Sala Séptima (Quezaltenango) 


Conocerá de los asuntos civiles y penales de: 
Juzgado lo. de la. Instancia de Quezaltenango 
Los asuntos civiles, penales y de familia de: 
Juzgado lo. de la. Instancia de Huehuetenango 
Juzgado 2o. de la. Instancia de San Marcos 
Juzgado de la. Instancia de Coatepeque 
Juzgado de la. Instancia de Totonicapán 
-Juzgado de la. Instancia de El Quiché 


Tribunal Militar de la Zona “General Manuel Lisandro Barillas”. 


Los asuntos civiles y penales de SANIDAD de: 
Juzgado lo. de la. Instancia de Huehuetenango 
Juzgado lo. de la. Instancia de Quezaltenango 
Juzgado 2o. de la. Instancia de San Marcos 
Juzgado de la. Instancia de Coatepeque 
Juzgado de la. Instancia de Totonicapán 
Juzgado de la. Instancia de El Quiché 


Sala Octava (Quezaltenango) 


Conocerá de los asuntos civiles, penales y de familia de: 


Juzgado lo. de la. Instancia de San Marcos 
Juzgado 2o. de la. Instancia de Huehuetenango 
Juzgado de la. Instancia de Retalhuleu 


Los asuntos civiles y penales de: 


Juzgado 2o. de la. Instancia de Quezaltenango 
Juzgado de Familia de Quezaltenango 


Y los asuntos civiles y penales de SANIDAD de: 


Juzgado 2o. de la. Instancia de Quezaltenango 
Juzgado lo. de la. Instancia de San Marcos 
Juzgado 2o. de la. Instancia de Huehuetenango 
Juzgado de la. Instancia de Retalhuleu : 


Sala Novena (Antigua Guatemala-Sacatepéquez) 


Conocerá de los asuntos civiles, penales y de familia de: 


Juzgado de la. Instancia de Sacatepéquez 
Juzgado de la, Instancia de Sololá 
Juzgado de la. Instancia de Chimaltenango 


Los asuntos penales de: 


Juzgado lo. de la. Instancia de Escuintla 
Juzgado 2o. de la. Instancia de Escuintla 


- Y los asuntos penales de SANIDAD de: 


Juzgado lo. de la. Instancia de Escuintla 
Juzgado 2o. de la. Instancia de Escuintla 


Sala Décima (Guatemala) 


Corresponden los Juzgados: 


Juzgado 50. de la. Instancia de lo Criminal, Guatemala 


o dl 


ci AS A 
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Juzgado 60. de la. Instancia de lo Criminal, Guatemala * 
Juzgado 9o. de la. Instancia de lo Criminal, Guatemala 
Juzgado 100. de la. Instancia de lo Criminal, Guatemala 


Y los asuntos penales del Juzgado lo. de la. Instancia de Suchitepéquez. 
Tribunal Militar de la Zona Militar “Mariscal Gregorio Solares” del Quiché 
Juzgado de Sanidad de Guatemala (Asuntos Penales) 


Y los asuntos penales de SANIDAD de: 


Juzgado lo. de la. Instancia de Suchitepéquez 


a TRIBUNALES DE TRABAJO 


Sala Primera de la Corte de Apelaciones de Trabajo 


Zona Económica número uno: 
Juzgados 3o. y 4o. de Trabajo 
Zona Económica número dos 
Zona Económica número cuatro 
Zona Económica: número cinco 
Zona Económica número nueve 


Sala Segunda de la Corte de Apelaciones de Trabajo 


Zona Económica número uno: 
Juzgados lo. y 20. .de Trabajo 
Zona Económica número seís 

Zona Económica número siete 
Zona económica número ocho 


TRIBUNALES DE SEGUNDA INSTANCIA DE CUENTAS 


Juzgado lo. de Cuentas 
Juzgado 2o. de Cuentas 
Juzgado 3o. de Cuentas 
Juzgado lo. de la Económico Coactivo 
Juzgado 2o. de lo Económico Coactivo 
Juzgado 3o. de lo Económico Coactivo 


JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA 


Ramo Civil (Guatemala) 


La 


Juzgado lo.: Juzgado lo. de Paz de lo Civil 
Juzgado 100. de Paz (Asuntos Civiles) 
Y los asuntos civiles del Juzgado de Paz de: 
San Pedro Ayampuc 
Juzgado 2o.: Juzgado 2o. de Paz de lo Civil 
Y los asuntos civiles del Juzgado de Paz de: 
_ Chuarrancho 
Juzgado 3o.: Juzgado 30. de Paz de lo Civil 
Y los asuntos civiles de los Juzgados de Paz de: 
Mixco, 
Santa Catarina Pinula 


Juzgado 4o.: 


Juzgado 5o.: 


Juzgado 6o.: 


Juzgado 7o.: 


Ramo Criminal: 


Juzgado lo.: 


Juzgado 2o.: 


Juzgado 3o.: 


Juzgado 4o.: 


Juzgado 5o.: 


Juzgado 6o.: 


Juzgado 7o.: 


Juzgado 80.: 


Juzgado 9o.: 
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Juzgado 4o. de Paz de lo Civil 

Y de los asuntos «viles de los Juzgados de Paz de: 
Amatitlán 

San José del Golfo 

Juzgado 50. de Paz de lo Civil 

Y los asuntos civiles de los Juzgados de Paz de: 
Chinautla 

San Juan Sacatepéquez 

Juzgado 9o. de Paz (Asuntos Civiles) 

Y los asuntos civiles de los Juzgados de Paz de: 
Palencia 

San Raymundo 

San Pedro Sacatepéquez (Guatemala) 
San Miguel Petapa 


1 


Juzgado 60. de Paz de lo Civil 


Y los asuntos civiles de los Juzgados de Paz de: 
Fraijanes 

San José Pinula 

Villa Canales 

Villa Nueva 


(Guatemala) 


Juzgado 7o. de Paz de lo Criminal 

Juzgado 80. de Paz de lo Criminal 

Y los asuntos penales del Juzgado de Paz de: 
San Raymundo (Guatemala) 

Juzgado lo. de Paz de lo Criminal 

Juzgado 60. de Paz de lo Criminal 

Y los asuntos penales de los Juzgados de Paz, de: 
Chuarrancho 

Mixco * 

Juzgado 20. de Paz de lo Criminal 

Juzgado llo. de Paz de lo Criminal 

Y los asuntos penales del Juzgado de Paz de: 
Villa Canales 

Juzgado 40. de Paz de lo Criminal 3 

Y los asuntos penales de los Juzgados de Paz de: 
Amatitlán 

Santa Catarina Pinula 

San Pedro Ayampuc 

Juzgado 3o. de Paz de lo Criminal 

Juzgado 2o. de Tránsito 

Y los asuntos penales del Juzgado de Paz de: 
Palencia 

Juzgado 50. de Paz de lo Criminal 

Juzgado 90. de Paz (Asuntos Penales) 

Juzgado lo. de Tránsito 

Juzgado 100. de Paz (Asuntos Penales) 

Y los asuntos penales de los Juzgados de Paz de: 
Fraijanes 

Villa Nueva > 

Juzgado 120. de Paz de lo Criminal 

Y los asuntos penales de los Juzgados de Paz de: 
San Miguel Petapa 

San José del Golfo 

Juzgado 130. de Paz de lo Criminal 
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Juzgado 30. de Tránsito 
Y los asuntos penales de los Juzgados de Paz de: 
Chinautla 
San José Pinula 
Juzgado 100.: Juzgado 14o. de Paz de lo Criminal 
Y los asuntos penales de los Juzgados de Paz “de: 
San Pedro Sacatepéquez (Guatemala) 
San Juan Sacatepéquez (Guatemala) 


E TRIBUNALES DE FAMILIA 
Juzgado lo.: Conocerá de los asuntos de familia de los Juzgados Menores 

A de los Municipios de: 
A Chuarrancho 
po : San José Pinula 

San Juan Sacatepéquez - 

San Pedro Sacatepéquez (Guatemala) 

San Raymundo 
Juzgado 2o.: Conocerá de los asuntos de familia de los Juzgados menores de los 


7 municipios de: - 
ce ' Fraijanes 
Mixco 


Santa Catarina Pinula 
Villa Canales 7 , 
E - Villa Nueva : 
Juzgado 3o.: Conocerá de los asuntos de familia de los Juzgados Menores de 
los municipios de: 
Amatitlán 
= Chinautla 
: San José del Golfo 
San Miguel Petapa 
San Pedro Ayampuc 
Palencia 


JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA 
- DEPARTAMENTALES 


CHIQUIMULA: 
Juzgado lo. de la. Instancia 


Chiquimula Cabecera 
- Concepción Las Minas 
Ipala : 
Jocotán 

San José La Arada 


CHIQUIMULA: 
Juzgado 2o. de la. Instancia 
Los Juzgados de Paz de: 


Camotán 

Esquipulas 

Olopa 

Quezaltepeque 
San Jacinto 

San Juan Ermita 
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ESCUINTLA: 
Juzgado lo. de la. Instancia 


Juzgado de Paz de la Cabecera y los asuntos civiles y penales de los Juzgados de 
Paz de: 

La Gomera 

Masagua 

Palín 

Santa Lucía Cotzumalguapa 

San Vicente Pacaya 


ESCUINTLA: 
Juzgado 2o. de la. Instancia 


De los Juzgados de Paz de: 
La Democracia 
Puerto de San José 
Puerto de Iztapa 
Siguinalá 
Tiquisate 


JUTIAPA: 
Juzgado lo. de la. Instancia 


De los asuntos civiles y penales de: 
Jutiapa, Cabecera 
Atescatempa 
Conguaco 
El Adelanto 
Jalpatagua 
Jerez 
Moyuta 
Pasaco 
Y upiltepeque 


JUTIAPA: 3 
Juzgado 2o. de la. Instancia 


De los asuntos civiles y penales de los Juzgados de Paz de: 
Asunción Mita 
Agua Blanca 
Comapa 
Progreso 
Quezada 
San José Acatempa 
Santa Catarina Mita 
Zapotitlán 


QUEZALTENANGO: 
Juzgado lo. de la. Instancia 


Juzgado lo. de Paz de la Cabecera y los asuntos civiles y penales de los Juzgados 
de Paz de: 

Cabricán 

Cajolá 

El Palmar 
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Huitán 
CN SA - Olintepeque 
> Palestina 
San Carlos Sija 
San Juan Ostuncalco 1 
San Francisco La Unión 
San Miguel Siguilá 


QUEZALTENANGO: 
Juzgado 2o. de la. Instancia 


a « - 


z > Juzgados 2o. y 3o. de Paz de la Cabecera y los asuntos civiles y penales de los 
Juzgados de Paz de 


AlJmolonga 
Cantel 
Concepción Chiquirichapa 
La Victoria 
Salcajá 
San Mateo 
- San Martín Sacatepéquez 
O y Sibilia 
: : Zunil 


COATEPEQUE: 
Juzgado de la. Instancia 


Tendrá jurisdicción sobre los Juzgados de Paz de: 


he Coatepeque 

po ; Colomba 
o : Flores Costa Cuca 

8 Génova, del departamento de Quezaltenango 
ES ki Quetzal 
. La Reforma 
] sl Nuevo Progreso 

0. a Ocós 
a Pajapita 

hs! ' Tecún Umán, del Departamento de San Marcos 


SAN MARCOS: 
Juzgado lo. de la. Instancia 


Juzgado de Paz de la Cabecera Departamental y de los asuntos civiles y penales 
de los Juzgados de Paz de: 


Catarina 

Esquipulas Palo Gorda 
El Tumbador 
Malacatán 

San Cristóbal Cucho 
San Miguel Ixtahuacán 
San Rafael Pie de la Cuesta 
San Lorenzo 

Tacaná 

Tajumulco 

Tejutla 

Río Blanco 
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SAN MARCOS: ? 
Juzgado 2o. de la. Instancia ) á 


Los asuntos civiles y penales de los Juzgados de Paz de: 
Concepción Tutuapa 
Comitancillo 
Ixchiguán d 
Sipacapa : A 
San Antonio Sacatepéquez 
E San José El Rodeo 
á San José Ojetenán 
San Pablo 
San Pedro Sacatepéquez 
Sibinal 


- HUEHUETENANGO: 
Juzgado lo. de la. Instancia 


Corresponderá los Juzgados de Paz de: 


Huehuetenango, Cabecera 
San Mateo Ixtatán 
Malacatancito 

Cuilco 

Nentón 

San Pedro Necta 
Jacaltenango 

San Pedro Soloma 

San Ildefonso Ixtahuacán - 
Santa Bárbara 

La Democracia 

San Miguel Acatán » 
San Rafael La Independencia 
E , Todos Santos Cuchumatán 
San Juan Atitlán 


HUEHUETENANGO: 
Juzgado 2o. de la. Instancia 


, Corresponderá los Juzgados de Paz de: 


Santa Eulalia 

Chiantla 

Colotenango 

San Sebastián Huehuetenango 
Tectitán Ñ 
Concepción 

San Juan Ixcoy 

San Antonio Huista 

San Sebastián Coatán 

San Gaspar Ixchil 

Santa Cruz Barillas 
Aguacatán 

San Rafael Petzal 

Santa Ana Huista 

La Libertad 

Santiago Chimaltenango 


y s- 
A y 
AS, 
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SANTA ROSA: 
- Juzgado lo. de la. Instancia 


1 Conocerá de los Juzgados de Paz de: 


Barberena 

Santa Rosa de Lima 
Nueva Santa Rosa 
Casillas 

San Rafael Las Flores 
San Juan Tecuaco 
Pueblo Nuevo Viñas 


SANTA ROSA: 
Juzgado 2o. de la. Instancia 


Conocerá de los Juzgados de Paz de: 


Cuilapa 

Oratorio 

Santa María Ixhuatán 
Chiguimulilla 
Guazacapán 

Taxisco 

Santa Cruz Naranjo 


) 


DIRECTORIO JUDICIAL 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 


PRESIDENCIA DEL ORGANISMO JUDICIAL. ......ocoocococnconcoo Tel. 28415 
O AA RS A o 0 A Tel. 27603 
MASON cal ZO da O baii Tel. 24121 
EAS A A AN AS A E AN Tel. 28206 
Magistrado vocal do. es fia is opa lis Dd e at IS Tel. 82430 
Magstradoy Moca a a Dario si o Tel. 86929 
Magistrados Vocal o cido ra aero a CAZAS 
MES tra do MOCOS O a an acia Tel. 20334 
IAS rado MOE A A LA RO E Wel- 323114 
SECRETARIA DE-LA CORTE SUPREMA-DE JUSTICIA 0. ...2m... Tel. 28416-28417 


SECRETARIA DE LA PRESIDENCIA DEL ORGANISMO JUDICIAL Tel. 


28415 


DEPENDENCIAS DE LA PRESIDENCIA DEL 


ORGANISMO JUDICIAL 


Archivo” General de Protoale rd O in vs Tel. 
Ario General ¡de Tribal a UA a Tas Ova Tel. 
Departamento destaca Na Tel. 
Biblioteca del Organismo Muda id eat plaoials Tel. 
¡Almacen ue lar Corte Siprema e us NS laa ajos Tel. 
Tesorería del Organismo Judicial ............. A E e a Al Tel. 
Patronato sde Carceles: y IAbDErados a a de Do Tel, 
Tinta Geutral de Prsiones odo pe Mei ls ld a loe Tel, 


SALAS DE LA CORTE DE APELACIONES 


SALA PRIMERA: o 
Sa ARIAS A E e O IO caro E Tel. 
SALA SEGUNDA: 

Area IS=02: Loma ¿dades E a TAC E Tel. 
SALA TERCERA: 

a la A RU CO Tel. 
SALA CUARTA: 

Sa CAM DAR ASA A, O A AO CE ION Tel. 
SALA DECIMA: 

a DS A TA A AN O AS ISSO O OO Tel. 
TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO: 

Aaiemda: 13-15 Zoda D noir a o Tel. 


29306 
28418 
28418 
28418 
28418 
24415 
86943 
86943 


80606 
20488 
85043 
24670 
85744 


29749 


ph 
q 
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SALAS DE LA CORTE DE APELACIONES DE 


TRABAJO Y PREVISION SOCIAL 


- Con sede en el Edificio América: 8a. Calle 9-55, da 1: 
SATA PRIMERA oo Aa a ATA alg a e ae Tel. 
SALA “SEGUNDA Mn eN AR EN Tel. 


JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA 
Ramo Civil: 


Con sede en el Edificio América: 8a. Calle 9-55, Zona 1: 


Primero RN No O Tel. 
Seguid. a a ora lata e e aj Sas (SIENA EN e EN Tel. 
MTI E E E A AO sI Eo Elo Tel, 
[A AR AS ic o Ar 0 Tel, 
Caio. dd dare OR A e PA Tel. 
Sexto A E O O le PAE AU o Tel. 
A A O Y A A Tel. 


Ramo Criminal: 


84651 
84732 


84323 
84649 
84439 
84423 
84421 
84859 
84736 


Primero Da Gale 023 MA A Tel, 20095 
Segundo: i6a...Ayvetida 2 02 AO e e NEO EA Tel. 27515 
Tercero: 6a. Avenida 2.02 ZO e o A EE Tel. 27516 
Cuanto: Sas Calle 10-Z3ELA A Tel. 25048 
Quinto: 11. Avenidai0- 40 LO e ON Tel. 27512 
Sexto: Sar Calle 03 O ls a eL A A Tel. 22841 
Séptimo: Ya “Avenida! WI Zona A NA e Tel. 23436 
Octavo: . 10a.  Avertida" LURO. Zona. MIA E A A UE DA Tel. 23435 
Noveno: 10a. Avénida..11:46 ¿Zona Dad e La A ES E 
Décimo: “M0a. Avenida l-40 Loa A Tel. 28181 
TRIBUNAL PARA MENORES: 14 Calle 1-54, Zona l ............... Tel. 86251 
JUZGADOS DE FAMILIA 
Pruna. Amenidades E NEON Vel SuaTa 
Sequado:' Za,” Avenida 4-35. Lora UA Mao AA 0N +. Tel. 80311 
Tercero AE ale LIO A A A Tel. 22008 
Cuarto dt alirdO AA A O O AU Tel. 24333 


JUZGADOS DE TRABAJO Y PREVISION SOCIAL 


ZONA ECONOMICA NUMERO UNO: 
Con sede en el Edificio América: 8a. Calle 9-55, Zona 1: 


Juzgado Lo. de Trabajo a MA iS AS NOA Tel. 
Juzgado" 20: den Trabant Iba Tel. 
Juzgador30. de rabos dana a MENA E as Tel. 
Juzgado: To. de aba e E Tel, 
TRIBUNALES DE CUENTAS 
TRIBUNAL DE SEGUNDA INSTANCIA DE CUENTAS: 
Sa. Calle 2233, LOA e OE A O Tel. 


TRIBUNALES DE PRIMERA INSTANCIA DE CUENTAS: 


qa. Calle 0 A A a E O Tel. 


24642 


20714 
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2 Tribunales de lo Económico Coactivo 


Primero: 5a. Calle 2-33, Zona 1 
Segundo: 5a. Calle 2-33, Zona 1 
Tercero: 3a. Calle 5-50, Zona 2 


JUZGADO DE SANIDAD: 
cal: “A” 11-65, Zona 1 


JUZGADOS DE PAZ 


Ramo Civil: 


Primero: 12 Calle 10-45, Zona 1 

Segundo: 8a. Calle 9-55, Zona 1, Edif. América 
Tercero: 5a. Avenida 12-73, Zona 1 

Cuarto: 5a. Avenida 12-73, Zona 1 

Quinto: 12 Calle 10-45, Zona 1 

Sexto: 5a. Avenida 12-73, Zona 1 


Ramo Criminal: 


Primero: 9a, Avenida 11-35, Zona 1 

Segundo: 11 Avenida 7-19, Zona 1 

Tercero: 11 Avenida 7-19, Zona 1 

Cuarto: 5a. Calle 10-23, Zona 1 

Quinto: 5a. Calle 5-33, Zona 1 

Sexto: 11 Avenida 10-40, Zona 1 

Séptimo: 5a. Calle 10-23, Zona 1 

Octavo: 5a. Calle 10-23, Zona 1 

Noveno: 3a. Avenida 0-90, Zona 19 (Col. Florida) 
Décimo: 5a. Avenida 16-08, Zona 19 (Col. lo. de Julio). 
Undécimo: 6a. Avenida 2-34, Zona 1 ¿ 
Duodécimo: 6a. Avenida 2-34, Zona 1 

Décimo Tercero: 6a. Avenida 2-34, Zona 1 
Décimo Cuarto: 6a. Avenida 2-34, Zona 1 


JUZGADOS DE TRANSITO 
Primero: 15 Calle 8-45, Zona 1 


“Segundo: 15 Calle 8-45, Zona 1 
Tercero: 15 Calle 8-45, Zona 1 


SERVICIO MEDICO FORENSE 


-10a. Calle y la. Avenida, Zona 1 


- 


A 


ENERO 


FEBRERO 


ABRIL 


MAYO 


JUNIO 


ho Abogados y Notarios Inscritos Durante el Semestre 


Moisés Raúl Pontaza Behrens 
Mario Augusto Morales Mazariegos 


Carlos Enrique Jiménez Gutiérrez 
Ricardo Alvarado Ortigoza 

José Roberto Ulloa Navas 
Oscar Eduardo Ruiz Oliveros 
Jorge Luis Borrayo Reyes 
Héctor Aurelio Pineda Yaeggy 
José Gildardo Alvarado Herrera 
Ramiro López Nimatuj 

Adán Enrique de León Chávez 


Jorge Enrique Torres Lezama 
Carlos Francisco Johanis Siguere 
Víctor Manuel Hurtado Sigiienza 
Luis Francisco Paniagua 


Rolando Ruperto López Godínez 
Sergio Juvenal Castañeda Aguirre 
Carlos Eduardo Lara Cruz 

José Lorenzo Rodríguez 

Manuel de Jesús Gómez Méndez 
Guillermo Sierra Roldán 

Roberto Aníbal Valenzuela Chinchilla 
Bernardo Alfredo López Estrada 
Victor de Jesús Guzmán Morales 
Raquel Fortuny Arana 

Roderico Haroldo López Robles 


Adonis Emir Ramírez Sánchez 

Ma. Elisa del Rosario López Toledo de Calderón 
Héctor Antonio Hernández Cáceres 

José Luis González Dubón 

Héctor Aníbal de León Velasco 

Edgar Rosendo Amado Sáenz 


rs 


María Graciela Cortez Pérez de Arrivillaga 

Luis Fernando Castañeda Galdámez d 
Eval Augusto Avalos Valenzuela 

Gabriel Girón Ortiz 

Ricardo Galindo Gallardo 


ACUERDO NUMERO 29-72 


LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, 
CONSIDERANDO: 


que es conveniente para la administración de justicia, dado el volumen de asuntos de tránsito, 
la creación de otro Juzgado; y que, por otra parte, en el Presupuesto del Organismo Judicial 
se contempla la Partida destinada para ese Juzgado, 


POR TANTO: 


de conformidad con los artículos 240 y 242 de la Constitución de la República y de lo que 
dispone el artículo 60 de la Ley del Organismo Judicial, 


ACUERDA: 


lo.—Crear el Juzgado Tercero de Tránsito con sede en esta capital, con el personal y sueldos 
que figuran en el Presupuesto actual; y 


20.—Que dicho Juzgado quede bajo la jurisdicción del Juzgado Noveno de Primera Instancia 
de lo Criminal. ; ; 


Ax 


Dado en el Palacio del Organismo Judicial, en Guatemala, a los veinticuatro días del 
mes de marzo de mil novecientos setenta y dos. 


COMUNIQUESE. 


FIRMAS: Ortiz Passarelli.—López G.—Vizcaíno L. Herrarte.—Hurtado A.—Robles Ch.— 
Recinos.—Marroguín M.—Aycinena Salazar.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


ACUERDO NUMERO 54-72 


LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, 


con vista de que por renuncia del Magistrado Alberto Herrarte González ha sido electo por 
el Congreso de la República Magistrado de esta Corte el Licenciado HUGO PELLECER 
ROBLES; y, de conformidad con la potestad que le confiere el artículo 249 de la Constitu- 
ción de la República y de lo que determina el inciso b) del artículo 33 de la Ley del Orga- 
nismo Judicial para su organización en Cámaras, 


$ + A (2 yes O Me : its 
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POR TANTO, 
ACUERDA: 


Artículo 1lo.—Integrar la Cámara Civil con los siguientes Vocales: 
Magistrado Vocal Segundo, Licenciado HUMBERTO VIZCAINO LEAL; - 


Magistrado Vocal Cuarto, Licenciado RODRIGO ROBLES CHINCHILLA; 


Magistrado Vocal Quinto, Licenciado MARCO AUGUSTO RECINOS 
SOLIS; ; : 


Magistrado Vocal Séptimo, Licenciado RAFAEL AYCINENA SALAZAR. 


Artículo 20.—Integrar la Cámara Penal con los siguientes Vocales: 


Magistrado Vocal Primero, Licenciado EUGENIO VALENTIN LOPEZ 
GONZALEZ; 


Magistrado Vocal Tercero, Licenciado HERNAN HURTADO AGUILAR; 


Magistrado Vocal Sexto, Licenciado RICARDO MARROQUÍN MAZARIE- 
GOS; y 


Magistrado Vocal Octavo, Licenciado HUGO PELLECER ROBLES. 
Artículo 30.—El presente Acuerdo entrará en vigor inmediatamente. 


Dado en el Palacio del Organismo Judicial, en Guatemala, a los veinticinco días del 
mes de mayo de mil novecientos setenta y dos. 


COMUNIQUESE, 


FIRMAS: Ortiz Passarelli.—López G.—Vizcaíno L.—Hurtado A.—Robles Ch.—Recinos.— 
Marroquín M.—Aycinena Salazar, —Pellecer Robles.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 


ACUERDO NUMERO 53-72 
LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, 
CONSIDERANDO: 
Que es conveniente para la buena administración de justicia modificar la distribución de 
jurisdicción de las Salas Séptima y Octava de la Corte de Apelaciones, atendiendo a las res- 
pectivas estadisticas y a lo solicitado por los Magistrados de la Sala Octava. 
LEYES APLICABLES: 
Artículos 32, 37, 38 inciso Yo. de la Ley del Organismo Judicial, 


ACUERDA: 


Artículo lo.—Trasladar a la jurisdicción de la Sala Séptima de la Corte de Apelaciones, el 
Juzgado Primero de Primera Instancia del departamento de Huehuetenango. 
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Artículo 20.—Queda modificado en ese sentido el Acuerdo Número 53-71 de esta Corte, de 
fecha veintiuno de julio de mil novecientos setenta y uno. 


Artículo 30.—El presente Acuerdo entrará en vigor inmediatamente; y en esa virtud, la Sala 
Octava de la Corte de Apelaciones remitirá a la Sala Séptima de la misma 
Corte, todos los asuntos que procedentes del Juzgado lo. de Primera Instan- 
cia de Huehuetenango, se encuentren en trámite a efecto de que sean feneci- 
dos por esta última Sala. 


+ 


Dado en el Palacio del Organismo Judicial, en Guatemala, a los veinticuatro días del 
mes de mayo de mil novecientos setenta y dos. 


COMUNIQUESE. 


FIRMAS: Ortiz Passarelli.—López G.—Vizcaíno L.—Hurtado Aguilar.—Robles Ch.—Bus- 
tamante R.—Recinos.—Marroquín M.—Aycinena Salazar.—Ante mí: M. Alvarez 
Lobos, 


ACUERDO NUMERO 7-72 


LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, 


CONSIDERANDO: 


a Que es conveniente que las audiencias públicas y demás actos oficiales del Organismo Judi- dy 
cial estén revestidos de la mayor solemnidad, como corresponde a las elevadas funciones que FEA : 
desempeñan los jueces y tribunales de la República; q 


q 


CONSIDERANDO: 


Ms , Que, aunque se ha generalizado en los actos académicos que se llevan a cabo en las diversas 
Universidades del país el uso de la toga, no se lleva en los actos oficiales de la administra- 
7 ción de justicia, en donde, por tradición es usada en la mayoría de los países para darle 5 
el ' mayor relevancia a estos actos. ñ 


POR TANTO: 


En uso de las facultades que le confiere el artículo 38, inciso 100. de la Ley del Organismo 
Judicial, 


de A 


os ACUERDA: 

Artículo lo.—Los Jueces y Magistrados, en las Audiencias Públicas, en los actos ofi- 
ciales que se realicen dentro de los edificios de los tribunales, o cuando así lo disponga la 
Corte Suprema de Justicia, usarán el traje de ceremonia que prescribe este Acuerdo. 


O a 


Artículo 20,—Se instituye como traje de ceremonia, de conformidad con el artículo 


anterior: 


a) La toga, consistente en un ropón con mangas, de tela negra mate; 
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b) La esclavina, de tamaño grande, de tela brillante, del mismo color, con vueltas 
también de terciopelo negro o seda brillante; 


c) El birrete, de tela negra mate del mismo color, con borla en la parte superior; 
d) El collarín, de tela negra mate. 


Artículo 30.—Los Jueces:de Primera Instancia, Jueces de Familia, Jueces de Trabajo, 
Jueces de Cuentas, Jueces de lo Económico-Coactivo y demás Jueces que tengan la misma 
calidad o las mismas preeminencias de los Jueces de Primera Instancia, usarán en las mangas 
de la toga y al rededor de la esclavina, una franja en oro, y en el birrete, una borla en oro. 

Artículo 40.—Los Magistrados de las Salas de Apelaciones, del Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo, del Tribunal de Conflictos de Jurisdicción y de cualquier otro tri- 
bunal que tenga la misma categoría de los tribunales de Segunda Instancia, usarán en las 
mangas de la toga y al rededor de la esclavina, dos franjas en oro, y en el birrete una borla 
en oro. 


Artículo 50.—Los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia usarán en las mangas 
de la toga y al rededor de la esclavina, tres franjas en oro, y en el birrete una borla en oro. 


Artículo 60.—El Presidente del Organismo Judicial y de la Corte Suprema de Jus- 
ticia, sobre toga igual a la de los demás Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, usará 
el Gran Collar de la Justicia, consistente en una cadena de oro rematada con una medalla 
con el escudo nacional y grabado el siguiente nombre: “Presidente del Organismo Judicial y 
de la Corte Suprema de Justicia. Guatemala”, 
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En 
Artículo 70.—Los Jueces o Magistrados que integren los Tribunales Extraordinarios 
de Amparo y cualesquiera otros previstos por la ley, usarán el traje de ceremonia que co- 


rresponda a su categoría, según el cargo permanente que ejerzan. 


Artículo 80.—El Procurador General de la Nación y Representante del Ministerio 
Público, cuando asista a las Audiencias o actos oficiales del Organismo Judicial, podrá llevar 
el mismo traje de ceremonia de los Magistrados de la E Suprema de Justicia, con el dis- 
tintivo que sea acordado por dicha Institución. 


Artículo 9o0.—Los Jefes de Sección del Ministerio Público, cuando asistan a las Au- 
diencias O actos oficiales del Organismo Judicial, podrán usar el mismo traje de ceremonia 
de los Magistrados de las Salas de la Corte de Apelaciones, con el mismo distintivo que sea 
acordado para esa Institución. 


Artículo 100,—Los Agentes y Procuradores del Ministerio Público, cuando asistan a 
las Audiencias o actos oficiales del Organismo Judicial, podrán usar el mismo traje de cere- 
mionia de los Jueces de Primera Instancia, con el mismo distintivo acordado para esa Ins- 
titución. 


Artículo 110.—Los Abogados que concurran a las Audiencias Públicas o actos ofi- 
ciales del Organismo Judicial, se presentarán en traje profesional, consistente en toga negra, 
esclavina, collarín y birrete, de la misma forma que de la de los Jueces y Magistrados, pero 
sin franjas en oro en la toga y esclavina, ni borla en oro en el birrete, el cual la tendrá de 
seda negra. 


Artículo 120.—En las Audiencias y vistas públicas, el tribunal que presida llevará el 
birrete permanentemente, no así los Abogados de las partes o los representantes del Minis- 
terio Público, quienes, para dirigirse a la audiencia, se quitarán el birrete. 
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Artículo 130.—Se autoriza la erogación de los fondos privativos que sean necesarios 
para que los Tribunales de Justicia se provean de los trajes de ceremonia que en este Acuerdo 
se establecen para los distintos funcionarios y abogados. 


Artículo 140.—El presente Acuerdo entrará en vigor en el término de seis meses a 
contar de la presente fecha. | 


_ Dado en el Palacio del Organismo Judicial, en Guatemala, a los siete días del mes de 
febrero de mil novecientos setenta y dos. 
ños AS - COMUNIQUESE. 


FIRMAS: Ortiz Passarelli.—López G.—Vizcaíno L.—Herrarte.—Hurtado A.—Robres Ch,— 
Recinos. —Marroquín M.—Aycinena Salazar.—Ante mí: M. Alvarez Lobos. 
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